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PREMIO NACIONAL 

DE DERECHOS 

HUMANOS 2007 





 

Premio Nacional 
de Derechos Humanos 2007 

Convocatoria para el Premio Nacional 
de Derechos Humanos 2007 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en los artícu­
los 3; 19, fracción III; 109; 110; 111; 112, y demás relativos de la Ley de Premios, 
Estímulos y Recompensas Civiles, y de acuerdo con el Reglamento sobre dicho 
Premio, declara que éste se otorga como un reconocimiento público que la socie­
dad mexicana confiere a la persona que se haya destacado en la promoción efec­
tiva y en la defensa de los Derechos Humanos en nuestro país. En consecuencia 

CONVOCA 

al público en general, a cualquier persona, organismo público o privado, para 
que propongan a quien estimen se haya destacado en la promoción efectiva y en 
la defensa de los Derechos Humanos en nuestro país. 

De conformidad con las siguientes: 
Bases 

PRIMERA. Cualquier persona, organismo público o privado podrá presentar una 
propuesta de candidatura por escrito y/o personalmente al Secretario del Conse­
jo de Premiación a partir de la publicación de esta convocatoria y hasta las 18:30 
horas del viernes 2 de noviembre de 2007, o enviar ésta por correo certificado o 
mensajería especializada antes del 31 de octubre de 2007, al domicilio Carretera 
Picacho-Ajusco 238, Torre 2, cuarto piso, Col. Jardines en la Montaña, Delegación 
Tlalpan, C. P. 14210, México, D. F., y adjuntando los siguientes documentos: 

1. Oficio firmado por la persona o por el representante legal del organismo pú­
blico o privado que propone a la candidata o al candidato. 

2. Copia del acta de nacimiento o de la carta de naturalización; currículo, inclu­
yendo domicilio, teléfono y, en su caso, correo electrónico, y semblanza con 
extensión máxima de tres cuartillas de la candidata o del candidato. 

3. Los documentos tendentes a acreditar los méritos de la candidata o del can­
didato, que contengan una valoración de su trayectoria, materiales biblio­
gráficos, audiovisuales, gráficos, cursos, conferencias y, por otra parte, los 
casos en los que haya intervenido, y de cualquier otro tipo que demuestren 
la pertinencia de la candidatura. 

4. Los elementos que se ofrezcan para acreditar los méritos de la candidata o 
del candidato serán susceptibles de verificarse por cualquier medio. 
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SEGUNDA. Se podrán proponer candidaturas post mortem. 

TERCERA. La candidata o el candidato no podrá estar contendiendo por un pues­
to de elección popular y no deberá ocupar ni haber ocupado el cargo de Con­
sejero de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 

CUARTA. De las solicitudes que cumplan los requisitos se llevará un registro. El 
Secretario del Consejo de Premiación será el enlace entre éste y el Jurado. 

QUINTA. El Jurado tendrá la facultad de declarar desierto el Premio. Asimismo, el 
Jurado no podrá revocar su propia resolución una vez emitida, ni ésta podrá ser 
recurrida. 

SEXTA. El Consejo de Premiación, con base en la evaluación y dictamen del Ju­
rado, designará a la persona ganadora. 

SÉPTIMA. El resultado de la presente convocatoria se publicará en el Diario Ofi­
cial de la Federación, en la Gaceta de la Comisión Nacional de los Derechos Hu­
manos, en su página web, y también se difundirá a través de los medios masivos 
de comunicación. 

OCTAVA. El Premio consistirá en una medalla en oro de ley 0.900, en su anverso 
llevará la inscripción “Premio Nacional de Derechos Humanos”, y en el reverso el 
nombre de la persona ganadora del Premio, el año y la leyenda: “Por la promo­
ción y defensa de los derechos fundamentales”, una cantidad en numerario por 
$250,000.00 (Doscientos cincuenta mil pesos 00/100 M. N.), y un diploma fir­
mado por el Presidente de la República y por el Presidente de la Comisión Nacio­
nal de los Derechos Humanos. 

NOVENA. La ceremonia para la entrega del Premio se realizará en un acto públi­
co y solemne, en fecha que se dará a conocer con toda oportunidad. 

DÉCIMA. Los casos no previstos en esta convocatoria serán resueltos en definiti­
va por el Consejo de Premiación. 

Por el Consejo de Premiación
 

Dr. José Luis Soberanes Fernández,
 
Presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos
 

Para mayores informes llamar a los teléfonos 01 800 008 69 00; 56 44 22 88, y 56 31 00 40, 
exts. 2372, 2373, 2279 y 2329, o consultar la página electrónica: http://www.cndh.org.mx, o 
acudir a las oficinas de la Secretaría del Consejo de Premiación, ubicadas en Carretera Picacho-

GACETA Ajusco 238, Torre 2, cuarto piso, Col. Jardines en la Montaña, Delegación Tlalpan, C. P. 14210, 
OCT/2007 México, D. F. 
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INFORME MENSUAL 





Número total 
de expedientes 1,606 

Segunda Visitaduría 531 

Primera Visitaduría 525 

Quinta Visitaduría 308 

Cuarta Visitaduría 150 

Tercera Visitaduría 92 

   

Número total 
de expedientes 498 

Primera Visitaduría 201 

Segunda Visitaduría 179 

Quinta Visitaduría 54 

Tercera Visitaduría 35 

Cuarta Visitaduría 29 

Expedientes de queja
 

A. Expedientes de queja registrados en el periodo 
por Visitaduría y total 

B. Expedientes de queja en trámite 
por Visitaduría y total 
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ACETA
G 
C. Total de expedientes concluidos y por Visitaduría 

a. Formas de conclusión de expedientes en cada Visitaduría 

Total de expedientes 
concluidos 

498 

Orientación al quejoso 
y/o remisión de la queja 288 

Solución de la queja 
durante su tramitación 

96 

Por no existir materia 

Falta de interés 
del quejoso 29 

66 

9Desistimiento 
del quejoso 

3 Recomendación del Programa de Quejas 

No competencia de la CNDH 5 

2 Recomendación del Programa Penitenciario 

Orientación al quejoso y/o remisión de la queja: 288 

151 75 18 44
 

Primera Segunda Cuarta Quinta
 
Visitaduría Visitaduría Visitaduría Visitaduría
 

Solución de la queja durante su tramitación: 96 

34 26 13 8 15 

Primera Segunda Tercera Quinta 
Visitaduría Visitaduría Visitaduría Visitaduría 

Cuarta 
Visitaduría 



ACETAG 
Por no existir materia: 66 

1 31 30 3 1

Primera Segunda Tercera Quinta 
Visitaduría Visitaduría Visitaduría Visitaduría 

Cuarta 
Visitaduría 

Falta de interés del quejoso: 29 

6 7 3 13 

Primera Segunda Cuarta Quinta 
Visitaduría Visitaduría Visitaduría Visitaduría 

Desistimiento del quejoso: 9 

5 1 3 

Segunda Cuarta Quinta 
Visitaduría Visitaduría Visitaduría 

No competencia de la CNDH: 5 

1 2 2 

Segunda Cuarta Quinta 
Visitaduría Visitaduría Visitaduría 

Recomendación del Programa de Quejas: 3 

2 1 

Primera Quinta 
Visitaduría Visitaduría 

Recomendación del Programa Penitenciario: 2 

2 

Tercera 
Visitaduría 
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Pendiente de calificación 
por falta de información 
del quejoso 

1,606 

116 

Presunta violación 1,490 

Total de expedientes en trámite 

ACETA
G 
b. Situación de los expedientes de queja registrados 
y concluidos 

Presunta violación: 1,490 

517 503 92 128 250 

Primera Segunda Cuarta Quinta 
Visitaduría Visitaduría Visitaduría Visitaduría 

Tercera 
Visitaduría 

Pendiente de calificación por falta de información del quejoso: 116

 8 28 22 58
 

Primera Segunda Cuarta Quinta 
Visitaduría Visitaduría Visitaduría Visitaduría 
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Total de expedientes concluidos 
registrados durante el periodo 46 

Primera Visitaduría 19 

Segunda Visitaduría 16 

Quinta Visitaduría 8 

Tercera Visitaduría 2 

Cuarta Visitaduría 1 

ACETA
G 
D. Expedientes de queja concluidos de los registrados
 

en el periodo
 

E. Expedientes de queja registrados y concluidos
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Expedientes 
Expedientes concluidos de 

Expedientes Expedientes concluidos de los registrados 
registrados en concluidos en los registrados en meses 

Mes el periodo el ejercicio en el mes anteriores 

Enero 477 418 39 379 

Febrero 437 413 43 370 

Marzo 507 439 46 393 

Abril 405 375 22 353 

Mayo 493 449 53 396 

Junio 422 447 36 411 

Julio 239 250 14 236 

Agosto 625 493 48 445 

Septiembre 435 441 30 411 

Octubre 498 498 46 452 



ACETA
G 
F. Autoridades señaladas como responsables de violaciones, 
respecto de las quejas en trámite 

Núm. de 
quejas 

JFCA 7 

PEMEX 7 

PGJENL 7 

SEGOB 7 

PGJEO 8 

CNDPI 10 

PFDT 10 

CFRSO 11 

CRTT 11 

SM 12 

CONDUSEF 13 

CFRSN 14 

SAGARPA 15 

SCT 15 

SRA 15 

SAT 17 

FOVISSSTE 18 

LFC 18 

SEDESOL 19 

PROFEPA 22 

SEMARNAT 22 

PROFECO 23 

CONAGUA 24 

SSPF 26 

PA 27 

AFIPGR 28 

SRE 28 

CFE 50 

PFP 58 

INFONAVIT 61 

ISSSTE 65 

OADPRSSSP 71 

SEP 78 

INM 129 

SEDENA 177 

PGR 213 

IMSS 287
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ACETA
G 

Siglas Autoridad responsable 

JFCA
 

PEMEX
 

PGJENL
 

SEGOB
 

PGJEO
 

CNDPI
 

PFDT
 

CFRSO
 

CRTT
 

SM
 

CONDUSEF
 

CFRSN
 

SAGARPA
 

SCT
 

SRA
 

SAT
 

FOVISSSTE
 

LFC
 

SEDESOL
 

PROFEPA
 

SEMARNAT
 

PROFECO
 

CONAGUA
 

SSPF
 

PA
 

AFIPGR
 

SRE
 

CFE
 

PFP
 

INFONAVIT
 

ISSSTE
 

OADPRSSSP
 

SEP
 

INM
 

SEDENA
 

PGR
 

IMSS
 

Junta Federal de Conciliación y Arbitraje 

Petróleos Mexicanos 

Procuraduría General de Justicia del Estado de Nuevo León 

Secretaría de Gobernación 

Procuraduría General de Justicia del Estado de Oaxaca 

Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas 

Procuraduría Federal de la Defensa del Trabajo 

Centro Federal de Readaptación Social Número 2 “Occidente” 

Comisión para la Regularización de la Tenencia de la Tierra 
de la Secretaría de Desarrollo Social 

Secretaría de Marina 

Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios 
de los Servicios Financieros 

Centro Federal de Readaptación Social Número 4 “Noroeste” 

Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación 

Secretaría de Comunicaciones y Transportes 

Secretaría de la Reforma Agraria 

Servicio de Administración Tributaria de la SHCP 

Fondo de la Vivienda del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales 
de los Trabajadores del Estado 

Luz y Fuerza del Centro 

Secretaría de Desarrollo Social 

Procuraduría Federal de Protección al Ambiente 

Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales 

Procuraduría Federal del Consumidor 

Comisión Nacional del Agua 

Secretaría de Seguridad Pública Federal 

Procuraduría Agraria 

Agencia Federal de Investigación de la Procuraduría General de la República 

Secretaría de Relaciones Exteriores 

Comisión Federal de Electricidad 

Policía Federal Preventiva de la Secretaría de Seguridad Pública 

Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores 

Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado 

Órgano Administrativo Desconcentrado Prevención y Readaptación Social 
de la Secretaría de Seguridad Pública 

Secretaría de Educación Pública 

Instituto Nacional de Migración de la Secretaría de Gobernación 

Secretaría de la Defensa Nacional 

Procuraduría General de la República 

Instituto Mexicano del Seguro Social C N D H  
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Expedientes de recursos 
de inconformidad 

A. Expedientes de recursos de inconformidad 
registrados en el periodo 

Concluidos 

Registrados 

Total de expedientes 

155 

En 
trámite 39 50 

66 

B. Causas de conclusión
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Desestimada 
o infundada 

Recomendación 
dirigida 

a autoridad 

Total de expedientes 

50 
44 

4 
Recomendación dirigida 
a Organismo Local1 

1
Atracción del recurso de queja 
e inicio de expediente en el 
Programa General de Quejas 



ACETA
G 
C. Recursos de inconformidad recibidos 
en contra de Comisiones Estatales 
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Total de recursos de inconformidad 

66 

Veracruz 

Chiapas 

Puebla 

Nuevo León 

Guerrero 

Chihuahua 

Michoacán 

Jalisco 

14 

Tamaulipas 

Coahuila 

Quintana Roo 

San Luis Potosí 

Tabasco 

8 
7 

5 

4 

3 

3 Sinaloa 

2 
2 

2 
2 

2 
Guanajuato 

Nayarit 

2 
2 

1 
1 

1 
1 

1 

1 
1 

1 

Baja California 
Durango 

Hidalgo 
Morelos 

Sonora 

Tlaxcala 



Recomendación 
Núm. 

Autoridad Motivo de violación Visitaduría 

Programa General de Quejas 

2007/046 

2007/047 

2007/049 

Instituto Mexicano del Seguro Social 

Instituto Mexicano del Seguro Social 

Gobernador constitucional del 
estado de Quintana Roo 

H. Ayuntamiento de Cozumel, 
Quintana Roo 

Negligencia medica 

Negativa o inadecuada prestación del 
servicio público de salud 

Detención arbitraria 
Ejercicio indebido del cargo 
Intimidación 
Amenazas 
Violación al derecho a la libertad de 
expresión 

Detención arbitraria 
Ejercicio indebido del cargo 
Intimidación 
Amenazas 
Violación al derecho a la libertad de 
expresión 

1a. 

1a.

5a. 

Programa Penitenciario 

2007/044 Secretaría de Seguridad Pública 
Federal 

Retención ilegal 3a. 

Gobierno del Distrito Federal 

2007/052 Secretaría de Seguridad Pública 
Federal 

Violación a los derechos de los menores 
internos 

3a. 

Programa de Inconformidades 

2007/045 

2007/048 

2007/050 

2007/051 

2007/053 

Comisión de Derechos Humanos 
del Distrito Federal 

H. Ayuntamiento de Chicontepec, 
Veracruz 

Gobernador constitucional del 
estado de Veracruz 

Gobernador constitucional del 
estado de Puebla 

Congreso del Estado de Veracruz 

H. Ayuntamiento de Xoxocotla, 
Veracruz 

Impugnación de la resolución definitiva 
(CEDH) contra Recomendación 

Impugnación por la no aceptación de la 
Recomendación por parte de la autoridad 

Impugnación por la no aceptación de la 
Recomendación por parte de la autoridad 

Impugnación por incumplimiento de la 
Recomendación por parte de la autoridad 

Impugnación por incumplimiento de la 
Recomendación por parte de la autoridad 

Impugnación por incumplimiento de la 
Recomendación por parte de la autoridad 

1a. 

5a. 

5a. 

1a. 

4a. 

Recomendaciones
 

A. Recomendaciones emitidas durante el mes
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Mes Octubre 

Número de Recomendaciones emitidas 10 

No aceptadas 1 

Aceptadas con pruebas de cumplimiento total 6 

Aceptadas con cumplimiento insatisfactorio 1 

Aceptadas con pruebas de cumplimiento parcial 3 

Aceptadas sin pruebas de cumplimiento 2 

Aceptadas en tiempo para presentar pruebas de cumplimiento 6 

En tiempo de ser contestadas 0 

Características peculiares 0 

Total de autoridades destinatarias 13 

ACETAG 
B. Seguimiento por autoridad destinataria 
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Conciliaciones
 

Número de conciliaciones formalizadas durante el mes
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Total de 
conciliaciones 
formalizadas 

12 

Instituto Nacional 
de Migración 

Instituto 
Mexicano del 
Seguro Social 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

1 

3 

Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores 
del Estado 

Delegación Política del Gobierno del Distrito Federal 
en Tláhuac 

Comisión Federal para la Protección de los Riesgos 
Sanitarios 

Procuraduría General de Justicia del Estado 
de Tamaulipas 

Secretaría de Seguridad Pública 
del Estado de Tamaulipas 

Secretaría de Seguridad Pública 
del Estado de Chiapas 

H. Ayuntamiento de Ixtla 
del Río, Nayarit 

Secretaría de la 
Reforma Agraria 





Orientación y remisión
 

A. Orientaciones formuladas en las Visitadurías 
y en la Dirección General de Quejas y Orientación 

En el mes 

Primera Visitaduría 123 
Segunda Visitaduría 120 
Tercera Visitaduría 260 
Cuarta Visitaduría 33 
Quinta Visitaduría 39 
DGQO 49 

Total 624 

B. Remisiones tramitadas por las Visitadurías 
y la Dirección General de Quejas y Orientación 

En el mes 

Primera Visitaduría 46 
Segunda Visitaduría 43 
Tercera Visitaduría 19 
Cuarta Visitaduría 99 
Quinta Visitaduría 59 
DGQO 74 

Total 340 
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Total 
Destinatarios mensual 

Comisiones Estatales de Derechos Humanos 237 

Procuraduría Federal de la Defensa del Trabajo 32 

Comisión Nacional de Arbitraje Médico 25 

Procuraduría de la Defensa de los Trabajadores al Servicio del Estado 13 

Secretaría de Relaciones Exteriores 10 

Procuraduría Federal del Consumidor 6 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 6 

Procuraduría Agraria 5 

Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación 2 

Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios 
de los Servicios Financieros 1 

Contraloría Interna de la Secretaría de la Función Pública en el Servicio 
de Administración Tributaria 1 

Órgano Interno de Control en Luz y Fuerza del Centro de la Secretaría 
de la Función Pública 1 

Órgano Interno de Control en Petróleos Mexicanos de la Secretaría 
de la Función Pública 1 

Procuraduría Federal de Protección al Ambiente 1 

Secretaría de la Función Pública 1 

Total 342 

ACETAG 
C. Destinatarios de las remisiones 

In
fo

rm
e 

m
en

su
al


 

28 
GACETA 
OCT/2007 



Total 
Actividad mensual 

Remisión vía oficio de presentación 57 

Orientación jurídica 387 

Revisión de escrito de queja o recurso 46 

Asistencia en la elaboración de escrito de queja 23 

Recepción de escrito para conocimiento 11 

Aportación de documentación al expediente 5 

Información sobre la función de la CNDH para trabajos escolares o de investigación 148 

Total 677 

Total 
Actividad mensual 

Remisión vía oficio de presentación 168 

Orientación jurídica personal y telefónica 1,726 

Revisión de escrito de queja o recurso 69 

Asistencia en la elaboración de escrito de queja 103 

Recepción de escrito para conocimiento 10 

Aportación de documentación al expediente 4 

Acta circunstanciada que derivó en queja efectuada vía personal o telefónica 54 

Acta circunstanciada que derivó en solución inmediata vía personal o telefónica 24 

Información sobre la función de la CNDH para trabajos escolares o de investigación 
vía personal o telefónica 123 

Total 2,281 

Atención al público
 

A. En el edificio sede de la CNDH
 

B. En la oficina del Programa de Atención a Víctimas 
del Delito en el Centro Histórico 
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ACETAG 
C. Servicio de guardia en el edificio sede 

Total 
Actividad mensual 

Remisión vía oficio de presentación 11 

Orientación jurídica personal y telefónica 341 

Revisión de escrito de queja o recurso 8 

Asistencia en la elaboración de escrito de queja 15 

Recepción de escrito para conocimiento 4 

Aportación de documentación al expediente 7 

Acta circunstanciada que derivó en queja efectuada vía personal o telefónica 23 

Acta circunstanciada que derivó en solución inmediata vía personal o telefónica 58 

Información sobre la función de la CNDH para trabajos escolares o de investigación 
vía personal o telefónica 15 

Total 482 

D. Servicio de atención telefónica 

El Departamento de Atención Telefónica ofrece, además de los rubros ya mencionados, 
información sobre el curso de los escritos presentados ante este Organismo Nacional. 

Total 
Área mensual 
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Primera Visitaduría 165 

Segunda Visitaduría 163 

Tercera Visitaduría 33 

Cuarta Visitaduría 24 

Quinta Visitaduría 21 

Dirección General de Quejas y Orientación 37 

Total 443 



Capacitación
 

Actividades realizadas durante el mes de octubre 

Educación básica 

Fecha Institución Actividad Título Estado Dirigido a 

1-oct Escuela Tulips Curso Derechos y responsabilidades de Distrito Federal Directivos 
las niñas y los niños 

2-oct Escuela Tulips Curso Derechos y responsabilidades de Distrito Federal Coordinadores 
las niñas y los niños 

3-oct Escuela Valle Curso Derechos y responsabilidades de Distrito Federal Alumnos 
las niñas y los niños 

4-oct Centro Infantil Bit Curso Derechos y responsabilidades de Distrito Federal Alumnos 
las niñas y los niños 

5-oct Colegio Weldon Curso Derechos y responsabilidades de Distrito Federal Alumnos 
las niñas y los niños 

8-oct Colegio Weldon Curso Derechos y responsabilidades de Distrito Federal Directivos 
las niñas y los niños 

9-oct Colegio Valle Curso Derechos y responsabilidades de Distrito Federal Profesores 
las niñas y los niños 

10-oct Centro Infantil Bit Curso Derechos y responsabilidades de Distrito Federal Profesores 
las niñas y los niños 

11-oct Centro Infantil Bit Curso Derechos y responsabilidades de Distrito Federal Padres de 
las niñas y los niños familia 

12-oct Escuela Domani Curso Derechos y responsabilidades de Distrito Federal Alumnos 
las niñas y los niños 

15-oct Escuela Domani Curso Derechos y responsabilidades de Distrito Federal Padres de 
las niñas y los niños familia 

16-oct Colegio Valle Curso Derechos y responsabilidades de Distrito Federal Padres de 
las niñas y los niños familia 

17-oct Colegio Weldon Curso Derechos y responsabilidades de Distrito Federal Padres de 
las niñas y los niños familia 

18-oct Colegio Weldon Curso Derechos y responsabilidades de Distrito Federal Profesores 
las niñas y los niños 

19-oct Colegio Weldon Curso Derechos y responsabilidades de Distrito Federal Coordinadores 
las niñas y los niños 

22-oct Escuela Domani Curso Derechos y responsabilidades de Distrito Federal Profesores 
las niñas y los niños 

23-oct Colegio Valle Curso Derechos y responsabilidades de Distrito Federal Coordinadores 
las niñas y los niños 

24-oct Escuela Domani Curso Las drogas Distrito Federal Alumnos 

24 y 25-oct Universidad Curso Capacitación para la educación Estado de Docentes 
(2 ocasiones) Mexicana básica México 

25-oct Escuela Valle Curso Las drogas Distrito Federal Alumnos 

25-oct Centro Educativo Curso Derechos y responsabilidades de Distrito Federal Directivos 
Yireh las niñas y los niños 

C N D H  
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Fecha Institución Actividad Título Estado Dirigido a 

2-oct Secretaría de la Curso El procedimiento de la queja Distrito Federal
 Elementos de 
Defensa Nacional tropa 

3-oct Secretaría de la Curso Artículo 8o. de la Ley Federal de Distrito Federal
 Jefes y 
Defensa Nacional Responsabilidades oficiales 

Administrativas de los Servidores 
Públicos 

8-oct Secretaría de la Conferencia
 Migración y Derechos Humanos Distrito Federal
 Policías 
Defensa Nacional militares 

8-oct Secretaría de la Conferencia
 Derechos Humanos enfocados a Distrito Federal
 Policías 
Defensa Nacional las actividades policiales en el militares 

restablecimiento del orden 
público 

18-oct Procuraduría de los Conferencia
 Marco jurídico para prevenir la Baja California
 Personal de 
Derechos Humanos y tortura tropa, 
Protección oficiales, jefes 
Ciudadana en el 
Estado de Baja 
California 

y generales 

ACETA
G 
Educación media 

Fecha Institución Actividad Título Estado Dirigido a 

8-oct Instituto Politécnico 
Nacional 

Curso Abuso sexual infantil y Derechos 
Humanos 

Distrito Federal Estudiantes 

9-oct Instituto Politécnico 
Nacional 

Conferencia Discriminación Distrito Federal Estudiantes 

11-oct Instituto Politécnico 
Nacional 

Conferencia Equidad de género Distrito Federal Alumnos y 
docentes 

11-oct Comisión de la 
Defensa de los 
Derechos Humanos 
del Distrito de los 
Tuxtlas, A. C. 

Conferencia Antecedentes históricos de los 
Derechos Humanos 

Veracruz Estudiantes 

12-oct Instituto Politécnico 
Nacional 

Conferencia Derechos Humanos y violencia 
en el noviazgo 

Distrito Federal Alumnos 

Educación superior 

Fecha Institución Actividad Título Estado Dirigido a 

Del 31-may 
al 23-oct 

17-oct 

Universidad 
Autónoma de Baja 
California Sur, 
Instituto de 
Capacitación y 
Desarrollo para los 
Trabajadores al 
Servicio de los 
Poderes del Estado, y 
Comisión Estatal de 
los Derechos 
Humanos de Baja 
California Sur 

Comisión de 
Derechos Humanos 
del Estado de 
Coahuila 

Diplomado Diplomado en Derechos Quintana Estudiantes y 
Humanos Roo servidores 

públicos 

Conferencia	 Derecho a la libertad de Maestros y 
expresión estudiantes 

Servidores públicos (fuerzas armadas) 
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ACETA
G 

Fecha Institución Actividad Título Estado Dirigido a 

19-oct Secretaría de la 
Defensa Nacional 

Curso Análisis de la Recomendación 
40/2006 y el uso legítimo de la 
fuerza pública 

Distrito Federal Oficiales y 
tropa 

19-oct Secretaría de la 
Defensa Nacional 

Conferencia Derechos de las y los niños Distrito Federal Personal de 
tropa, 

oficiales y 
jefes 

19-oct Secretaría de la 
Defensa Nacional 

Conferencia Derechos Humanos de los 
migrantes 

Distrito Federal Generales, 
jefes y 

oficiales 

19-oct Secretaría de la 
Defensa Nacional 

Conferencia Derechos de la mujer Distrito Federal Personal de 
tropa 

19-oct Secretaría de la 
Defensa Nacional 

Curso Curso básico de Derechos 
Humanos y la Recomendación 
40/2006 

Distrito Federal Elementos de 
tropa 

Servidores públicos (seguridad pública) 

Fecha Institución Actividad Título Estado Dirigido a 

1-oct	 Comisión Estatal de Curso Sistema de Protección No Aguascalientes Policías 
Derechos Humanos Jurisdiccional de los Derechos 
de Aguascalientes Humanos 

2-oct Secretaría de Curso Uso de la fuerza pública en Distrito Federal Policías 
Seguridad Pública funciones policiales federales 

preventivos 

2-oct	 Comisión Estatal de Curso Derechos Humanos, seguridad Aguascalientes Policías 
Derechos Humanos pública y detención 
de Aguascalientes 

3-oct	 Comisión Estatal de Curso El uso de la fuerza y de las Aguascalientes Policías 
Derechos Humanos armas en el ejercicio de la 
de Aguascalientes función policial 

4-oct	 Comisión Estatal de Curso Análisis de las Recomendaciones Aguascalientes Policías 
Derechos Humanos Generales 2, 10 y 12 
de Aguascalientes 

8-oct Secretaría de Curso La Recomendación 15/2007, Distrito Federal Elementos de 
Seguridad Pública sobre el caso Oaxaca la Policía 

Federal 
Preventiva 

15-oct	 Secretaría de Curso Los Derechos Humanos en el Distrito Federal Personal de 
Seguridad Pública procedimiento de la detención esa Secretaría 

15-oct	 Comisión de Defensa Curso Los Derechos Humanos en la Nayarit Policías 
de los Derechos detención 
Humanos para el 
Estado de Nayarit 

16-oct	 Comisión de Defensa Curso Derechos Humanos en la Nayarit Policías 
de los Derechos función policial 
Humanos para el 
Estado de Nayarit 

22-oct Secretaría de Curso Uso de la fuerza pública en Distrito Federal Policías 
Seguridad Pública funciones policiales federales 

preventivos 
C N D H  
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ACETA
G 
Servidores públicos (procuración de justicia) 

Fecha Institución Actividad Título Estado Dirigido a 

2-oct Procuraduría General Curso La detención Distrito Federal Agentes del 
de la República Ministerio 

Público y 
agentes 

federales de 
investigación 

4-oct	 Procuraduría General Curso Derechos de las víctimas del Distrito Federal Ministerios 
de la República delito públicos, 

agentes 
federales de 
investigación 
y personal 

administrativo 

9 y 10-oct Procuraduría General Curso Aspectos básicos de los Derechos Distrito Federal Personal de 
de la República Humanos y sistemas de protección esa 

de los Derechos Humanos Procuraduría 

3 al 5-oct Comisión de Curso El parte informativo Colima Agentes del 
(4 ocasiones) Derechos Humanos Ministerio 

del Estado de Colima Público y 
policías 

11-oct	 Procuraduría General Curso La detención Veracruz Ministerios 
de la República públicos y 

agentes 
federales de 
investigación 

12-oct	 Procuraduría General Curso Atención a víctimas del delito Veracruz Ministerios 
de la República públicos y 

agentes 
federales de 
investigación 

16-oct	 Procuraduría General Curso Aspectos básicos de Derechos Distrito Federal Agentes 
de la República Humanos federales de 

investigación 
y personal 

administrativo 

17-oct	 Procuraduría General Curso Sistema universal y regional de Distrito Federal Agentes 
de la República los Derechos Humanos federales 

investigadores 
y personal 

administrativo 

17-oct Procuraduría General Curso Investigación y documentación Nayarit Elementos de 
de Justicia de la tortura y/o maltrato en el la Policía 

marco jurídico mexicano Estatal 
Investigadora 

18-oct Procuraduría General Curso Los Derechos Humanos en la Distrito Federal Agentes 
de la República detención federales de 

investigación 
y policías 

18-oct Procuraduría General Curso Las víctimas del delito y el abuso Nayarit Elementos de 
de Justicia del poder la Policía 

Estatal 
Investigadora 

22-oct Procuraduría General Curso Derechos Humanos en la Nayarit Elementos de 
de Justicia función policial la Policía 

Estatal 
Investigadora 

Curso Derechos Humanos en la Nayarit Elementos de 
23-oct Procuraduría General detención la Policía 

de Justicia Estatal 
Investigadora 

24-oct	 Comisión de Defensa Curso Marco jurídico para prevenir y Nayarit Policías 
de los Derechos sancionar la tortura judiciales 
Humanos para el 
Estado de Nayarit 

24-oct Comisión de Defensa Curso Víctimas del delito Nayarit Policías 
de los Derechos judiciales 
Humanos para el 

GACETA Estado de Nayarit 
OCT/2007 
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ACETA
G 
Servidores públicos (personal penitenciario) 

Fecha Institución Actividad Título Estado Dirigido a 

9 al 12-oct 
(4 ocasiones) 

Secretaría de 
Seguridad Pública 

Curso Principios para la Protección de 
Todas las Personas Sometidas a 
Cualquier Forma de Detención o 
Prisión 

Jalisco Personal de 
seguridad, de 

guardia, 
médico, de 

enfermería y 
administrativo 

15-oct Secretaría de 
Seguridad Pública 

Curso Principios de Derechos Humanos 
para el Traramiento de las 
Personas Sometidas a Cualquier 
Forma de Detención o Prisión 

Sinaloa Personal 
administrativo 
y de custodia 

Servidores públicos (Organismos Públicos de Derechos Humanos) 

Fecha Institución Actividad Título Estado Dirigido a 

1-oct Comisión de 
Derechos Humanos 
del Estado de Colima 

Curso Una propuesta metodológica 
para la capacitación en 
Derechos Humanos 

Colima Personal de 
esa Comisión 

1, 2 y 22-oct 
(2 ocasiones) 

Comisión de 
Derechos Humanos 
del Estado de Colima 

Curso Metodología para la enseñanza 
de los Derechos Humanos 

Colima Personal de 
esa Comisión 

4-oct Comisión Estatal de 
Derechos Humanos 
de Chiapas 

Curso Competencia y facultades de la 
CNDH 

Chiapas Personal de 
esa Comisión 

Servidores públicos (otros servidores públicos) 

Fecha Institución Actividad Título Estado Dirigido a 

1 y 2-oct Secretaría del Trabajo 
y previsión Social 

Curso Curso básico de Derechos 
Humanos 

Tlaxcala Servidores 
públicos 

3-oct Comisión de 
Derechos Humanos 
del Estado de Colima 

Conferencia Amparo contra particulares Colima Jueces, 
abogados, 

estudiantes y 
público en 

general 

4-oct Gobierno del Estado 
de Oaxaca 

Curso La protección de los Derechos 
Humanos en la ámbito nacional 
y estatal 

Oaxaca Servidores 
públicos 

15 y 16-oct Secretaría del Trabajo 
y Previsión Social 

Curso Aspectos básicos de Derechos 
Humanos y Recomendación 
26/2006 

Nuevo León Servidores 
públicos 

16 y 17-oct 
(3 ocasiones) 

Procuraduría de los 
Derechos Humanos y 
Protección 

Conferencia Marco jurídico para prevenir la 
tortura 

Baja California Servidores 
públicos 

Ciudadana de Baja 
California 
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Organizaciones sociales (Organismos No Gubernamentales) 

Fecha Institución Actividad Título Estado Dirigido a 

7-sep Fraternidad Nacional Seminario Sociedad civil y grupos en Estado de Integrantes 
al 12-oct	 de Organizaciones situación vulnerable México de ONG 

Unidas de Derechos 
Humanos, A. C. C N D H  
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ACETA
G 

Fecha Institución Actividad Título Estado Dirigido a 

6-oct	 Asociación en Defensa Curso Derechos de las y los niños Guerrero Integrantes 
de los Derechos de ONG 
Humanos, Civiles y 
Ciudadanos a Nivel 
Estatal, Nacional e 
Internacionalmente, A. C. 

6-oct	 Asociación en Defensa Curso Violencia familiar y Derechos Guerrero Integrantes 
de los Derechos Humanos de ONG 
Humanos, Civiles y 
Ciudadanos a Nivel 
Estatal, Nacional e 
Internacionalmente, A. C. 

6-oct	 Asociación en Defensa Curso Derechos de la mujer Guerrero Integrantes 
de los Derechos de ONG 
Humanos, Civiles y 
Ciudadanos a Nivel 
Estatal, Nacional e 
Internacionalmente, A. C. 

9-oct	 Consejo de Conferencia Discriminación y grupos en Colima Representantes 
Organizaciones No situación vulnerable de ONG 
Gubernamentales del 
Estado de Colima 

9-oct	 Organización Conferencia Discriminación y grupos en Colima Representantes 
Interacción Juvenil situación vulnerable de ONG 
México, A. C. 

10-oct	 Comisión de Derechos Conferencia Educar con ternura Estado de Representantes 
Humanos del Estado de México de ONG 
México 

10-oct	 Comisión de Derechos 
Humanos del Estado de Conferencia Participación de la sociedad civil Estado de Representantes 
México México de ONG 

10-oct	 Comisión de Derechos Conferencia Derechos a la salud Estado de Representantes 
Humanos del Estado de México de ONG 
México 

10-oct	 Comisión de Derechos Conferencia Derechos de las personas con Estado de Representantes 
Humanos del Estado de discapacidad México de ONG 
México 

10-oct	 Comisión de Derechos Conferencia Derechos de los jóvenes Estado de Representantes 
Humanos del Estado de México de ONG 
México 

18-oct	 Asociación en Defensa Curso Derechos de las y los niños Guerrero Integrantes 
de los Derechos de ONG 
Humanos, Civiles y 
Ciudadanos a Nivel 
Estatal, Nacional e 
Internacionalmente, A. C. 

18-oct	 Asociación en Defensa Curso Derechos de la mujer Guerrero Integrantes 
de los Derechos de ONG 
Humanos, Civiles y 
Ciudadanos a Nivel 
Estatal, Nacional e 
Internacionalmente, A. C. 

18-oct	 Asociación en Defensa Curso Violencia familiar y Derechos Guerrero Integrantes 
de los Derechos Humanos de ONG 
Humanos, Civiles y 
Ciudadanos a Nivel 
Estatal, Nacional e 
Internacionalmente, A. C. 

18-oct Organización Interaxión Conferencia Derechos de las y los jóvenes Colima Representantes 
(2 ocasiones) Juvenil, A. C. de ONG 

23-oct	 Consejo de Conferencia Discriminación y grupos en Colima Representantes 
Organizaciones No situación vulnerable de ONG 
Gubernamentales del 
Estado de Colima y 
Comisión de Derechos 
Humanos del Estado de 
Colima 

GACETA 
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765 566 184

Básica Media Superior 

Servidores públicos Organizaciones sociales 
 Participantes en las 54 actividades Participantes en las 17 actividades 

Organismos 
No 1,238 

1,440 Fuerzas armadas Gubernamentales 

518 Procuración de justicia 

484 Seguridad pública 

353 Personal penitenciario 

211 Otros servidores públicos 

59 Organismos Públicos de Derechos Humanos 

ACETAG 
Educación 
Participantes en las 29 actividades 

C N D H  
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Publicaciones
 

A. Listado de publicaciones del mes
 

Núm. de 
Material Título ejemplares 

Díptico Derechos Humanos de los pueblos y comunidades indígenas. 5,000 
Artículo 2o. constitucional 

Díptico Derechos Humanos de los pueblos y comunidades indígenas. 5,000 
Convenio 169 de la OIT 

Díptico Derechos Humanos de los pueblos y comunidades indígenas. 5,000 
Derechos constitucionales 

Díptico Derechos Humanos de los pueblos y comunidades indígenas. 5,000 
Derechos de las mujeres indígenas 

Díptico Derechos Humanos de los pueblos y comunidades indígenas. 5,000 
Los derechos de la niñez indígena 

Cartel Violencia contra las personas con discapacidad ¡Evítala! 1,500 
Tríptico Violencia contra las personas con discapacidad ¡Evítala! 1,500 
Libro Poder, género y derecho. Igualdad entre mujeres y hombres en México 1,000 
Libro Normatividad de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos 1,000 

Folleto Declaración sobre los Principios Fundamentales de Justicia para las Víctimas 4,000 
de Delitos y de Abuso de Poder 

Libro Transparencia y rendición de cuentas de la CNDH, así como su función 1,000 
transversal de control de la administración pública 

Libro EZLN. Violencia, derechos culturales y democracia 1,000 
Libro La familia y los Derechos Humanos 1,000 
Libro El gobernador y los derechos de los pueblos indios 1,000 
Libro Una vida discreta, fugaz y anónima: los centroamericanos transmigrantes 1,500 

en México 
Folleto Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de Justicia 1,000 

para Menores. Reglas de Beijing 
Tríptico Proteger y garantizar los derechos de la niñez 3,000 
Cartilla Las mujeres el VIH/SIDA y los Derechos Humanos 19,000 
Folleto Programa para el Fortalecimiento de la Familia. Sensibilización y Difusión 5,000 

de los Derechos Humanos. Programa 
Folleto Programa para el Fortalecimiento de la Familia. Sensibilización y Difusión 5,000 

de los Derechos Humanos. Manual de aplicación 
Folleto Programa para el Fortalecimiento de la Familia. Sensibilización y Difusión 5,000 

de los Derechos Humanos. Sesiones 2 y 3 
Folleto Programa para el Fortalecimiento de la Familia. Sensibilización y Difusión 5,000 

de los Derechos Humanos. Sesión 4 
Folleto Programa para el Fortalecimiento de la Familia. Sensibilización y Difusión 5,000 

de los Derechos Humanos. Sesión 5 
Folleto Programa para el Fortalecimiento de la Familia. Sensibilización y Difusión 5,000 

de los Derechos Humanos. Sesión 6 
Folleto Programa para el Fortalecimiento de la Familia. Sensibilización y Difusión 5,000 

de los Derechos Humanos. Sesión 7 
Libro La violencia familiar y los Derechos Humanos 1,000 
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Material Título 
Núm. de 

ejemplares 

Caja 

Carteles 

Cartillas 

Cuadernillos 

Cuadernos 

Cuadrípticos 

Dípticos 

Discos 
 compactos 

Dominó 

Folletos 

Gacetas 

Informes 

Libros 

Manuales 

Memoramas 

Revista 

Trípticos 

Programa de Promoción y Difusión de los Derechos Humanos 
(caja con 24 cuadernillos) 2a. reimpresión 

Varios títulos 

Varios títulos 

Varios títulos 

Varios títulos 

Varios títulos 

Varios títulos 

Varios títulos 

Programa de Defensa y Protección de los Derechos Humanos 
de las Niñas y los Niños. Niños Promotores. 

Varios títulos 

Varios números 

Varios títulos 

Varios títulos 

Varios títulos 

Los Derechos Humanos de las Niñas y los Niños. Memoria 
(caja con 32 tarjetas) 

Derechos Humanos México, núm. 2, año 2006 

Varios títulos 

6 

65 

25,684 

2 

585 

2,900 

13,205 

780

800 

9,224 

2,485 

12 

4,595 

53 

800 

4 

38,940 

Total 100,140 

ACETAG 
B. Distribución 
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Biblioteca
 

A. Incremento del acervo
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Causa de 
Expediente Área responsable Solicitud conclusión 

2007/27 Órgano Interno de Control, Solicita diversa información relacionada con el Organismo Información 
Dirección General de público autónomo en materia de transparencia, promoción, proporcionada. 

Comunicación y Proyectos, rendición de cuentas, supervisión, ordenamientos legales, Información 
Dirección General de administración de recursos humanos, materiales y financieros. publicada o en 

Información Automatizada, la página de 
Dirección General de Quejas internet de la 

y Orientación, CNDH. 
Secretaría Técnica del No se encontró 

Consejo Consultivo, la información. 
Centro Nacional de Orientación a la 

Derechos Humanos, unidad de 
Dirección General de enlace 

Asuntos Jurídicos y competente 
Oficialía Mayor 

2007/44 Secretaría Técnica del Solicita los nombres de los miembros del Consejo Consultivo de Información 
Consejo Consultivo la CNDH que han estado presentes en cada una de las sesiones proporcionada. 

de dicho órgano colegiado, en el periodo correspondiente a los 
años 2005, 2006 y lo que ha transcurrido de 2007. 
Omitiendo el uso de datos personales, el detalle de las sesiones 
a que ha asistido cada miembro del Consejo Consultivo de la 
CNDH en el periodo correspondiente a los años 2005, 2006 y lo 
que ha transcurrido del 2007. 

2007/55 Primera Visitaduría General Solicita copias simples del expediente 2005/155/Q, tramitado Falta de interés 
en este Organismo Nacional. del solicitante. 

Transparencia
 

A. Solicitudes de información en trámite, recibidas 
y contestadas 

Octubre 
Solicitudes de Núm. 

Información en trámite 13 

Información recibidas 9 

Información contestadas 10 

B. Solicitudes de información contestadas en el periodo
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Causa de 
Expediente Área responsable Solicitud conclusión 

2007/67 Quinta Visitaduría General Solicita la siguiente información:
 Información 
Copia simple de todo el expediente de queja 2007/1207/5/Q.
 clasificada como 

confidencial o 
reservada. 

2007/70 Oficialía Mayor Solicita diversa información relativa al servidor público
 Información 
Dr. Máximo Carvajal Contreras:
 proporcionada. 
1. Qué cargo ocupa. Información 
2. Desde cuándo. publicada o en 
3. Si ocupó algún otro cargo en la Comisión Nacional de los la página de 
Derechos Humanos. internet de la 
4. Sueldo y otras prestaciones. CNDH. 

2007/72 Dirección General de Quejas Solicita información sobre el número de quejas presentadas en Información 
y Orientación el estado de Durango contra presuntos abusos de miembros del 

Ejército Mexicano. Cuál ha sido la resolución sobre las mismas y 
proporcionada. 

Segunda Visitaduría General cuál ha sido la respuesta de la Secretaría de la Defensa Información 
Nacional. clasificada como 
Cuántas quejas han remitido a la CNDH las Comisiones de confidencial o 
Derechos Humanos de los Estados de Sinaloa y Durango por 
presuntos excesos militares en los operativos desarrollados en la 
región limítrofe de ambas entidades en el presente año y cuál 
ha sido su seguimiento, en qué etapa se encuentran tales casos 
y qué ha respondido la Secretaría de la Defensa Nacional. 

reservada. 

2007/73 Cuarta Visitaduría General Solicita se le informe si la CNDH, dentro del periodo del mes de Información 
septiembre del año 2001 a la fecha, ha documentado y/o proporcionada. 

Dirección General de Quejas detectado procesos penales o del fuero común, en donde se 
y Orientación encuentren involucrados indígenas, en calidad de inculpados, y Información 

que se haya presumido y/o acreditado que les fueron vulneradas publicada o en 
Tercera Visitaduría General sus garantías individuales al no habérseles tomado en cuenta la página de 

sus costumbres y especialidades culturales, que no fueron internet de la 
asistidos por intérpretes y defensores que tengan conocimiento 
de su lengua y cultura; de ser positiva la información señalar los 
datos de dos procesos penales y narración de los hechos, o, en 
su caso, se le permita el acceso para su consulta directa a la 
documentación relativa. 

CNDH. 

2007/74 Unidad de Enlace de Solicita se le informe, en referencia al marco normativo vigente y Información 
Transparencia dentro de las atribuciones y facultades que rigen a la CNDH, la publicada o en 

siguiente información: la página de 
”1. Si la CNDH al recibir una queja “considera  que no surte internet de la 

competencia, ¿qué medio o defensa o recurso puede CNDH. 
interponerse para revisar y en su caso modificar tal Orientación a la 
determinación? Unidad de 
2. ¿Es procedente el juicio de amparo contra la determinación Enlace 
de la CNDH de “determinarse” no competente? competente. 

2007/75 Oficialía Mayor Solicita información relativa al número de plazas que están
 Información 
disponibles en la CNDH. Concretamente:
 proporcionada. 
¿Qué plazas están disponibles?
 Información 
¿Cómo se hacen públicas?
 publicada o en 
¿Cuál es el procedimiento de selección?
 la página de 
¿Dónde puede encontrar periódicamente las plazas que se
 internet de la 
compiten?
 CNDH. 

2007/77 Unidad de Enlace de Solicita la siguiente información:
 Orientación a la 
Transparencia ¿Qué planes se ven a futuro para las mujeres indígenas?
 Unidad de 

Si se busca igualdad entre géneros, ¿es posible que a un padre
 Enlace 
o un hombre soltero sea aplicable el programa de instancias 
infantiles o guarderías? 

competente 
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ACETAG 
C. Recursos en trámite, recibidos y resueltos 

Octubre 
Recursos Núm. 

En trámite 4 

Recibidos 3 

Resueltos 0 
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Programa de Supervisión 
Penitenciaria 

Centros visitados
 

Núm. Estado Colonia/Delegación Centro/Agencia del MP 

1 Distrito Federal Cuautepec, Barrio Bajo Reclusorio Preventivo Varonil Norte 

2 Distrito Federal Guadalupe Chalma Centro de Ejecución de Sanciones 
Penales Varonil Norte 

3 Distrito Federal Tepepan Centro Femenil de Readaptación 
Social 

4 Distrito Federal Delegación 
Miguel Hidalgo 

Centro de Sanciones Administrativas 
y de Integración Social 

5 Distrito Federal Delegación Cuauhtémoc Agencia del Ministerio Público 
Núm. CUH-2 
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 GACETA 207 • OCTUBRE/2007 • CNDH 

ACTIVIDADES 





Actividades de la CNDH
 

Primera Visitaduría General 

PROGRAMA DE VIH/SIDA Y DERECHOS HUMANOS 

•Impartición del taller “VIH/SIDA y Derechos Humanos” 
en Chiapas 

Como parte de las actividades de capacitación para servidores públicos estableci­
dos en el Programa Anual de Capacitación del Programa de VIH/SIDA de la CNDH, 
el 8 de octubre se impartió el taller “VIH/SIDA y Derechos Humanos” a jefes de 
sector, supervisores y directores de escuelas primarias de diversos municipios del 
estado de Chiapas. La actividad, organizada en conjunto con la Comisión de De­
rechos Humanos del Estado de Chiapas, tuvo lugar en la ciudad de Tuxtla Gutiérrez 
y contó con la asistencia de 30 servidores públicos. 

El taller fue impartido por Héctor Eloy Rivas Sánchez, Subdirector del Progra­
ma de VIH/SIDA y Derechos Humanos de la CNDH. 

•Impartición del taller “VIH/SIDA y Derechos Humanos” 
en Querétaro 

Como parte de las actividades de capacitación para defensores de Derechos 
Humanos establecidas en el Programa Anual de Capacitación del Programa de 
VIH/SIDA de la CNDH, el 12 de octubre se impartió el taller “VIH/SIDA y Dere­
chos Humanos” a mujeres activistas defensoras de los Derechos Humanos y a 
mujeres que viven con VIH o SIDA del estado de Querétaro. 

La actividad, organizada en conjunto con Salud Integral para la Mujer, A. C., 
se realizó en las instalaciones del Capasits de la Secretaría de Salud del estado, y 
contó con la asistencia de 16 mujeres activistas defensoras de los Derechos Hu­
manos y mujeres que viven con VIH o SIDA del estado de Querétaro. 

Ricardo Hernández Forcada, Director del Programa de VIH/SIDA de la Comi­
sión Nacional de los Derechos Humanos, impartió el taller. 

•Impartición del taller “VIH/SIDA y Derechos Humanos” 
en Morelos 

Como parte de las actividades de capacitación para defensores de Derechos 
Humanos establecidas en el Programa Anual de Capacitación del Programa de 

C N D H  
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“VIH/SIDA y Derechos Humanos” a mujeres activistas defensoras de estos dere­
chos y a mujeres que viven con VIH o SIDA del estado de Morelos. 

La actividad, organizada en conjunto con Salud Integral para la Mujer, A. C., 
tuvo lugar en el Convento de los Monjes Benedictianos de Ahuatepec, Morelos, 
y contó con la asistencia de 28 mujeres activistas defensoras de los Derechos Hu­
manos y mujeres que viven con VIH o SIDA del estado de Morelos. 

Héctor Eloy Rivas Sánchez, Subdirector del Programa de VIH/SIDA de la Comi­
sión Nacional de los Derechos Humanos, impartió el taller. 

•Impartición del taller “VIH/SIDA y Derechos Humanos”
 
en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas
 

Como parte de las actividades de capacitación para servidores públicos estableci­
das en el Programa Anual de Capacitación del Programa de VIH/SIDA de la 
CNDH, el 16 de octubre se impartió el taller “VIH/SIDA y Derechos Humanos” a 
jefes de sector, supervisores y directores de escuelas primarias de diversos muni­
cipios del estado de Chiapas. La actividad, organizada en conjunto con la Comi­
sión de Derechos Humanos del Estado de Chiapas, tuvo lugar en la ciudad de 
Tuxtla Gutiérrez, y contó con la asistencia de 16 servidores públicos. 

Ricardo Hernández Forcada, Director del Programa de VIH/SIDA de la Comi­
sión Nacional de los Derechos Humanos, impartió el taller. 

•Impartición del curso “Derechos Humanos de las personas
 
que viven con VIH/SIDA”
 

El 25 de agosto, en atención a una invitación del señor Gerardo Cabrera, Coordi­
nador de la Red Mexicana de Personas que viven con VIH/SIDA, se impartió el 
curso “Derechos Humanos de las personas que viven con VIH/SIDA”. 

Al evento, que tuvo lugar en las oficinas de la Red mencionada, asistieron 18 
activistas defensores de los Derechos Humanos y personas que viven con VIH o 
SIDA. 

Héctor Eloy Rivas Sánchez, Subdirector del Programa de VIH/SIDA de este 
Organismo Nacional, impartió el curso. 

•Participación en el VI Festival Cultural de la Diversidad
 
Amorosa y Sexual, Diverciudad, en Sonora
 

El 18 de octubre, en coordinación con Diverciudad, A. C.; El Colegio de Sonora, 
CIAD, A. C.; el Departamento de Sociología de la Universidad de Sonora; el 
Colectivo Mushas, A. C.; Radio Bemba; Demysex, A. C.; la Red Sonorense de 
Jóvenes por los Derechos Sexuales y Reproductivos, A. C.; la Colectiva, Observa­
torio Feminista, y la Preparatoria Paulo Freire, se organizó el VI Festival Cultural 
de la Diversidad Amorosa y Sexual, Diverciudad. 

En dicho festival, que tuvo lugar en la cuidad de Hermosillo, Sonora, se pre­
sentó la ponencia “Derecho a la no discriminación como derecho humano”, ante 
un auditorio de 90 personas, entre estudiantes, funcionarios públicos, defenso-

GACETA 
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•Impartición del taller “Derechos Humanos de las Personas 

que viven con VIH/SIDA, en Hermosillo, Sonora 

Como parte de las actividades de capacitación para servidores públicos estableci­
das en el Programa Anual de Capacitación del Programa de VIH/SIDA de la 
CNDH, el 19 de octubre, en la ciudad de Hermosillo, Sonora, se impartió el taller 
“Derechos Humanos de las Personas que viven con VIH/SIDA” a 33 participantes 
que forman parte del personal del Capasits del IMSS, del ISSSTESON, del ISSSTE, 
de la Sedena, del Colegio de Sonora y de la Comisión de Derechos Humanos del 
estado. 

La actividad, organizada en conjunto con la Comisión de Derechos Humanos 
del Estado de Sonora y la Secretaría de Salud del estado, tuvo lugar en las insta­
laciones del Organismo Estatal protector de los Derechos Humanos, y contó con 
la asistencia de 33 servidores públicos. 

Ricardo Hernández Forcada, Director del Programa de VIH/SIDA de la Comi­
sión Nacional de los Derechos Humanos, impartió el taller. 

DIRECCIÓN GENERAL DE ATENCIÓN A VÍCTIMAS DEL DELITO 

•Primera Reunión Regional de Instituciones Públicas de Atención 
a Víctimas del Delito: Zona Sur 

Con el propósito de intercambiar experiencias y fortalecer la articulación entre 
las instituciones públicas que proporcionan atención a las personas que han re­
sultado agraviadas con motivo de hechos delictivos, el 18 de octubre de 2007 se 
llevó a cabo, en el Centro de Convenciones Siglo XXI de la ciudad de Mérida, 
Yucatán, la Primera Reunión Regional de Instituciones Públicas de Atención a 
Víctimas del Delito: Zona Sur, en la que participaron, además del estado anfi­
trión, las siguientes entidades federativas: Campeche, Chiapas, Quintana Roo, 
Oaxaca, Tabasco y Veracruz. 

En el mencionado encuentro de centros de atención victimológica participa­
ron con un mensaje las siguientes personalidades: el licenciado Jorge A. Victoria 
Maldonado, Presidente de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de 
Yucatán; el maestro Juan de Dios Castro Lozano, Subprocurador de Derechos 
Humanos, Atención a Víctimas y Servicios a la Comunidad de la Procuraduría 
General de la República; el doctor José Luis Soberanes Fernández, Presidente de 
la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, y la señora Ivonne Ortega 
Pacheco, Gobernadora constitucional del estado de Yucatán. 

Adicionalmente, se firmó el convenio general de colaboración para establecer 
la Red de Atención Integral a Víctimas del Delito del Estado de Yucatán, con lo 
que esa entidad federativa refrenda el compromiso que había asumido el ante­
rior gobierno estatal el 23 de abril con la firma de un convenio similar. 
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ACETAG 
Tercera Visitaduría General 

PROGRAMA DE SUPERVISIÓN SOBRE EL SISTEMA
 
PENITENCIARIO Y CENTROS DE INTERNAMIENTO
 

•Visitas de supervisión a los centros de reclusión localizados
 
en el Distrito Federal
 

En atención al Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y Otros 
Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes de las Naciones Unidas, du­
rante octubre la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en su carácter de 
Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura, continuó con las visitas de su­
pervisión a los centros de reclusión localizados en el Distrito Federal, para verifi­
car las condiciones de vida de los internos y observar el respeto a sus Derechos 
Humanos, con la finalidad de prevenir actos de autoridad que pudieran ocasionar 
la práctica de tortura o maltrato en contra de las personas privadas de su libertad. 

En ese sentido, del 5 al 29 de octubre de 2007 se visitaron los siguientes esta­
blecimientos penitenciarios: Reclusorio Preventivo Varonil Norte, en Cuautepec, 
Barrio Bajo, el día 5; Centro de Ejecución de Sanciones Penales Varonil Norte, en 
Guadalupe Chalma, el día 12; Centro Femenil de Readaptación Social, en Tepepan, 
el día 12, y Centro de Sanciones Administrativas y de Integración Social, en la 
Delegación Miguel Hidalgo. 

En forma adicional, el 29 de octubre el Mecanismo Nacional de Prevención de 
la Tortura inició la supervisión de las Agencias del Ministerio Público dependien­
tes de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, correspondiendo 
la primera visita a la Agencia del Ministerio Público Número CUH-2, adscrita a la 
Fiscalía Desconcentrada de la Delegación Cuauhtémoc. 

•Distribución de publicaciones editadas por la CNDH 

Con el propósito de promover y divulgar la cultura sobre el respeto a los Dere­
chos Humanos, durante las visitas a los centros de reclusión se distribuyeron 675 
trípticos, editados por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, a la po­
blación interna, con los siguientes títulos: Derechos Humanos de los reclusos; 
Derecho a recibir un trato digno en prisión; Guía para obtener beneficios de 
libertad anticipada; Derechos Humanos de los visitantes a los centros de reclu­
sión; Conjunto de Principios para la Protección de Todas las Personas Sometidas 
a Cualquier Forma de Detención o Prisión; Derechos Humanos de las mujeres 
privadas de su libertad, y Durante la detención también hay derechos. 

Cuarta Visitaduría General 

•Taller “Los Derechos Humanos de la niñez indígena” 

Los días 9 y 10 de octubre de 2007, la Comisión Nacional para el Desarrollo de los 
Pueblos Indígenas y la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, a través de 
su Cuarta Visitaduría, realizaron el Taller “Los Derechos Humanos de la niñez indí-
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Durante el recorrido a los albergues estuvo presente, por parte de la Comisión 

Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas, la contadora Zeferina Men­
doza Pérez, Directora del Centro Coordinador para el Desarrollo Indígena de 
Atlacomulco. 

Cabe destacar que entre los derechos que se dan a conocer a las niñas, niños 
y adolescentes se encuentran vivir de acuerdo con las tradiciones y costumbres 
de la comunidad, vestir la ropa tradicional, leer y escribir en la lengua materna y 
fortalecer su identidad cultural. 

Instituciones involucradas 

1. 

2. 

Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (Programa de 
Albergues Escolares Indígenas) 

Comisión Nacional de los Derechos Humanos (Cuarta Visitaduría General) 

Albergues visitados y atendidos 

Nombre del albergue Comunidad Municipio 

1. 

2. 

3. 

4. 

Benito Juárez 

Emiliano Zapata 

Ets´ Ibat´ Ju (El Llanito) 

E Tsi´ Zapiu (Laguna Chica) 

San Lucas Totolmaloya 

Santiago Oxtoc Taxhie 

Rincón de los Pirules 

San Miguel La Labor 

Aculco 

Aculco 

San Felipe del Progreso 

San Felipe del Progreso 

Atención en capacitación 

Población atendida Comunidad Lugar 
Personas 
atendidas 

Niñas, niños, adolescentes, 
adultos y profesores 

Niñas, niños, adolescentes, 
adultos y profesores 

Niñas, niños, adolescentes 
y profesores 

Niñas, niños, y adolescentes 

San Lucas Totolmaloya 

Santiago Oxtoc Taxhie 

Rincón de los Pirules 

San Miguel La Labor 

Albergue Benito Juárez 

Albergue Emiliano Zapata 

Albergue Ets’ Ibat´ Ju 
(El Llanito) 

Albergue E Tsi´ Zapiu 
(Laguna Chica) 

40 

65 

46 

52 

Distribución de materiales de difusión 

Material Cantidad 

1. 

2. 

3. 

Derechos de la niñez indígena 

Qué es la Comisión Nacional de los Derechos Humanos 

Cómo presentar una queja 

400 

100 

100 

Total:  600 
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Reporte fotográfico 

•Visita a los Centros de Readaptación Social de Chihuahua,
 
ubicados en Parral, Guachochi, Cuauhtémoc y Ciudad Juárez
 

La Cuarta Visitaduría General de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
tiene como una de sus actividades prioritarias brindar atención a los presos indí­
genas; por ello, tiene establecido como Programa el de Liberación de Presos In­
dígenas. Dentro de las actividades que se realizan en este Programa se encuen­
tran las visitas a los Centros de Readaptación Social que existen en el país; durante 
estos recorridos se revisa la situación jurídica de los internos, se realizan entrevis­
tas, se brinda la asesoría correspondiente a los solicitantes, se reciben quejas por 
presuntas violaciones a los Derechos Humanos y se actualiza la base de datos de 
los internos. Esta actividad también sirve para mantener contacto con las autori­
dades penitenciarias. 

En esta ocasión, personal de la Cuarta Visitaduría realizó una visita del 15 al 26 
de octubre del año en curso a los Centros de Readaptación Social de Parral, Gua­
chochi, Cuauhtémoc y Ciudad Juárez, Chihuahua. Durante esta actividad se reci­
bieron 277 peticiones dirigidas a distintas instancias, entre las que se encuentran 
la solicitud de beneficios de libertad anticipada; se atendió a 784 internos indíge­
nas, y a 42 de atención inmediata que no estaban contemplados en la relación 
de la población; durante estas visitas se entrevistó a un total de 222 internos indí­
genas, se proporcionaron 293 asesorías jurídicas y se actualizó el censo de pobla-GACETA 
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ACETAG 
PROGRAMA DE LIBERACIÓN DE PRESOS INDÍGENAS 

Visitas a Centros de Readaptación Social de Chihuahua 

Descripción Número de actividades 

1. Ceresos visitados: 
• Parral  
• Guachochi 
• Cuauhtémoc 
• Ciudad Juárez (Barranco Azul, Municipal y Estatal) 

2. Peticiones recibidas 
3. Entrevista a internos 
4. Atención a internos 
5. Asesorías jurídicas a internos 
6. Atenciones inmediatas 

4 

277 
222 
784 
293 
42 

•Taller “El derecho humano de libertad religiosa” en Tlaxcala 

El 30 de octubre del año en curso, la Comisión Nacional de los Derechos Huma­
nos, a través de su Cuarta Visitaduría General, en coordinación con la Barra Nacio­
nal de Abogados Cristianos, A. C., desarrolló un taller con el tema “El derecho 
humano de libertad religiosa”, en la ciudad de Tlaxcala, Tlaxcala. 

Dicha actividad contó con la participación de 21 personas, entre integrantes 
de las iglesias cristianas evangélicas y servidores públicos. 

Durante el desarrollo del taller se abordaron tres módulos, el primero sobre 
“Aspectos generales de los Derechos Humanos”; el segundo se refirió al “Dere­
cho humano de libertad religiosa”, y finalmente se analizó “El procedimiento de 
queja ante la Comisión Nacional de los Derechos Humanos”. 

Respecto del primer punto se mencionaron diversos conceptos de Derechos Hu­
manos, sus características, las generaciones, los organismos y los principales ins­
trumentos que los protegen en el ámbito internacional. 

Respecto del segundo tema se analizaron los artículos 24 y 130 de la Constitu­
ción, y la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público y su Reglamento; asimis­
mo, los instrumentos internacionales que reconocen y garantizan el derecho de 
libertad religiosa, entre los que se destacó la Declaración sobre la Eliminación 
de Todas las Formas de Intolerancia y Discriminación Fundadas en la Religión o las 
Convicciones. 

Finalmente, se comentaron las obligaciones que tienen las autoridades, como 
no intervenir en los asuntos internos de las asociaciones religiosas y no asistir con 
carácter oficial a ningún acto religioso de culto público; también se mencionó que 
la Secretaría de Gobernación está facultada para resolver los conflictos que se 
susciten entre asociaciones religiosas y realizar las actividades necesarias que creen 
un clima propicio para la coexistencia pacífica entre individuos y grupos de las 
distintas religiones y credos, entre otras. 

Material de difusión 

Material Cantidad 

1. Discos compactos 
2. Qué es la CNDH 
3. Cómo presentar una queja ante la CNDH 
4. Durante la detención también hay derechos 

30 
30 
30 
30 

Total: 120 
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Quinta Visitaduría General 

•Actividades realizadas durante octubre de 2007 

Atención al público (orientación) 

Responsable de la actividad Lugar donde se realizó Total 

Distrito Federal 
Tijuana 
Nogales 

Ciudad Juárez 
Reynosa 

Coatzacoalcos 
Villahermosa* 

Tapachula 
San Cristóbal 

Aguascalientes 
Campeche 

Estación Migratoria de Iztapalapa 
En oficina 
En oficina 
En oficina 
En oficina 
En oficina 
En oficina 
En oficina 
En oficina 
En oficina 
En oficina 

123 
70 
86 

111 
159 
46 

95 
35 
62 
35 

Total: 822 

* Sin registro. 

Visitas a estaciones migratorias 

Responsable de la actividad Lugar donde se realizó Total 

Distrito Federal 
Tijuana 
Nogales 

Ciudad Juárez 
Reynosa 

Coatzacoalcos 
Villahermosa* 

Tapachula 
San Cristóbal 

Aguascalientes 
Campeche 

Estación migratoria o lugar habilitado 
Estación migratoria o lugar habilitado 
Estación migratoria o lugar habilitado 
Estación migratoria o lugar habilitado 
Estación migratoria o lugar habilitado 
Estación migratoria o lugar habilitado 
Estación migratoria o lugar habilitado 
Estación migratoria o lugar habilitado 
Estación migratoria o lugar habilitado 
Estación migratoria o lugar habilitado 
Estación migratoria o lugar habilitado 

14 
19 
4 

10 
21 
19 

23 
15 
7 
0 

Total: 132 

* Sin registro. 

Gestiones 
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Responsable de la actividad Lugar donde se realizó Materia Total 

Oficinas foráneas 
y Distrito Federal 
Oficinas foráneas 
y Distrito Federal 
Oficinas foráneas 
y Distrito Federal 
Oficinas foráneas 
y Distrito Federal 
Oficinas foráneas 
y Distrito Federal 

Estación migratoria 
o lugar habilitado 

Estación migratoria 
o lugar habilitado 

Estación migratoria 
o lugar habilitado 

Estación migratoria 
o lugar habilitado 

Estación migratoria 
o lugar habilitado 

Atención médica 

Atención alimentaria 

Comunicación 

Asistencia material 

Asistencia jurídica 

33 

3 

7 

17 

78 

Total: 138 
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Secretaría Técnica del Consejo Consultivo 

DIRECCIÓN GENERAL ADJUNTA DE FORMACIÓN Y EDUCACIÓN 
EN DERECHOS HUMANOS 

•Ceremonia de inauguración del “Diplomado de Alta Especialización 
en Derechos Humanos y Grupos Vulnerables”, en Puebla 

El 5 de octubre de 2007, en el Auditorio Candiles del Edificio Carolino de la Be­
nemérita Universidad Autónoma de Puebla, en la ciudad de Puebla, Puebla, se 
llevó a cabo la ceremonia de inauguración del “Diplomado de Alta Especializa­
ción en Derechos Humanos y Grupos Vulnerables”, dirigido a servidores públi­
cos, personal de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Puebla, profesio­
nales, miembros de Organizaciones No Gubernamentales y público en general. 

La finalidad principal del Diplomado mencionado es promover la cultura de los 
Derechos Humanos, particularmente los de los grupos de la población en situa­
ción de vulnerabilidad, y su respeto entre servidores públicos, profesionales, miem­
bros de Organizaciones No Gubernamentales y público en general de esa enti­
dad federativa. 

Para llevar a cabo lo anterior, personal de la CNDH realizó actividades de coor­
dinación con la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Puebla y la Facultad 
de Administración de la Benemérita Universidad Autónoma de Puebla. 

Por parte de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos participó el Direc­
tor General Adjunto de Educación y Formación en Derechos Humanos, licencia­
do Adrián Hernández; por la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Puebla 
su Presidente, licenciado Manuel Flores Mendoza, y su Secretario Ejecutivo, licen­
ciado Héctor Reyes Pacheco, y por la Benemérita Universidad Autónoma de Pue­
bla, en representación de su Rector, maestro Enrique Agüera Ibáñez, la maestra 
Sara Vélez Mejía, Directora de la Facultad de Administración, y el Secretario Aca­
démico de dicha Facultad, maestro Felipe Burgos Morales. 

Con este Diplomado en Derechos Humanos se da seguimiento a las activida­
des de estudio y divulgación de los derechos fundamentales que la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos realiza en distintas áreas del servicio público 
en el estado de Puebla, en colaboración con el Ombudsman local, para promo­
ver la cultura de su respeto. 

•Ceremonia de firma de convenios de colaboración entre la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, la Comisión de Derechos Humanos 
del Estado de Yucatán, la Universidad Autónoma de Yucatán 
y el Gobierno del Estado de Yucatán 

El 18 de octubre de 2007, en las instalaciones del Auditorio principal del Palacio 
de Gobierno del Estado de Yucatán, en la ciudad de Mérida, Yucatán, se llevó a 
cabo una ceremonia para la firma de convenios de colaboración entre la Comi­
sión Nacional de los Derechos Humanos, la Comisión de Derechos Humanos del 
Estado de Yucatán, la Universidad Autónoma de Yucatán y el Gobierno del Esta­
do de Yucatán. Uno de los convenios fue en materia de capacitación en Derechos 
Humanos a cuerpos de seguridad pública, otro en materia de procuración de jus­
ticia y uno más para la realización de un Diplomado en Derechos Humanos de los 
Pueblos Indígenas. 

Dentro de los propósitos principales de la firma de estos convenios se encuen-
C N D H  
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cos de los ámbitos de la seguridad pública y la procuración de justicia del gobier­
no del estado de Yucatán. 

A la ceremonia asistieron, por parte de la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos, su Presidente, doctor José Luis Soberanes Fernández; el Secretario Téc­
nico del Consejo Consultivo, licenciado Jesús Naime Libién, y el Director General 
Adjunto de Educación y Formación en Derechos Humanos, licenciado Adrián Her­
nández García; por el Gobierno del Estado de Yucatán la Gobernadora constitu­
cional, C. Ivonne Aracelly Ortega Pacheco; por la Comisión de Derechos Huma­
nos del Estado de Yucatán su Presidente, licenciado Jorge Victoria Maldonado; por 
la Universidad Autónoma de Yucatán su Rector, maestro Alfredo Dájer Abimehi, 
y por el Instituto para el Desarrollo de la Cultura Maya del Estado de Yucatán su 
Directora, C. Abigail Uc Canche. 

Con la firma de estos convenios de colaboración para la capacitación en Dere­
chos Humanos la Comisión Nacional amplía su cobertura de atención en el servi­
cio público y coadyuva con el Organismo Local de Derechos Humanos a la capaci­
tación en la materia, para promover la cultura del respeto a los mismos. 

•Conferencia magistral “Sobre el origen de los Derechos Humanos”,
 
dictada por el doctor José Luis Soberanes Fernández,
 
en el marco de la ceremonia de inauguración del Diplomado
 
“Derechos Humanos de los Pueblos Indígenas”, en Yucatán
 

El 18 de octubre de 2007, en el Auditorio de la Facultad de Antropología de la 
Universidad Autónoma de Yucatán, en la ciudad de Mérida, Yucatán, el doctor 
José Luis Soberanes Fernández, Presidente de la Comisión Nacional de los Dere­
chos Humanos, dictó la Conferencia magistral “Sobre el origen de los Derechos 
Humanos”, en el marco de la ceremonia de inauguración del Diplomado “Dere­
chos Humanos de los Pueblos Indígenas”. 

Lo anterior como una más de las acciones de la CNDH para promover la cultu­
ra de los Derechos Humanos, particularmente los de los pueblos indígenas, y su 
respeto entre servidores públicos, profesionales, miembros de Organizaciones No 
Gubernamentales y público en general del estado de Yucatán. 

Para poder llevar a cabo la ceremonia de inauguración e impartir la conferencia 
magistral, personal de la CNDH realizó actividades de coordinación con la Comi­
sión de Derechos Humanos de Estado de Yucatán, la Universidad Autónoma de 
Yucatán y el Instituto para el Desarrollo de la Cultura Maya del Estado de Yucatán. 

Por parte de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos participó su Pre­
sidente, doctor José Luis Soberanes Fernández; el Secretario Técnico del Consejo 
Consultivo, licenciado Jesús Naime Libién, y el Director General Adjunto de Edu­
cación y Formación en Derechos Humanos, licenciado Adrián Hernández García; 
por la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Yucatán su Presidente, 
licenciado Jorge Victoria Maldonado; por la Universidad Autónoma de Yucatán 
su Rector, maestro Alfredo Dájer Abimehi, y por el Instituto para el Desarrollo de 
la Cultura Maya del Estado de Yucatán su Directora, C. Abigail Uc Canche. 

•Ceremonia de clausura del Diplomado “Derechos Humanos
 
y Victimología”, en Tabasco
 

El 22 de octubre de 2007, en la ciudad de Villahermosa, Tabasco, se llevó a cabo 
GACETA 
OCT/2007 la ceremonia de clausura del Diplomado “Derechos Humanos y Victimología”. 

A
ct

iv
id

ad
es


 

60 



 

ACETA
G 
En esa ocasión se hizo entrega de los diplomas y las constancias de asistencia al 
personal de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Tabasco matricula­
do en esta actividad de formación. 

Por pare de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos participó su Presi­
dente, doctor José Luis Soberanes Fernández; el Secretario Técnico del Consejo 
Consultivo, licenciado Jesús Naime Libién, y el Director General Adjunto de Educa­
ción y Formación en Derechos Humanos, licenciado Adrián Hernández García; por 
la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Tabasco su Presidenta, licenciada 
María Luisa Saucedo López; por el Gobierno del Estado de Tabasco el Goberna­
dor constitucional, químico Andrés Rafael Granier Melo; el Secretario General de 
Gobierno, licenciado Humberto D. Mayans Canabal; el Procurador General de Jus­
ticia del Estado de Tabasco, licenciado Gustavo Rosario Torres, y el maestro Mario 
A. Dueñas Zentella, Director del Instituto de Capacitación y Profesionalización de 
la Procuraduría General de Justicia del Estado de Tabasco. 

Por otro lado, a esta ceremonia asistieron como invitados especiales el Gober­
nador constitucional del estado de Campeche, contador público Jorge Carlos Hur­
tado Valdéz; el maestro Óscar Rebollar Herrera, y el maestro Alex Álvarez Gutiérrez, 
Subprocuradores de Procesos y de Investigaciones, respectivamente, de la Procu­
raduría General de Justicia del Estado de Tabasco, y el licenciado Rodolfo Campos 
Montejo, Magistrado Presidente del H. Tribunal Superior de Justicia del Estado de 
Tabasco. 

Con este Diplomado en Derechos Humanos se dio seguimiento a las activida­
des de estudio y divulgación de los derechos fundamentales que la Comisión Na­
cional de los Derechos Humanos realiza en distintas áreas del servicio público en 
el estado de Tabasco, en colaboración con el Ombudsman Local, para promover 
la cultura de su respeto, particularmente en el ámbito de la procuración de justicia. 

•Conferencia magistral “El migrante: personaje olvidado 
de los Derechos Humanos”, dictada por el doctor José Luis Soberanes 
Fernández, en el marco de la visita del Ombudsman nacional 
a la sede del H. Congreso del Estado Libre y Soberano de Tabasco 

El 22 de octubre de 2007, en el Patio Central de la sede del H. Congreso del Es­
tado de Tabasco, en la ciudad de Villahermosa, Tabasco, el doctor José Luis Sobe­
ranes Fernández, Presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 
dictó una conferencia magistral titulada “El migrante: personaje olvidado de los 
Derechos Humanos”, dentro del marco de la visita que hizo a la sede del H. Con­
greso del Estado Libre y Soberano de Tabasco. 

Lo anterior con la finalidad de promover la cultura de los Derechos Humanos 
entre servidores públicos del Poder Legislativo del Estado de Tabasco y público 
en general de esa entidad. 

Por parte de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos asistió su Presi­
dente, doctor José Luis Soberanes Fernández; el Secretario Técnico del Consejo 
Consultivo, licenciado Jesús Naime Libién, y el Director General Adjunto de Edu­
cación y Formación en Derechos Humanos, licenciado Adrián Hernández García; 
por la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Tabasco su Presidenta, licencia­
da María Luisa Saucedo López; por el H. Congreso del Estado de Tabasco el 
diputado José del Carmen Escayola Camacho, Presidente de la Junta de Coordi­
nación Política; la diputada Delia María Montejo de Dios, Presidenta de la Comi-

C N D H  
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Presidente de la Comisión Permanente del Congreso del Estado por el mes de 
octubre, y la diputada Amalyn Yabur Elías, Secretaria de la Comisión Permanente 
de Derechos Humanos. 

DIRECCIÓN DE ENLACE Y DESARROLLO CON ORGANISMOS
 
NO GUBERNAMENTALES
 

•Firma de 22 convenios de colaboración y entrega de Constancias
 
de Registro con ONG del Distrito Federal
 

El 3 de octubre 2007, en la ciudad de México, Distrito Federal, con la finalidad de 
fortalecer las relaciones y vínculos de amistad con las Organizaciones No Guber­
namentales del Distrito Federal a través de un convenio de colaboración para la 
defensa y promoción de los Derechos Humanos, se llevó a cabo la firma de 22 
convenios de colaboración y la entrega de Constancias de Registro. 

Por parte de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos estuvo presente 
el doctor José Luis Soberanes Fernández, Presidente de la CNDH, y el licenciado 
Jesús Naime Libién, Secretario Técnico del Consejo Consultivo. 

Con la firma de estos convenios de colaboración se logra la vinculación con 
representantes de Organismos No Gubernamentales y se establecen compromi­
sos para la promoción y defensa de los Derechos Humanos y apoyos en materia 
de capacitación para una mejor y profesional atención a los sectores de la pobla­
ción que piden sus servicios. 

•Firma de 49 convenios de colaboración y entrega de Constancias
 
de Registro con ONG de Puebla
 

El 25 de octubre de 2007, en la ciudad de Puebla, Puebla, se llevó a cabo la firma 
de 49 convenios de colaboración y la entrega de Constancias de Registro con 
Organizaciones No Gubernamentales de esa entidad federativa. 

Lo anterior con la finalidad de fortalecer las relaciones y los vínculos de amis­
tad con las Organizaciones No Gubernamentales de Puebla a través de un conve­
nio de colaboración para la defensa y promoción de los Derechos Humanos. 

En el acto de firma de los convenios de colaboración estuvieron presentes, por 
parte de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, el licenciado Jesús 
Naime Libién, Secretario Técnico del Consejo Consultivo, y funcionarios de la Co­
misión de Derechos Humanos del Estado de Puebla. 

Los principales logros alcanzados con la firma de estos convenios son la vincu­
lación con representantes de Organismos No Gubernamentales y el estableci­
miento de compromisos para la promoción y defensa de los Derechos Humanos 
y apoyos en materia de capacitación para una mejor y profesional atención a los 
sectores de la población que piden sus servicios. 

•Firma de 21 convenios de colaboración y entrega de Constancias 
de Registro con ONG de Tamaulipas 

El 29 de octubre de 2007, en Ciudad Victoria, Tamaulipas, con la finalidad de 
GACETA 
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bernamentales de Tamaulipas, se llevó a cabo la firma de 21 convenios de colabo­
ración para la defensa y promoción de los Derechos Humanos en la entidad. 

Por parte de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos estuvo presente 
el licenciado Jesús Naime Libién, Secretario Técnico del Consejo Consultivo, y 
funcionarios de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de Tamaulipas. 

Con la firma de estos convenios de colaboración se logra la vinculación con 
representantes de Organismos No Gubernamentales y se establecen compromi­
sos para la promoción y defensa de los Derechos Humanos y apoyos en materia 
de capacitación para una mejor y profesional atención a los sectores de la pobla­
ción que piden sus servicios. 

Centro Nacional de Derechos Humanos 

El Centro Nacional de Derechos Humanos (CENADEH) tiene como responsabili­
dad primordial la promoción de la cultura de los Derechos Humanos a través de la 
realización de estudios e investigación académica sobre el tema, tanto desde 
el punto de vista del derecho como desde una perspectiva interdisciplinaria; el 
CENADEH también procura el intercambio institucional, la formación de investi­
gadores, la reflexión académica interdisciplinaria, la programación de activida­
des académicas, la organización de programas de formación académica, así como 
el fortalecimiento del Centro de Documentación y Biblioteca. 

1. Investigaciones y proyectos académicos 

En este mes, el personal académico del Centro Nacional elaboró nueve artículos 
para su publicación en libros, revistas jurídicas, prensa y en las publicaciones que 
periódicamente edita la Comisión Nacional. 

Además, elaboró un comentario legislativo, dos reseñas bibliográficas y una 
hemerográfica para su posible publicación en la Revista del Centro Nacional, ti­
tulada Derechos Humanos México. 

2. Actividades académicas 

El personal académico impartió cuatro conferencias en diversos foros nacionales 
e internacionales, como diplomados, seminarios y mesas redondas, y en institu­
ciones educativas nacionales, dependencias públicas, universidades y Comisiones 
Estatales de Derechos Humanos. 

Además, un investigador tuvo cinco intervenciones en programas de radio, en 
donde abordaron temas relacionados con los Derechos Humanos. 

Por último, el personal académico del CENADEH participó en 11 actividades aca­
démicas externas, como docentes a nivel de licenciatura y maestría en diversas 
instituciones académicas, así como tutores y sinodales en exámenes de maestría 
y doctorado. 

3. Programas de formación académica 

a) Máster en Derechos Humanos 

Se recibieron 79 solicitudes de admisión para el curso 2007/2008 del Máster en 
C N D H  
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(UCLM) con la colaboración del Centro Nacional de Derechos Humanos, que ini­
ciará en diciembre del año en curso. De las 79 solicitudes que se recibieron, 18 
corresponden a servidores públicos de la Comisión Nacional y seis a funcionarios 
que laboran en diversas Comisiones Estatales de Derechos Humanos; además so­
licitaron su ingreso en este programa funcionarios que laboran en diversas depen­
dencias públicas y Organismos No Gubernamentales, así como docentes en di­
versas universidades. 

Además, en este mes un alumno que acreditó el Máster en Derechos Huma­
nos, en la primera generación, y que se matriculó en el Doctorado en Derecho 
Constitucional en la UCLM, presentó en la sede central de la Universidad en Tole-
do, España, el examen de suficiencia investigadora y obtuvo el Diploma de Estu­
dios Avanzados, lo que le permitirá continuar con su proyecto de tesis doctoral. 

b) Doctorados en Derechos Humanos y Derecho Constitucional 

En este mes se continuaron realizando las entrevistas académicas del Programa 
de Tutorías en México para los alumnos inscritos en el Doctorado en Derechos 
Humanos por la UNED y en el de Derecho Constitucional por la Universidad de 
Castilla-La Mancha de España. 

Cada tutor se reunió de forma individual con los alumnos, a los que dirigen su 
proyecto de investigación, en las instalaciones del Centro Nacional. 

4. Formación académica 

Dos investigadoras, que se encuentran elaborando su proyecto de tesis doctoral 
en la UNED, tuvieron entrevistas con su tutor asignado dentro del Programa de 
Tutorías que coordina el Centro Nacional. 

Una becaria del Centro se inscribió a un seminario y otra becaria asistió a un 
congreso anual, ambas actividades relacionadas con el proyecto de tesis que 
están elaborando. 

5. Claustro Académico y Comité Editorial 

En este mes participó como ponente en el Claustro Académico del Centro la 
maestra María Elena Lugo Garfias, que expuso el tema “Mecanismo Nacional 
contra la Tortura”. 

El 23 de octubre se reunió el Comité Editorial para realizar la Sesión Ordinaria 
Número 7. 

6. Eventos realizados en el Centro Nacional de Derechos Humanos 

a) Eventos académicos organizados por el CENADEH: 

Evento Fecha 

Conferencia “Las normas internacionales del trabajo como 
instrumento de protección de Derechos Humanos”, 
impartida por la doctora María Patricia Kurczyn Villalobos 11 de octubre 

Conferencia “Los derechos electorales en las resoluciones 
del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación”, 
impartida por el doctor Santiago Nieto Castillo 25 de octubre 



 GACETA 207 • OCTUBRE/2007 • CNDH 

RECOMENDACIONES 





 
 

 

 

Recomendación 44 /2007
 
Sobre el caso del señor 

Roberto Antonio Mortera Negrete 

SÍNTESIS: El 15 de febrero de 2007, esta Comisión Nacional recibió un escrito 
de queja del señor Roberto Antonio Mortera Negrete, en el cual asentó, en sínte­
sis, que de conformidad con la reforma al artículo 25 del Código Penal Federal, el 23 
de enero de 2007 debió compurgar de manera simultánea las penas de prisión que 
se le impusieron por la comisión de dos delitos; sin embargo, el Órgano Administra­
tivo Desconcentrado Prevención y Readaptación Social de la Secretaría de Seguri­
dad Pública Federal no había ordenado su libertad a las autoridades del Reclusorio 
Preventivo Varonil Oriente del Distrito Federal. 

El expediente de queja se radicó en esta Comisión Nacional con el número 2007/ 
803/3/Q. Del análisis de la información recabada se detectó que autoridades de la 
Secretaría de Seguridad Pública Federal, así como del Reclusorio Preventivo Varonil 
Oriente y de la Dirección General de Prevención y Readaptación Social del Gobierno 
del Distrito Federal, encargadas de la custodia del señor Mortera Negrete, trans­
gredieron los Derechos Humanos a la libertad personal, a la legalidad y a la seguri­
dad jurídica, consagrados en los artículos 14, párrafo segundo, y 16, párrafo prime­
ro, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que fue retenido 
ilegalmente, al estar privado de la libertad en el enunciado reclusorio, por más tiem­
po del que correspondía al legal cumplimiento de las penas de prisión que se le im­
pusieron. El agraviado fue detenido el 23 de octubre de 2000 y puesto a disposición 
del Juzgado Décimo Primero de Distrito de Procesos Penales Federales en el Distrito 
Federal, dentro de la causa 232/2000-IV, el cual lo sentenció a seis años tres meses 
de prisión. En tanto, en la causa 62/2001, del Juzgado Décimo Octavo de Distrito de 
Procesos Penales Federales en el Distrito Federal, se le impusieron cinco años de pri­
sión por la comisión de otro ilícito, sanción que fue modificada el 31 de octubre de 
2005 por el Primer Tribunal Unitario en Materia Penal del Primer Circuito, para que­
dar en tres años; dicho Tribunal también dispuso que se aplicara en favor del señor 
Mortera Negrete lo dispuesto por el artículo 25, párrafo segundo, del Código Penal 
Federal, decretando que dicha sanción se contabilizara a partir del 23 de octubre de 
2000, y que también se compurgara de forma simultánea con la diversa de seis años 
tres meses de prisión. 

Cabe señalar que en los resolutivos de la enunciada sentencia se señaló la inme­
diata libertad del señor Mortera Negrete al haber compurgado la sanción impues­
ta, lo que no ocurrió en razón de que al 31 de octubre de 2005 no cumplía en su 
totalidad la pena relativa al delito por el cual fue sentenciado por el Juzgado Décimo 
Primero de Distrito de Procesos Penales Federales en el Distrito Federal; sin embar­
go, a pesar de que compurgó esta última el 23 de enero de 2007, las autoridades 
del Órgano Administrativo y del enunciado reclusorio lo retuvieron sin justificación 
legal alguna hasta el 8 de marzo de 2007, cuando obtuvo su libertad, esto es un 
mes 13 días después del legal cumplimiento de la pena antes referida. 

Con base en lo expuesto, el 2 de octubre de 2007 esta Comisión Nacional emitió 
la Recomendación 44/2007, dirigida al Secretario de Seguridad Pública Federal y al 
Jefe de Gobierno del Distrito Federal, con objeto de que se ordene y realice el pago 
por concepto de reparación del daño que proceda, en los términos de las considera­
ciones planteadas, de conformidad con la legislación aplicable, por los daños y per­
juicios causados al señor Roberto Antonio Mortera Negrete, con motivo de la pri­
vación de la libertad injustificada de que fue víctima; que se dé vista al Ministerio 
Público competente para que inicie la averiguación previa correspondiente, respec- C N D H  
to de las conductas referidas en el cuerpo de la presente Recomendación; que se dé 1990-2007 
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vista al órgano interno de control correspondiente, a fin de que se inicie y determi­
ne, conforme a Derecho, una investigación para establecer la responsabilidad admi­
nistrativa en que pudiesen haber incurrido los servidores públicos, por la negligen­
cia incurrida al no vigilar la ejecución de la sanción impuesta al señor Roberto Antonio 
Mortera en la causa 232/2000-IV, y de la resolución del toca penal 50/2003, ni ve­
rificar que el régimen de cumplimiento de ejecución de las mismas fuese conforme 
a la ley, a la sentencia y al total y absoluto respeto a los Derechos Humanos, en 
atención a las consideraciones expuestas en el capítulo de observaciones de este 
documento, y que se tomen las medidas pertinentes con el propósito de vigilar que 
la ejecución de las sanciones privativas de la libertad de internos se aplique de ma­
nera estricta, para evitar en lo subsecuente violaciones a sus Derechos Humanos. 

México, D. F., 2 de octubre de 2007 

Sobre el caso del señor Roberto Antonio Mortera Negrete 

Ing. Genaro García Luna,
 
Secretario de Seguridad Pública Federal
 

Lic. Marcelo Ebrard Casaubón,
 
Jefe de Gobierno del Distrito Federal
 

Distinguidos señores: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 102, 
apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o.; 6o., fracciones I, II, III 
y XII; 15, fracción VII; 24, fracción IV; 44; 46, y 51 de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos, así como 131, 132, 133 y 136 de su Reglamento Interno, ha examinado los elementos con­
tenidos en el expediente de queja 2007/803/3/Q, relacionado con el caso del señor Roberto Antonio 
Mortera Negrete, y visto los siguientes: 

I. HECHOS 

A. El 15 de febrero de 2007 esta Comisión Nacional recibió un escrito de queja 
del señor Roberto Antonio Mortera Negrete, en el que asentó, en síntesis, que 
de conformidad con la reforma al artículo 25 del Código Penal Federal, el 23 de 
enero del 2007 debió compurgar de manera simultánea las penas de prisión que 
se le impusieron por la comisión de dos delitos; sin embargo, el Órgano Adminis­
trativo Desconcentrado Prevención y Readaptación Social de la Secretaría de 
Seguridad Pública Federal no había ordenado su libertad a las autoridades del 
Reclusorio Preventivo Varonil Oriente del Distrito Federal. 

Cabe señalar que de las constancias que se anexaron al escrito de queja se des­
prende que, en distintas fechas, el agraviado hizo del conocimiento de autorida­
des del citado Órgano Administrativo el contenido de la resolución dictada el 31 
de octubre de 2005 por el Primer Tribunal Unitario en Materia Penal del Primer 
Circuito, dentro del toca 50/2003, por la cual modificó la sentencia de cinco de 
prisión que le fue impuesta por el Juez Décimo Octavo de Distrito de Procesos 
Penales Federales en el Distrito Federal, en la causa 62/2001, para dejarla en tres 
años; además de lo anterior, determinó darla por cumplida conforme a lo dispues-
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purgamiento simultáneo de dicha sanción con la diversa de seis años tres meses 
que le impuso el Juzgado Décimo Primero de Distrito de Procesos Penales Fede­
rales en el Distrito Federal, dentro de la causa 232/2000-IV. 

En razón de lo anterior, el agraviado señaló que el 23 de enero de 2007 cum­
plió en su totalidad ambas penas de prisión, tomando en cuenta que, de acuerdo 
con la resolución judicial, las mismas se contabilizan a partir del 23 de octubre 
de 2000. Sin embargo, fue hasta el 8 de marzo de 2007 cuando se le otorgó su 
libertad. 

B. Para la debida integración del expediente que se menciona, se solicitó infor­
mación al comisionado del Órgano Administrativo Desconcentrado Prevención y 
Readaptación Social de la Secretaría de Seguridad Pública Federal, así como al 
Director del enunciado centro de reclusión y al Director General de Prevención y 
Readaptación Social, ambos del Gobierno del Distrito Federal, quienes remitie­
ron diversas constancias relacionadas con los hechos que se investigan. 

II. EVIDENCIAS 

En el presente caso las constituyen: 

A. Un escrito de queja sin fecha, suscrito por el señor Roberto Antonio Mortera 
Negrete, al que se agregó, en distintas fechas, copia de los escritos del 11 de 
enero, y 7 y 20 de febrero de 2007, dirigidos al Órgano Administrativo Descon­
centrado Prevención y Readaptación Social de la Secretaría de Seguridad Pública 
Federal, así como de la sentencia del 31 de octubre de 2005, dictada por el ma­
gistrado del Primer Tribunal Unitario en Materia Penal del Primer Circuito, dentro 
del toca 50/2003. 

B. El oficio SJ/414/07, del 19 de febrero de 2007, por el que la Subdirectora 
Jurídica del Reclusorio Preventivo Varonil Oriente del Distrito Federal envió a esta 
Comisión Nacional la partida jurídica del señor Roberto Antonio Mortera Negrete, 
la cual fue expedida el 17 del mismo mes y año. 

C. El oficio UALDH/SDH/0113/2007, del 16 de marzo de 2007, mediante el cual 
la encargada de la Subdirección de la Unidad de Asuntos Legales y Derechos 
Humanos del mencionado Órgano Administrativo remitió a esta Comisión Nacio­
nal una copia del ocurso CGPRS/02230/2007, del 15 de febrero del mismo año, 
que dirigió el Coordinador General de Prevención y Readaptación Social de esa 
dependencia al Director General de Prevención y Readaptación Social del Distrito 
Federal. 

D. El oficio STDH/1702/06, del 24 de marzo de 2007, a través del cual la Secre­
taria Técnica de Derechos Humanos de la Dirección General de Prevención y 
Readaptación Social del Gobierno del Distrito Federal envió a esta Comisión Na­
cional una copia simple del diverso RPVO/DH/sin número/07, del 20 de marzo 
de 2007, signado por la encargada del despacho de la Dirección del Reclusorio 
Preventivo Varonil Oriente del Distrito Federal. 

E. El oficio UALDH/SDH/345/2007, del 3 de mayo de 2007, suscrito por la Sub­
directora de Derechos Humanos del mencionado Órgano Administrativo, a través 
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1. La copia de la boleta de libertad número 4, del 8 de marzo de 2007, expedida 
por las autoridades del Reclusorio Preventivo Varonil Oriente del Distrito Federal 
al señor Mortera Negrete. 

2. La copia del diverso SESEFC/1338/2007, del 27 de abril de 2007, firmado por 
el Subdirector a Entidades Federativas “C” del enunciado Órgano Administrativo. 

F. El oficio STDH/2666/07, del 18 de mayo de 2007, mediante el cual la Secreta­
ria Técnica de Derechos Humanos de la Dirección General de Prevención y Re­
adaptación Social del Gobierno del Distrito Federal remitió las siguientes cons­
tancias: 

1. La copia de un oficio sin número, del 1 de marzo de 2007, enviado por la Sub­
directora Jurídica del Reclusorio Preventivo Varonil Oriente del Distrito Federal al 
Director Jurídico de la Dirección General de Prevención y Readaptación Social 
del Distrito Federal. 

2. La copia del oficio SJ/1165/07, del 1 de mayo de 2007, que le dirigió la Sub­
directora Jurídica del Reclusorio Preventivo Varonil Oriente del Distrito Federal al 
encargado de la Mesa de Derechos Humanos del mismo centro de reclusión. 

3. La copia del oficio CGPRS/3105/2007, del 2 de marzo del año que transcurre, 
por el que el Coordinador General de Prevención y Readaptación Social del cita­
do Órgano Administrativo notificó al señor Mortera Negrete su situación jurídica. 

G. El oficio 3183, del 23 de agosto de 2007, suscrito por el Secretario de Acuer­
dos del Primer Tribunal Unitario en Materia Penal del Primer Circuito, mediante el 
cual envió a esta Comisión Nacional una copia certificada del diverso 5182, del 31 
de octubre de 2005. 

III. SITUACIÓN JURÍDICA 

El 23 de octubre de 2000, el señor Roberto Antonio Mortera Negrete fue deteni­
do y puesto a disposición del Juzgado Décimo Primero de Distrito de Procesos 
Penales Federales en el Distrito Federal, dentro de la causa 232/2000-IV, siendo 
posteriormente sentenciado a seis años tres meses de prisión. 

En contra del agraviado también se inició la causa penal 62/2001 del índice 
del Juzgado Décimo Octavo de Distrito de Procesos Penales Federales en el Distri­
to Federal, en la cual se le sentenció a cinco años de prisión. Inconforme con 
dicha determinación, interpuso un recurso de apelación ante el Primer Tribunal 
Unitario en Materia Penal del Primer Circuito, el cual, dentro del toca 50/2003, 
confirmó la sentencia. Consecuentemente, promovió un juicio de garantías del 
que conoció el Décimo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circui­
to, que radicó el expediente 2390/2005 y determinó otorgarle la protección de la 
justicia federal para el efecto de dejar insubsistente la resolución pronunciada en 
segunda instancia y se dictará otra en la que se realice un estudio para verificar 
los elementos del delito y la individualización de la pena, entre otros aspectos. 

En cumplimiento a dicha ejecutoria de amparo, el 31 de octubre de 2005 el 
citado Tribunal Unitario emitió una nueva resolución, en la que modificó la pena 
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bién resolvió que el cómputo se realizaría a partir de la fecha de detención, esto 
es, desde el 23 de octubre de 2000, por lo que la dio por compurgada, argumen­
tando que, de conformidad con la reforma del artículo 25 del Código Penal Fede­
ral, dicha condena se cumpliría de forma simultánea con la impuesta en la causa 
232/2000-IV. 

Con base en esas determinaciones judiciales, es de observarse que el señor 
Mortera Negrete cumplió la sanción privativa de libertad de seis años tres meses 
el 23 de enero de 2007; no obstante ello, la autoridad federal ejecutora de 
sanciones emitió el oficio de compurgamiento el 15 de febrero del presente año, 
pero fue hasta el 8 de marzo del año en curso que las autoridades del Reclusorio 
Preventivo Varonil Oriente del Distrito Federal lo pusieron en libertad. 

IV. OBSERVACIONES 

Una vez realizado el análisis lógico-jurídico del conjunto de constancias que inte­
gran el presente expediente, se advirtió que las autoridades de la Secretaría de 
Seguridad Pública Federal, así como del Reclusorio Preventivo Varonil Oriente y 
de la Dirección General de Prevención y Readaptación Social, estas últimas del Dis­
trito Federal, encargadas de la custodia del quejoso, transgredieron con su conduc­
ta los Derechos Humanos a la libertad personal, a la legalidad y a la seguridad 
jurídica, consagrados en los artículos 14, párrafo segundo, y 16, párrafo prime­
ro, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que el señor 
Roberto Antonio Mortera Negrete fue retenido ilegalmente, al privársele de la li­
bertad en el enunciado reclusorio por más tiempo del que correspondía al legal 
cumplimiento de las penas de prisión que se le impusieron, en atención a las si­
guientes consideraciones: 

Como se desprende de la información recabada por esta Comisión Nacional, el 
agraviado fue detenido el 23 de octubre de 2000 y puesto a disposición del Juz­
gado Décimo Primero de Distrito de Procesos Penales Federales, dentro de la 
causa 232/2000-IV, el cual lo sentenció a seis años tres meses de prisión; en tan­
to, dentro de la causa 62/2001, que se radicó en el Juzgado Décimo Octavo de 
Distrito de Procesos Penales Federales del Distrito Federal, se le encontró respon­
sable por la comisión de otro ilícito, imponiéndole una sanción privativa de liber­
tad de cinco años, la cual fue modificada el 31 de octubre de 2005 por el Primer 
Tribunal Unitario en Materia Penal del Primer Circuito para quedar en tres años; 
dicho Tribunal también dispuso que se aplicara en favor del señor Mortera Negrete 
lo dispuesto por el artículo 25, párrafo segundo, del Código Penal Federal, decre­
tando que dicha sanción se contabilizaría a partir del 23 de octubre de 2000, y tam­
bién que compurgara de forma simultánea con la diversa de seis años tres meses 
de prisión. 

Cabe señalar que en los resolutivos de la enunciada sentencia se señaló la inme­
diata libertad del señor Mortera Negrete al haber compurgado la sanción im­
puesta, lo que no ocurrió en razón de que al 31 de octubre de 2005 no cumplía 
en su totalidad la pena relativa al delito por el cual fue sentenciado por el Juzga­
do Décimo Primero de Distrito de Procesos Penales Federales en el Distrito Fede­
ral; sin embargo, a pesar de que compurgó esta última el 23 de enero de 2007, 
es de tener en consideración que las autoridades del Órgano Administrativo y del 
enunciado reclusorio lo retuvieron sin justificación legal alguna hasta el 8 de mar­
zo de 2007, cuando obtuvo su libertad, esto es un mes 13 días después del legal 
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Para esta Comisión Nacional resulta inaceptable que la Subdirección a Entida­

des Federativas “C” del aludido Órgano Administrativo sustente que la pena de 
prisión de seis años tres meses impuesta al señor Mortera Negrete se dio por 
compurgada el 15 de febrero de 2007, bajo el argumento de que dos días antes 
los familiares de éste proporcionaron a la Coordinación General de Prevención y 
Readaptación Social de esa dependencia la resolución del 31 de octubre de 2005, 
relacionada con la causa 62/2001, por lo que se procedió a dar el trámite corres­
pondiente, y que haya sido el 14 de febrero del año en curso cuando se elaboró el 
oficio de compurgamiento de la sanción impuesta en el proceso 232/2000-IV, 
el cual se notificó al agraviado al día siguiente, por lo que fue puesto en libertad 
por las autoridades del Reclusorio Preventivo Varonil Oriente del Distrito Federal 
el 8 de marzo de 2007. 

El razonamiento antes expuesto carece de validez, ya que la dependencia fede­
ral en cuestión reconoció que el 4 de noviembre de 2005 recibió la citada deter­
minación, señalando que la misma “fue remitida directamente a la Subdirección 
de Archivo, omitiendo agregarla a su expediente”, desconociendo los motivos de 
ello, lo que conlleva a concluir una irregular actuación de la autoridad federal eje­
cutora de sanciones, al no realizar las acciones conducentes para verificar de ma­
nera correcta la ejecución de las penas impuestas al señor Mortera Negrete. 

De lo anterior también se desprende que la omisión de integrar adecuadamen­
te el expediente administrativo del señor Mortera Negrete, por parte de la aludi­
da autoridad, ocasionó que no se ejecutara la resolución que dictó el Primer 
Tribunal Unitario en Materia Penal del Primer Circuito, en lo concerniente al com­
purgamiento simultáneo de las penas privativas de la libertad que se le impusie­
ron al agraviado, lo que generó, en consecuencia, que se prolongara la privación 
de su libertad más allá del tiempo que decretó la autoridad judicial. 

A mayor abundamiento, la autoridad federal ejecutora de sanciones argumen­
tó, como se citó anteriormente, que inició las gestiones correspondientes del caso 
el 13 de febrero de 2007, fecha en que los familiares del señor Mortera Negrete 
le aportaron la resolución que emitió el Primer Tribunal Unitario en Materia Penal 
del Primer Circuito; sin embargo, existe evidencia de que por medio de un escri­
to del 11 de enero del mismo año, el agraviado hizo del conocimiento del citado 
Órgano Administrativo el contenido de la determinación judicial. 

Llama la atención que el quejoso, al verse privado de la libertad por más tiem­
po del señalado en las sanciones que le fueron impuestas, el 7 de febrero de 
2007 hizo llegar a la dependencia en cita una copia certificada de la sentencia que 
dictó el aludido Tribunal Unitario y le solicitó que emitiera el oficio de compur­
gamiento de la pena privativa de libertad de seis años tres meses; petición que 
reiteró el 20 del mismo mes y año en cuanto a la sentencia de tres años de pri­
sión, y de la cual no hay evidencia de que el aludido Órgano Administrativo haya 
realizado las acciones conducentes para que se le dejara en libertad, siendo 
hasta el 8 de marzo de 2007 que dio respuesta a dichos requerimientos, en el 
sentido de que no se le había privado de la libertad al agraviado por más tiempo 
que el señalado por las autoridades jurisdiccionales. 

Por otra parte, si bien es cierto lo que argumenta la autoridad federal respecto 
de que el señor Mortera Negrete no estuvo a su disposición en lo concerniente a 
la ejecución de la sentencia de tres años de prisión, ya que la misma, al ser mo­
dificada, se dio por compurgada el 31 de octubre de 2003, también lo es que 
tenía la obligación de dar cumplimiento a la sentencia dictada por el enunciado 
Tribunal Unitario en lo relativo al compurgamiento simultáneo de dicha resolu-
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Cabe destacar que en la parte final de la resolución del Tribunal Unitario se 

ordena que debe darse vista al Órgano Administrativo Desconcentrado Preven­
ción y Readaptación Social con el propósito de que se impusiera del contenido 
de la misma y para los efectos conducentes, situación que se dio con fecha 4 de 
noviembre de 2005. 

También es preciso señalar que, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 
116 del Código Penal Federal, la pena o la medida de seguridad impuesta se 
extingue por cumplimiento de la misma; en tales circunstancias, y de acuerdo 
con las evidencias recabadas, a partir del 23 de enero de 2007 el señor Roberto 
Antonio Mortera Negrete debió haber obtenido su libertad. 

En el mismo contexto, el artículo 15, fracciones I y II, del Reglamento del Ór­
gano Administrativo Desconcentrado Prevención y Readaptación Social de la 
Secretaría de Seguridad Pública Federal, se dispone que la Dirección General de 
Ejecución de Sanciones tiene, entre otras funciones, la de supervisar que la eje­
cución de la pena impuesta a los internos sentenciados del fuero federal sea 
conforme a la ley y con respeto a los Derechos Humanos; la de solicitar a las 
autoridades judiciales y administrativas las constancias y resoluciones relativas a 
tales reclusos, así como la de requerir a las autoridades penitenciarias de los di­
versos estados y del Distrito Federal la información y documentación necesarias 
para el cumplimiento de sus funciones. 

Por otra parte, para esta Comisión Nacional tampoco es aceptable el hecho 
de que la Dirección del Reclusorio Preventivo Varonil Oriente y la Dirección Gene­
ral de Prevención y Readaptación Social, ambas del Distrito Federal, no hayan 
realizado ninguna gestión tendente a comunicar al citado Órgano Administrati­
vo que, en cumplimiento a la resolución dictada dentro del toca 50/2003 por el 
Primer Tribunal Unitario en Materia Penal del Primer Circuito, la sanción impuesta 
al señor Mortera Negrete había sido modificada a tres años de prisión, y que al 
realizarse el cómputo, en términos del artículo 25 del Código Penal Federal, se 
tenía por compurgada. 

En efecto, existe evidencia de que las autoridades del Reclusorio Preventivo 
Varonil Oriente del Distrito Federal también tenían conocimiento del contenido 
de la resolución que dictó el mencionado Tribunal, pues ello consta en la partida 
jurídica proporcionada a la Comisión Nacional por las autoridades de tal estable­
cimiento, aunado al hecho de que el 31 de octubre de 2005 dicho órgano juris­
diccional les notificó la resolución que dictó dentro del toca 50/2003. No obstan­
te, además de omitir informar dicha circunstancia a la autoridad federal ejecutora 
de sanciones, no dieron cumplimiento en sus términos a tal determinación, pues 
estaban realizando el cómputo de las sentencias de mérito de manera sucesiva y 
no simultánea, tal como se desprende de los informes que rindieron del caso. 

En ese orden de ideas, no es válido el argumento de la Subdirectora Jurídica 
del citado establecimiento de reclusión, en el sentido de que se otorgó la libertad 
al señor Mortera Negrete hasta el 8 de marzo de 2007 debido a que en esa fe­
cha se recibió el oficio CGRPS/3105/07, por el que el Coordinador General de 
Prevención y Readaptación Social del Órgano Administrativo Desconcentrado Pre­
vención y Readaptación Social de la Secretaría de Seguridad Pública Federal dio 
por compurgadas las sentencias de mérito, pues existe evidencia de que dicha 
autoridad ya tenía conocimiento de la resolución que había dictado el Primer 
Tribunal Unitario en Materia Penal del Primer Circuito; además de lo anterior, el 
15 de febrero de 2007, la autoridad federal ejecutora de sanciones les notificó 
el compurgamiento con efecto retroactivo de la pena de seis años tres meses de 
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También resulta inadmisible que la Subdirectora Jurídica del citado reclusorio 

argumente que correspondía al Órgano Administrativo Desconcentrado Preven­
ción y Readaptación Social de la Secretaría de Seguridad Pública Federal realizar 
el cómputo de las sentencias que se dictaron en contra del agraviado, ya que, si 
bien la autoridad encargada de vigilar la ejecución de tales sanciones impuestas 
por los órganos judiciales federales del conocimiento y de emitir el oficio de com­
purgamiento correspondiente era la autoridad federal ejecutora de sanciones, 
dicha circunstancia no exime de responsabilidad a las autoridades del Gobierno 
del Distrito Federal por la retención y privación de la libertad de que fue víctima 
el señor Roberto Antonio Mortera Negrete, toda vez que antes de que cumpliera 
la sanción de seis años tres meses de prisión, tenían el deber de hacer del cono­
cimiento de la enunciada autoridad federal que se pondría en libertad al agravia­
do por no existir justificación legal para mantenerlo recluido, pues en el caso 
es de observarse que el director o el encargado del aludido centro de reclusión, 
con la facultad que le confiere el artículo 14 del Reglamento que rige esa insti­
tución, debió realizar las gestiones pertinentes para que se llevara a cabo el egre­
so correspondiente. 

Por lo anterior, resulta claro el incumplimiento por parte de las autoridades de 
la Dirección del Reclusorio Preventivo Varonil Oriente y de la Dirección General 
de Prevención y Readaptación Social, ambas del Distrito Federal, a lo establecido 
por el artículo 14 del Reglamento de los Centros de Reclusión del Distrito Fede­
ral, el cual señala que en ningún caso se prolongará la reclusión de un interno por 
un tiempo mayor al que señale la resolución judicial o administrativa correspon­
diente. 

Tampoco pasa desapercibido para esta Comisión Nacional que de conformi­
dad con lo dispuesto en el artículo 2o. del Reglamento de los Centros de Reclu­
sión del Distrito Federal, corresponde a la Dirección General de Prevención y 
Readaptación Social de la ciudad de México vigilar el estricto cumplimiento de la 
ley y el puntual respeto a los Derechos Humanos de las personas que se encuen­
tren a su cuidado en los centros penitenciarios a su cargo, lo cual, en el caso que 
se analiza, no fue observado al prolongarse sin causa legal justificada la perma­
nencia del señor Mortera Negrete en el Reclusorio Preventivo Varonil Oriente, 
aunado a que tal circunstancia pudo evitarse de mantener actualizada la situación 
jurídica del mismo, tal como lo contempla el artículo 29 del aludido Reglamento, 
al especificar que es una obligación de dicha dependencia contar con un sistema 
integral de información que le permita saber con precisión la situación jurídica de 
la población interna que se localiza dentro de sus instalaciones. 

En tal sentido, esta Comisión Nacional considera que las irregularidades seña­
ladas en el presente documento, imputadas a servidores públicos del Órgano 
Administrativo Desconcentrado Prevención y Readaptación Social de la Secreta­
ría de Seguridad Pública Federal, así como del Reclusorio Preventivo Varonil Oriente 
y de la Dirección General de Prevención y Readaptación Social, ambos del Go­
bierno del Distrito Federal, son violatorias de los derechos a la libertad personal, 
a la legalidad y a la seguridad jurídica, en agravio del señor Roberto Antonio 
Mortera Negrete, previstos en los artículos 14, párrafo segundo, y 16, párrafo 
primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

En efecto, en el caso que nos ocupa, las autoridades del citado Órgano Admi­
nistrativo, así como del Reclusorio Preventivo y de la Dirección General de Preven­
ción y Readaptación Social, ambas del Gobierno del Distrito Federal, no ajusta­
ron sus actuaciones a los requisitos que exige la ley para mantener privada de la 
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ción impuesta al señor Roberto Antonio Mortera Negrete se ejecutara conforme 
a lo ordenado en la sentencia dictada en la causa 232/2000-IV, y en la resolución 
del toca penal 50/2003, y las segundas, por no contar con mandamiento escri­
to de autoridad competente que las facultara para mantenerlo privado de la 
libertad en el referido establecimiento por mayor tiempo del señalado en las alu­
didas resoluciones judiciales. 

Por lo anterior, las conductas atribuidas a las autoridades del enunciado Órga­
no Administrativo pueden ser constitutivas de responsabilidades administrati­
vas, de conformidad con el artículo 8, fracciones I y XXIV, de la Ley Federal de 
Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, las cuales estable­
cen, respectivamente, que todo servidor público tendrá la obligación de cumplir 
el servicio que le sea encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión 
que cause la suspensión o deficiencia de dicho servicio, o implique abuso o ejer­
cicio indebido de un empleo, cargo o comisión, así como de abstenerse de cual­
quier acto u omisión que implique incumplimiento de cualquier disposición legal, 
reglamentaria o administrativa relacionada con el servicio público; en tanto, res­
pecto de las omisiones atribuidas a las mencionadas autoridades del Gobierno 
del Distrito Federal, pudieran ser constitutivas de responsabilidades administrati­
vas, en atención a lo dispuesto en el artículo 47, fracciones I y XXIV, de la Ley 
Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos. 

Por tal motivo, es necesario que tales hechos sean investigados por los corres­
pondientes órganos internos de control y, de ser procedente, se apliquen las san­
ciones administrativas que conforme a Derecho procedan. 

No pasa desapercibido que tanto la Secretaría de Seguridad Pública Federal 
como el Gobierno del Distrito Federal deben brindar el auxilio necesario para re­
sarcir los daños causados al señor Roberto Antonio Mortera Negrete por la viola­
ción a sus Derechos Humanos aquí descritos, pues si bien es cierto que una de 
las vías previstas en el sistema jurisdiccional para lograr la reparación del daño 
derivado de la responsabilidad descrita por los servidores públicos en cuestión, 
consiste en plantear la reclamación ante el órgano jurisdiccional estatal, también 
lo es que el Sistema No Jurisdiccional de Protección de Derechos Humanos, de 
conformidad con lo establecido en los artículos 113, párrafo segundo, de la Cons­
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 44 de la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, prevé la posibilidad de que al acreditarse 
una violación a los Derechos Humanos atribuibles a servidores públicos del Esta­
do, la recomendación que se formule a la dependencia pública debe incluir las 
medidas que procedan para lograr la reparación de los daños y perjuicios que se 
hubieran ocasionado, por lo que resulta procedente que en términos de los ar­
tículos 1; 2, y 27, inciso e), de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del 
Estado, y en el caso de las autoridades del Gobierno del Distrito Federal, de con­
formidad con los artículos 1915, 1916 y 1917 del Código Civil para el Distrito Fe­
deral, se realice la indemnización que corresponda. 

Respecto de la responsabilidad penal en que pudieron haber incurrido los ser­
vidores públicos federales involucrados en los presentes hechos, resulta pertinen­
te que tome conocimiento de los mismos el Ministerio Público de la Federación, 
por ser la autoridad competente para investigar y perseguir los delitos del orden 
federal, de acuerdo con lo establecido en los artículos 21, y 102, apartado A, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; así como 4, fracción I, 
de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República; y para el caso de 
las autoridades del Distrito Federal involucradas se deberá dar vista de los hechos 
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con lo dispuesto en el artículo 2, fracción I, de su Ley Orgánica, le compete per­
seguir los delitos del orden común cometidos en su territorio. 

Es importante mencionar que los hechos descritos en esta Recomendación, 
que violaron los derechos a la libertad personal, a la legalidad y a la seguridad 
jurídica, en agravio del señor Roberto Antonio Mortera Negrete, también trans­
gredieron diversos instrumentos internacionales ratificados por México, particu­
larmente el artículo 9.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en 
concordancia con el artículo 7 de la Convención Americana sobre Derechos Hu­
manos, los cuales señalan que todo individuo tiene derecho a la libertad y a la 
seguridad personales, y que nadie podrá ser sometido a detención o prisión ar­
bitrarias, ni ser privado de su libertad, salvo por las causas fijadas por ley y con 
arreglo al procedimiento establecido en ésta. 

Es de destacar que las irregularidades imputadas a los referidos servidores 
públicos también son contrarias a lo establecido en los principios 2, 3, 4 y 35 del 
Conjunto de Principios para la Protección de Todas las Personas Sometidas a Cual­
quier Forma de Detención o Prisión, los cuales enuncian que la prisión deberá ser 
ordenada y fiscalizada por un juez u otra autoridad en estricto cumplimiento de 
la ley, y por funcionarios competentes o personas autorizadas para ese fin, sin 
restringir o menoscabar ninguno de los Derechos Humanos, y que los daños cau­
sados por actos u omisiones de un funcionario público que sean contrarios a 
estos principios serán indemnizados de conformidad con las normas del derecho 
interno aplicables en materia de responsabilidad. 

Cabe señalar que si bien es cierto dichos principios no imponen obligaciones 
jurídicas, también lo es que son documentos enunciativos de carácter ético reco­
nocidos universalmente, por lo que constituyen un imperativo moral para los Es­
tados miembros de la Organización de las Naciones Unidas, como lo es México. 

Con base en lo expuesto anteriormente, esta Comisión Nacional se permite 
formular respetuosamente a ustedes, señores Secretario de Seguridad Pública 
Federal y Jefe de Gobierno del Distrito Federal, las siguientes: 

V. RECOMENDACIONES 

A usted, señor Secretario de Seguridad Pública Federal: 

PRIMERA. Se ordene y realice el pago por concepto de reparación del daño que 
proceda, en los términos de las consideraciones planteadas en el cuerpo del 
presente documento, de conformidad con la legislación aplicable, por los daños 
y perjuicios causados al señor Roberto Antonio Mortera Negrete, con motivo de 
la privación de la libertad injustificada de que fue víctima. 

SEGUNDA. Se dé vista al Ministerio Público de la Federación, para que inicie la 
averiguación previa correspondiente, respecto de las conductas referidas en el cuer­
po de la presente Recomendación, e informe de ello a esta Comisión Nacional. 

TERCERA. Se dé vista al órgano interno de control correspondiente, a fin de que 
se inicie y determine, conforme a Derecho, una investigación para establecer la 
responsabilidad administrativa en que pudiesen haber incurrido los servidores 
públicos del Órgano Administrativo Desconcentrado Prevención y Readaptación 
Social de la Secretaría de Seguridad Pública Federal, por la negligencia incurrida 
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Negrete en la causa 232/2000-IV, y de la resolución del toca penal 50/2003, ni 
verificar que el régimen de cumplimiento de ejecución de las mismas fuese con­
forme a la ley, a las sentencias y al total y absoluto respeto a los Derechos Huma­
nos, en atención a las consideraciones expuestas en el capítulo de observaciones 
de este documento. 

CUARTA. Se tomen las medidas pertinentes con el propósito de vigilar que la 
ejecución de las sanciones privativas de la libertad de internos que se encuentren 
a disposición del Órgano Administrativo Desconcentrado Prevención y Readapta­
ción Social de esa Secretaría se aplique de manera estricta para evitar en lo 
subsecuente violaciones a los Derechos Humanos de los reclusos. 

A usted, señor Jefe de Gobierno del Distrito Federal: 

PRIMERA. Se ordene y realice el pago por concepto de reparación del daño que 
proceda, en los términos de las consideraciones planteadas en el cuerpo del 
presente documento, de conformidad con la legislación aplicable, por los daños 
y perjuicios causados al señor Roberto Antonio Mortera Negrete con motivo de 
la privación de la libertad injustificada de que fue víctima en el Reclusorio Preven­
tivo Varonil Oriente del Distrito Federal. 

SEGUNDA. Se dé vista a la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, 
para que inicie la averiguación previa correspondiente, respecto de las conductas 
de los servidores públicos del Reclusorio Preventivo Varonil Oriente y de la Direc­
ción General de Prevención y Readaptación Social, ambos del Gobierno del Dis­
trito Federal, referidas en el cuerpo de la presente Recomendación, e informe de 
ello a esta Comisión Nacional. 

TERCERA. Se dé vista al órgano interno de control correspondiente, a fin de que 
se inicie y determine, conforme a Derecho, una investigación para establecer la 
responsabilidad administrativa en que pudiesen haber incurrido los servidores 
públicos del Reclusorio Preventivo Varonil Oriente y de la Dirección General de 
Prevención y Readaptación Social del Distrito Federal responsables de la reten­
ción ilegal y privación de la libertad de que fue objeto el señor Roberto Antonio 
Mortera Negrete, en atención a las consideraciones expuestas en el capítulo de 
observaciones de este documento. 

CUARTA. Se tomen las medidas pertinentes con el propósito de vigilar que la 
ejecución de las sanciones privativas de la libertad de internos del fuero federal 
que se encuentren en los establecimientos penitenciarios a cargo de la Direc­
ción General de Prevención y Readaptación Social del Distrito Federal, se aplique 
de manera estricta para evitar en lo subsecuente violaciones a los Derechos Hu­
manos. 

La presente Recomendación, de acuerdo con lo señalado en el artículo 102, 
apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el 
carácter de pública y se emite con el propósito fundamental tanto de hacer una 
declaración respecto de una conducta irregular por parte de servidores públicos 
en el ejercicio de las facultades que expresamente les confiere la ley, como de 
obtener la investigación que proceda por parte de las dependencias administra-
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buciones, apliquen las sanciones conducentes y se subsane la irregularidad co­
metida. 

De conformidad con el artículo 46, párrafo segundo, de la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, solicito a ustedes que la respuesta sobre la 
aceptación de esta Recomendación, en su caso, sea informada dentro del térmi­
no de 15 días hábiles siguientes a esta notificación. 

Con el mismo fundamento jurídico, solicito a ustedes que, en su caso, las prue­
bas correspondientes al cumplimiento de la Recomendación que se les dirige se 
envíen a esta Comisión Nacional, dentro del término de 15 días hábiles siguien­
tes a la fecha en que haya concluido el plazo para informar sobre la aceptación 
de la misma. 

La falta de presentación de las pruebas dará lugar a que se interprete que la 
presente Recomendación no fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos quedará en libertad de hacer pública esta circunstancia. 

Atentamente
 
El Presidente de la Comisión Nacional
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Recomendación 45/2007
 
Sobre el recurso de impugnación del señor VLM 

SÍNTESIS: El 1 de abril de 2004, la Comisión de Derechos Humanos del Distrito 
Federal recibió la queja del señor VLM, en la cual señaló que en agosto de 1999, 
estando interno en el Reclusorio Preventivo Varonil Sur, solicitó la visita conyugal, 
por lo que le realizaron diversos estudios clínicos, y en octubre de ese año la psicó­
loga del servicio médico de ese reclusorio le informó que él tenía VIH/SIDA, por lo 
que fue trasladado a la Penitenciaría del Distrito Federal, donde lo ubicaron en el 
dormitorio 8, donde se encuentran las personas que padecen SIDA; sin embargo, 
solicitó que se le practicaran otros estudios médicos, por no estar de acuerdo con 
los resultados, a lo cual las autoridades se negaron, y fue hasta el año 2001 en que 
la defensora pública solicitó al Juez Décimo Sexto de lo Penal del Tribunal Superior 
de Justicia del Distrito Federal que le realizaran una nueva valoración, por lo que en 
el Hospital de Infectología del Centro Médico Nacional La Raza del Instituto Mexi­
cano del Seguro Social le practicaron otros estudios en los cuales resultó serone­
gativo. 

Por lo anterior, la Comisión Local inició el expediente CDHDF/121/04/CUAUH/ 
D1715, y al acreditar violación a los Derechos Humanos relativos al derecho a la 
salud, en sus modalidades de: a) acceso a los servicios de salud; b) derecho a la pre­
vención y tratamiento a enfermedades epidémicas, y c) derecho al consentimiento 
informado, así como de los derechos de las personas privadas de su libertad, el 1 de 
noviembre de 2006 dirigió al Secretario de Salud en el Distrito Federal y al Director 
General de Prevención y Readaptación Social del Distrito Federal la Recomendación 
12/2006. 

El 22 de noviembre de 2006, el quejoso presentó un recurso de impugnación, en 
el que manifestó su inconformidad con la Recomendación 12/2006, en virtud que 
no reparaba las violaciones denunciadas, ya que no se atendió lo relativo a la res­
ponsabilidad administrativa en que incurrieron los Directores de la Unidad Médi­
ca del Reclusorio Preventivo Varonil Sur, del Hospital General Xoco de la Secretaría 
de Salud y de la Unidad Médica de la Penitenciaría, así como del Director General de 
esa Penitenciaría, todos del Distrito Federal, y pidió la reparación del daño, así como 
el reconocimiento de la intervención del representante del Centro de Derechos Hu­
manos “Fray Francisco de Vitoria” O. P., A. C., el cual fue recibido en esta Comisión 
Nacional el 7 de diciembre de 2006, radicándose el expediente 2006/434/1/RI. 

Del análisis practicado a las evidencias obtenidas, esta Comisión Nacional consi­
deró procedentes los agravios expresados, al existir violaciones a los derechos de 
seguridad y legalidad jurídicas por la prestación indebida del servicio público atribuibles 
a los Directores de la Unidad Médica del Reclusorio Preventivo Varonil Sur, del Hos­
pital General Xoco de la Secretaría de Salud y de la Unidad Médica de la Penitencia­
ría, así como del Director General de esa Penitenciaría, todos del Distrito Federal, en 
virtud de que la instancia local no se ajustó a lo previsto en el artículo 46 de la ley 
que la rige, ya que omitió recomendar que se investigara y sancionara a los servido­
res públicos del Reclusorio Preventivo Varonil Sur por haberle practicado la prueba 
de VIH/SIDA al señor VLM sin su consentimiento, así como ponderar tanto la con­
ducta negativa del Director de la Unidad Médica de la Penitenciaría como la del 
Director General de esa Penitenciaría, todos del Distrito Federal, consistentes en 
haberle negado al agraviado que se le realizaran los estudios médicos que requería 
para corroborar si tenía VIH/SIDA, actuación irregular que pudo haber contraveni­
do lo dispuesto en el artículo 47, fracción I, de la Ley Federal de Responsabilidades C N D H  
de los Servidores Públicos, por lo que debió haber recomendado, al menos, el inicio 1990-2007 
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de una investigación por parte del Órgano Interno de Control competente, así como 
por la Representación Social, para que se indagara si la conducta de éstos encuadra­
ba en alguna hipótesis típica prevista en el Código Penal vigente en el momento de 
los hechos, y se determinara lo que conforme a Derecho procediera, omisión que 
propició que la conducta desplegada por los servidores permaneciera en la impu­
nidad. 

Asimismo, esta Comisión Nacional consideró procedente el agravio del recurren­
te en el sentido de que la instancia local omitió reconocerle al licenciado José Luis 
Gutiérrez Román personalidad jurídica como peticionario, a nombre del Centro de 
Derechos Humanos “Fray Francisco de Vitoria” O. P., A. C., para dar visibilidad públi­
ca a la labor que realiza a favor de los más desprotegidos, en virtud que en el mo­
mento en que el recurrente presentó su queja ante la Comisión de Derechos Huma­
nos del Distrito Federal lo autorizó para oír y recibir todo tipo de notificaciones. 

Igualmente, esta Comisión Nacional estimó procedente el agravio relativo a que 
la instancia local omitió recomendar la reparación del daño, ya que el artículo 46 
de la Ley que la rige establece que en la Recomendación se señalarán las medidas 
que procedan para la efectiva restitución de los afectados en su derechos funda­
mentales y, si procede, la reparación de los daños y perjuicios ocasionados; sin 
embargo, no contempló que, acorde con el Sistema No Jurisdiccional de Derechos 
Humanos y al acreditarse la violación a los mismos, debió analizar la procedencia de 
la reparación lato sensu de los daños que le hubieran ocasionado al agraviado, y 
de resultar procedente se le reparara el mismo, de conformidad con los artículos 
46 de la Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, 1915 del 
Código Civil para el Distrito Federal, así como 77 bis de la Ley Federal de Responsa­
bilidades de los Servidores Públicos, y de esa forma satisfacer en forma completa e 
íntegra al agraviado. 

Por lo anterior, esta Comisión Nacional modificó la Recomendación emitida por 
la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, y el 3 de octubre de 2007 
emitió la Recomendación 45/2007, dirigida al Presidente de la Comisión de Dere­
chos Humanos del Distrito Federal, en la que se le solicita gire instrucciones a fin de 
que se modifique la resolución del 1 de noviembre de 2006, dictada dentro del ex­
pediente CDHDF/121/04/CUAUH/D1715, instaurado en esa Comisión de Derechos 
Humanos con motivo de la queja presentada por el señor VLM, y tomando en cuen­
ta las consideraciones que obran en el expediente respectivo, así como las observa­
ciones formuladas en la presente Recomendación, y sin menoscabo de los puntos 
incluidos en la Recomendación 12/2006, se emita otra en la que se incluyan los 
puntos relativos a la reparación del daño, el deslinde de las responsabilidades admi­
nistrativas y penales a los servidores públicos involucrados, y se haga patente el 
reconocimiento de la labor del representante del Centro de Derechos Humanos 
“Fray Francisco de Vitoria” O. P., A. C. 
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 México, D. F., 3 de octubre de 2007 

Sobre el recurso de impugnación del señor VLM 

Mtro. Emilio Álvarez Icaza Longoria,
 
Presidente de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal
 

Distinguido señor Presidente: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 
102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o.; 3o., párrafo cuar­
to; 6o., fracción V; 15, fracción VII; 24, fracción IV; 44; 46; 51; 55; 61; 62; 63; 64; 65, y 66, inciso b), 
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130; 131; 132; 133; 136; 159, fracción I; 160; 167; 168, y 170, de su Reglamento Interno, ha 
examinado los elementos contenidos en el expediente 2006/434/1/RI, relacionados con el recurso 
de impugnación interpuesto por el señor VLM, y vistos los siguientes: 

I. HECHOS 

A. El 1 de abril de 2004 la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal 
recibió la queja del señor VLM, en la cual señaló que en agosto de 1999, cuando 
estaba interno en el Reclusorio Preventivo Varonil Sur, solicitó se le autorizara la 
visita conyugal, por lo que le realizaron diversos estudios clínicos, y en octubre 
de ese año la psicóloga del servicio médico de ese reclusorio le informó que él 
era una persona seropositiva portador del VIH/SIDA. 

Agregó el quejoso que debido a lo anterior fue trasladado a la Penitenciaría 
del Distrito Federal, donde lo ubicaron en el dormitorio 8, lugar donde se en­
cuentran las personas que padecen SIDA, por lo cual solicitó que se le practica­
ran otros estudios médicos y se hiciera una nueva valoración, ya que no estaba 
de acuerdo con los resultados que le dieron, pero las autoridades de esa Peniten­
ciaría se negaron a practicárselos, lo que ocasionó que entrara en un estado de 
depresión. 

Asimismo, indicó que en el año 2000 le realizaron un análisis de carga viral a 
todos los internos que tienen SIDA, y le notificaron que él no era portador de 
VIH/SIDA, por lo que solicitó al Director de la Penitenciaría del Distrito Federal 
que lo valoraran nuevamente, pero dicho servidor público se negó bajo el argu­
mento de que no podía hacer nada por él, y fue hasta el año 2001 en que la 
defensora pública que lo asistía en su proceso penal solicitó al el Juez Primero de 
Distrito “B” de Procesos Penales Federales, en el Distrito Federal, que le realiza­
ran una nueva valoración, por lo que en el Hospital de Infectología del Centro 
Médico Nacional La Raza del Instituto Mexicano del Seguro Social le practicaron 
otros estudios en los cuales resultó seronegativo, por lo que acudió con el Direc­
tor Médico de esa Penitenciaría, al cual le entregó copia de esos resultados, quien 
le manifestó que “para él seguía siendo un paciente seropositivo”, pero ordenó 
que le efectuaran otros exámenes para confirmar el diagnóstico, y con el resulta­
do de éstos se corroboró que no era portador de VIH/SIDA. 

B. Por lo anterior, la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal inició el 
expediente CDHDF/121/04/CUAUH/D1715, y el 9 de agosto de 2004 personal 
de dicha Comisión se entrevistó en las oficinas de la Penitenciaría del Distrito Fede­
ral con el señor VLM, quien, entre otras cosas, precisó que en agosto de 1999, 
cuando personal de la Unidad Médica del Reclusorio Preventivo Varonil Sur le 
realizó los exámenes de sangre nunca le informó que los mismos serían para la 
prueba de VIH/SIDA, y que una vez que le dieron sus resultados sobre ese pade­
cimiento tuvo una plática con el Director de Servicios Médicos de ese Reclusorio, 
a quien le solicitó que le practicaran otros estudios, pero éste le indicó que no 
era necesario ya que lo trasladarían a la Penitenciaría del Distrito Federal, lugar 
donde lo asignaron al dormitorio 8, donde también personal de la Unidad Médi­
ca y el Director de esa Penitenciaría se negaron a efectuarle otros exámenes para 
corroborar el padecimiento, por lo cual entró en depresión y una vez confirmado 
que no era seropositivo en abril de 2002 se le concedió la visita íntima con su 
concubina. 

Asimismo, esa Comisión Local, para la debida integración del expediente de 
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Dirección de Urgencias y Servicios Médicos de Administración de Justicia, a la 
Coordinadora de Servicios Médicos Legales y en Reclusorios, y al Director del 
Hospital General Xoco, todos de la Secretaría de Salud del Distrito Federal, así 
como a la Secretaría Técnica de Derechos Humanos de la Dirección General de 
Prevención y Readaptación del Distrito Federal, y al integrarse el expediente esti­
mó la existencia de violaciones a los Derechos Humanos relativos al derecho a la 
salud, en su modalidad de: a) acceso a los servicios de salud; b) derecho a pre­
vención y tratamiento de la enfermedades epidémicas, y c) derecho al consenti­
miento informado, así como de los derechos de las personas privadas de su li­
bertad cometidos en agravio del señor VLM, por lo que, en consecuencia, el 1 de 
noviembre de 2006 dirigió al Secretario de Salud en el Distrito Federal y al Direc­
tor General de Prevención y Readaptación Social del Distrito Federal la Recomen­
dación 12/2006, en los términos siguientes: 

Al Secretario de Salud del Distrito Federal: 

PRIMERO. Que para garantizar el derecho a la protección de la salud de las 
personas que se encuentran privadas de su libertad, y la confidencialidad de 
sus diagnósticos —particularmente de las personas a quienes se pretenda 
realizar pruebas de VIH/SIDA—, esa Secretaría de Salud elabore un Manual 
o Instructivo en el que precise las obligaciones del personal médico que 
para la Prevención y Control de la Infección por Virus de Inmunodeficiencia 
Humana, se establecen en la Norma Oficial Mexicana NOM 010-SSA2-1993 
Para la Prevención y Control de la Infección por Virus de Inmunodeficiencia 
Humana, y la modificación a la misma y las demás normas oficiales y otros 
ordenamientos que se relacionen con el tema que trata dicha norma. 

Una vez elaborado dicho manual, se proporcione una copia del mismo a 
los médicos y el personal de enfermería de esa Secretaría de Salud, asigna­
dos a las unidades médicas que se encuentran dentro de los distintos cen­
tros de reclusión del Distrito Federal. 

SEGUNDO. Se tomen las medidas necesarias para comunicar al personal mé­
dico de los diversos centros de reclusión y para realizar acciones de vigilan­
cia para que cuando por cualquier causa a una persona privada de su liber­
tad se le vaya a realizar una prueba de VIH/SIDA, previo a su realización, se 
corrobore que en su expediente médico —en una parte estrictamente con­
fidencial— se deje registro de: 

a) Que se le explicó en qué consiste dicha prueba, cuál es la finalidad en 
aplicarla y por qué se considera que la persona puede ser candidata a la mis­
ma, y que tras recibir esa explicación, manifestó expresamente su conformi­
dad con la práctica de la prueba. Es decir debe existir constancia clara del 
consentimiento informado, firmada por el paciente, o en la que aparezca 
su huella dactilar, y 

b) En su caso, las condiciones —claras y detalladas— de riesgo del pacien­
te que motivan la práctica de la prueba. 

Por otra parte, una vez que se hayan realizado las pruebas correspon­
dientes, y en caso de que el resultado de las mismas sea positivo, antes de 
notificar el diagnóstico a la persona, se corrobore que se hayan realizado 
las pruebas que confirmen el resultado tal como lo establece el punto 4.4.1. 
de la modificación a la Norma Oficial Mexicana NOM 010-SSA2-1993 Para 
la Prevención y Control de la Infección por Virus de Inmunodeficiencia Hu-
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TERCERO. Que se comunique por escrito al personal médico de la Peniten­
ciaría del Distrito Federal y del Centro Femenil de Readaptación Social que 
cuando una persona ingrese a esos Centros por padecer VIH/SIDA, se co­
rrobore que en su expediente consten las pruebas que confirmen el resulta­
do tal como lo establece el punto 4.4.1. de la modificación a la Norma Ofi­
cial Mexicana NOM 010-SSA2-1993 Para la Prevención y Control de la 
Infección por Virus de Inmunodeficiencia Humana. En caso de que falte al­
guna de esas pruebas, a la brevedad se realice. 

Asimismo, se le brinde al interno-paciente un seguimiento constante (cada 
seis meses máximo) respecto del conteo de CD4 y de cargas virales, a fin de 
estar en posibilidad de brindarle el tratamiento médico más adecuado a 
su estado de salud. 

CUARTO. Que tomando en cuenta la falta de experiencia en la atención de 
personas relacionadas con el virus de VIH/SIDA, se promueva —en colabo­
ración con la Clínica Condesa— la práctica de cursos periódicos de capacita­
ción y actualización profesionales acordes con lo dispuesto en la citada 
norma oficial y su modificación y otros ordenamientos afines, tendentes a 
que los médicos y el personal de enfermería y cualquier otro, que se en­
cuentre asignado a las unidades médicas que se encuentran dentro de los 
distintos centros de reclusión —que atiendan a personas que padecen VIH/ 
SIDA, o a quienes se pretende practicar la prueba de VIH/SIDA— conozcan 
el procedimiento que se debe llevar a cabo y particularmente los derechos 
de los pacientes. 

En esos cursos se brinde también capacitación médico-legal para que esos 
servidores públicos conozcan los efectos legales que derivan del incumpli­
miento de las disposiciones comprendidas en la norma oficial aludida y en 
otras disposiciones similares. 

QUINTO. Se proceda a la reparación de los daños causados al peticionario 
en los términos descritos en el apartado V de la presente Recomendación, 
que comprende: 

a) Brindar la asistencia psicológica que requiera el señor VLM, concubina 
e hijo que ambos procrearon, previo consentimiento de éstos. 

b) En colaboración con la Dirección General de Prevención Readaptación 
Social, se lleve a cabo una campaña de difusión entre la población peniten­
ciaria, particularmente con las personas que padecen el VIH/SIDA, sobre los 
derechos que en su calidad de pacientes tienen y sobre los servicios que esa 
Secretaría y esa Dirección General deben brindar a los pacientes con VIH/ 
SIDA. 

c) En reconocimiento de las graves acciones y omisiones en que se incu­
rrió, se ofrezca una disculpa pública al señor VLM. 

Al Director General de Prevención y Readaptación Social del Distrito Federal: 

PRIMERO. Que para garantizar el derecho a la protección de la salud de las 
personas que se encuentran privadas de su libertad, y la confidencialidad de 
sus diagnósticos —particularmente de las personas a quienes se pretenda 
realizar pruebas de VIH/SIDA—, esa Dirección General elabore un Manual o 
Instructivo en el que se precisen las obligaciones del personal penitenciario 
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establecen, que incluya particularmente los derechos de las personas porta­
doras de VIH/SIDA. 

SEGUNDO. Que tomando en cuenta la falta de experiencia o de sensibiliza­
ción en la atención de personas portadoras del virus de VIH/SIDA, se pro­
mueva —en colaboración con la Secretaría de Salud— la práctica de cursos 
periódicos de capacitación y actualización profesionales acordes con lo 
dispuesto en la normatividad relacionada con los derechos de salud de las 
personas privadas de su libertad, y en particular las personas portadoras de 
VIH/SIDA. 

En relación con lo anterior, se incluya en estos cursos a todo el personal 
penitenciario que —directa o indirectamente— tiene contacto o relación con 
los internos portadores de VIH/SIDA. 

En esos cursos se contemple brindar también capacitación legal para que 
esos servidores públicos conozcan los efectos legales que derivan del incum­
plimiento de las disposiciones comprendidas en la Norma Oficial Mexicana 
NOM 010-SSA2-1993, y su modificación y en otras disposiciones similares. 

TERCERO. Tomando en cuenta los factores de riesgo señalados en la Norma 
Oficial Mexicana NOM 010-SSA2-1993, y su modificación —por los que se 
sugiere la práctica de pruebas de VIH/SIDA—, se lleve a cabo una campaña 
de difusión y sensibilización con la población penitenciaria que solicite auto­
rización de visita íntima, cuya finalidad sea explicarles claramente los fac­
tores de riesgo que hacen factible la práctica de la prueba de VIH/SIDA, los 
riesgos de transmisión y los beneficios de ejercer una sexualidad responsa­
ble y segura. 

CUARTO. En relación con el punto anterior, tratándose de solicitudes de visi­
ta íntima: 

a) Se corrobore que las autoridades penitenciarias no exijan más requisi­
tos que los legalmente establecidos. 

b) Se tomen las medidas necesarias para comunicar al personal peniten­
ciario correspondiente y para realizar acciones de vigilancia para que en caso 
de que se ordene la práctica de la prueba de VIH/SIDA, se cumplan las di­
versas disposiciones establecidas en la Norma Oficial Mexicana NOM 010­
SSA2-1993 y su modificación, particularmente en lo que se refiere al con­
sentimiento informado del paciente. 

QUINTO. Cuando por cualquier causa a una persona privada de su libertad 
se le vaya a realizar una prueba de VIH/SIDA, previo a su realización, se co­
rrobore que en su expediente médico —en una parte estrictamente confi­
dencial— se deje registro de: 

a) Que se le explicó en qué consiste dicha prueba, cuál es la finalidad en 
aplicarla y por qué se considera que la persona puede ser candidata a la 
misma, y que tras recibir esa explicación, manifestó expresamente su con­
formidad con la práctica de la prueba. Es decir debe existir constancia clara 
del consentimiento informado, firmada por el paciente, o en la que aparez­
ca su huella dactilar y 

b) En su caso, las condiciones —claras y detalladas— de riesgo del pacien­
te que motivan la práctica de la prueba.
 

Por otra parte, una vez que se hayan realizado las pruebas, y en caso de
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co a la persona y/o realizar su traslado a la Penitenciaría del Distrito Federal 
o al Centro Femenil de Readaptación Social, se corrobore que se hayan 
realizado las pruebas que confirmen el resultado tal como lo establece el 
punto 4.4.1. de la modificación a la Norma Oficial Mexicana NOM 010-SSA2­
1993 Para la Prevención y Control de la Infección por Virus de Inmuno­
deficiencia Humana. 

SEXTO. Se proceda a la reparación de los daños causados al peticionario, 
en los términos descritos en el apartado V de la presente Recomendación, 
que comprende: 

a) Brindar la asistencia psicológica que requiera el señor VLM, concubina 
e hijo que ambos procrearon, previo consentimiento de éstos. 

b) En colaboración con la Secretaría de Salud, se lleve a cabo una campa­
ña de difusión entre la población penitenciaria, particularmente con las 
personas que padecen el VIH/SIDA, sobre los derechos que en su calidad 
de pacientes tienen y sobre los servicios que es Secretaría y esa Dirección 
General deben brindar a los pacientes con VIH/SIDA. 

C. El 3 de noviembre de 2006, la Comisión de Derechos Humanos del Distrito 
Federal notificó personalmente al señor VLM el contenido de la Recomendación 
12/2006, por lo cual, el 22 del mes y año citados presentó el recurso de impug­
nación ante la propia Comisión Local. 

D. El 7 de diciembre de 2006, esta Comisión Nacional recibió el oficio 2/13985­
06, suscrito por el Segundo Visitador de la Comisión de Derechos Humanos del 
Distrito Federal, por medio del cual remitió el escrito de impugnación del señor 
VLM, en el que manifestó su inconformidad con la Recomendación 12/2006, en 
virtud de no tender a reparar debidamente todas las violaciones denunciadas, así 
como generar otras al omitir recomendar acciones tendentes a resarcir los Dere­
chos Humanos y tomar en consideración la labor del Centro de Derechos Huma­
nos “Fray Francisco de Vitoria” O. P., A. C., ya que en su opinión: 

1. La Comisión Local, en su determinación, omitió recomendar a las autoridades 
responsables que investigaran y sancionaran penal y administrativamente a los 
Directores de las Unidades Médicas del Reclusorio Preventivo Varonil Sur y de 
la Penitenciaría, ambos en el Distrito Federal, así como del Director General de esa 
Penitenciaría, por haberle negado el derecho a que se le practicaran nuevamente 
análisis clínicos para corroborar que no tenía VIH, pues en la Recomendación el 
Organismo Local señaló que inmediatamente que se le notificó que tenía VIH/ 
SIDA solicitó al Director de la Unidad Médica del Reclusorio Preventivo Varonil 
Sur le practicaran otros estudios y la respuesta fue que lo trasladaría a la Peniten­
ciaría y que ahí le realizarían los estudios correspondientes, lugar donde las auto­
ridades de la Unidad Médica y el Director General de la Penitenciaría del Distrito 
Federal también se negaron a realizarle otros exámenes, y lo ubicaron en el dor­
mitorio 8, donde se encuentran las personas que tienen ese padecimiento, hasta 
que la defensora pública de oficio requirió al Juez Penal que le efectuara estudios 
y de esa manera se confirmó que no tenía VIH/SIDA. 

2. Igualmente, manifestó que la Comisión Local, en su determinación, omitió re­
comendar que se investigara y sancionara a los servidores públicos del Reclusorio 
Preventivo Varonil Sur por haberle practicado sin su consentimiento la prueba de 
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3. Asimismo, precisó que la instancia local omitió dolosamente reconocerle al 
señor José Luis Gutiérrez Román su personalidad jurídica como peticionario, a 
nombre del Centro de Derechos Humanos “Fray Francisco de Vitoria” O. P., A. C., 
en la Recomendación que emitió en el caso del señor VLM, lo cual no debió ser, 
ya que para los fines de la asociación se debe dar visibilidad pública de la labor 
que realiza a favor de los más desprotegidos, aun cuando existen al menos 22 
diversas diligencias en las cuales participó, siendo estas las siguientes: 

a) El acta circunstanciada del 23 de abril de 2004, en la que se hace cons­
tar la solicitud del señor José Luis Gutiérrez Román para que se acumu­
len diversos expedientes por tratarse de los mismos hechos. 

b) El acta circunstanciada del 4 de junio de 2004; la Visitadora Adjunta de 
la Comisión se intentó comunicar con el señor José Luis Gutiérrez Román, 
pero como esto no fue posible se le dejó recado. 

c)	 El acta circunstanciada del 24 de junio de 2004; la Visitadora Adjunta de 
la Comisión se intentó comunicar con el señor José Luis Gutiérrez Román, 
pero como esto no fue posible, se le dejó recado. 

d) El oficio número 13455, del 28 de junio de 2004, por medio del cual se 
le notifica al quejoso la necesidad de que el señor José Luis Gutiérrez Ro­
mán se presente y aporte los documentos a que se comprometió para la 
integración del expediente, ya que se ha intentado establecer contacto 
con él pero no ha sido posible. 

e) El oficio número 15874, del 22 de julio de 2004, por medio del cual se 
le notifica al quejoso que el señor José Luis Gutiérrez Román no se pre­
sentó a la comparecencia del 28 de junio de 2004. 

f)	 El acta circunstanciada del 4 de agosto de 2004, en la que se hace cons­
tar que el licenciado José Luis Gutiérrez Román acudió a la Comisión 
Local para presentar documentación en copia simple para acreditar que 
el quejoso estuvo diagnosticado por personal de la Secretaría de Salud 
del Distrito Federal. 

g) El escrito del 12 de agosto de 2004, por medio del cual el licenciado 
José Luis Gutiérrez Román solicitó a la Visitadora Adjunta de la Comi­
sión de Derechos Humanos del Distrito Federal un informe sobre el avance 
de la queja presentada el 14 de abril de 2004; asimismo, que se infor­
me el día en que el personal de la Comisión acudirá a la Penitenciaría a 
tener la primer entrevista con el quejoso, así como que se expida copia 
simple de todo lo actuado. 

h) El oficio número 18868, del 26 de agosto de 2004, por medio del cual 
la Primera Visitadora General de la Comisión de Derechos Humanos del 
Distrito Federal respondió a la solicitud planteada por el licenciado José 
Luis Gutiérrez Román en los siguientes términos: en relación con los avan­
ces de la investigación se establece que el expediente se encuentra a su 
disposición para que lo pueda consultar; respecto de la visita a la Peni­
tenciaría se comenta que se realizó el 9 de agosto de 2004; por último, 
se refiere a la negativa de otorgar copias, por acuerdo del Presidente de 
la Comisión. 

i)	 El escrito del 12 de octubre de 2004, por medio del cual el licenciado 
José Luis Gutiérrez Román hace del conocimiento de la Comisión su cam­
bio de domicilio. 

j) El acta circunstanciada del 12 de octubre de 2004; se hace constar el 
ingreso del oficio mediante el cual se notifica a la Comisión el cambio de 
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k) El oficio del 3 de noviembre de 2004, por medio del cual el quejoso 

ratifica la designación del licenciado José Luis Gutiérrez Román, y a su 
vez revoca el nombramiento hecho a la C. Fabienne Cabaret. 

l)	 El acta circunstanciada del 10 de febrero de 2005, en la que se hace 
constar que se informó del avance del expediente al licenciado José Luis 
Gutiérrez Román, el cual no hace uso de la palabra. 

m) El escrito sin fecha recibido el 15 de febrero de 2005, por medio del cual 
el licenciado José Luis Gutiérrez Román notificó a la Comisión su cam­
bio de domicilio. 

n) El acta circunstanciada del 2 de junio de 2005, en la que se hace constar 
que se pusieron a la vista los informes de las autoridades responsables, 
por lo que el licenciado José Luis Gutiérrez Román, quien manifestó su 
deseo de que sean valorados por la Comisión, también presentó un dic­
tamen médico-psicológico elaborado por un perito independiente. 

ñ) El escrito del 4 de octubre de 2005, por medio del cual el quejoso auto­
riza al licenciado José Luis Gutiérrez Román, así como a los pasantes en 
Derecho Alfonso García Castillo, Lizy Peralta Mercado, César Evans Surita 
Carrillo y Óscar Miranda López. 

o) El escrito sin fecha recibido el 29 de noviembre de 2005, por medio del 
cual se solicita copia simple de la queja relacionada con el quejoso. 

p) El escrito del 25 de abril de 2006, por medio del cual el licenciado José 
Luis Gutiérrez Román ofrece como prueba la copia simple del reporte de 
estudios audiológicos del quejoso. 

q) El acta circunstanciada del 17 de mayo de 2006, por medio de la cual se 
hace constar la conversación con el licenciado José Luis Gutiérrez Román 
respecto de los gastos que pudo haber generado el quejoso para la aten­
ción del padecimiento que le fue diagnosticado. 

r)	 El escrito del 14 de julio de 2006, promovido por el quejoso y el licencia­
do José Luis Gutiérrez Román, por medio del cual se imputa la violación 
de los Derechos Humanos a las autoridades responsables. 

s) El oficio 1/9033-06, por medio del cual la Comisión de Derechos Huma­
nos del Distrito Federal señaló que emitirá en su oportunidad la determina­
ción pertinente con base en los elementos que obran en el expediente, 
así como en los principios de la lógica, la experiencia y la legalidad. 

t)	 El escrito del 21 de septiembre de 2006, en el que el licenciado José Luis 
Gutiérrez Román responde a la pregunta que se le formuló al quejoso, 
en relación con la disculpa pública; la respuesta es en sentido afirmativo 
y desea poder proporcionar una lista de las personas que acudan al 
evento. 

u) El oficio 2/12931-06, por medio del cual se informa al señor José Luis Gu­
tiérrez Román que respecto de que la solicitud de disculpa pública será 
valorada en el momento de emitir la determinación correspondiente. 

4. Además, el recurrente señaló que la Comisión Local, al emitir su determina­
ción, omitió recomendar la reparación del daño y sólo hizo referencia a “una 
disculpa pública”; sin embargo, con dicho pronunciamiento no logra restituir los 
Derechos Humanos violentados, ya que la “víctima” tiene derecho a una justa 
indemnización. 

E. Por lo anterior, en esta Comisión Nacional se radicó el recurso de impugnación 
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de Derechos Humanos del Distrito Federal el informe sobre la inconformidad 
planteada por el recurrente, cuya valoración se precisa en el capítulo de observa­
ciones del presente documento. 

En el presente caso las constituyen: 

A. El oficio 2/13985-06, del 6 de diciembre de 2006, recibido en esta Comisión 
Nacional el día 8 del mes y año citados, mediante el cual la Comisión de Dere­
chos Humanos del Distrito Federal remitió el escrito de impugnación presentado 
por el señor VLM. 

B. La copia certificada del expediente de queja CDHDF/121/04/CUAUH/D1715, 
de cuyo contenido destaca lo siguiente: 

1. El escrito de queja del señor VLM, recibido el 1 de abril de 2004 en la Comisión 
de Derechos Humanos del Distrito Federal. 

2. El oficio DRPV/154/04, del 5 de agosto de 2004, suscrito por el Director del 
Reclusorio Preventivo Varonil Sur de la Dirección General de Prevención y Rea­
daptación Social del Distrito Federal, a través del cual informó al Organismo 
Local que el 15 de octubre de 1999 el entonces Director de Servicios Médicos de 
ese Reclusorio solicitó el traslado del quejoso a la Penitencia del Distrito Federal 
para su atención médica y anexó copia de los oficios UMRS/1775/99-10, DRPV/ 
320/99 y DG/2163/99, relacionados con el traslado de esa persona. 

3. La copia del acta circunstanciada que el 9 de agosto de 2004 elaboró personal 
de la Comisión Local, en la cual asentó que el señor VLM indicó que cuando se le 
realizaron los exámenes de sangre en el Reclusorio Preventivo Varonil Sur no se 
le comunicó que los mismos eran para la prueba de VIH, y nunca se le entregó 
documento alguno en el cual se precisara que padecía esa enfermedad. 

4. La copia de los oficio STDH/4421/04 y STDH/0686/05, del 10 de agosto de 
2004 y 2 de febrero de 2005, signados por la Secretaria Técnica de Derechos Hu­
manos de la Dirección General de Prevención y Readaptación Social del Distrito 
Federal, a través de los cuales remitió a la Comisión Local un informe sobre el 
traslado del quejoso a la Penitenciaría y anexó copia de los oficios s/n y 098/05, 
del 31 de enero y 1 de febrero de 2005, suscritos por el Subdirector Técnico y 
Director de la Penitenciaría, ambos del Distrito Federal, relacionados con la in-
conformidad del quejoso. 

5. La copia de los oficios CSMLR/00253/05 y CSMLR/00274/05, del 4 de febrero 
de 2005, suscritos por la Coordinadora de Servicios Médicos Legales y en Re­
clusorios de la Dirección General de Servicios Médicos y Urgencias de la Secreta­
ría de Salud, a través de los cuales proporcionó un informe sobre los exámenes 
médicos que se realizaron al señor VLM y anexó diversas documentales. 

6. La copia del acta circunstanciada que el 8 de febrero de 2005 elaboró per­
sonal de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal de la visita que 



ACETA
G 
realizó a las oficinas del Hospital General Xoco, para recabar información respec­
to de los exámenes médicos que le realizaron al señor VLM. 

7. La copia del oficio 590, del 23 de febrero de 2005, signado por el Director del 
Hospital General Xoco de la Secretaría de Salud del Distrito Federal, a través 
del cual proporcionó un informe a la instancia local sobre la queja del agraviado. 

8. La copia de las actas circunstanciadas que el 4 de agosto de 2004, 10 de 
febrero y 2 de junio de 2005 elaboró personal de la Comisión de Derechos Hu­
manos del Distrito Federal, en las cuales asentó que se proporcionó información 
y permitió ver el expediente de queja al licenciado José Luis Gutiérrez Román, así 
como que éste aportó diversas pruebas relacionadas con el caso del señor VLM, 
entre ellas el dictamen psicológico que le fue practicado al agraviado. 

9. La copia del acta circunstanciada del 12 de septiembre de 2005, suscrita por 
personal de la instancia local, en la cual se asentó que al señor VLM se le partici­
pó que se solicitaría a las autoridades involucradas en los hechos de su queja una 
disculpa pública hacia su persona. 

10. La copia de la Recomendación 12/2006, del 1 de noviembre de 2006, emiti­
da por la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal y dirigida al Secre­
tario de Salud en el Distrito Federal y al Director General de Prevención y Readap­
tación Social del Distrito Federal. 

11. El oficio 2/13985-06, del 6 de diciembre de 2006, por medio del cual el 
Segundo Visitador de la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal 
envió a esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos el escrito de impugna­
ción del señor VLM, así como un informe sobre el recurso planteado. 

III. SITUACIÓN JURÍDICA 

El 1 de abril de 2004, el señor VLM presentó un escrito de queja ante la Comisión 
de Derechos Humanos del Distrito Federal, en el cual refirió diversos hechos que 
resultaban violatorios a sus Derechos Humanos. Efectuada la investigación de la 
queja, la Comisión Local estimó que existieron violaciones a los Derechos Huma­
nos relativos al derecho a la salud (acceso a los servicio de salud, derecho a 
prevención y tratamiento de las enfermedades epidémicas y derecho al consenti­
miento informado) y derechos de las personas privadas de su libertad cometidos 
en agravio del señor VLM, por lo que el 1 de noviembre de 2006 emitió la Re­
comendación 12/2006, dirigida al Secretario de Salud y al Director General de 
Prevención y Readaptación Social, ambos en el Distrito Federal. 

El 3 de noviembre de 2006 el Organismo Local notificó al señor VLM sobre la 
Recomendación 12/2006, y el 22 del mes y año citados presentó directamente y 
por conducto de su representante José Luis Gutiérrez Román del Centro de Dere­
chos Humanos “Fray Francisco de Vitoria” O. P, A. C., un recurso de impugna­
ción, al considerar que la Recomendación no lograba “reparar debidamente to­
das las violaciones denunciadas, así como generar otras violaciones al omitir 
recomendar acciones tendientes a resarcir los Derechos Humanos del agravia­
do”, y omitir reconocer la intervención del mencionado Centro de Derechos Hu­
manos, mismo que fue recibido en esta Comisión Nacional el 6 de diciembre de 
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IV. OBSERVACIONES 

Del análisis practicado a las evidencias que integran el expediente 2006/434/1/ 
RI, esta Comisión Nacional considera procedentes los agravios expresados por el 
señor VLM y su representante, al existir violaciones al derecho de seguridad y le­
galidad jurídica, por la prestación indebida del servicio público atribuibles al Di­
rector de la Unidad Médica del Reclusorio Preventivo Varonil Sur, del Hospital 
General Xoco de la Secretaría de Salud y del Director de la Unidad Médica de la 
Penitenciaría, así como del Director General de esa Penitenciaría, todos del Distri­
to Federal, por lo que, sin perjuicio de considerar la procedencia de los puntos re­
comendados, deben ampliarse los mismos para resolver sobre la solicitud de res­
ponsabilidades administrativas de los servidores públicos involucrados la reparación 
del daño, así como el reconocimiento de la intervención del representante del 
Centro de Derechos Humanos “Fray Francisco de Vitoria” O. P., A. C., como “pe­
ticionario”, en atención a las siguientes consideraciones: 

A. En su escrito de inconformidad, el recurrente señaló que la Comisión de Dere­
chos Humanos del Distrito Federal no recomendó a las autoridades responsables 
que investigaran y sancionaran penal y administrativamente a los Directores de la 
Unidades Médicas del Reclusorio Preventivo Varonil Sur y de la Penitenciaría, así 
como tampoco al Director General de esa Penitenciaría, todos del Distrito Fede­
ral, por haberle negado el derecho a que se le practicaran nuevamente análisis 
clínicos para corroborar que no tenía VIH. 

Al respecto, esta Comisión Nacional estima que la Comisión de Derechos Hu­
manos del Distrito Federal, en la emisión de la Recomendación 12/2006, no se 
ajustó a lo previsto en el artículo 46 de la Ley que rige su actuación, en virtud de 
que si bien es cierto consideró la existencia de violaciones al derecho a la protec­
ción de la salud del señor VLM, el cual se encontraba privado de su libertad, al 
precisar que una vez que se le notificó por parte de personal de la Unidad Médi­
ca del Reclusorio Preventivo Varonil Sur que tenía VIH, éste solicitó verbalmente 
al Director de esa Unidad Médica que le practicaran nuevos estudios clínicos para 
corroborar que no tenía ese padecimiento, lo cual le fue negado bajo el argu­
mento que sería trasladado a la Penitenciaría del Distrito Federal y ahí se los efec­
tuarían. 

Sin embargo, en octubre de 1999, cuando el agraviado fue enviado a la Peni­
tenciaría por considerarlo paciente con VIH, únicamente con dos resultados po­
sitivos, una prueba de tamizaje y una suplementaria, en contravención a lo dis­
puesto en la Modificación a la Norma Oficial Mexicana NOM 010-SSA2-1993 
Para la Prevención y Control de la Infección por Virus de Inmunodeficiencia Hu­
mana, en particular los lineamientos previstos en el artículo 4.4.1, por lo que el 
señor VLM requirió verbalmente al doctor Jorge Mata, Director de la Unidad Mé­
dica, y al Director General de la Penitenciaría en el Distrito Federal, que le practi­
caran otros exámenes, los cuales le fueron negados; ello no obstante que el año 
2000 a todos los internos con VIH/SIDA les realizaron análisis de carga viral, y le 
informaron al agraviado que sus estudios de laboratorio resultaron con cero car­
ga viral, por lo que ante esa situación solicitó nuevamente en forma verbal al 
Director General de la Penitenciaría que le efectuaran otra valoración médica, 
quien se negó a ello, y fue hasta junio de 2001 cuando la defensora pública que 
asistía al agraviado en su proceso gestionó ante el Juez Primero de Distrito “B” 
de Procesos Penales Federales, en el Distrito Federal, la práctica de otro estudio 
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nal La Raza del Instituto Mexicano del Seguro Social, y con cuyo resultado se 
determinó que el diagnóstico que en agosto de 1999 emitió el Hospital General 
Xoco de la Secretaría de Salud del Distrito Federal fue incorrecto, ya que el señor 
VLM no era seropositivo. 

De ello resultó que en esa Recomendación el Organismo Local omitió ponde­
rar la conducta negativa de los servidores públicos adscritos en ese entonces al 
Servicio Médico de la Unidad Médica del Reclusorio Preventivo Varonil Sur y de la 
Penitenciaría del Distrito Federal, así como la del Director General de esa Peniten­
ciaría, consistente en haberle negado se le realizaran los estudios médicos que re­
quería el señor VLM para corroborar si tenía VIH/SIDA, actuación irregular que 
pudo haber contravenido lo dispuesto en el artículo 47, fracción I, de la Ley Fe­
deral de Responsabilidades de los Servidores Públicos, por lo que debió haber 
recomendado, al menos, el inicio de una investigación por parte del Órgano In­
terno de Control competente, así como por la Representación Social, para que se 
indagara si la conducta de éstos encuadraba en alguna hipótesis típica previstas 
el Código Penal vigente en el momento de los hechos, y se determinara lo que 
conforme a Derecho procediera, no obstante que el artículo 46 de la Ley que rige 
su actuación la facultaba para señalar las medidas que procedieran para la efecti­
va restitución de los afectados en sus derechos fundamentales, omisión que efec­
tivamente propició que la conducta desplegada por los servidores permaneciera 
en la impunidad. 

B. Respecto de la inconformidad del recurrente en el sentido de que la Comisión 
Local no recomendó que se investigara y sancionara a los servidores públicos del 
Reclusorio Preventivo Varonil Sur, por haberle practicado la prueba de VIH/SIDA 
sin su consentimiento, esta Comisión Nacional estima que si bien la Comisión de 
Derechos Humanos del Distrito Federal destacó la existencia de la violación al de­
recho a la privacidad e intimidad del señor VLM, por parte de servidores públicos 
de la Unidad Médica del Reclusorio Preventivo Varonil Sur, al precisar que no exis­
tía constancia alguna que acreditara que el agraviado, en agosto de 1999, diera 
su consentimiento para que le practicaran los exámenes de VIH/SIDA, así como 
tampoco algún indicio que demostrara la causa por la cual el doctor Héctor T. 
Guerrero Morales, entonces Director del Servicio Médico de la Unidad Médica de 
ese Reclusorio, el 23 de agosto de 1999 solicitó al Hospital General Xoco de la 
Secretaría de Salud, en el Distrito Federal, que le practicara al agraviado las prue­
bas de Elisa, anticuerpos VIH y Técnica de Western Blot VIH, por lo cual no se 
atendió lo establecido en el punto 6.3.5 de la Norma Oficial Mexicana NOM-010­
SSA2-1993 Para la Prevención y Control de la Infección por Virus de la Inmuno­
deficiencia Humana, en la cual se establece que toda detección del VIH se regi­
rá por los criterios de consentimiento informado y confidencialidad; esto es, que 
quien se somete a análisis deberá hacerlo con conocimiento suficiente, en forma 
voluntaria, con firma de autorización o, en su caso, huella dactilar, y estará segu­
ro de que se respetará su derecho a la privacidad y a la confidencialidad del ex­
pediente, y en el caso en estudio no se contó con el documento que demostrara 
que el señor VLM otorgó su consentimiento por escrito. 

En ese sentido, esta Comisión Nacional estima que el Organismo Local, den­
tro de su Recomendación, omitió solicitar el inicio de un procedimiento adminis­
trativo de investigación en contra de los servidores públicos para determinar la 
posible responsabilidad administrativa en la que incurrieron, así como dar vista al 
agente del Ministerio Público competente para que en el caso de que la conduc-
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vistas en el Código Penal vigente en el momento de los hechos, se realizara la 
investigación correspondiente y se determinara lo que conforme a Derecho pro­
cediera, ya que en términos de lo dispuesto por el artículo 46 de la Ley que rige 
su actuación cuenta con las facultades para señalar las medidas que procedan 
para la efectiva restitución de los afectados en sus derechos fundamentales. 

Asimismo, esta Comisión Nacional estima que si bien la Comisión de Derechos 
Humanos del Distrito Federal realizó un estudio con relación a que al señor VLM 
se le practicó la prueba de VIH/SIDA sin su consentimiento, no consideró que 
contaba con los elementos que acreditaban una violación a los derechos a la le­
galidad y seguridad jurídica, que consagran los artículos 14, párrafo segundo, y 
16, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
atribuibles a servidores públicos del Reclusorio Preventivo Varonil Sur y del Hos­
pital General Xoco, toda vez que sin consentimiento del agraviado en mes de 
agosto de 1999 le practicaron la prueba de VIH sin que para ello existiera alguna 
disposición normativa que los facultara para realizarle la prueba de detección de 
VIH al agraviado, y sin contar previamente con su autorización, ya que debieron 
respetar las disposiciones de la Norma Oficial Mexicana NOM-010-SSA2-1993 
Para la Prevención y Control de la Infección por Virus de Inmunodeficiencia Hu­
mana, relativas al consentimiento informado y la confidencialidad, en virtud que 
antes de practicar ese examen de diagnóstico de VIH debieron informarle y obte­
ner su consentimiento. 

Es importante señalar que es obligación de todo centro de salud recabar des­
de el ingreso del paciente la autorización escrita y firmada para practicarle, con 
fines de diagnóstico terapéuticos, los estudios y procedimientos médicos necesa­
rios de acuerdo con el padecimiento de que se trate, debiendo informarle clara­
mente del tipo de documento que se le presenta para su firma, de conformidad 
con lo establecido en los artículos 77 bis, y 37, fracciones V, IX y X, de la Ley 
General de Salud; 29 y 30 del Reglamento de la Ley General de Salud en Materia 
de Prestación de Servicios de Atención Médica, así como 16 bis, 16 bis 2 y 16 bis 
5 de la Ley de Salud para el Distrito Federal. 

Además, la práctica de cualquier estudio o procedimiento médico debe ir pre­
cedida de un proceso amplio de asesoría, ser ratificada por el paciente y describir 
en el documento de consentimiento informado el conocimiento del aceptante 
sobre las consecuencias y alcances del estudio o procedimiento, circunstancias 
que en el presente caso no quedaron acreditadas, ya que no se elaboró el docu­
mento en que se debía expresar el consentimiento del paciente para que se le 
realizara la prueba de detección de VIH, por lo que esta Comisión Nacional con­
sidera que la realización de la prueba no estuvo apegada a Derecho y fue obte­
nida de forma ilegal. 

Cabe destacar que la Secretaría de Salud del Distrito Federal participó en la 
elaboración de la Norma Oficial Mexicana Para la Prevención y Control de la In­
fección por Virus de Inmunodeficiencia Humana, NOM-010-SSA2-1993, que en 
el punto 1.2 dispone que es de observancia obligatoria en todo el territorio na­
cional y para todo el personal que labore en las unidades de servicios de salud en 
los sectores público, social y privado del Sistema Nacional de Salud, por lo que 
esta Comisión Nacional considera preocupante que no obstante que esas depen­
dencias del Gobierno del Distrito Federal conocen su contenido y obligatoriedad, 
sin embargo, en el caso que se analiza no se observó ni aplicó lo dispuesto en la 
misma. 

Por otra parte, el artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Uni-
GACETA 
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dos por el Presidente de la República y aprobados por el Senado; al respecto, la 
tesis jurisprudencial TRATADOS INTERNACIONALES. SE UBICAN JERÁRQUI­
CAMENTE POR ENCIMA DE LAS LEYES FEDERALES Y EN SEGUNDO PLANO RES­
PECTO DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, Gaceta del Semanario Judicial de la Fe­
deración, novena época, tomo X, noviembre de 1999. 

Por lo anterior, en el caso que nos ocupa, los servidores públicos de la Unidad 
Médica del Reclusorio Preventivo Varonil Sur y del Hospital General Xoco, ambos 
del Distrito Federal, vulneraron lo señalado en los artículos 17.1 y 17.2 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y 11.2 y 11.3 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, que de manera general señalan que nadie 
puede ser molestado o ser objeto de injerencias en su vida privada, su familia, su 
domicilio o su correspondencia, sino en virtud de mandamiento escrito de la au­
toridad competente. 

Asimismo, la documentación básica que se ha emitido sobre los Derechos 
Humanos de las personas que padecen VIH/SIDA, como lo son la Declaración de 
Derechos y Humanidad sobre los Principios Fundamentales de los Derechos Hu­
manos, la Ética y la Humanidad, aplicable en el contexto del VIH/SIDA, de 1992; 
la Carta de las Obligaciones de Respetar los Derechos Humanos y los Principios 
Éticos y Humanitarios al Abordar las Dimensiones Sanitarias, Sociales y Económi­
cas del VIH y del SIDA, de 1992; la Declaración Cumbre de París sobre el SIDA, de 
1994; las Directrices Internacionales sobre el VIH/SIDA y los Derechos Humanos, 
de 1997, así como la Declaración de Compromiso de la Organización de las Na­
ciones Unidas en la Lucha contra el SIDA/VIH, de 2001, en relación con el dere­
cho a la privacidad, refieren que es deber de los Estados proteger el derecho a la 
intimidad o a la vida privada y garantizar la protección de la ley contra las injerencias 
arbitrarias en el goce de ese derecho, lo que comprende la obligación de estable­
cer las salvaguardias para que no se realicen pruebas de detención de VIH/SIDA 
sin el consentimiento expreso del paciente, y es la obligación de los Estados evitar 
medidas de detención obligatoria o coercitivas. 

También señalan que el derecho a la privacidad del paciente de VIH compren­
de obligaciones relativas a la intimidad física, en particular la obligación de pedir 
el consentimiento informado para practicar las pruebas del VIH, que debe ir acom­
pañada de asesoría anterior y posterior, y de la información concerniente al pa­
decimiento, que incluya la prueba o el tratamiento propuesto y las opciones dis­
ponibles; además, el respeto de la ética médica exige que los profesionales de la 
salud mantengan el carácter estrictamente confidencial de toda la información 
personal y médica obtenida en el transcurso de la vigilancia, detección y comuni­
cación tocante al VIH. 

C. En relación con el agravio en el sentido de que la instancia local omitió recono­
cerle al licenciado José Luis Gutiérrez Román personalidad jurídica como peticio­
nario, a nombre del Centro de Derechos Humanos “Fray Francisco de Vitoria” O. 
P., A. C., para dar visibilidad a la labor que realiza a favor de los más desprotegidos, 
esta Comisión Nacional considera procedente dicho agravio. 

En este sentido, el informe de justificación que remitió la Comisión de Dere­
chos Humanos del Distrito Federal ante esta Comisión Nacional permite observar 
el argumento señalado en el punto 3, que a la letra señala: “3. Es importante 
enfatizar que en el escrito inicial de queja de 11 de abril de 2004, suscrito por el 
señor VLM, éste autorizó para oír y recibir todo tipo de notificaciones al licencia­
do José Luis Gutiérrez Román, por lo cual esta Comisión consideró al licenciado 
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do como peticionario y agraviado el señor VLM y no así el licenciado Gutiérrez y 
el Centro de Derechos Humanos ‘Fray Francisco de Vitoria’”. 

Las evidencias que constan en el expediente materia del presente recurso per­
miten observar que en el momento en que el recurrente presentó su queja ante 
la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, autorizó al licenciado José 
Luis Gutiérrez Román para oír y recibir todo tipo de notificaciones, lo cual reco­
noció la instancia local en virtud de que el señor VLM se encontraba privado de 
su libertad; por ello, el argumento utilizado por la Comisión de Derechos Huma­
nos del Distrito Federal para restarle participación al señor José Luis Gutiérrez 
Román resulta inconducente y contrario a las actuaciones que constan en el ex­
pediente, pues se encuentra plenamente acreditado que desde el inicio de la 
queja ante la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal el señor José 
Luis Gutiérrez Román aparece como “peticionario”, actuando en nombre y re­
presentación del agraviado. 

En efecto, las constancias que obran en el expediente materia del presente 
recurso y que corresponden a las actuaciones realizadas dentro del trámite del 
expediente de queja DHDF/121/04/CUAUH/D1715, que dio lugar a la Recomen­
dación 12/2006, dirigida al Secretario de Salud y al Director General de Preven­
ción y Readaptación Social, ambos del Distrito Federal, se desprende que el do­
micilio designado por el señor José Luis Gutiérrez Román como oficial para oír y 
recibir notificaciones corresponde al del Centro de Derechos Humanos “Fray Fran­
cisco de Vitoria” O. P., A. C., incluso en la papelería con la que aparece promo­
viendo diversas diligencias, así como aportando datos e información para acredi­
tar la violación a los Derechos Humanos denunciada, corresponde al mencionado 
Centro, sin que se observe dentro de la determinación a la que arribó la Comi­
sión Derechos Humanos del Distrito Federal que hubiese tomado en considera­
ción las 22 distintas participaciones que tuvo el “peticionario” en el trámite del 
asunto. 

Al respecto, destaca el hecho de que el señor José Luis Gutiérrez Román, en 
su calidad de representante del agraviado, quedó reconocido desde el inicio del 
trámite de la queja y que estuvo actuando de manera muy activa durante todo el 
procedimiento de investigación, incluso aportando importantes datos para acre­
ditar la violación a los Derechos Humanos del agraviado, por ello es necesario 
reconocer dicho trabajo en el cuerpo de la Recomendación, de cuyo contenido se 
desprende la omisión de tomar en consideración la labor de dicho representante 
del Organismo No Gubernamental, que durante cerca de tres años impulsó las 
investigaciones del presente asunto, evitó la inactividad de la Comisión de Dere­
chos Humanos del Distrito Federal e hizo posible que pudiera contar con elemen­
tos para emitir el pronunciamiento respectivo. 

Para esta Comisión Nacional, el omitir tomar en consideración la participación 
del Centro de Derechos Humanos “Fray Francisco de Vitoria” O. P., A. C., en la 
Recomendación bajo el argumento expresado resulta contraria a lo previsto en 
los artículos 27 de la Ley que regula su actuación, así como 88 y 94 de su Re­
glamento Interno, que expresamente señalan la posibilidad de que las quejas se 
interpongan por cualquier persona, incluso a nombre y representación y espe­
cialmente en el caso de las personas privadas de la libertad, resulta evidente que 
la intervención de terceros en calidad de sus representantes tiene un papel de 
especial relevancia. 

Al respecto, esta Comisión Nacional reconoce la gran importancia de la labor de 
los miembros de los Organismos No Gubernamentales que realizan tareas de de-

GACETA 
OCT/2007 fensa de los Derechos Humanos y que colaboran con los organismos públicos en 

Re
co

m
en

da
ci

on
es


 

94 



 

ACETA
G 
la aportación de pruebas para lograr el esclarecimiento de los hechos que se 
investigan, labor sin la cual, en muchos casos, como es el particular, sería difícil 
lograr el esclarecimiento de las violaciones a los Derechos Humanos. 

D. Respecto de la inconformidad del recurrente de que la Comisión Local, al 
emitir su Recomendación, omitió recomendar la reparación del daño y sólo hizo 
referencia a “una disculpa pública”, y que con dicho pronunciamiento no logra 
restituir los Derechos Humanos violentados, ya que la “víctima” tiene derecho a 
una justa indemnización, esta Comisión Nacional considera que ese agravio re­
sulta procedente, ya que de conformidad con el artículo 46 de la Ley de la Comi­
sión de Derechos Humanos del Distrito Federal se establece que en la Recomen­
dación se señalarán las medidas que procedan para la efectiva restitución de los 
afectados en su derechos fundamentales y, si procede, la reparación de los da­
ños y perjuicios ocasionados. 

En consecuencia, el Organismo Local, al contar con elementos que evidencia­
ron que al señor VLM se le causaron daños en su esfera psicológica, con motivo 
del error en el diagnóstico de la enfermedad que supuestamente tenía y por ha­
ber convivido con personas que sí padecían VIH/SIDA, como se desprendió de la 
entrevista que el 9 de agosto de 2004 realizó personal de esa Comisión Local al 
señor VLM en las instalaciones de la Penitenciaría del Distrito Federal, éste ma­
nifestó que ante la noticia de saber que tenía VIH/SIDA la incertidumbre de no 
poder corroborar si efectivamente tenía ese padecimiento alteró su estado emo­
cional y psicológico, así como con el dictamen médico-psicológico que le fue prac­
ticado al agraviado el 4 de mayo de 2005, por vía particular, en el cual se señaló 
que “los daños psicológicos se manifiestan por la sintomatología propia del tras­
torno por estrés postraumático crónico que motivó un cuadro de depresión acen­
tuado por el mal diagnóstico de VIH/SIDA”, como reparación del daño, además 
de la disculpa pública, solicitó a las autoridades de salud competentes en el Dis­
trito Federal que se le otorgara tanto a él como a su esposa e hijo una asistencia 
psicológica, a fin de que se recuperaran de la afectación sufrida. 

Sin embargo, el Organismo Local, en su pronunciamiento, no contempló que, 
acorde con el Sistema No Jurisdiccional de Derechos Humanos y al acreditarse la 
violación a los mismos, debió analizar la procedencia de la reparación lato sensu 
de los daños que le hubieran ocasionado al agraviado, y de resultar procedente 
se le reparara el mismo, de conformidad con los artículos 46 de la Ley de la 
Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal; 1915 del Código Civil para 
el Distrito Federal y para Toda la República, así como 77 bis de la Ley Federal de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos, y de esa forma satisfacer comple­
tamente e íntegramente al agraviado. 

Por otra parte, para esta Comisión Nacional no pasó inadvertida la existencia 
de elementos para acreditar una violación al derecho a la integridad y dignidad 
del agraviado, ya que el hecho de que un individuo se encuentre privado de su 
libertad por la comisión de un delito no es motivo para algún tipo de discrimina­
ción, tal como lo dispone el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, que establece la prohibición de toda clase de discriminación 
motivada por origen étnico o nacional, la edad, las capacidades diferentes, las 
condiciones de salud o cualquier otro que atente contra la dignidad humana y 
tenga por objeto menoscabar los derechos o las libertades de las personas, en 
virtud de lo cual un acto de discriminación por cualquiera de esos motivos no 
sólo es injusto, sino que se contrapone a la obligación que el Estado tiene de ase-
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derechos, tales como el derecho a la seguridad personal, a la salud y la intimi­
dad. Por lo que, al haber segregado al agraviado al asignarlo en el dormitorio 
8 de la Penitenciaría, donde se encontraban las personas que es portadora de 
VIH/SIDA, se vulneró el derecho a la igualdad, confidencialidad y no discrimina­
ción; además de que al estar recluido en un centro penitenciario no por ello 
pierde su dignidad, por lo que tanto las autoridades como la sociedad deberán 
reconocer ese derecho, correspondiendo a las autoridades penitenciaras garanti­
zar el ejercicio de esos derechos. 

Aunado a lo anterior, es pertinente señalar que el quejoso fue objeto de ais­
lamiento arbitrario, en contravención de lo previsto por el artículo 19, párrafo 4, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que a la letra dice: 
“todo mal tratamiento en la aprehensión o en las prisiones, toda molestia que se 
infiera sin motivo legal, toda gabela o contribución, en las cárceles, son abusos 
que serán corregidos por las leyes y reprimidos por las autoridades”; de igual 
manera por lo establecido en las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Re­
clusos, adoptadas por el Primer Congreso de las Naciones Unidas sobre Preven­
ción del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en Ginebra en 1955, y 
aprobadas por el Consejo Económico y Social en sus Resoluciones 663C (XXIV), 
del 31 de julio de 1957, y 2076 (LXII), del 13 de mayo de 1977, así como en las 
Directrices Internacionales sobre el VIH/SIDA y los Derechos Humanos, Segunda 
Consulta Internacional sobre el VIH/SIDA y los Derechos Humanos, Ginebra, 23 
al 25 de septiembre de 1996, UNCHR RES 1997/33, UN DOC E/CN.4/1997/150 
(1997), en particular la directriz cuarta, la cual se refiere a la legislación penal y 
sistema penitenciario. 

En atención a lo expuesto, esta Comisión Nacional no comparte el criterio sos­
tenido por la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, ya que en la 
Recomendación 12/2006 omitió, como previamente se indicó, solicitar que se 
sancionara administrativamente a los servidores públicos involucrados en los he­
chos de los que se dolió el recurrente, bajo el argumento de que “ello no otorga­
ba ningún beneficio al agraviado, además de que si solicitaba el inicio de alguna 
investigación administrativa o penal para determinar la presunta responsabilidad 
de algún servidor público, era muy probable que se determinara la prescripción 
para sancionarlo”; asimismo, tampoco se comparte el criterio de haber omitido 
la intervención del Centro de Derechos Humanos “Fray Francisco de Vitoria” O. 
P., A. C., no obstante que constan las diversas diligencias a través de las cuales 
intervino en el asunto, a la cual debe realizarse al menos un reconocimiento de 
su intervención y colaboración, mediante la aportación de información y datos, 
que fueron relevantes para observar y sustentar la violación a los Derechos Hu­
manos. 

Al respecto, cabe precisar que en la ley que rige la actuación de la Comisión 
de Derechos Humanos del Distrito Federal no existe disposición legal alguna que 
la faculte para determinar si la acción administrativa o penal que pudiera intentarse 
en contra de los servidores públicos se encuentra o no prescrita, cuya valoración 
corresponde única y exclusivamente al Órgano Interno de Control, o bien, a la 
autoridad penal competente; además, de que en términos del artículo 109 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos los procedimientos que 
se sigan para la aplicación de las sanciones se desarrollarán autónomamente. 

Efectuadas las precisiones anteriores, esta Comisión Nacional, con fundamen­
to en el artículo 66, inciso b), de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos, modifica la Recomendación emitida por la Comisión de Derechos del 
Distrito Federal y, por ello, se permite formular a usted, señor Presidente de la 

GACETA 
OCT/2007 Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, la siguiente: 

Re
co

m
en

da
ci

on
es


 

96 



ACETA
G 
V. RECOMENDACIÓN
 

ÚNICA. Gire sus instrucciones a fin de que se modifique la resolución del 1 de no­
viembre de 2006, dictada dentro del expediente CDHDF/121/04/CUAUH/D1715, 
instaurado en esa Comisión de Derechos Humanos con motivo de la queja pre­
sentada por el señor VLM, y tomando en cuenta las consideraciones que obran 
en el expediente respectivo, así como las observaciones formuladas en el presen­
te pronunciamiento, sin menoscabo de los puntos incluidos en la Recomenda­
ción 12/2006, se emita otra en la que se incluyan los puntos relativos a la repa­
ración del daño, el deslinde de las responsabilidades administrativas y penales a 
los servidores públicos involucrados y se haga patente el reconocimiento de la 
labor del representante del Centro de Derechos Humanos “Fray Francisco de Vi­
toria” O. P., A. C., en los términos apuntados en la presente Recomendación. 

La presente Recomendación, de acuerdo con lo señalado en el artículo 102, 
apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el 
carácter de pública y se emite con el propósito fundamental tanto de hacer una 
declaración respecto de una conducta irregular cometida por servidores públicos 
en el ejercicio de las facultades que expresamente les confiere la ley, como de 
obtener la investigación que proceda por parte de las dependencias administra­
tivas o cualesquiera otras autoridades competentes para que, dentro de sus atri­
buciones, apliquen las sanciones conducentes y se subsane la irregularidad co­
metida. 

De conformidad con el artículo 46, segundo párrafo, de la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, se solicita que la respuesta sobre la acepta­
ción de esta Recomendación se envíe a esta Comisión Nacional dentro del térmi­
no de 15 días hábiles siguientes a esta notificación. 

Igualmente, con el mismo fundamento jurídico, se solicita que, en su caso, las 
pruebas correspondientes al cumplimiento de la Recomendación se envíen a esta 
Comisión Nacional dentro de un término de 15 días hábiles siguientes a la fecha 
en que se haya concluido el plazo para informar sobre la aceptación de la misma. 

La falta de presentación de pruebas dará lugar a que se interprete que la pre­
sente Recomendación no fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos quedará en libertad de hacer pública esa circunstancia. 

Atentamente
 
El Presidente de la Comisión Nacional
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Recomendación 46/2007
 
Sobre el caso del señor 

Sergio Raúl Almaraz González 

SÍNTESIS: El 6 de noviembre de 2006, esta Comisión Nacional inició el expediente 
2006/5022/1/Q con motivo de la queja presentada por la señora Karina López 
Arizmendi, en el cual manifestó presuntas violaciones a los Derechos Humanos de 
su cónyuge, el señor Sergio Raúl Almaraz González, atribuidos al personal médico 
del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), en razón de que el 3 de septiembre 
de 2006 el agraviado presentó un fuerte dolor en el estómago acompañado con 
vómito y diarrea, y por ello lo llevó al Área de Urgencias del Hospital General de 
Zona Número 27 del IMSS, lugar en donde lo tuvieron en observación durante toda 
la tarde y noche. 

Añadió que en la mañana del 5 de septiembre de 2006 la llamaron para infor­
marle que a su esposo se le practicaría una operación, ya que sospechaban que era 
“apendicitis”, circunstancia por la cual el agraviado ingresó al quirófano a las 11:00 
horas de ese día; sin embargo, a las 12:30 horas un doctor de apellido Ballesteros le 
informó que el paciente estaba muy grave y que podría morir, ya que tenía necrosis 
en el intestino a consecuencia de la enfermedad “ateroesclerótica” que padecía, 
indicándole que le cortaría casi dos metros de intestino; la quejosa señaló, además, 
que dos horas después salió su esposo de la intervención quirúrgica con un mal 
pronóstico, debido a que el problema de circulación que acarreaba desde hace 
tiempo no había cedido, situación por la cual tuvieron que trasladarlo al Servicio de 
Angiología del Centro Médico Nacional La Raza, ya que tenía los muñones adorme­
cidos y su estado era grave; sin embargo, los médicos de ese nosocomio no hicieron 
nada para brindarle un adecuado tratamiento para la circulación al paciente, lo que 
provocó que el 10 de septiembre de 2006 el esposo falleciera. 

Del análisis realizado las evidencias que integran el expediente, esta Comisión 
Nacional acreditó violaciones al derecho a la protección de la salud y a la vida, im­
putables al personal médico del Hospital General de Zona Número 27 y del Centro 
Médico Nacional La Raza, en agravio del señor Sergio Raúl Almaraz González, con 
lo cual incumplieron con lo señalado en los artículos 4o., párrafo tercero, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 1o.; 2o.; 23; 32; 33; 34, 
fracción II, y 51, de la Ley General de Salud, y 48 del Reglamento de la Ley 
General de Salud en Materia de Prestación de Servicios de Atención Médica, así 
como los artículos 3o., 7o. y 43 del Reglamento de Prestaciones Médicas del IMSS, 
que establecen el derecho de todo paciente a que se proteja su salud, mediante la 
obtención de una atención oportuna, de calidad idónea, profesional y éticamente 
responsable. 

Igualmente, los médicos tratantes omitieron atender las disposiciones relaciona­
das con el derecho a la protección de la salud, de conformidad con los artículos 
12.1, y 12.2, incisos c) y d), del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Socia­
les y Culturales, así como 10.1, y 10.2, incisos a), b), d), e) y f), del Protocolo Adicio­
nal a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, para asegurar la plena efectividad y alcance del 
más alto nivel de salud para todos los individuos. 

Por lo anterior, el 3 de octubre de 2007 esta Comisión Nacional emitió la Reco­
mendación 46/2007, dirigida al Director General del Instituto Mexicano del Seguro 
Social, solicitando ordene se realicen los trámites administrativos correspondientes 
a efecto de que los familiares del agraviado a quienes les asista el derecho les sea 
cubierta la reparación del daño conforme a Derecho, en virtud de las consideracio- C N D H  
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a esta Comisión Nacional las constancias con las que se acredite su cumplimiento; por 
otra parte, instruya a quien corresponda para se dé vista al Órgano Interno de Con­
trol en el Instituto Mexicano del Seguro Social, con objeto de que se inicie y determi­
ne, conforme a Derecho, el procedimiento administrativo de investigación en contra 
de los servidores públicos que intervinieron en la atención del señor Sergio Raúl Al­
maraz González, pertenecientes al Hospital General de Zona Número 27 y al Centro 
Médico Nacional La Raza, en atención a las consideraciones expuestas en el capítu­
lo de observaciones del presente documento, informando a esta Comisión Nacional 
desde su inicio hasta la resolución correspondiente; asimismo, gire instrucciones 
administrativas necesarias tendentes a que se proporcione atención médica profe­
sional a los pacientes de los centros de salud dependientes de ese Instituto, para 
que se eviten actos como los que dieron origen a la presente Recomendación; de 
igual manera, se dicten los lineamientos administrativos necesarios para que en los 
casos en que se brinde atención médica a un paciente considerado grave, ésta se 
realice por los servidores públicos capacitados para ello, evitando que en el futuro 
deleguen esa práctica a los residentes o personal inexperto en sus tareas. 

México, D. F., 3 de octubre de 2007 

Sobre el caso del señor Sergio Raúl Almaraz González 

Mtro. Juan Francisco Molinar Horcasitas,
 
Director General del Instituto Mexicano del Seguro Social
 

Distinguido señor Director: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 
102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o.; 3o., párrafo 
primero; 6o., fracciones II y III; 15, fracción VII; 24, fracciones II y IV; 44; 46, y 51, de la Ley de la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos, así como 128, 129, 130, 131, 132, 133 y 136 de su 
Reglamento Interno, ha examinado los elementos contenidos en el expediente 2006/5022/1/Q, 
relacionados con la queja interpuesta por la señora Karina López Arizmendi, y vistos los siguientes: 

I. HECHOS 

El 6 de noviembre de 2006 se recibió en esta Comisión Nacional el escrito de 
queja presentado por la señora Karina López Arizmendi, mediante el cual mani­
festó presuntas violaciones a los Derechos Humanos en agravio de su cónyuge, 
el señor Sergio Raúl Almaraz González, de 36 años, atribuidos al personal médico 
del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), en razón de que el 3 de septiem­
bre de 2006 el agraviado presentó un fuerte dolor en el estómago acompañado 
con vómito y diarrea, situación por la cual lo llevó al Área de Urgencias del Hos­
pital General de Zona Número 27 del IMSS, lugar en donde lo tuvieron en obser­
vación durante toda la tarde y noche. 

Añadió que en la mañana del 5 de septiembre de 2006 la llamaron para in­
formarle que a su esposo se le practicaría una operación, ya que sospechaban 
que era “apendicitis”, circunstancia por la cual el agraviado ingresó al quirófano 
a las 11:00 horas de ese día; sin embargo, a las 12:30 horas un doctor de apelli­
do Ballesteros le informó que el paciente estaba muy grave y que podría morir, 
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esclerótica” que padecía, indicándole que le cortaría casi dos metros de intesti­
no; señaló, además, que dos horas después salió de la intervención quirúrgica 
con un mal pronóstico, debido a que el problema de circulación que acarreaba 
desde hace tiempo no había cedido, situación por la cual tuvieron que trasladar­
lo al Servicio de Angiología del Centro Médico Nacional La Raza, ya que tenía los 
muñones adormecidos y su estado era grave; sin embargo, los médicos de ese 
nosocomio no hicieron nada para brindarle un adecuado tratamiento para la circu­
lación al paciente, lo que provocó que el 10 de septiembre de 2006 su esposo 
falleciera. 

II. EVIDENCIAS 

En el presente caso las constituyen: 

A. El escrito de queja presentado el 6 de noviembre de 2006 ante esta Comisión 
Nacional por la señora Karina López Arizmendi, al que anexó diversas copias de 
notas médicas elaboradas en el Centro Médico Nacional La Raza y relacionadas 
con la atención médica otorgada al agraviado. 

B. Los oficios 09-90-01-051 040/00373 y 09-90-01-051 040/00824, del 9 y 25 de 
enero de 2007, respectivamente, a través de los cuales la Coordinación de Aten­
ción a Quejas y Orientación al Derechohabiente del IMSS proporcionó la infor­
mación que esta Comisión Nacional le requirió, anexando la siguiente documen­
tación: 

1. La copia del expediente clínico de la atención médica proporcionada al señor 
Sergio Raúl Almaraz González en el Hospital General de Zona Número 27 del 
IMSS, dentro del cual se anexan las notas de diagnóstico, posquirúrgica y 
postoperatoria del 4 de septiembre de 2006, elaboradas y firmadas por el médi­
co de base adscrito al Servicio de Cirugía General, donde se refiere el estado de 
salud en el que recibió al agraviado, la intervención quirúrgica que tuvo que prac­
ticarle y el resultado de esa cirugía. 

2. La copia del expediente clínico de la atención proporcionada al agraviado en 
el Centro Médico Nacional La Raza, del propio Instituto, dentro del cual anexa el 
certificado de defunción del señor Sergio Raúl Almaraz González, así como la 
nota de evolución del 8 de septiembre de 2006, efectuada por el médico de base 
del Área de Medicina Interna, a través de la cual refiere la evolución del paciente 
y el manejo clínico que se le deberá instaurar al mismo; asimismo, se anexaron 
las notas de valoración del 9 de septiembre de 2006, elaboradas por los médicos 
de base adscritos a los Servicios de Medicina Interna y Medicina Crítica, donde 
refieren el estado de salud en el que se encontraba el paciente, así como las me­
didas terapéuticas que se debería implementar para su atención hospitalaria. 

C. La opinión médica emitida, el 23 de mayo de 2007, por la Coordinación de 
Servicios Periciales de esta Comisión Nacional, en la que se establecen las con­
sideraciones técnicas sobre la atención médica otorgada al señor Sergio Raúl Al­
maraz González, en el Hospital General de Zona Número 27 y en el Centro Mé-
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III. SITUACIÓN JURÍDICA 

El 3 de septiembre de 2006, Sergio Raúl Almaraz González presentó un fuerte 
dolor en el estómago acompañado con vómito y diarrea, situación por la cual 
fue llevado de urgencia al Hospital General de Zona Número 27 del IMSS, donde 
el médico tratante integró el diagnóstico de apendicitis y/o isquemia intestinal 
hasta el día siguiente, pasando casi siete horas para que se le efectuara la inter­
vención quirúrgica de laparotomía exploradora, no obstante que se trataba de 
una urgencia médica, circunstancia que causó que se complicara el padecimien­
to y la presencia de necrosis en el intestino a consecuencia de la enfermedad “ate­
roesclerótica”, lo cual provocó que se le cortaran casi dos metros de intestino; sin 
embargo, salió del quirófano con mal pronóstico de vida, debido al problema de 
circulación que persistía desde hace tiempo. 

En tal virtud, el 8 de septiembre de 2006 fue trasladado al Centro Médico Na­
cional La Raza, toda vez que necesitaba de un tercer nivel de atención, lugar en 
el cual fue valorado y atendido por el Servicio de Angiología y Cirugía Vascular, y 
no obstante que los médicos tratantes de esas especialidades contaban con los 
estudios que indicaban que era candidato para una hemodiálisis como opción 
terapéutica para corregir la acidosis metabólica, manejo también indicado en la 
insuficiencia renal agudizada, omitieron aplicarle ese tratamiento de control, lo 
cual llevó a un deterioro progresivo de su salud, hasta que se presentó un paro 
cardiorrespiratorio y falleció el 10 de septiembre de 2006 a causa de acidosis me­
tabólica, isquemia mesentérica, ateroesclerosis generalizada e insuficiencia re­
nal crónica. 

IV. OBSERVACIONES 

Del análisis realizado al conjunto de las constancias y evidencias que integran el 
presente expediente de queja, esta Comisión Nacional acreditó violaciones al de­
recho a la protección de la salud y a la vida, imputables al personal médico del 
Hospital General de Zona Número 27 y del Centro Médico Nacional La Raza, en 
agravio del señor Sergio Raúl Almaraz González, en razón de las siguientes con­
sideraciones: 

Mediante los oficios 09-90-01-051 040/00373 y 09-90-01-051 040/00824, del 
9 y 25 de enero de 2007, respectivamente, la Coordinación de Atención a Que­
jas y Orientación al Derechohabiente del IMSS remitió los informes respecto de 
la atención médica que se le otorgó al señor Sergio Raúl Almaraz González por 
parte de los médicos adscritos al Hospital General de Zona Número 27 y al Cen­
tro Médico Nacional La Raza, así como los expedientes clínicos correspondientes, 
de cuyo contenido se desprendió que el 3 de septiembre de 2006 el agraviado 
acudió al Área de Urgencias del Hospital General de Zona Número 27, toda vez 
que presentaba dolor epigástrico irradiado a ambos hipocondrios, acompañado 
de náusea y vómito gástrico con intolerancia a la vía oral, padecimientos con 24 
horas de evolución, situación por la cual fue valorado a las 20:00 horas por el 
doctor Zichinelli, médico de base adscrito al Servicio de Urgencias de dicho hos­
pital, quien lo encontró con tensión arterial de 140/100, temperatura de 36 gra­
dos, frecuencia cardiaca de 90 pm y respiratoria de 24 pm, consciente, orienta­
do, cooperador, doblado en su silla de ruedas en actitud antiálgica (posición que 
evita o disminuye el dolor), mal hidratado, campos pulmonares hipoventilados, 
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trio, sin datos de irritación peritoneal, con peristalsis disminuida; antecedentes 
con los cuales integró el diagnóstico de síndrome doloroso abdominal, enferme­
dad ácido péptica, enfermedad de Buerguer, a descartar pancreatitis aguda y 
angor pectoris (opresión causada por isquemia cardiaca). 

Por tal razón, se le instauró como plan de manejo su ingreso a observación 
con indicaciones médicas de: “ayuno, rutina de enfermería, colocación de sonda 
nasogástrica, vigilancia de vómitos y evacuaciones, control de líquidos, oxigena­
ción, protectores de la mucosa gástrica y antihipertensivos, indicando toma de la­
boratoriales de rutina, electrocardiograma, rayos X de abdomen, pruebas de 
funcionamiento hepático, tiempos de coagulación y enzimas cardiacas; el repor­
te de rayos X se presentó sin niveles hidroaéreos, con distribución de gas acepta­
ble y residuo en colon, por lo que se descartó isquemia o infarto miocárdico por 
electrocardiograma (sólo hipertrofia de ventrículo izquierdo secundaria a la 
hipertensión arterial), leucocitos de 23,000, electrolitos dentro de parámetros 
normales, con amilasa y enzimas cardiacas sin reportar”. 

Al día siguiente, el agraviado fue valorado por el Servicio de Urgencia, sin que 
se pudiera advertir mejoría alguna de las notas médicas del doctor que realizó la 
valoración, ya que persistía el dolor y presentaba signos clínicos sugestivos de 
proceso apendicular (Mc Burney y signo descompresivo positivos), así como 
leucocitos, situación por la cual se solicitó interconsulta a Cirugía General, y fue 
valorado de nueva cuenta a las 04:55 horas por el doctor Ballesteros, médico de 
base del Servicio de Cirugía General del mismo hospital, quien encontró al pa­
ciente quejumbroso, con ligera resistencia abdominal, con presión arterial de 
150/100, frecuencia cardiaca de 100 pm, febrícula de 37.5 grados, con signos 
de rebote y Mc Burney (+), e integró el diagnóstico de apendicitis modificada 
contra isquemia intestinal, agregando al manejo médico ya instaurado, doble 
esquema de antibiótico, analgésico y antiespasmódico, y sólo quedó pendiente 
en el servicio de pasar a cirugía y que los familiares firmaran la hoja de consenti­
miento informado; a las 11:35 horas del mismo día, dicho facultativo le realizó 
laparotomía exploradora bajo anestesia general balanceada, y encontró en la 
exploración de cavidad abdominal asas de intestino delgado isquémicas y con 
necrosis, edema y cambios de coloración del mesenterio (repliegue de peritoneo 
que une al estómago y al intestino con las paredes del abdomen); además de 
varios segmentos intestinales con cambios de coloración, pero sin isquemia fran­
ca, procediendo a resecar 2.70 metros de intestino delgado, con anastomosis de 
extremos intestinales restantes; descubrió también hernia intestinal sin compro­
miso vascular, la cual se corrigió liberando el segmento intestinal involucrado, y 
la cirugía transcurrió sin complicaciones, con sangrado mínimo, y tuvo como 
diagnóstico postoperatorio trombosis mesentérica segmentaria, lo cual corrobo­
ró el diagnóstico, además de hernia interna, con pronóstico malo para la vida 
por el riesgo de dehiscencia de la anastomosis por su enfermedad de base; cursó 
el posquirúrgico inmediato estable, en ayuno, con sonda nasogástrica a deriva­
ción, cuidados generales de enfermería, esquema de soluciones, control de líqui­
dos, triple esquema de antibióticos, analgésicos, antiulcerosos, antihipertensivos 
y enoxaparina. 

Posteriormente, el paciente fue trasladado al Servicio de Cirugía, donde cursó 
el posquirúrgico mediato con dolor en herida quirúrgica y signos vitales estables, 
sin poder canalizar gases, sin datos de irritación peritoneal, con sonda nasogástrica 
drenando material en pozos de café (sangre digerida secundaria a ulceras por 
estrés, padecimiento frecuente en el posquirúrgico), y se reportó el paciente co-
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El día 6 del mes y año citados, el agraviado presentó “pico febril de 38 grados 

y ligera distensión abdominal aún sin canalizar gases, con disminución en los leu­
cocitos a 15000 respecto de su ingreso, pero con elevación de creatinina a 3.7 
mg/dl y nitrógeno ureico disminuido a 4.0, además de hipoalbuminemia, la cual 
fue corregida y, al día siguiente, continuó sin canalizar gases, sin evacuar, en ayu­
no, drenado por sonda nasogástrica en pozos de café, detectándose urosepsis 
por general de orina patológico, proceso infeccioso que se cubría con el esque­
ma antibiótico ya instaurado, continuando con el mismo manejo médico y en vir­
tud de presentar pulsos femorales disminuidos, con piel fría y cambios de colora­
ción a nivel de muñones pélvicos, el día 8 del citado mes fue referido a tercer 
nivel de atención por el doctor Mauro Rodríguez, médico de base adscrito al 
Servicio de Cirugía General del Centro Médico Nacional La Raza, para valoración 
y manejo por el Servicio de Angiología, descartando de esta manera un nuevo 
compromiso vascular por la enfermedad de Buerguer”. 

Por lo anterior, el agraviado fue trasladado ese mismo día al Centro Médico La 
Raza, en el cual ingresó a las 18:15 horas al Servicio de Extensión Hospitalaria, 
en donde el doctor Martínez, médico de base del Área de Extensión Hospitalaria 
lo reportó “despierto, orientado regularmente hidratado, con sonda nasogástrica 
drenando material biliar, herida quirúrgica limpia, muñones pélvicos con leve 
cianosis, llenado capilar de 3 segundos, con pulsos femorales bilaterales presen­
tes, integrando el diagnóstico de enfermedad de Buerguer e instaurando mane­
jo médico de vigilancia en el servicio, ayuno, signos vitales, cuidados de enfer­
mería, monitoreo cardiaco continuo, soluciones intravenosas, control estricto de 
líquidos, sonda nasogástrica a derivación, antiulcerosos, diuréticos, bicarbonato, 
triple esquema de antibióticos, enoxaparina”, y hubo, además, la valoración por 
el Área de Angiología, y una hora después fue evaluado por el doctor Espinoza, 
médico de base del Servicio de Angiología de dicho nosocomio, quien lo encon­
tró “con presión arterial de 90/70, disneico, taquicárdico, 134 lpm, polipneico 28 
rpm con hipoventilación basal derecha, distensión y dolor abdominal, sin peristal­
sis, pulsos en extremidades superiores presentes, con temperatura normal, mu­
ñones pélvicos con coloración marmórea e hipotermia discreta, llenado capilar 
retardado, sin palpar pulsos femorales, con cuadro de isquemia de miembros pél­
vicos de cinco días de evolución posterior a la cirugía, situación por la cual agre­
gó al manejo médico, colocación de catéter central y sonda foley, vendaje en 
muñones, reposo absoluto con piecera al nivel, cuidados de herida quirúrgica, pe­
toxifilina, antihipertensivos, diuréticos, transfusión de dos unidades de plasma, 
toma de laboratoriales completos, antiespasmódicos, ansiolíticos, gasometría arte­
rial, rayos X de tórax y abdomen, arteriografía urgente, valoración por nefrología 
y terapia intensiva, pronosticando riesgo alto para las extremidades por su enfer­
medad de base, reportando el estudio de gasometría hipoxemia (déficit de oxí­
geno en sangre arterial) con saturación de oxígeno al 79 % (normal 90-100 %) y 
disminución en la presión parcial arterial de bióxido de carbono y oxígeno (pCO2 
de 18.0 y pO2 de 46), así como pH de 7.3 y disminución del bicarbonato a 9.0 
(normal 22-26 mEq/lt)”, y posteriormente, a las 22:25 horas del mismo día, el 
doctor J. A. Cartagena, médico de base del Área de Extensión Hospitalaria del mis­
mo nosocomio, lo reportó “taquicárdico, por frecuencia cardiaca de 136x´, con 
frecuencia respiratoria de 24x, determinando que el paciente cursaba con acidosis 
metabólica severa, solicitando valoración por el Área de Nefrología, continuando 
con manejo establecido”; se debe destacar que 35 minutos después fue valo­
rado por dicha área, sin que se pueda determinar cuáles fueron el diagnóstico y 
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Posteriormente, a las 02:00 horas del 9 de septiembre de 2006, los doctores 

Flota y Romero, médicos residentes de la especialidad de angiología y cirugía 
vascular, de ese centro médico, respectivamente, reportaron al agraviado “con 
dolor y distensión abdominal, con ausencia de peristalsis, taquicárdico, con fre­
cuencia cardiaca de 120x´, presión arterial de 100/80, frecuencia respiratoria de 
25x´, hipoventilado con fascies terrosa y respiración acidótica, área cardiaca con 
presencia de extrasístoles, muñones pélvicos con ausencia de pulsos femorales, 
hipotérmicos con piel marmórea, además de leucocitos, corroborando el diag­
nóstico de acidosis metabólica descompensada reportándose muy grave, soli­
citando valoración por las Áreas de Medicina Interna y Nefrología e indicando 
como manejo médico suspender enoxaparina, agregar vitamina K, bicarbonato 
de sodio, furosemide y transfusión de dos unidades de plasma”, y luego fue va­
lorado por la doctora Vera, médico internista del mismo hospital, quien lo encon­
tró “consciente con aumento del trabajo respiratorio y uso de músculos acceso­
rios de la respiración, taquicárdico, polipneico (cuadro clínico evidente de dificultad 
respiratoria), abdomen con peristalsis muy disminuida, confirmando la nueva ga­
sometría hipoxemia (pCO2 de 18 y pO2 de 40, saturación de oxígeno al 78 %) 
con bicarbonato disminuido (12.4 mEq/lt), pH de 7.413, hemoglobina normal, 
leucocitos de 12600, tiempos de coagulación alargados, cratinina de 7.21, sodio, 
potasio y cloro alterados, revelando la placa radiológica de abdomen niveles 
hidroaéreos y la de tórax congestión parahiliar bilateral, con lo cual integró el 
diagnóstico de insuficiencia renal crónica agudizada y enfermedad de Buerguer, 
agregando al manejo ya instaurado, vigilancia de la función renal, toma de quí­
mica sanguínea, electrolitos séricos, gasometría arterial y venosa cada 12 horas, 
interconsulta al Servicio de Nefrología para valorar hemodiálisis, evitar la aplica­
ción de medicamentos nefrotóxicos, valoración por las especialidades de cirugía 
general y electrocardiograma”. 

En esa misma fecha también fue valorado por el doctor Olvera, médico de base 
del Servicio de Medicina Crítica de ese nosocomio, quien lo reportó con “presión 
arterial de 130/70, frecuencia cardiaca 90x´, taquipneico (aumento de la fre­
cuencia respiratoria), con abdomen distendido, sin datos de alarma quirúrgica, 
neurológicamente íntegro, con pH de 7.41, bicarbonato de 12.4, saturación de 
oxígeno al 78 %, por gasometría venosa, refiriendo que el paciente no presenta­
ba falla orgánica, acidosis metabólica o inestabilidad hemodinámica, indicando 
aumento en el aporte de líquidos para corregir el déficit de bicarbonato, conside­
rando que no ameritaba el manejo en la Unidad de Cuidados Intensivos, situa­
ción por la cual continuó en el Servicio de Angiología y Cirugía Vascular, en donde 
presentó ausencia de pulsos femorales, piel marmórea e hipotermia en muñones 
pélvicos; se le realizó doopler lineal (estudio que permite descubrir la obstrucción 
de los vasos sanguíneos) reportándose con flujo bilateral normal”, por lo que el 
doctor Cruz, médico de base adscrito al Servicio de Angiología del mismo centro 
hospitalario, consideró que los cambios en la coloración y temperatura eran re­
sultado de la inestabilidad hemodinámica y no de un proceso isquémico. 

El mismo 9 de septiembre el agraviado fue valorado, a las 13:15 horas, por los 
doctores Ayala y Ortiz de la Parra, médicos residentes de la especialidad de ciru­
gía del mismo hospital, los cuales lo reportaron “con fiebre de 38.6 grados, pre­
sión arterial de 130/90, frecuencia respiratoria de 24x´, frecuencia cardiaca de 
120x´, consciente, orientado, regularmente hidratado, abdomen sin datos agu­
dos o de urgencia quirúrgica, dos evacuaciones en 48 horas, con placas radiográ­
ficas de tórax sin compromisos, y de abdomen sin niveles hidroaéreos, agregan-
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fuera de su cama”, en tanto que a las 21:45 horas del mismo día, el doctor 
Hernández, médico residente del Área de Angiología, lo reportó con “desequili­
brio hidroelectrolítico, quejumbroso, taquicárdico, taquipneico, con abdomen 
distendido, peristalsis disminuida, muñones pélvicos con piel marmórea, gaso­
metría con pH 7.1 y bicarbonato de 4.9, con saturación de oxígeno de 87.9 %, 
indicando la administración de bicarbonato y revaloración posterior; sin embar­
go, el paciente continuó con deterioro progresivo secundario a la evolución de 
sus padecimientos, presentando paro cardiorrespiratorio refractario a maniobras 
básicas y avanzadas de reanimación, falleciendo a las 00:40 horas del 10 de sep­
tiembre de 2006, presentando como causa de muerte acidosis metabólica, isque­
mia mesentérica, ateroesclerosis generalizada e insuficiencia renal crónica”, se­
gún consta en el certificado de defunción proporcionado por el IMSS. 

En razón de lo expuesto, se solicitó la opinión médica de la Coordinación de 
Servicios Periciales de esta Comisión Nacional, en la que se destaca que la aten­
ción médica que se le brindó al señor Sergio Raúl Almaraz González, en el Hos­
pital General de Zona Número 27 del IMSS, fue inadecuada, toda vez que el 
doctor Ballesteros, médico de base del Servicio de Cirugía General, el 4 de sep­
tiembre de 2006 integró el diagnóstico de apendicitis y/o isquemia intestinal, 
omitiendo realizar de inmediato la exploración quirúrgica de laparotomía explo­
radora, y con su actuación causó una dilación injustificada de hasta siete horas, 
no obstante que se trataba de una urgencia médica cuyo manejo quirúrgico era 
inmediato, lo que resultó en un mayor avance de la isquemia y necrosis a zonas 
más extensas del intestino, lo cual comprometió aún más la salud en este pacien­
te con factores de riesgo, como la enfermedad de Buerguer, insuficiencia renal e 
hipertensión, lo que favoreció el desarrollo de las complicaciones, tales como la 
agudización de la insuficiencia renal y la acidosis metabólica, con compromiso 
grave en la vida del paciente. 

De igual forma, se advirtió que también fue inadecuada la atención médica 
que se le brindó al agraviado en el Centro Médico Nacional La Raza, debido 
a que el día 8 de septiembre de 2006, al ser referido a ese nosocomio especiali­
zado para interconsulta por Angiología, los médicos tratantes le efectuaron una 
valoración clínica especializada, además de que se le brindó el manejo médico 
farmacológico y solicitaron la toma de laboratoriales de rutina, placas de rayos X 
y gasometría arterial, reportándose esta última con hipoxemia por disminución 
en la saturación de oxígeno, de la presión arterial de oxígeno, de bióxido de 
carbono y de bicarbonato, así como del pH, presentando además taquicardia y 
aumento en la frecuencia respiratoria; en tal virtud y toda vez que se contaba 
con todos los estudios necesarios para establecerle al paciente un tratamiento 
terapéutico adecuado, el doctor J. A. Cartagena, médico de base del Servicio de 
Extensión Hospitalaria, omitió oxigenar al agraviado y solicitar valoración urgen­
te por Medicina Interna y Terapia Intensiva, ya que como él mismo había estable­
cido “cursaba con acidosis metabólica”, causando con dicha conducta que la 
acidosis persistiera. 

Asimismo, para esta Comisión Nacional no pasa inadvertido que el 9 de sep­
tiembre de 2006 no existieran indicaciones, ni tampoco supervisión de los médi­
cos de base adscritos a la especialidad de Angiología y Cirugía Vascular del Cen­
tro Médico Nacional La Raza, que instruyeran a los médicos residentes, Flota y 
Romero, adscritos a ese servicio, para que llevaran a cabo la oxigenación del 
paciente a fin de limitar la hipoxemia que presentaba, ni para que requirieran de 
manera urgente la valoración por parte del Área de Medicina Interna y/o Terapia 
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así como la vigilancia estrecha y monitoreo continuo, toda vez que el paciente 
continuaba con acidosis metabólica, hipoventilado, con respiración acidótica, ta­
quicárdico, polipenico, con extrasístoles cardiacas, lo cual se sustenta con el con­
tenido de la información remitida a esta Comisión Nacional por ese Instituto, 
donde no se advierte el nombre del médico de base o personal médico asignado 
que debió autorizar y supervisar las valoraciones clínicas emitidas por esos médi­
cos residentes. 

Además, la doctora Vera, médico internista del Centro Médico Nacional La Ra­
za, después de confirmar la hipoxemia y acidosis por gasometría, omitió oxige­
nar al paciente ante la evidencia clínica de la dificultad respiratoria, así como 
solicitar valoración por terapia intensiva y su ingreso a la unidad de cuidados in­
tensivos, y no corrigió el desequilibrio electrolítico con el cual cursaba el pacien­
te, siendo de conocimiento obligado en su especialidad, y se limitó a solicitar 
laboratoriales, gasometría cada 12 horas y valoración por Nefrología y Cirugía 
General. 

De igual forma, el doctor Olvera, médico de base del Servicio de Medicina Crí­
tica del Centro Médico Nacional La Raza, al valorar y encontrar al paciente con 
taquipnea, hipoxemia y disminución constante del bicarbonato corroborados por 
gasometría, omitió oxigenar al paciente y solicitar gasometría arterial urgente 
para corroborar la acidosis metabólica, ya que la gasometría venosa no propor­
ciona una medición precisa del pH, y tampoco contempló que ésta era secunda­
ria a la insuficiencia renal y que por más aumento en el aporte de líquidos, éstos 
no corregirían el déficit de bicarbonato, precisamente por insuficiencia renal, omi­
tiendo también solicitar valoración urgente por nefrología para considerar como 
tratamiento de elección inmediato la hemodiálisis y de esta manera poderle brin­
dar al agraviado un mejor pronóstico de sobrevida, no obstante de encontrarse 
en un hospital de alta especialidad. 

Asimismo, el doctor Hernández, médico residente adscrito al Servicio de An­
giología del Centro Médico Nacional La Raza, al continuar el paciente con acidosis 
e hipoxemia, omitió oxigenarlo y solicitar valoración urgente por Terapia Intensi­
va, así como tomar electrocardiograma por la predisposición a presentar arritmias 
cardiacas con pH de 7.1, confirmado por nueva gasometría, además de que se 
tenían antecedentes de extrasístoles, y señaló que si bien es cierto estaba indica­
da la administración de bicarbonato, también lo es que esta corrección era sólo 
temporal, aunado a que cuando la acidosis es causada por una insuficiencia re­
nal, como en este caso, el tratamiento era la hemodiálisis en primer lugar y la 
aplicación posterior de bicarbonato. 

Por lo antes expuesto, la Coordinación de Servicios Periciales de esta Comisión 
Nacional, en su opinión técnica, estimó que la conducta observada por el doctor 
Ballesteros, médico adscrito al Servicio de Cirugía General del Hospital General 
de Zona Número 27, fue inadecuada, toda vez que incurrió en dilación para efec­
tuar el procedimiento quirúrgico de laparotomía exploradora, no obstante la ur­
gencia del padecimiento; asimismo, los doctores J. A. Cartagena y Vera, médicos 
del Área de Medicina Interna, y Olvera, de la especialidad de medicina crítica, 
todos del Centro Médico Nacional La Raza, omitieron considerar que el paciente 
era candidato a la hemodiálisis como opción terapéutica para corregir la acidosis 
metabólica, manejo también indicado en la insuficiencia renal agudizada, al ad­
vertir que no se corregía la hipoxemia y acidosis metabólica confirmada por clí­
nica y laboratorio, lo cual desencadenó en un deterioro progresivo, hasta que se 
le presentó paro cardiorrespiratorio sin respuesta a maniobras de reanimación, y 
falleció el 10 de septiembre de 2006 a causa de acidosis metabólica, isquemia me-
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Asimismo, la Coordinación de Servicios Periciales de esta Comisión Nacional 

consideró que de haberse manejado al paciente de manera adecuada y oportu­
na desde el 8 de ese mismo mes, al tener evidencia clínica y por gasometría que 
cursaba con hipoxemia y acidosis y metabólica, complicaciones que eran previsi­
bles y podían evitarse, se le habría brindado al agraviado un mejor pronóstico de 
sobrevivir lo expuesto, considerando que evolucionó sin presentar datos de com­
promiso abdominal de la laparotomía exploradora que le efectuó el 4 de sep­
tiembre de 2006 el doctor Ballesteros, además de que los cambios de coloración 
y temperatura en ambos muñones pélvicos fueron secundarios, en primer lugar, 
a la evolución propia de la enfermedad de Buerguer y, en segundo, al déficit en 
la oxigenación (hipoxemia) que no fue corregida. 

En tal virtud, para esta Comisión Nacional quedó acreditado que el personal 
médico tanto del Hospital General de Zona Número 27 como en el Centro Médi­
co Nacional La Raza, del IMSS incumplieron con lo señalado en los artículos 4o., 
párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 
1o.; 2o.; 23; 32; 33; 34, fracción II, y 51, de la Ley General de Salud; 48 del 
Reglamento de la Ley General de Salud en Materia de Prestación de Servicios de 
Atención Médica, así como 3o., 7o. y 43 del Reglamento de Prestaciones Médi­
cas del IMSS, que establecen el derecho de todo paciente a que se proteja su 
salud, mediante la obtención de una atención oportuna, de calidad idónea, pro­
fesional y éticamente responsable. 

Igualmente, los médicos tratantes omitieron atender las disposiciones relacio­
nadas con el derecho a la protección de la salud, previstas en los instrumentos 
internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de 
la República, en términos del artículo 133 de la Constitución Política de los Esta­
dos Unidos Mexicanos, que establecen el margen mínimo de calidad en los ser­
vicios médicos que proporciona el Estado a su población, y de conformidad con 
los artículos 12.1, y 12.2, incisos c) y d), del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, así como 10.1, y 10.2, incisos a), b), d), e) y f), 
del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en 
Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, para asegurar la plena 
efectividad y alcance del más alto nivel de salud para todos los individuos. 

En ese orden de ideas, es evidente que la actuación del personal médico no se 
apegó a lo establecido en el artículo 8o., fracciones I, VI y XXIV, de la Ley Federal 
de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, así como 303 de 
la Ley del Seguro Social, que disponen la obligación que tienen los servidores 
públicos de cumplir con el servicio encomendado y abstenerse de cualquier acto 
u omisión que cause su suspensión o deficiencia, o implique el incumplimiento 
de cualquier disposición legal, reglamentaria o administrativa relacionada con el 
servicio público. 

Por otra parte, si bien es cierto que una de las vías previstas en el sistema 
jurídico mexicano para lograr la reparación del daño derivado de la responsabili­
dad profesional consiste en plantear la reclamación ante el órgano jurisdiccional 
competente, también lo es que el Sistema No Jurisdiccional de Protección de los 
Derechos Humanos, de conformidad con lo establecido en los artículos 113, 
segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
44 de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos; 1915, 1917 y 
1918 del Código Civil Federal, así como 1o., 2o. y 9o. de la Ley Federal de Res­
ponsabilidad Patrimonial del Estado, prevén la posibilidad de que al acreditarse 
una violación a los Derechos Humanos atribuible a un servidor público del Esta-
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das que procedan para lograr la efectiva restitución de los afectados en sus 
derechos fundamentales y las relativas a la reparación de los daños y perjuicios 
que se hubieran ocasionado, por lo cual resulta procedente se realice la indemni­
zación conducente a los deudos del señor Sergio Raúl Almaraz González en los 
términos de ley. 

En consecuencia, esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos se permi­
te formular respetuosamente a usted, señor Director General del Instituto Mexi­
cano del Seguro Social, las siguientes: 

V. RECOMENDACIONES 

PRIMERA. Se ordene a quien corresponda para que se realicen los trámites admi­
nistrativos correspondientes a efecto de que los familiares del agraviado a quien 
le asista el derecho le sea cubierta la reparación del daño conforme a Derecho, 
en virtud de las consideraciones planteadas en el capítulo de observaciones de 
esta Recomendación y se envíen a esta Comisión Nacional las constancias con 
las que se acredite su cumplimiento. 

SEGUNDA. Se sirva instruir a quien corresponda para que se dé vista al Órgano 
Interno de Control en el Instituto Mexicano del Seguro Social, con objeto de que 
se inicie y determine, conforme a Derecho, el procedimiento administrativo de 
investigación en contra de los servidores públicos que intervinieron en la aten­
ción del señor Sergio Raúl Almaraz González, pertenecientes al Hospital General 
de Zona Número 27 y al Centro Médico Nacional La Raza, en atención a las con­
sideraciones expuestas en el capítulo de observaciones del presente documento, 
informando a esta Comisión Nacional desde su inicio hasta la resolución corres­
pondiente. 

TERCERA. Se giren las instrucciones administrativas necesarias tendentes a que 
se proporcione atención médica profesional a los pacientes de los centros de sa­
lud dependientes de ese Instituto, para que se eviten actos como los que dieron 
origen a la presente Recomendación. 

CUARTA. Se dicten los lineamientos administrativos necesarios para que en los 
casos en que se brinde atención médica a un paciente considerado grave, ésta se 
realice por los servidores públicos capacitados para ello, evitando que en el futu­
ro deleguen esa práctica a los residentes o personal inexperto en sus tareas. 

La presente Recomendación, de acuerdo con lo señalado en el artículo 102, apar­
tado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el 
carácter de pública y se emite con el propósito fundamental tanto de hacer una 
declaración respecto de una conducta irregular cometida por servidores públicos 
en el ejercicio de las facultades que expresamente les confiere la ley, como de 
obtener la investigación que proceda por parte de las dependencias administra­
tivas o cualesquiera otras autoridades competentes para que, dentro de sus atri­
buciones, apliquen las sanciones conducentes y se subsane la irregularidad de 
que se trate. 

De conformidad con el artículo 46, segundo párrafo, de la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, solicito a usted que la respuesta sobre la 
aceptación de esta Recomendación, en su caso, sea informada dentro del térmi-
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Igualmente, con el mismo fundamento jurídico, se solicita a usted que, en su 

caso, las pruebas correspondientes al cumplimiento de la Recomendación se 
envíen a esta Comisión Nacional dentro de un término de 15 días hábiles siguien­
tes a la fecha en que haya concluido el plazo para informar sobre la aceptación 
de la misma. 

La falta de presentación de pruebas dará lugar a que se interprete que la pre­
sente Recomendación no fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos quedará en libertad de hacer pública esa circunstancia. 

Atentamente
 
El Presidente de la Comisión Nacional
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Recomendación 47/2007
 
Sobre el caso del señor 

Ramón Rodríguez Sánchez 

SÍNTESIS: El 16 de agosto de 2006, el señor Ramón Rodríguez Zazueta presentó 
una queja ante esta Comisión Nacional, en la cual manifestó presuntas violaciones 
a los Derechos Humanos de su señor padre, Ramón Rodríguez Sánchez, por perso­
nal médico del Instituto Mexicano del Seguro Social en Ciudad Obregón, Sonora, en 
razón de que el 20 de mayo de ese año el agraviado ingresó al citado nosocomio 
con una pérdida considerable de sangre, ya que había sido agredido por un delin­
cuente, por lo que los médicos optaron por transfundirle sangre. Indicó que debido 
a que le pidieron sangre como condición para seguir atendiendo a su señor padre y 
reponer la que le habían transfundido, aunque él en ningún momento solicitó las 
transfusiones, el 29 de mayo de 2006 se vio en la necesidad de trasladar a su fami­
liar a un hospital particular para que le brindaran la atención médica urgente que 
requería, donde le pidieron un resumen clínico de su estancia en el Hospital de Es­
pecialidades Número 1 del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) en Ciudad 
Obregón, pero éste le fue negado bajo el argumento de que habían firmado un alta 
voluntaria. 

Manifestó que toda vez que tenía que pagar diariamente en el hospital privado 
la cantidad de $15,000.00, el 3 de junio de 2006 tuvo que reingresar al agraviado al 
IMSS, bajo las condiciones que le impusieron en torno al tratamiento y opciones mé­
dicas, sin permitirle elegir al médico tratante y el tratamiento sin transfusiones; re­
firió además que en este nosocomio el paciente presentó serias complicaciones en 
la sangre, continuas hemorragias y altas temperaturas; agregando que los médicos 
tratantes no se percataron de que la situación de su familiar era grave y durante el 
tiempo que estuvo hospitalizado no le fue conectado ningún aparato que registrara 
sus signos vitales y emitiera alguna alarma cuando tuviera alguna complicación, por 
lo que al entrar el agraviado en coma, los referidos galenos trataron de aplicarle ma­
niobras de reanimación sin éxito, por lo que falleció a las 12:55 horas del 3 de julio 
de 2006. Manifestó, asimismo, que al platicar con el médico forense adscrito a la 
Agencia del Ministerio Público, éste le comentó que su padre falleció con sólo 1,000 
plaquetas, cuando lo normal es que existan 318,000 plaquetas en un organismo hu­
mano. 

Del análisis realizado a las evidencias que integran el expediente de queja, esta 
Comisión Nacional observó violaciones al derecho a la vida y protección a la salud, 
imputables a servidores públicos adscritos al Hospital General Regional Número 1 
del IMSS en Ciudad Obregón, Sonora, en agravio del señor Ramón Rodríguez Sánchez, 
al considerarse que a consecuencia de una deficiente atención médica, por la dila­
ción en la administración de antiinflamatorios e inmunosupresores que limitaran 
la reactivación y complicaciones de la hepatitis autoinmune y por la dilación en las 
valoraciones de los Servicios de Gastroenterología y Hematología, el 3 de julio de 
2006 el paciente falleció por problemas de coagulación intravascular diseminada, 
evento vascular cerebral hemorrágico y trombocitopania severa. 

Igualmente se pudo observar que tales servidores públicos incumplieron con los 
lineamientos establecidos en la Norma Oficial Mexicana NOM-168-SSA1-1998 Del 
Expediente Clínico, toda vez que las hojas relativas al consentimiento informado 
carecieron de fecha y firma de médicos tratantes y testigos; además, tampoco se 
encontraron hojas de enfermería y de indicaciones médicas y hubo notas médicas 
sin fechas, nombres, firmas ni clave de los médicos tratantes, y no se advirtió el re­
porte sobre el estudio histopatológico de la biopsia de hígado tomada el 14 de junio 
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003-SSA2-1993 Para la Disposición de Sangre Humana y sus Componentes con 
Fines Terapéuticos, ya que no se realizaron las hojas de consentimiento informado 
específicas para la transfusión sanguínea y la solicitud de sangre. 

Asimismo, incumplieron lo señalado en los artículos 4o., párrafo tercero, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o.; 2o.; 23; 32; 33; 34, 
fracción II, y 51, de la Ley General de Salud; 48 del Reglamento de la Ley General de 
Salud en Materia de Prestación de Servicios de Atención Médica, así como 6o. del 
Reglamento de Servicios Médicos del Instituto Mexicano del Seguro Social, que es­
tablecen el derecho de todo paciente a que se proteja su salud, mediante la obten­
ción de una atención oportuna, de calidad idónea, profesional y éticamente res­
ponsable, de conformidad con los artículos 12.1, y 12.2, incisos c) y d), del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, así como 10.1, y 10.2, 
incisos a), b) y d), del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Dere­
chos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, para 
asegurar la plena efectividad y alcance del más alto nivel de salud para todos los 
individuos, con lo cual su actuación no se apegó presumiblemente a lo establecido 
en los artículos 8o., fracciones I y XXIV, de la Ley Federal de Responsabilidades Ad­
ministrativas de los Servidores Públicos, así como 303 de la Ley del Seguro Social, 
que disponen la obligación que tienen los servidores públicos de cumplir con el 
servicio encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión que cause su sus­
pensión o deficiencia, o implique el incumplimiento de cualquier disposición legal, 
reglamentaria o administrativa relacionada con el servicio público. 

Por lo anterior, el 3 de octubre de 2007, este Organismo Nacional emitió la Reco­
mendación 47/2007, dirigida al Director General del Instituto Mexicano del Seguro 
Social, en la que se le solicitó realice los trámites administrativos correspondientes 
para que a los familiares del agraviado, a quienes les asista el derecho, les sea repa­
rado el daño causado, incluido los gastos erogados, en atención a las consideracio­
nes planteadas en el capítulo de observaciones de la Recomendación en cuestión, y 
se envíen a esta Comisión Nacional las constancias con las que se acredite su cum­
plimiento; por otra parte, gire instrucciones administrativas para que en lo sucesivo 
se proporcione una atención médica profesional a los pacientes de los Servicios de 
Cirugía General, Medicina Interna, Hematología y Gastroenterología del Hospi­
tal General Regional Número 1 del Instituto Mexicano del Seguro Social en Ciudad 
Obregón, Sonora, y con ello se eviten actos como los que dieron origen al presente 
pronunciamiento; de igual manera, gire instrucciones para que se dé vista al Órga­
no Interno de Control en el Instituto Mexicano del Seguro Social, con objeto de que 
se inicie y determine, conforme a Derecho, un procedimiento administrativo de in­
vestigación en contra de los servidores públicos adscritos a los Servicios de Cirugía 
General, Gastroenterología, Medicina Interna y Hematología, del mencionado hos­
pital, así como por su responsabilidad en torno al manejo del expediente médico en 
el Hospital General Regional Número 1 del Instituto Mexicano del Seguro Social 
en Ciudad Obregón, por no acatar las Normas Oficiales Mexicanas NOM-168-SSA1­
1998 Del Expediente Clínico, y NOM-003-SSA2-1993 Para la Disposición de Sangre 
Humana y sus Componentes con Fines Terapéuticos, informando a esta Comisión 
Nacional desde su inicio hasta su resolución final, asimismo, gire instrucciones a fin 
de que se impartan cursos al personal tanto médico como de enfermería y adminis­
trativo respecto de las Normas Oficiales Mexicanas aplicables al Sector Salud, y en 
particular de las Normas Oficiales Mexicanas NOM-168-SSA1-1998 Del Expediente 
Clínico, y NOM-003-SSA2-1993 Para la Disposición de Sangre Humana y sus Compo­
nentes con Fines Terapéuticos. 
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México, D. F., 3 de octubre de 2007 

Sobre el caso del señor Ramón Rodríguez Sánchez 

Mtro. Juan Francisco Molinar Horcasitas,
 
Director General del Instituto Mexicano del Seguro Social
 

Distinguido señor Director: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 
102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o.; 3o., párrafo 
primero; 6o., fracciones II y III; 15, fracción VII; 24, fracciones II y IV; 44; 46, y 51, de la Ley de la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos, así como 128, 129, 130, 131, 132, 133 y 136 de su 
Reglamento Interno, ha examinado los elementos contenidos en el expediente 2006/4022/1/Q, 
relacionados con la queja interpuesta por el señor Ramón Rodríguez Zazueta, y vistos los siguientes: 

I. HECHOS 

El 16 de agosto de 2006, el señor Ramón Rodríguez Zazueta presentó una queja 
ante esta Comisión Nacional, en la cual manifestó presuntas violaciones a los 
Derechos Humanos de su señor padre, Ramón Rodríguez Sánchez, atribuidas al 
personal médico del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) en Ciudad 
Obregón, Sonora, en razón de que el 20 de mayo de ese año el agraviado ingre­
só al citado nosocomio con una pérdida considerable de sangre, ya que había 
sido agredido por un delincuente, por lo que los médicos optaron por transfundirle 
sangre. 

Indicó que debido a que le pidieron sangre como condición para seguir aten­
diendo a su señor padre y reponer la que le habían transfundido, aunque él en 
ningún momento solicitó las transfusiones, el 29 de mayo de 2006 se vio en la 
necesidad de trasladar a su familiar a un hospital particular para que le brindaran 
la atención médica urgente que requería, y ahí les pidieron un resumen clínico de 
su estancia en el Hospital de Especialidades Número 1 del IMSS en ciudad Obregón, 
Sonora, pero éste le fue negado bajo el argumento de que habían firmado un 
alta voluntaria. 

Manifestó que toda vez que tenía que pagar diariamente en el hospital priva­
do la cantidad de $15,000.00 pesos (Quince mil pesos 00/100 m. n.), el 3 de 
junio de 2006 tuvo que reingresar al agraviado al IMSS, bajo las condiciones que 
le impusieron en torno al tratamiento y las opciones médicas, sin permitirle elegir 
al médico tratante y el tratamiento sin transfusiones; refirió, además, que en este 
nosocomio el paciente presentó serias complicaciones en la sangre, continuas 
hemorragias y altas temperaturas; agregó también que los médicos tratantes no 
se percataron de que la situación de su familiar era grave, y que durante el tiem­
po que estuvo hospitalizado no le fue conectado ningún aparato que registrara 
sus signos vitales y emitiera alguna alarma cuando tuviera alguna complicación, 
por lo que al entrar el agraviado en coma los referidos galenos trataron de apli­
carle maniobras de reanimación, sin éxito, por lo que falleció a las 12:55 horas 
del 3 de julio de 2006. 

Manifestó, asimismo, que al platicar con el médico forense adscrito a la Agen­
cia del Ministerio Público, éste le comentó que su padre falleció con sólo 1,000 
plaquetas, cuando lo normal es que existan 318,000 plaquetas en un organismo 
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En el presente caso las constituyen: 

A. El escrito de queja y ratificación de la misma, recibidos vía fax en esta Comi­
sión Nacional el 16 y 21 de agosto de 2006, respectivamente, los que fueron 
enviados por el señor Ramón Rodríguez Zazueta. 

B. Los oficios 0954-06-051040/11693 y 09-90-01-051040/12259, del 29 de sep­
tiembre y 11 de octubre de 2006, respectivamente, junto con los cuales la Coor­
dinación Técnica de Atención a Quejas e Información Pública de la Coordinación 
de Atención a Quejas y Orientación al Derechohabiente del IMSS envió la si­
guiente documentación: 

1. El resumen clínico del 4 de septiembre de 2006, suscrito por el Jefe del Servi­
cio de Cirugía General del Hospital General Regional Número 1 del IMSS en 
Ciudad Obregón, Sonora, mediante el cual informó sobre la atención médica 
que se le proporcionó al señor Ramón Rodríguez Sánchez. 

2. La copia del expediente clínico de la atención médica proporcionada al agra­
viado en el Hospital General Regional Número 1 del IMSS en Ciudad Obregón, 
Sonora. 

3. La copia de los resúmenes clínicos relativos a la atención médica que se le 
proporcionó al agraviado, los cuales fueron suscritos por diversos servidores públi­
cos adscritos al Servicio de Cirugía General, así como el médico no familiar anes­
tesiólogo, y el Jefe del Servicio de Urgencias, todos ellos del Hospital General 
Regional Número 1 del IMSS en Ciudad Obregón, Sonora. 

C. El escrito del 16 de noviembre de 2006, mediante el cual el quejoso, señor 
Ramón Rodríguez Zazueta, remitió a esta Comisión Nacional copia de diversas 
constancias médicas relacionadas con el servicio médico brindado al agraviado. 

D. La opinión médica emitida el 20 de marzo de 2007 por la Coordinación de 
Servicios Periciales de esta Comisión Nacional, en la que se establecen las consi­
deraciones técnicas sobre la atención médica otorgada al señor Ramón Rodríguez 
Sánchez, en el Hospital General Regional Número 1 del IMSS en Ciudad Obre­
gón, Sonora. 

E. El oficio 09-90-01-051040/03128, del 27 de marzo de 2007, a través del cual 
la Coordinación Técnica de Atención a Quejas e Información Pública de la Coor­
dinación de Atención a Quejas y Orientación al Derechohabiente del IMSS comu­
nicó a esta Comisión Nacional que con el diverso 09-90-01-051040/00162, del 
20 de diciembre de 2006, se le notificó al señor Ramón Rodríguez Zazueta que 
la Comisión Bipartita de Atención al Derechohabiente del H. Consejo Técnico de 
ese Instituto. mediante acuerdo del 30 de noviembre de 2006, resolvió la queja 
como improcedente, ya que el asegurado había sufrido de lesiones graves produ­
cidas por arma blanca y la atención médica que se le brindó en las áreas ins­
titucionales fue acorde a las alteraciones que presentaba, por lo que su falleci­
miento se debió a la gravedad de las heridas que le causaron y a las complicaciones 
derivadas de su enfermedad de fondo. 
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III. SITUACIÓN JURÍDICA 

El 20 de mayo de 2006, el señor Ramón Rodríguez Sánchez ingresó al Área de 
Urgencias del Hospital General Regional Número 1 del IMSS en Ciudad Obregón, 
Sonora, debido a que sufrió una agresión por tercera persona con arma punzo 
cortante, la cual le provocó una lesión en el tórax, abdomen y brazo izquierdo, 
situación por la cual fue valorado y se le prescribieron los tratamientos médicos 
e intervenciones quirúrgicas que sus médicos tratantes consideraron adecua­
dos; sin embargo, el 29 del mes citado los familiares del agraviado solicitaron su 
alta voluntaria al no observar mejoría y lo internaron en un hospital privado para 
su atención. 

El 3 de junio de 2006, el agraviado reingresó al citado hospital, y falleció el 3 
de julio de ese año por problemas de coagulación intravascular diseminada, evento 
vascular cerebral hemorrágico, trombocitopania severa, lesión por arma blanca y 
hepatitis autoinmune. 

Por otra parte, el IMSS, con motivo de la queja presentada por el señor Ramón 
Rodríguez Zazueta, el 9 de junio de 2006, inició el expediente de queja número 
Q/SON/246-10-2006/NC-291-10-2006, y mediante el oficio 09-90-01-051040/ 
00162, del 20 de diciembre de 2006, la Coordinación Técnica de Atención a Que­
jas e Información Pública de la Coordinación de Atención a Quejas y Orientación 
al Derechohabiente del IMSS le notificó al quejoso, señor Ramón Rodríguez 
Zazueta, que la Comisión Bipartita de Atención al Derechohabiente del H. Conse­
jo Técnico de ese Instituto, mediante acuerdo del 30 de noviembre de 2006, re­
solvió la queja como improcedente; asimismo, se le comunicó que no ha lugar el 
“reintegro” solicitado con fundamento en el artículo 63 del Reglamento de Ser­
vicios Médicos, y que en caso de inconformidad con la referida resolución, en 
términos del artículo 294 de la Ley del Seguro Social, quedaban a salvo sus de­
rechos para hacerlos valer ante el H. Consejo Consultivo Delegacional correspon­
diente. 

IV. OBSERVACIONES 

Del análisis lógico-jurídico realizado al conjunto de evidencias que integran el 
expediente iniciado con motivo de la queja formulada por el señor Ramón Ro­
dríguez Zazueta, esta Comisión Nacional considera que existen elementos que 
permiten acreditar violaciones al derecho a la vida y protección a la salud en agra­
vio del señor Ramón Rodríguez Sánchez, por parte de servidores públicos adscri­
tos al Hospital General Regional Número 1 del IMSS en Ciudad Obregón, Sono­
ra, en razón de las siguientes consideraciones: 

Mediante los oficios 0954-06-051040/11693 y 09-90-01-051040/12259, del 
29 de septiembre y 11 de octubre de 2006, respectivamente, la Coordinación 
Técnica de Atención a Quejas e Información Pública de la Coordinación de Aten­
ción a Quejas y Orientación al Derechohabiente del IMSS remitió a esta Comisión 
Nacional los resúmenes clínicos relativos a la atención médica que se le propor­
cionó al agraviado, suscritos por los doctores Carlos Quiroga F., Jorge Rafael As­
torga Flores, Édgar Oswaldo Durán Sánchez y Jesús Xochihua Ochoa, adscritos 
al Servicio de Cirugía General, así como de José René Barrera Serrano, médico no 
familiar anestesiólogo, y Raúl Rochin Aguirre, Jefe del Servicio de Urgencias, 
todos ellos del Hospital General Regional Número 1 de ese Instituto en Ciudad 
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les se desprendió que el señor Ramón Rodríguez Sánchez, de 68 años, portador 
de psoriasis y hepatitis autoinmune, diagnósticos previamente conocidos de va­
rios años y con manejo médico por los Servicios de Dermatología y Gastroen­
terología, respectivamente, el 20 de mayo de 2006 ingresó al Área de Urgencias 
del citado nosocomio en estado de choque hipovolémico, grado III, secundario a 
herida por arma blanca punzo cortante en tórax, abdomen y brazo izquierdo, 
situación por la cual se le informó al paciente la necesidad de intervenirlo qui­
rúrgicamente de forma inmediata, para controlar la hemorragia, y de realizar la­
parotomía exploradora, así como de evaluar las heridas a nivel de tórax, lo cual 
aceptó, por lo que firmó la hoja respectiva en la que se establece lo relativo a la 
operación y la anestesia, ya que en ese momento no se contaba con la presencia 
de familiares en el hospital. 

Asimismo, se advirtió que el paciente a su arribo fue trasladado al quirófano y 
durante la laparotomía exploradora se le reparó (sic) lesión ileal distal de 75 % en 
su borde mesentérico en dos planos término-terminal, además se evacuaron al­
gunos coágulos derivados de la hemorragia de la lesión a ese nivel; en el brazo 
izquierdo, durante la exploración vascular, se identificó sección total de la arteria 
humeral reparándola (sic) término-terminal con prolene vascular 6-0, así como 
hemostasia con seda 2-0 de otros vasos lesionados a ese nivel; asimismo, se in­
dicó que se realizó faciotomía y evacuación de coágulos, recuperando pulso y 
llenado capilar en la extremidad afectada; se verificó que las heridas a nivel de 
tórax no penetraron a pleura, por lo que se manejó de manera conservadora; 
aunado a lo anterior, se desprendió que durante el procedimiento quirúrgico el 
médico anestesiólogo le hemotransfundió una unidad de paquete globular. 

Además, se indicó que el paciente mostró datos de reactivación de la hepatitis 
autoinmune como respuesta metabólica al trauma, aunado a que ese tipo de he­
patitis cursa con signo de plaquetopenia, los cuales se empezaron a manifestar 
al día siguiente del traumatismo con fibras que llegaron en forma descendente y 
progresiva durante los 10 días siguientes, llegando a la cifra de 41.6 mil plaquetas, 
por lo que durante ese tiempo presentó deshicencia de la aponeurosis con intes­
tino contenido por la piel, sin exposición. 

Debido a las malas condiciones del agraviado, se solicitó la valoración a Me­
dicina Interna, donde el 29 de mayo de 2006 se consideró que el caso era de una 
insuficiencia hepática; sin embargo, en esa fecha, el paciente se fue por alta vo­
luntaria solicitada por los familiares, los cuales lo trasladaron al hospital privado 
San José, donde permaneció internado hasta el 3 de junio de ese año, y al pa­
recer únicamente le suministraron derivados sanguíneos sin practicarle opera­
ción alguna. 

El 3 de junio de 2006, el paciente reingresó al nosocomio de referencia, y el 
4 de ese mes fue sometido a reintervención quirúrgica, donde el doctor Vinicio 
Pérez, médico cirujano general adscrito al Servicio de Cirugía General del men­
cionado hospital, procedió a colocarle bolsa tipo Bogotá (bolsa estéril que se 
abre de forma lateral con que se cubre la herida abdominal y los bordes se sutu­
ran a la piel, así las asas intestinales quedan contenidas por esta bolsa, y como 
son flexibles amortiguan los aumentos de la presión intraabdominal, permiten la 
observación continua de la cavidad abdominal para mejor control de la hemosta­
sis y sepsis, y evitan dañar la fascia que se usará más tarde para el cierre definiti­
vo de una segunda operación, después de que hayan mejorado las condiciones 
del paciente); con posterioridad se solicitó la colaboración del Servicio de Gas­
troenterología, por lo que el 7 del mes citado la gastroenteróloga, doctora Car-
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de hepatitis autoinmune que años anteriores había manejado, por lo que inició 
el tratamiento médico, y el 12 de ese mes, esa profesional nuevamente lo valo­
ró e indicó que estaba cursando una insuficiencia hepática en clase B de Child-
Pugh. 

Toda vez que las condiciones de plaquetonía empezaron a recuperarse, el 14 
de junio de 2006 se le practicó otra cirugía de cierre de pared abdominal, con 
colocación de malla, pero se encontraron en la línea media de la pared abdomi­
nal un gran defecto de la aponeurosis, abundantes natas de fibrina ya purulentas, 
abscesos interasas, así como un gran absceso de la pared en flanco derecho, con 
aponeurosis desvitalizada y friable. Posteriormente presentó una evolución insi­
diosa, y se le hicieron dos curaciones en la herida por día; el 22 de junio presentó 
una plaquetopenia de 104,000, que desciende hasta 34,200 el 27 de junio, y 
sangrado en capas de la herida quirúrgica, por lo que fue valorado por he­
matología, que indicó hemotransfundir concentrados plaquetarios, así como 
gamma globulina, mejorando transitoriamente sus plaquetas, además se indica­
ron paquetes globulares por anemia severa, con reporte de Hb de 5.40 y he­
matocrito de 15.8 %, y había tiempo de coagulación prolongado con resultados 
de tiempo de protombina de 68 % de actividad. 

Asimismo, se desprendió que el 3 de julio de 2006 el paciente entró en estado 
de inconsciencia súbita por paro cardiorrespiratorio, por lo que se le proporcionó 
reanimación cardiopulmonar, intubación orotraqueal y ventilación mecánica; sin 
embargo, toda vez que entró en asistolia se continuó con la reanimación car­
diopulmonar y uso de aminas, y fue valorado por el doctor Delgado Neri, adscri­
to al Servicio de Medicina Interna, quien indicó que la causa de ese evento derivó 
por coma neurológico secundario a sangrado a nivel del sistema nervioso cen­
tral, nuevamente presentó otro paro cardiaco irreversible a las 12:35 horas, por 
lo que se declaró su muerte a las 12:55 horas de esa fecha. 

En razón de lo expuesto, se solicitó la opinión médica de la Coordinación de 
Servicios Periciales de esta Comisión Nacional, en la que se destacó que respecto 
de la atención médica brindada al paciente, señor Ramón Rodríguez Sánchez, 
del 22 al 29 de mayo de 2006, por los doctores Jesús Xochihua Ochoa, Jefe de 
Cirugía General, y Édgar Oswaldo Durán Sánchez, cirujano general, ambos ads­
critos al Servicio de Cirugía General, así como por el doctor de apellido Landeros, 
adscrito al Área de Medicina Interna, todos ellos del Hospital General Regional 
Número 1 del IMSS en Ciudad Obregón, Sonora, fue deficiente, toda vez que a 
pesar de que el agraviado desde el 21 de mayo de 2006 cursó con descensos im­
portantes en la hemoglobina, hematocrito y plaquetas, y no se normalizó, no 
obstante de la transfusión de hemoderivados que se le realizó, los médicos tra­
tantes adscritos al Servicio de Cirugía omitieron durante nueve días solicitar valo­
ración por parte de Medicina Interna, Gastroenterología y Hematología, en el 
entendido de que la discrasia sanguínea era altamente sugestiva de ser produci­
da por la hepatitis autoinmune con la cual cursaba, no integrando con ello un 
diagnóstico de certeza, ni ingresarlo a un protocolo de estudio completo y por 
tanto no se le instauró tratamiento médico con inmunosupresores. 

Además, tampoco insistieron en la interconsulta por el Servicio de Angiología, 
que había sido solicitada el 23 de mayo de 2006; valoración que era necesaria 
debido a la lesión vásculo-nerviosa del miembro torácico afectado para descartar 
o prevenir las secuelas, siendo de conocimiento obligado en su especialidad. 

Por otra parte, el doctor de apellido Landeros, adscrito al Área de Medicina 
Interna, a pesar de que el paciente ya presentaba un deterioro neurológico el 29 
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Intensiva, no obstante que éste presentaba encefalopatía hepática, glucemia de 
45 mgs en sangre, leucocitosis de 23000, cifras francas de proceso séptico agre­
gado y discrasia sanguínea. 

Con relación a la atención médica brindada al agraviado, señor Ramón Ro­
dríguez Sánchez, el 7 de junio de 2006, por el Servicio de Gastroenterología del 
mencionado hospital, del contenido de la misma opinión técnica se advirtió que 
la gastroenteróloga, doctora Carmen Corona, en la valoración efectuada en esa 
fecha, indicó que el paciente presentaba datos de actividad de hepatitis auto-
inmune, sin embargo, esa servidora pública omitió prescribir la administración de 
medicamentos antiinflamatorios e inmunosupresores específicos para la enfer­
medad, tales como prednisona, azatiopirina o miocofenolato, ello con objeto de 
corregir y limitar el daño, toda vez que el tratamiento con hidrocortisona no era 
la primera elección; además, tampoco consideró la discrasia sanguínea como 
resultado de dicha actividad inmunológica. 

De lo anterior se desprende que la citada profesional incurrió en dilación en el 
manejo con el medicamento denominado prednisona, ya que a pesar de que en 
la valoración del 7 de junio de 2006 reportó al paciente con datos de actividad 
de hepatitis autoinmune, prescribió esa medicina hasta el 15 de junio de 2006, 
es decir, ocho días después de haber dado el diagnóstico de referencia, cuando 
el padecimiento ya había evolucionado en perjuicio de la salud del agraviado. 

Asimismo, en relación con el Servicio de Hematología, de las consideraciones 
del dictamen emitido por la Coordinación de Servicios Periciales de esta Comi­
sión Nacional, se advierte que existió una dilación en la valoración, ya que no obs­
tante que el 26 de junio de 2006 el doctor Jesús Xochihua Ochoa, Jefe de Cirugía 
General, solicitó interconsulta al Servicio de Hematología, debido a la urgencia 
del caso al presentar el paciente disminución alarmante de las plaquetas y san­
grado de la herida quirúrgica, fue hasta el 28 de ese mes, es decir, dos días des­
pués, cuando el doctor de apellido Castillo, médico de base adscrito al Área de 
Hematología, reportó al agraviado con plaquetopenia severa, con tiempos de coa­
gulación normales y leve descenso del fibrinógeno, por lo cual concluyó que el 
mecanismo de esa alteración resultaba de tipo autoinmune o una fase inicial de 
consumo, situación por la cual solicitó estudios y aplicación de gammaglobulina, 
esteroides intravenosos y transfusión de plaquetas; sin embargo, la evolución del 
padecimiento ya era irreversible. 

Respecto del servicio médico proporcionado por el médico tratante, doctor 
Jesús Xochihua Ochoa, Jefe de Cirugía General, se advierte que éste omitió dar 
seguimiento y ejercer vigilancia estrecha del paciente, lo cual se evidenció en la 
nota médica del 26 de junio de 2006, en la cual se indicó su alta, sin percatarse 
que desde tres días antes cursaba con plaquetopenia de 28,000, hemoglobina de 
10.3 grs/dl y leucocitos de 10400, ya que hasta esa fecha solicitó interconsulta al 
Área de Hematología. 

Por lo expuesto, se considera que como consecuencia de una deficiente aten­
ción médica, determinada por la dilación en la administración de antiinflamatorios 
e inmunosupresores que limitaran la reactivación y complicaciones de la hepatitis 
autoinmune, con la consecuente discrasia sanguínea y aunada a la dilación en las 
valoraciones por parte de los Servicios de Gastroenterología y Hematología, el 3 
de julio de 2006 el señor Ramón Rodríguez Sánchez falleció por problemas de 
coagulación intravascular diseminada, evento vascular cerebral hemorrágico, trom­
bocitopania severa, siendo la discrasia sanguínea secundaria a una coagulopatía 
por consumo por falla hepática y no como consecuencia de la transfusión de he-
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Finalmente, de las constancias que obran en el expediente clínico del señor Ra­

món Rodríguez Sánchez se observa que se incumplió con los lineamientos esta­
blecidos en la Norma Oficial Mexicana NOM-168-SSA1-1998 Del Expediente Clí­
nico, toda vez que las hojas relativas al consentimiento informado carecieron de 
fecha y firma de médicos tratantes y testigos; además, tampoco se encontraron 
hojas de enfermería y de indicaciones médicas, y hubo notas médicas sin fechas, 
nombres, firmas ni clave de los médicos tratantes, y no se advirtió el reporte sobre 
el estudio histopatológico de la biopsia de hígado tomada el 14 de junio de 2006. 
Además, no se cumplió lo previsto en la Norma Oficial Mexicana NOM-003­
SSA2-1993 Para la Disposición de Sangre Humana y sus Componentes con Fines 
Terapéuticos, ya que no se realizaron las hojas de consentimiento informado espe­
cíficas para la transfusión sanguínea ni la solicitud de sangre, donde se descri­
bieran los antecedentes de importancia y el diagnóstico para los efectos trans­
fusionales para cada una de las transfusiones, y que debían ser elaborada por el 
médico tratante. 

En consecuencia, para esta Comisión Nacional se acredita que los doctores 
Jesús Xochihua Ochoa, Jefe de Cirugía General; Édgar Oswaldo Durán Sánchez, 
cirujano general; Carmen Corona, gastroenteróloga, y los doctores de apellidos 
Landeros, del Área de Medicina Interna, y Castillo, médico de base, todos ellos ads­
critos a los Servicios de Cirugía General, Gastroenterología, Medicina Interna y 
Hematología, respectivamente, del Hospital General Regional Número 1 del IMSS 
en Ciudad Obregón, Sonora, que atendieron al agraviado, señor Ramón Rodríguez 
Sánchez, del 22 al 29 de mayo, así como los días 7, 15, 26 y 28 de junio de 2006, 
incumplieron lo señalado en los artículos 4o., párrafo tercero, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 1o.; 2o.; 23; 32; 33; 34, fracción II, y 
51, de la Ley General de Salud; 48 del Reglamento de la Ley General de Salud en 
Materia de Prestación de Servicios de Atención Médica, así como 6o. del Regla­
mento de Servicios Médicos del IMSS, que establecen el derecho de todo pacien­
te a que se proteja su salud mediante la obtención de una atención oportuna, de 
calidad idónea, profesional y éticamente responsable. 

En ese sentido, los médicos tratantes omitieron atender el contenido de las dis­
posiciones relacionadas con el derecho a la protección de la salud, previstas en 
los instrumentos internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados 
por el Senado de la República, en términos del artículo 133 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, que establecen el margen mínimo de 
calidad en los servicios médicos que proporciona el Estado a su población, y de 
conformidad con los artículos 12.1, y 12.2, incisos c) y d), del Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, así como 10.1, y 10.2, incisos a), 
b) y d), del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Huma­
nos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, para asegurar la 
plena efectividad y alcance del más alto nivel de salud para todos los individuos. 

Por ello, es evidente que la actuación del personal médico del Hospital General 
Regional Número 1 del IMSS en Ciudad Obregón, Sonora, no se apegó a lo esta­
blecido en los artículos 8o., fracciones I y XXIV, de la Ley Federal de Responsabi­
lidades Administrativas de los Servidores Públicos, así como 303 de la Ley del 
Seguro Social, que disponen la obligación que tienen los servidores públicos de 
cumplir con el servicio encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión que 
cause su suspensión o deficiencia, o implique el incumplimiento de cualquier dispo­
sición legal, reglamentaria o administrativa relacionada con el servicio público. 

Para esta Comisión Nacional no pasa inadvertido que con el oficio número 09­
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ción a Quejas e Información Pública de la Coordinación de Atención a Quejas y 
Orientación al Derechohabiente del IMSS comunicó a esta Comisión Nacional 
que con el diverso 09-90-01-051040/00162, del 20 de diciembre de 2006, se le 
notificó al señor Ramón Rodríguez Zazueta que la Comisión Bipartita de Aten­
ción al Derechohabiente del H. Consejo Técnico, mediante acuerdo del 30 de no­
viembre de 2006, resolvió la queja como improcedente; asimismo, se le comuni­
có que no ha lugar el reintegro solicitado con fundamento en el artículo 63 del 
Reglamento de Servicios Médica, y finalmente se le informó que en caso de in-
conformidad con la referida resolución, en términos del artículo 294 de la Ley del 
Seguro Social, quedaban a salvo sus derechos para hacerlos valer ante el H. Con­
sejo Consultivo Delegacional correspondiente. 

Sin embargo, esta Comisión Nacional considera que si bien es cierto que una 
de las vías previstas en el sistema jurídico mexicano para lograr la reparación del 
daño derivado de la responsabilidad profesional consiste en plantear la reclama­
ción ante el órgano jurisdiccional competente, también lo es que el Sistema No 
Jurisdiccional de Protección de los Derechos Humanos, de conformidad con lo 
establecido en los artículos 113, segundo párrafo, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos; 44 de la Ley de la Comisión Nacional de los Dere­
chos Humanos; 1915, 1917 y 1918 del Código Civil Federal, así como 1o., 2o. y 
9o. de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado, prevén la posibi­
lidad de que al acreditarse una violación a los Derechos Humanos atribuible a un 
servidor público del Estado, la Recomendación que se formule a la dependencia 
pública debe incluir las medidas que procedan para lograr la efectiva restitución 
de los afectados en sus derechos fundamentales, y las relativas a la reparación de 
los daños y perjuicios que se hubieran ocasionado, por lo cual resulta procedente 
se realice la indemnización conducente a los familiares del agraviado. 

En consecuencia, esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos se permi­
te formular respetuosamente a usted, señor Director General, las siguientes: 

V. RECOMENDACIONES 

PRIMERA. Se ordene a quien corresponda se realicen los trámites administrati­
vos correspondientes a efecto de que a los familiares del agraviado, a quienes les 
asista el derecho, les sea reparado el daño causado, incluidos los gastos erogados, 
en atención a las consideraciones planteadas en el capítulo de observaciones de 
esta Recomendación y se envíen a esta Comisión Nacional las constancias con 
las que se acredite su cumplimiento. 

SEGUNDA. Se giren las instrucciones administrativas necesarias para que en lo 
sucesivo se proporcione una atención médica profesional a los pacientes de los 
Servicios de Cirugía General, Medicina Interna, Hematología y Gastroenterología 
del Hospital General Regional Número 1 del Instituto Mexicano del Seguro Social 
en Ciudad Obregón, Sonora, y con ello se eviten actos como los que dieron ori­
gen al presente pronunciamiento. 

TERCERA. Se sirva instruir a quien corresponda se dé vista al Órgano Interno de 
Control en el Instituto Mexicano del Seguro Social, con objeto de que se inicie y 
determine, conforme a Derecho, el procedimiento administrativo de investiga­
ción en contra de los doctores Jesús Xochihua Ochoa, Jefe de Cirugía General; 
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loga, y los doctores de apellidos Landeros, adscrito a Medicina Interna, y Castillo, 
médico de base, todos ellos adscritos a los Servicios de Cirugía General, Gas­
troenterología, Medicina Interna y Hematología, respectivamente, del Hospital 
General Regional Número 1 del Instituto Mexicano del Seguro Social en Ciudad 
Obregón, Sonora, que atendieron al señor Ramón Rodríguez Sánchez, con base 
en las consideraciones planteadas en el cuerpo de la presente Recomendación; 
así como por su responsabilidad en torno al manejo del expediente médico en el 
Hospital General Regional Número 1 del Instituto Mexicano del Seguro Social en 
Ciudad Obregón, Sonora, por no acatar las Normas Oficiales Mexicanas NOM-168­
SSA1-1998 Del Expediente Clínico, y NOM-003-SSA2-1993 Para la Disposición de 
Sangre Humana y sus Componentes con Fines Terapéuticos, informando a esta 
Comisión Nacional desde su inicio hasta su resolución final. 

CUARTA. Se giren las instrucciones administrativas necesarias para que se impar­
tan cursos al personal tanto médico como de enfermería y administrativo respec­
to de las Normas Oficiales Mexicanas aplicables al Sector Salud, y en particular 
de las Normas Oficiales Mexicanas NOM-168-SSA1-1998 Del Expediente Clínico, 
y NOM-003-SSA2-1993 Para la Disposición de Sangre Humana y sus Componen­
tes con Fines Terapéuticos. 

La presente Recomendación, de acuerdo con lo señalado en el artículo 102, apar­
tado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el ca­
rácter de pública y se emite con el propósito fundamental tanto de hacer una de­
claración respecto de una conducta irregular cometida por servidores públicos 
en el ejercicio de las facultades que expresamente les confiere la ley, como de 
obtener la investigación que proceda por parte de las dependencias administra­
tivas o cualesquiera otras autoridades competentes para que, dentro de sus atri­
buciones, apliquen las sanciones conducentes y se subsane la irregularidad de 
que se trate. 

De conformidad con el artículo 46, segundo párrafo, de la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, se solicita de usted que la respuesta sobre la 
aceptación de esta Recomendación, en su caso, sea informada dentro del térmi­
no de 15 días hábiles siguientes a esta notificación. 

Igualmente, con el mismo fundamento jurídico, se solicita a usted que, en su 
caso, las pruebas correspondientes al cumplimiento de la Recomendación se 
envíen a esta Comisión Nacional dentro de un término de 15 días hábiles siguien­
tes a la fecha en que haya concluido el plazo para informar sobre la aceptación 
de la misma. 

La falta de presentación de pruebas dará lugar a que se interprete que la pre­
sente Recomendación no fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos quedará en libertad de hacer pública esa circunstancia. 

Atentamente
 
El Presidente de la Comisión Nacional
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Recomendación 48/2007
 
Sobre el recurso de impugnación 

de la señora María Pascuala Solís Hernández 

SÍNTESIS: El 27 de noviembre de 2006, esta Comisión Nacional inició el expediente 
2006/421/5/RI, con motivo del recurso de impugnación presentado por la señora 
María Pascuala Solís Hernández, en el que manifestó su inconformidad por la no 
aceptación de la Recomendación 69/2006, emitida por la Comisión Estatal de Dere­
chos Humanos de Veracruz y dirigida al Presidente municipal constitucional de 
Chicontepec, de esa entidad federativa. 

Del análisis de la documentación que integra el recurso de impugnación, esta 
Comisión Nacional observó que el 12 de mayo de 2005 la Comisión Local recibió la 
queja de la señora María Pascuala Solís Hernández, en la que señaló presuntas viola­
ciones a sus Derechos Humanos, cometidas por el señor Carlos Hernández Osorio, 
agente municipal auxiliar de la comunidad La Pagua, toda vez que el 27 de abril de 
2005 dicho servidor público, con otras autoridades y vecinos, obligaron a la quejosa 
a sacar algunas cosas del molino de nixtamal de la comunidad referida; posteriormente, 
el mismo servidor público, así como su suplente y vecinos de la comunidad, sustra­
jeron el molino y otros enseres, los que se llevaron a la Escuela Primaria “Venustiano 
Carranza” y colocaron un candado en la puerta del inmueble. 

La Comisión Estatal de Derechos Humanos de Veracruz realizó las investigacio­
nes correspondientes y estimó que se vulneraron los derechos humanos de la que­
josa, por lo que el 3 de julio de 2006 planteó la conciliación 45/2006, dirigida al 
Presidente municipal constitucional de Chicontepec, Veracruz, misma que no fue 
aceptada bajo el argumento de que el agente municipal auxiliar de la comunidad de 
La Pagua tenía que respetar y ejecutar la decisión o acuerdo tomado por la asam­
blea general de esa comunidad, por lo que el 8 de septiembre de 2006 dirigió la 
Recomendación 69/2006 a la misma autoridad, la que reiteró su no aceptación. 

Al respecto, esta Comisión Nacional consideró que, efectivamente, en el presen­
te caso quedaron acreditadas violaciones a los Derechos Humanos a la legalidad y a 
la seguridad jurídica de la agraviada, toda vez que la autoridad municipal realizó tal 
conducta sin fundar ni motivar su actuación, y tampoco existe disposición legal 
alguna que faculte al agente municipal auxiliar para ejecutar los acuerdos que tome 
la asamblea de la comunidad aludida, aunado a que no hubo un procedimiento 
previo en el cual la autoridad competente determinara conforme a Derecho que era 
procedente la desocupación del local en que se encontraba el molino de la comuni­
dad La Pagua, el cual era administrado por el comité presidido por la agraviada, de­
rechos protegidos por los artículos 14, párrafo segundo, y 16, párrafo primero, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 14.1 del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos, así como 8.1 y 21.1 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos. 

En consecuencia, el 11 de octubre de 2007 esta Comisión Nacional emitió la 
Recomendación 48/2007, dirigida al Ayuntamiento constitucional del municipio de 
Chicontepec, Veracruz, a fin de que gire instrucciones a quien corresponda a efecto 
de que inicie y determine, conforme a Derecho, un procedimiento administrativo de 
investigación en contra del agente municipal auxiliar de la comunidad La Pagua, 
de Chicontepec, Veracruz, por su posible responsabilidad administrativa. 
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México, D. F., 11 de octubre de 2007 

Sobre el recurso de impugnación de la señora María Pascuala Solís Hernández 

H. Ayuntamiento constitucional del municipio de Chicontepec, Veracruz 

Distinguidos señores: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 
102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o.; 3o., último párra­
fo; 6o., fracciones IV y V; 15, fracción VII; 55; 61, y 66, inciso d), de la Ley de la Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos, así como 159, fracción IV; 160; 167, y 168, de su Reglamento Interno, ha 
examinado los elementos contenidos en el expediente 2006/421/5/RI, relacionados con el recurso 
de impugnación interpuesto por la señora María Pascuala Solís Hernández, y vistos los siguientes: 

I. HECHOS 

A. El 12 de mayo de 2005, la señora María Pascuala Solís Hernández presentó 
una queja ante la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Veracruz, en contra 
de servidores públicos del municipio de Chicontepec, Veracruz, misma que que­
dó registrada con el número de expediente Q-4412/2005, en la que señaló que 
es Presidenta del Comité de Administración del molino de nixtamal que se en­
cuentra en la comunidad de La Pagua, y que el 20 de abril de 2005 fue convoca­
da por el agente municipal auxiliar y por el Comisariado Ejidal de la localidad, 
para acudir a una reunión con todos los vecinos en la Agencia Municipal de dicha 
comunidad, en la cual se determinó que tenía ocho días para desocupar el lugar 
en que se encuentra el molino. 

Derivado de lo anterior, señaló que el 27 de abril de 2005, cuando se encon­
traba trabajando en el molino citado, llegaron tres personas que son vocales del 
señor Carlos Hernández Osorio, agente municipal auxiliar, las que le indicaron 
que tenía que ir a la Agencia Municipal, lugar en el que estaban todos los inte­
grantes de la comunidad, así como las autoridades de la misma; en esta reunión 
el servidor público aludido le indicó que el molino quedaría para uso comunal, 
por lo que fue obligada a sacar las cosas del molino de la comunidad de La 
Pagua. 

Finalmente, indicó que ese mismo día, cuando intentó ingresar al local que 
ocupa el molino de nixtamal, se percató que en la puerta de acceso se había 
colocado un candado y que los objetos que dejó afuera ya no se encontraban, y 
varias vecinas le indicaron que fueron el señor Carlos Hernández Osorio y algu­
nos miembros de la comunidad quienes se habían llevado el molino de nixtamal 
y diversas cosas a la escuela primaria “Venustiano Carranza” de la misma comu­
nidad. 

B. Una vez que la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Veracruz realizó las 
investigaciones correspondientes, y al considerar que existieron violaciones a los 
Derechos Humanos, envió la conciliación número 45/2006, dirigida al Presidente 
municipal constitucional de Chicontepec, Veracruz, misma que no fue aceptada, 
por lo que el 8 de septiembre de 2006 emitió la Recomendación 69/2006, en los 
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PRIMERA. Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 150, 151, 
fracción I y II, 153 y demás relativos y aplicables de la Ley Orgánica del 
Municipio Libre del Estado de Veracruz, el C. Gonzalo Vicencio Flores Presi­
dente municipal Constitucional de Chicontepec, Veracruz, deberá: 

a) Sancione conforme a Derecho corresponda a Carlos Hernández Osorio, 
agente municipal auxiliar de la comunidad La Pagua, perteneciente al muni­
cipio de Chicontepec, Veracruz, por violar los Derechos Humanos en perjui­
cio de María Pascuala Solís. 

SEGUNDA. Se sirva girar instrucciones a quien corresponda para que los 
agentes municipales de ese H. Ayuntamiento constitucional de Chicontepec, 
Veracruz, se abstengan en lo sucesivo de consumar actos como los obser­
vados en la presente. 

TERCERA. De igual manera se le hace un llamado respetuoso al C. Presiden­
te municipal constitucional de Chicontepec, Veracruz, con la finalidad de 
que en lo subsecuente cumpla cabalmente, con las conciliaciones y reco­
mendaciones que emita este Organismo, y que previamente hayan sido 
aceptadas con la finalidad de que se garantice el respeto a los Derechos 
Humanos en esa municipalidad. 

C. Mediante el oficio número 475/2006, recibido en la Comisión Estatal de De­
rechos Humanos de Veracruz el 9 de octubre de 2006, el Presidente municipal 
constitucional de Chicontepec, Veracruz, comunicó al Organismo Local la no acep­
tación de la Recomendación. 

D. El 24 de noviembre de 2006, esta Comisión Nacional recibió el oficio DSC/ 
1255/2006, suscrito por la encargada de la Dirección de Seguimiento y Conclu­
sión de la Comisión Estatal, por medio del cual remitió el escrito presentado el 13 
de noviembre de 2006 por la señora María Pascuala Solís Hernández, a través del 
que interpuso su inconformidad en contra de la no aceptación de la Recomenda­
ción 69/2006 por parte del Presidente municipal constitucional de Chicontepec, 
Veracruz, lo que dio origen al expediente de impugnación 2006/421/5/RI. 

E. Mediante el oficio 698, del 16 de enero de 2007, esta Comisión Nacional so­
licitó al Presidente municipal constitucional de Chicontepec, Veracruz, el informe 
correspondiente, y en respuesta dicha autoridad reiteró a esta Comisión Nacio­
nal la negativa para aceptar la Recomendación 69/2006. 

II. EVIDENCIAS 

En este caso las constituyen: 

A. El oficio DSC/1255/2006, del 23 de noviembre de 2006, suscrito por la encar­
gada de la Dirección de Seguimiento y Conclusión de la Comisión Estatal de De­
rechos Humanos de Veracruz, por medio del cual remitió el escrito de impug­
nación de la señora María Pascuala Solís Hernández, en el que manifestó su 
inconformidad con la no aceptación de la Recomendación 69/2006, así como las 
constancias que obran en el expediente de queja Q-4412/2005, de cuyo conteni-
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1. El escrito de queja presentado ante la Comisión Estatal por la señora María 
Pascuala Solís Hernández, el 12 de mayo de 2005. 

2. Las actas circunstanciadas del 12 de julio de 2005, elaboradas por personal de 
la Comisión Estatal, en las que consta la entrevista realizada a las señoras María 
Rosalía Gutiérrez y María Angelina González, integrantes del Comité de Adminis­
tración del molino de nixtamal de la comunidad La Pagua, municipio de Chicon­
tepec, Veracruz, las que en lo conducente señalaron que fue el señor Carlos 
Hernández Osorio quien les informó que deberían desocupar el local donde se ins­
taló el molino, y él junto con otros vecinos sustrajeron las cosas que en el mismo 
se encontraban. 

3. El acta circunstanciada del 12 de julio de 2005, realizada por personal adscrito 
al Organismo Local, en la que hizo constar que la puerta de acceso al local que 
ocupaba el molino de nixtamal de la comunidad de La Pagua estaba cerrado con 
un candado. 

4. El acta circunstanciada del 12 de julio de 2005, elaborada por personal de la 
Comisión Estatal, en la que consta lo manifestado por el señor José Santiago An­
tonio, quien señaló que ocupa el cargo de suplente del agente municipal auxiliar 
de la comunidad de La Pagua, y con relación a los hechos materia de la queja 
refirió que en asamblea general de la comunidad se determinó que el local don­
de se encontraba el molino de nixtamal quedara libre, y que toda vez que el gru­
po de mujeres que lo administra se negó a ello, las cosas fueron sacadas de donde 
se encontraban y se llevaron a la Escuela Primaria “Venustiano Carranza”. 

5. El oficio sin número, del 1 de septiembre de 2005, suscrito por el señor Carlos 
Hernández Osorio, mediante el cual rindió el informe requerido por el Organis­
mo Local, en el que señaló que su intervención en calidad de agente municipal 
auxiliar se debió a una solicitud que formuló la presidenta del Comité Munici­
pal del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia (DIF), quien señaló que 
existía un problema por el manejo del nixtamal de la comunidad de La Pagua, y 
que en asamblea general los habitantes de la comunidad decidieron cerrar el local 
y resguardar el molino de nixtamal, en tanto las socias del grupo de trabajo de­
cidieran cómo se dispondría del mismo, y acompañó copia de la siguiente docu­
mentación: 

a) El oficio sin número, del 20 de abril de 2005, dirigido al señor Carlos Hernández 
Osorio, en su calidad de agente municipal auxiliar de la comunidad de La Pagua, 
suscrito por varias mujeres integrantes de la misma, en el que le solicitaron su 
intervención para resolver el problema derivado de la administración del molino 
de nixtamal de esa comunidad. 

b) Las minutas de las asambleas de la comunidad de La Pagua, celebradas el 27 
de abril y 29 de julio de 2005, en las cuales se determinó que el molino de nix­
tamal de la comunidad sería inhabilitado y resguardado; asimismo, se dispuso 
que sería vendido y el dinero obtenido sería repartido entre las mujeres que par­
ticiparon en el grupo de trabajo desde su fundación. 

6. El oficio DSC/0682/2006, del 4 de julio de 2006, mediante el cual la Comisión 
Estatal de Derechos Humanos de Veracruz remitió al Presidente municipal cons-
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7. El oficio 310/2006, del 25 de julio de 2006, suscrito por el Presidente munici­
pal constitucional de Chicontepec, Veracruz, y recibido en el Organismo Local el 
7 de agosto de 2006, mediante el cual comunicó la no aceptación a la conciliación 
formulada, ya que consideró que el agente municipal auxiliar de la comunidad de 
La Pagua solamente cumplió con los acuerdos de los vecinos de la misma. 

8. La copia de la Recomendación 69/2006, del 8 de septiembre de 2006, emitida 
por la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Veracruz y dirigida al Presiden­
te municipal constitucional de Chicontepec, Veracruz. 

9. El oficio DSC/0909/2006, del 11 de septiembre de 2006, mediante el cual la 
Comisión Estatal de Derechos Humanos de Veracruz envió al Presidente munici­
pal constitucional de Chicontepec, Veracruz, la Recomendación 69/2006. 

10. El oficio 475/2006, del 9 de octubre de 2006, suscrito por el Presidente mu­
nicipal constitucional de Chicontepec, Veracruz, por el cual comunicó a la Comi­
sión Estatal la no aceptación de la Recomendación 69/2006. 

11. El oficio DSC/1060/2006, del 10 de octubre de 2006, con el que el Organis­
mo Local notificó a la señora María Pascuala Solís Hernández la no aceptación de 
la Recomendación citada. 

B. El escrito de impugnación de la señora María Pascuala Solís Hernández, en con­
tra de la no aceptación de la Recomendación 69/2006, del 8 de septiembre de 
2006, presentado ante la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Veracruz el 
13 de noviembre de 2006. 

C. El oficio 54/2007, del 6 de febrero de 2007, mediante el cual el Presidente mu­
nicipal constitucional de Chicontepec, Veracruz, reiteró a esta Comisión Nacional 
su no aceptación a la Recomendación 69/2006, argumentando que la Ley Orgá­
nica del Municipio Libre del Estado de Veracruz no le otorga facultades para san­
cionar a los agentes y subagentes municipales, y que el problema versa sobre un 
molino localizado en un terreno ejidal, por lo que deberán intervenir las autorida­
des agrarias respectivas. 

III. SITUACIÓN JURÍDICA 

El 20 de abril de 2005 se celebró una asamblea en la comunidad de La Pagua, 
municipio de Chicontepec, Veracruz, en la que los habitantes de dicha comuni­
dad determinaron que las integrantes del Comité de Administración del molino de 
nixtamal, entre ellas, la señora María Pascuala Solís Hernández, deberían desocu­
parlo, para lo cual se les dio un plazo de ocho días. 

Derivado de ello, el 27 de abril de 2005 el agente municipal auxiliar de la co­
munidad, así como otras autoridades y vecinos, obligaron a la quejosa a sacar al­
gunas cosas, y ese mismo día el agente municipal auxiliar, su suplente, así como 
vecinos de la comunidad, sustrajeron el molino y otros enseres, los que se lleva­
ron a la escuela primaria “Venustiano Carranza” y colocaron un candado en la 
puerta del inmueble. 

Integrado el expediente de queja, la Comisión Estatal concluyó que se vulne-
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teó la conciliación 45/2006, dirigida al Presidente municipal constitucional de 
Chicontepec, Veracruz, misma que no fue aceptada bajo el argumento de que el 
agente municipal auxiliar de la comunidad de La Pagua tenía que respetar y eje­
cutar la decisión o acuerdo tomado por la asamblea general de esa comunidad, 
por lo que el 8 de septiembre de 2006 dirigió la Recomendación 69/2006 a la 
misma autoridad, la que reiteró su no aceptación; ello motivó que la señora Ma­
ría Pascuala Solís Hernández interpusiera el recurso de impugnación, el cual se 
tramitó en esta Comisión Nacional con el expediente 2006/421/5/RI. 

En consecuencia, esta Comisión Nacional requirió al Presidente municipal cons­
titucional de Chicontepec, Veracruz, el informe correspondiente, quien dio respues­
ta manifestando nuevamente su no aceptación a la Recomendación 69/2006 de 
la Comisión Estatal. 

IV. OBSERVACIONES 

Del análisis lógico-jurídico de los hechos y evidencias que integran el presente 
recurso de impugnación, descritos en los apartados precedentes, esta Comisión 
Nacional comparte el criterio sostenido por la Comisión Estatal, en el sentido de 
que se vulneraron, en perjuicio de la señora María Pascuala Solís Hernández y 
demás integrantes del Comité de Administración del molino de nixtamal de la 
comunidad de La Pagua, municipio de Chicontepec, Veracruz, los Derechos Hu­
manos a la legalidad y a la seguridad jurídica, protegidos por los artículos 14, 
párrafo segundo, y 16, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, por parte del señor Carlos Hernández Osorio, agente munici­
pal auxiliar de la comunidad La Pagua, municipio de Chicontepec, Veracruz, en 
virtud de las siguientes consideraciones: 

En relación con el incidente ocurrido el 27 de abril de 2005, en el que fue de­
socupado el local en el cual se encontraba el molino de nixtamal de la comuni­
dad de La Pagua, con la participación del señor Carlos Hernández Osorio, agente 
municipal auxiliar, y que fue motivo de la Recomendación 69/2006, esta Comi­
sión Nacional coincide plenamente con los razonamientos y fundamentos lega­
les expresados en dicha Recomendación por la Comisión Estatal de Derechos 
Humanos de Veracruz, en la que se concluyó que dicha desocupación fue injus­
tificada e incompatible con lo establecido por el artículo 16, párrafo primero, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como con el 4, pá­
rrafo primero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Veracruz-
Llave, toda vez que la autoridad municipal realizó tal conducta sin fundar ni mo­
tivar su actuación. 

En este contexto, cabe señalar que la garantía de legalidad es aplicable a cual­
quier acto de autoridad que afecte o infrinja derechos de los particulares, y que 
la primera condición que tiene que satisfacer es que debe constar por escrito y 
encontrarse fundado y motivado, lo que implica que debe cumplir tanto con los 
requisitos legales como de forma. 

Por su parte, el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Pri­
mer Circuito, en el amparo directo 734/92, tesis localizable en el Semanario Ju­
dicial de la Federación, XI, de enero de 1993, página 263, cuyo rubro es “GA­
RANTÍA DE LEGALIDAD, QUE DEBE ENTENDERSE POR”, consideró que esta 
garantía implica que todo acto de autoridad ha de realizarse conforme al texto 
expreso de la ley, y tiene como finalidad que al gobernado se le proporcionen los 
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ante la propia autoridad administrativa a través de los recursos o bien ante la 
autoridad judicial por medio de las acciones que las leyes establecen. 

Para esta Comisión Nacional existen evidencias que permiten acreditar que en 
este caso también se vulneró la garantía de seguridad jurídica de la recurrente, 
toda vez que no existe disposición legal alguna que faculte al agente municipal 
auxiliar para ejecutar los acuerdos que tome la asamblea de la comunidad aludi­
da, aunado a que no hubo un procedimiento previo, en el cual la autoridad com­
petente determinara conforme a Derecho que era procedente la desocupación 
del local en que se encontraba el molino de la comunidad La Pagua, el cual era 
administrado por el Comité presidido por la agraviada. 

En este sentido, es aplicable el criterio sostenido por el Séptimo Tribunal Cole­
giado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 
3077/2001, bajo el rubro “AUDIENCIA, CÓMO SE INTEGRA ESTA GARANTÍA”, 
en la que precisó que entre las diversas garantías de seguridad pública destaca la 
de audiencia previa, que impone la ineludible obligación de las autoridades para 
que, de manera previa al dictado de un acto de privación, cumplan con una serie 
de formalidades esenciales, necesarias para oír en defensa a los afectados; for­
malidades que unidas a las de legalidad, constituyen elementos fundamentales 
para demostrar a los afectados por un acto de autoridad que la resolución que 
los agravia no se dictó de modo arbitrario y anárquico, sino por el contrario, en 
estricta observancia del marco jurídico que la rige; tesis número I.7o.A.41 K, 
visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, en el tomo XV, 
enero de 2002, página 1254. 

En las circunstancias citadas, se advierte que el Organismo Estatal Protector 
de los Derechos Humanos actuó conforme a sus atribuciones al emitir la Reco­
mendación 69/2006, dirigida al Presidente municipal constitucional de Chicon­
tepec, Veracruz. 

De lo expuesto en los apartados que integran el presente documento se con­
cluye que también se infringieron las disposiciones relacionadas con los derechos 
a la legalidad y a la seguridad jurídica previstas en los instrumentos internaciona­
les suscritos por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, 
en términos del artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, como son los artículos 14.1 del Pacto Internacional de Derechos Ci­
viles y Políticos, y 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
que en términos generales señalan que toda persona tiene derecho a ser oída 
con las debidas garantías, en un plazo razonable, por Juez imparcial estableci­
do con anterioridad por la ley para la determinación de sus derechos y obligacio­
nes de cualquier orden. Asimismo, se dejó de observar el artículo 21.1 de la citada 
Convención, que establece que toda persona tiene derecho al uso y goce de sus 
bienes, preceptos que ratifican lo dispuesto por las disposiciones constituciona­
les ya mencionadas. 

A mayor abundamiento, es importante precisar que la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, en la sentencia del 29 de julio de 1988, relativa al caso 
del señor Ángel M. Velásquez Rodríguez, señaló que un hecho violatorio en el 
que inicialmente no resulte imputado directamente un Estado, puede implicar 
responsabilidad internacional, no por el hecho en sí mismo, sino por la falta de la 
debida diligencia para prevenir la violación o para tratarla en los términos reque­
ridos por la Convención Americana de Derechos Humanos. 

De lo anterior se advierte que el Estado mexicano está en el deber jurídico de 
prevenir, razonablemente, las violaciones de los Derechos Humanos, y de investi-
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bles, de imponerles las sanciones pertinentes y de asegurar a la víctima una ade­
cuada reparación del daño. 

Asimismo, el agente municipal auxiliar de la comunidad La Pagua, municipio 
de Chicontepec, Veracruz, posiblemente dejó de observar lo previsto en el artícu­
lo 46, fracciones I y XXI, de la Ley de Responsabilidades de Servidores Públicos 
para el Estado de Veracruz, y 115, fracciones VIII, XXIX y XXX, de la Ley del Mu­
nicipio Libre del Estado de Veracruz, que en términos generales establecen las 
obligaciones de imparcialidad y eficiencia en el desempeño de su empleo, cargo 
o comisión, así como que deberán abstenerse de cualquier acto u omisión que 
implique incumplimiento de cualquier disposición relacionada con el servicio pú­
blico, y deberán sujetar sus actos y procedimientos administrativos a lo previsto 
por la ley. 

Por otra parte, este Organismo Nacional no comparte la opinión de la Comi­
sión Estatal, emitida en el punto primero, inciso a), de la Recomendación 69/ 
2006, toda vez que será a través de un procedimiento administrativo de respon­
sabilidad, en el que previa investigación del asunto se determine la responsabili­
dad en que haya incurrido, en todo caso, el agente municipal auxiliar de la comu­
nidad La Pagua, de Chicontepec, Veracruz. 

Por lo expuesto, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 66, inciso a, 
de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, y 167 de su Regla­
mento Interno, en atención a los razonamientos vertidos en el capítulo de obser­
vaciones del presente documento, se modifica el punto primero, inciso a), de la 
Recomendación emitida el 8 de septiembre de 2006 por la Comisión Estatal de 
Derechos Humanos de Veracruz, y se formula respetuosamente a ese Ayunta­
miento la siguiente: 

V. RECOMENDACIÓN 

ÚNICA. Se sirvan instruir a quien corresponda para que se inicie y determine, con­
forme a Derecho, un procedimiento administrativo de investigación en contra 
del agente municipal auxiliar de la comunidad La Pagua, de Chicontepec, Veracruz, 
por su posible responsabilidad administrativa. 

La presente Recomendación, conforme a lo señalado en el artículo 102, aparta­
do B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el carác­
ter de pública y se emite con el propósito fundamental tanto de hacer una decla­
ración respecto de una conducta irregular cometida por servidores públicos en el 
ejercicio de las facultades que expresamente les confiere la ley, como de obtener 
la investigación que proceda por parte de las dependencias administrativas o 
cualesquiera otras autoridades competentes para que, dentro de sus atribucio­
nes, apliquen las sanciones conducentes y se subsane la irregularidad cometida. 

De conformidad con el artículo 46, párrafo II, de la Ley de la Comisión Nacio­
nal de los Derechos Humanos, solicito a usted que la respuesta sobre la acepta­
ción de esta Recomendación, en su caso, nos sea informada dentro del término 
de 15 días hábiles siguientes a su notificación. 

Igualmente, con apoyo en el mismo fundamento jurídico, le pido que las prue­
bas correspondientes al cumplimiento de la Recomendación que se le dirige se 
envíen a esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos dentro de un término 
de 15 días hábiles siguientes a la fecha en que haya concluido el plazo para in-
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La falta de presentación de pruebas dará a lugar a que se interprete que la pre­

sente Recomendación no fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos quedará en libertad para hacer pública, precisamente, esta 
circunstancia. 

Atentamente
 
El Presidente de la Comisión Nacional
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Recomendación 49/2007
 
Sobre el caso de los señores David Jonathann 

Estrada Castillo, Mohammad Mikhail Padilla 
Estrada y Nicolás Pech Chalé 

SÍNTESIS: El 30 de noviembre de 2006, esta Comisión Nacional recibió el escrito de 
queja del señor David Jonathann Estrada Castillo, quien el día 18 del mes y año ci­
tados acudió, en compañía de los señores Mohammad Mikhail Padilla Estrada y 
Nicolás Pech Chalé, a la inauguración de una planta de combustible en Cozumel, 
Quintana Roo, evento al que asistieron también autoridades de ese municipio, tales 
como el Presidente municipal. En dicho evento distribuyeron ejemplares de la revista 
Contrapunto, que contenía un reportaje sobre presuntas irregularidades en la fun­
ción pública de la Presidencia municipal de esa localidad, circunstancia que conside­
ró el quejoso motivó que fueran interceptados por el Director y el Subdirector de la 
policía de dicho municipio, quienes ordenaron la recolección de alrededor de mil 
revistas, al tiempo que con amenazas, insultos e incluso golpes los trasladaron a los 
tres a las instalaciones de la Dirección de Seguridad Pública municipal, en la cárcel 
pública local; indicó que durante el trayecto el quejoso fue intimidado verbalmente. 
Una vez que llegaron a su destino, dicho servidor público solamente lo dejó a él a 
disposición del Juez Cívico, y liberó a sus acompañantes sin explicación alguna; 
ordenó que fuera recluido en una celda aislada, dentro de la cual se encontraba un 
procesado, quien lo golpeó y le dijo que sólo cumplía órdenes del Subdirector de 
la policía, posteriormente lo trasladaron a una celda preventiva, y lo liberaron 24 
horas después de su detención, previo el pago de una multa de $750.00 que le fue 
impuesta sin que ésta tuviera fundamento jurídico, además de no devolverle los ejem­
plares que les fueron recogidos. De igual manera, en su queja el señor Estrada Cas­
tillo indicó que el 20 de noviembre de 2006 recibió amenazas en nombre del Presi­
dente municipal para que dejara las cosas como estaban, por lo que, al igual que sus 
acompañantes, presentaron, por separado, denuncias ante las Procuradurías Gene­
ral de la República y la General de Justicia del estado de Quintana Roo, iniciándose 
las indagatorias correspondientes. 

Del análisis de la información proveída, así como de los documentos recabados 
durante la tramitación del expediente 2006/5231/5/Q, se advirtieron conductas 
realizadas por personal de la Dirección de Seguridad Pública, Tránsito y Policía Turís­
tica, de Cozumel, Quintana Roo, de la Coordinación de Jueces Cívicos de ese muni­
cipio, así como del Ministerio Público estatal, que pueden constituir responsabilidad 
administrativa, por lo que esta Comisión Nacional concluyó que la conducta de los 
servidores públicos municipales vulneraron en perjuicio de los agraviados los Dere­
chos Humanos a la libertad de expresión e información, a la legalidad y a la seguri­
dad jurídica, a través de la aplicación de medios indirectos para limitar la libertad de 
expresión, valiéndose de mecanismos aparentemente legales, únicamente para que 
no fuera dada a conocer la citada publicación y, en consecuencia, su contenido; 
asimismo, respecto de los servidores públicos adscritos a la Procuraduría General de 
Justicia del Estado de Quintana Roo, de la misma manera se encontró que vulnera­
ron los derechos a la legalidad y a la seguridad jurídica de los mismos, por la falta de 
investigación respecto de los hechos denunciados por los agraviados en las averi­
guaciones previas AP/ZN/CAN/01/01/5432/11-2006 y AP/ZN/CAN/01/02/344/1­
2007. Con lo anterior se contravino lo dispuesto en los artículos 6o., fracciones I y II; 
7o.; 14, párrafo segundo; 16, primer párrafo; 20, apartado B, y 21, párrafo primero, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Por lo anterior, el 12 de octubre de 2007, esta Comisión Nacional emitió la Reco­
mendación 49/2007 al licenciado Félix Arturo González Canto, Gobernador consti-

133 
C N D H  
1990-2007 

Re
co

m
en

da
ci

on
es


 

tucional, así como a los miembros del Cabildo del H. Ayuntamiento constitucional 



 

 

ACETA
G 
de Cozumel, todos del estado libre y soberano de Quintana Roo, en la que se reco­
mendó lo siguiente: 

Al señor Gobernador: 
Instruya al titular de la Secretaría de la Contraloría General del estado de Quinta­

na Roo, a fin de que se inicie y resuelva conforme a Derecho un procedimiento admi­
nistrativo para determinar la responsabilidad en que incurrieron los agentes del Minis­
terio Público encargados de la integración de las averiguaciones previas señaladas 
en el capítulo de observaciones del presente documento, informando a esta Comisión 
Nacional desde su inicio hasta la resolución correspondiente. 

Gire sus instrucciones al Procurador General de Justicia del estado de Quinta­
na Roo, a fin de que ordene a quien corresponda se agilicen las investigaciones y se 
realicen las diligencias pertinentes para la debida integración de las indagatorias 
de cuenta que permitan garantizar la legalidad y certeza jurídica de los denuncian­
tes, informando a esta Comisión Nacional el avance que tenga de la averiguación 
previa. 

A los miembros del Cabildo del Ayuntamiento de Cozumel: 
Se sirvan girar sus instrucciones a quien corresponda, a efecto de dar vista a la Con­

traloría del municipio, a fin de que se inicie y resuelva conforme a Derecho un pro­
cedimiento administrativo para determinar la responsabilidad en que incurrieron los 
servidores públicos municipales involucrados en el presente caso, por las omisiones 
e irregularidades a que se han mencionado en el presente documento, informando 
igualmente a esta Comisión Nacional desde su integración hasta la determinación 
del mismo. 

Se ordene a quien corresponda que se realicen los trámites administrativos co­
rrespondientes a efecto de que a los agraviados les sea cubierta la reparación del 
daño conforme a la ley, en virtud de las consideraciones planteadas en el capítulo 
de observaciones de esta Recomendación, y se envíen a esta Comisión Nacional las 
constancias con las que se acredite su cumplimiento. 

Se emitan las instrucciones a quien corresponda, a efecto de implementar la di­
fusión de la cultura de respeto a los Derechos Humanos, mediante campañas publi­
citarias dirigidas a la población en general, así como a través de la impartición de 
cursos de capacitación dirigidos a los servidores públicos municipales, y se promue­
van las disposiciones reglamentarias para que los elementos de las corporaciones 
policiales de ese Ayuntamiento preserven y garanticen los derechos de los periodis­
tas, el derecho a la libertad de expresión y de información, a fin de evitar que en lo 
futuro se incurran en conductas similares a las descritas en el presente documento. 
Dichas acciones deberán efectuarse de forma periódica y sus resultados e impacto 
deben ser susceptibles de medición y revisión. 

México, D. F., 12 de octubre de 2007 

Sobre el caso de los señores David Jonathann Estrada Castillo,
 
Mohammad Mikhail Padilla Estrada y Nicolás Pech Chalé
 

Lic. Félix Arturo González Canto,
 
Gobernador constitucional del estado de Quintana Roo
 

H. Ayuntamiento constitucional de Cozumel, Quintana Roo 

Distinguidos señores: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 
102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o.; 3o., párrafo ter-
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Humanos, así como 131, 132, 133 y 136 de su Reglamento Interno, ha examinado los elementos 
contenidos en el expediente 2006/5231/5/Q, relacionados con la queja interpuesta el 30 de noviem­
bre de 2006 por el señor David Jonathann Estrada Castillo, Director General de la revista Contrapun­
to, en su agravio y de los señores Mohammad Mikhail Padilla Estrada y Nicolás Pech Chalé, y vistos 
los siguientes: 

I. HECHOS 

A. El señor David Jonathann Estrada Castillo manifestó en su queja que el 18 de 
noviembre de 2006 acudió con los señores Mohammad Mikhail Padilla Estrada y 
Nicolás Pech Chalé a la inauguración de una planta de combustible en Cozumel, 
Quintana Roo, a la que asistieron también autoridades de ese municipio, tales 
como el Presidente municipal. En dicho evento distribuyeron ejemplares de la 
citada publicación, que contenía un reportaje sobre presuntas irregularidades 
cometidas por la Presidencia Municipal de esa localidad, circunstancia que consi­
dero el quejoso motivó que fueran interceptados por el Director y por el Subdirec­
tor de la policía de dicho municipio, quienes ordenaron el aseguramiento de al­
rededor de mil revistas, al tiempo que con amenazas, insultos e incluso golpes 
los trasladaron a los tres a las instalaciones de la Dirección de Seguridad Pública 
municipal, en la cárcel pública local; indicó que durante el trayecto el Subdirector 
le dijo que “te vamos a dar un recuerdito… para que se te quiten las ganas de 
seguir escribiendo… en contra del Presidente municipal”. Una vez que llegaron a 
su destino, dicho servidor público solamente lo dejó a él a disposición del Juez 
Cívico, y liberó a sus acompañantes sin explicación alguna; ordenó que fuera 
recluido en una celda aislada, dentro de la cual se encontraba un detenido apo­
dado el Gato, quien lo golpeó y le dijo que sólo cumplía órdenes del Subdirector 
de la policía; posteriormente lo trasladaron a una celda preventiva y lo liberaron 
24 horas después de su detención, previo el pago de una multa de $750.00 que 
le fue impuesta sin que ésta tuviera fundamento jurídico alguno. 

Agregó que el 20 de noviembre de 2006recibió amenazas en nombre del Pre­
sidente municipal para que dejara las cosas como estaban, por lo que, al igual 
que sus acompañantes, presentaron, por separado, denuncias ante las Procu­
radurías General de la República y la General de Justicia del estado de Quintana 
Roo, iniciándose las indagatorias correspondientes, solicitando la intervención 
de esta Comisión Nacional para dar seguimiento a la integración de las averigua­
ciones previas iniciadas por dichas autoridades. 

B. Considerando que los hechos materia de la queja revisten especial gravedad, 
incidieron en la opinión pública nacional y por su naturaleza trascendieron el in­
terés del estado de Quintana Roo, esta Comisión Nacional ejerció la facultad de 
atracción en el presente asunto. 

C. Con motivo de los sucesos mencionados, esta Comisión Nacional inició el 
expediente de queja 2006/5231/5/Q y solicitó en diversos momentos la infor­
mación correspondiente al Presidente municipal de Cozumel; al Coordinador de 
Jueces Cívicos de ese municipio; al Director y Subdirector de Seguridad Pública, 
Tránsito y Policía Turística Municipal de Cozumel; al Subprocurador de Derechos 
Humanos, Atención a Víctimas y Servicios a la Comunidad de la Procuraduría Ge­
neral de la República; al Procurador General de Justicia del estado de Quintana 
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entidad federativa, recibiéndose diversa documentación, misma que en su opor­
tunidad será valorada en el presente documento. 

En este caso las constituyen: 

1. El escrito de queja formulado por el señor David Jonathann Estrada Castillo, 
Director General de la revista Contrapunto, del 30 de noviembre de 2006. 

2. La copia de las notas periodísticas publicadas en el diario de circulación na­
cional El Universal, El Informador de circulación local y la nota difundida por la 
Agencia Notimex, en las cuales se reseñan los hechos narrados por el agraviado. 

3. El oficio 343/2007, recibido el 19 de enero de 2007, a través del cual, por ins­
trucciones del Presidente municipal de Cozumel, Quintana Roo, el Director de la 
Unidad Técnica Jurídica de ese Ayuntamiento, licenciado Rolando Martín Chávez 
Solís, da respuesta esta Comisión Nacional, al que anexó: 

a) El informe rendido el 18 de noviembre de 2006 al Presidente municipal, por el 
Director de Seguridad Pública, Tránsito y Policía Turística del citado municipio. 

b) La copia certificada de la boleta emitida por la citada Dirección de Seguridad 
Pública, folio 4263 del mismo 18 de noviembre. 

c) La copia certificada de la relación de personas detenidas en las celdas preven­
tivas de la Subdirección de Seguridad Pública, a disposición de distintas autorida­
des, firmadas por los encargados de la guardia saliente y entrante de dicha Sub­
dirección del 19 de noviembre de 2006. 

d) El recibo oficial de la Tesorería municipal de Cozumel, Quintana Roo, folio 
B230519, del 20 de noviembre de 2006. 

4. El oficio 126/07 SDHAVSC de la Subprocuraduría de Derechos Humanos, Aten­
ción a Víctimas y Servicios a la Comunidad de la Procuraduría General de la Re­
pública, recibido el 22 de enero de 2007, con el cual se anexó copia certificada 
de la averiguación previa AP/PGR/QROO/CAN/634/2006-VII. 

5. Los oficios UE/024/2007 y PGJE/SZS/DP/UEDH/0205/2007, recibidos el 7 de 
febrero y el 23 de mayo de 2007, respectivamente, suscritos por la titular de la 
Unidad Especializada de Derechos Humanos de la Procuraduría General de Justi­
cia del Estado de Quintana Roo, al que anexó copias certificadas de las indagatorias 
AP/ZN/CAN/01/01/5432/11-2006 y AP/ZN/CAN/01/02/344/1-2007. 

6. El oficio 083/2007 del Coordinador de Jueces Cívicos del Ayuntamiento de 
Cozumel, Quintana Roo, recibido el 10 de abril de 2007, al que anexó: 

a) La copia certificada de la Lista de Multas de Tránsito del municipio de Cozumel, 
Quintana Roo, del 03/07/96 (sic). 
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b) El informe del licenciado David Tuyu Torres, Juez Cívico del Ayuntamiento de 
Cozumel, contenido en el oficio 084/2007, del 5 de abril de 2007. 

7. El acta circunstanciada del 16 de abril de 2007, en la que personal de la Co­
misión Estatal de Derechos Humanos de Quintana Roo hace constar el testimo­
nio de Alejandro Catzin López, alias el Gato. 

8. El oficio 1270/2007, recibido el 30 de mayo del año en curso, a través del cual 
la Directora General de Prevención y Readaptación Social del estado de Quintana 
Roo informó la situación jurídica del señor Alejandro Catzin López. 

III. SITUACIÓN JURÍDICA 

El 18 de noviembre de 2006, el señor David Jonathann Estrada Castillo, Direc­
tor General de la revista Contrapunto, fue detenido en compañía de Mohammad 
Mikhail Padilla Estrada y Nicolás Pech Chalé, por autoridades de la Dirección de 
Seguridad Pública, Tránsito y Policía Turística del municipio de Cozumel, y los tras­
ladó a las instalaciones de la Dirección de Seguridad Pública municipal, en la cár­
cel pública de esa localidad, en donde fue internado únicamente el señor Estrada 
Castillo por la presunta comisión de una falta administrativa que, de acuerdo con 
el dicho de los servidores públicos, consistió en insultos, amenazas y entorpecer 
la labor de la policía. Fue liberado después de 24 horas de su presentación, previo 
pago de la multa que le fue determinada por el Juez Cívico de turno. 

El periodista agraviado presentó, el 28 de noviembre de 2006, una denuncia 
ante la Procuraduría General de la República, autoridad que inició la averiguación 
previa AP/PGR/QROO/CAN/634/2006/VII, por la probable comisión de los deli­
tos de privación ilegal de la libertad y abuso de autoridad, misma que fue remiti­
da el 28 de diciembre de ese año, por incompetencia de la autoridad federal, a la 
Procuraduría General de Justicia del Estado de Quintana Roo, y se radicó la mis­
ma ante la Mesa de Guardia Dos de la Agencia Central, el 24 de enero de 2007, 
bajo la diversa AP/ZN/CAN/01/02/344/1-2007. 

Los señores Mohammad Mikhail Padilla Estrada y Nicolás Pech Chalé denun­
ciaron directamente ante la Procuraduría Estatal, la que el 29 de noviembre de 
2006 abrió la indagatoria AP/ZN/CAN/01/01/5432/11-2006, por la probable co­
misión de los delitos de privación ilegal de la libertad, abuso de autoridad y robo. 

Al mes de mayo no se habían acumulado ambas indagatorias y desahogado 
las diligencias conducentes para el esclarecimiento de los hechos. 

IV. OBSERVACIONES 

Del análisis lógico-jurídico de los hechos y las evidencias que integran el expe­
diente de queja número 2006/5231/5/Q, descritos en los apartados precedentes, 
esta Comisión Nacional acredita que fueron vulnerados los Derechos Humanos a 
la legalidad y seguridad jurídica, así como a la libertad de expresión, del agravia­
do David Jonathann Estrada Castillo, por parte de servidores públicos del Ayunta­
miento de Cozumel, Quintana Roo, en atención a las siguientes consideraciones: 
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Esta Comisión Nacional, con base en las constancias que integran el referido 
expediente de queja, descritas en los apartados precedentes, así como en el 
Bando de Policía y Buen Gobierno del Municipio de Cozumel, Quintana Roo, 
vigente al momento de los hechos, y en el cual basaron su actuación las autori­
dades municipales de Cozumel, Quintana Roo, para la detención, retención y 
sanción impuesta al señor David Jonathann Estrada Castillo, por las conductas 
que le atribuyeron, esta Comisión Nacional constató que actuaron sin pleno 
apego al citado ordenamiento legal, tomando en cuenta lo siguiente: 

La detención del agraviado obedeció, según la autoridad, a que éste profirió 
insultos y amenazas al Director de Seguridad Pública Municipal de Cozumel, co­
mandante Orlando Saucedo Pinta, además de entorpecer la labor de la policía. 
Dicho servidor público pretendió justificar su actuación argumentando que, el 
18 de noviembre de 2006, en el evento de inauguración de la distribuidora de 
combustible en dicha localidad observó a unos jóvenes que estaban repartiendo 
propaganda y, según le indicaron los organizadores, sin señalar quiénes y acredi­
tar si tenían esa personalidad, no estaban invitados y no tenían por que repartir 
propaganda ya que se trataba de un evento privado, solicitando a los señores 
Mohammad Mikhail Padilla Estrada y Nicolás Pech Chalé que se retiraran del 
lugar. 

Es importante resaltar que el licenciado Rolando Martín Chávez Solís, Director 
de la Unidad Técnica Jurídica del Ayuntamiento de Cozumel, Quintana Roo, al 
rendir el informe requerido por esta Comisión Nacional al Presidente municipal 
de esa localidad señaló que, a solicitud de los organizadores del evento de inau­
guración en cita, el Presidente municipal asistió para presidirlo y los aludidos 
elementos de la Dirección de Seguridad Pública también acudieron como invita­
dos, además de brindar apoyo en caso de que se presentara algún incidente. Lo 
anterior evidencia claramente que la presencia de las citadas autoridades munici­
pales en el lugar le dio un carácter de interés público al evento. 

Cabe destacar que la distribución de la referida publicación no formó parte de 
las faltas administrativas atribuidas al señor Estrada Castillo, toda vez que como 
lo señaló el aludido Director de Seguridad Pública a esta Comisión Nacional, el 
citado periodista intervino en el momento en que retiraba a sus acompañan­
tes de lugar y de una manera violenta, agresiva e impropia le indicó que no podía 
detener a nadie, por lo que, ante los insultos y las amenazas proferidas a la auto­
ridad, así como por entorpecer la labor de la policía, fue presentado a la guardia 
de la Dirección de Seguridad Pública, en la cárcel municipal, a disposición del 
Juez Cívico en turno para que determinara su situación jurídica. 

Al respecto debe resaltarse que, al ser presentados los detenidos ante el Juez 
Cívico, la boleta de remisión correspondiente para tal fin se aprecia excesivamen­
te escueta y superficial, toda vez que en la misma no se describe con exactitud 
las supuestas faltas administrativas atribuidas al periodista agraviado, ya que 
únicamente se asentó que éstas fueron insultos y amenazas, así como entorpe­
cer la labor de la policía, sin indicar específicamente en qué consistieron, lo que 
en todo caso hubiera permitido establecer si las conductas imputadas al señor 
David Jonathann Estrada Castillo estaban contempladas como infracciones den­
tro del artículo 6o. del Bando de Policía y Buen Gobierno; más aún, si tal situa­
ción podría haber constituido un delito y por tanto remitir al detenido ante el 
agente del Misterio Público local. 

Ahora bien, no obstante que de acuerdo con el informe del citado Director de 
Seguridad Pública enviado a esta Comisión Nacional, fue únicamente a él en su 
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llo, dicho servidor público ni siquiera lo presentó ante el Juez Cívico, siendo el 
Subdirector de la Policía Municipal, Moisés Guzmán Tinoco, quien lo hizo, resul­
tando igualmente inexplicable que si fue el agraviado quien, supuestamente, 
cometió las faltas señaladas, se haya incurrido en la detención arbitraria de los 
señores Mohammad Mikhail Padilla Estrada y Nicolás Pech Chalé, a quienes in­
cluso también llevaron a las instalaciones de la Dirección de Seguridad Pública 
municipal, en la cárcel pública local, sin justificar la causa, para luego permitirles 
retirarse, igualmente sin razonamiento jurídico alguno, causando con ello un 
acto de molestia, con lo que se contravino lo dispuesto en el artículo 16, párrafo 
primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, puesto que 
aun cuando el aludido Director de la Unidad Técnica Jurídica de ese Ayuntamien­
to señaló en su informe que únicamente los trasladaron para los trámites corres­
pondientes, ninguna autoridad municipal aclaró cuáles fueron éstos. 

Más aún, resulta evidente que no se cumplió con las formalidades que debe 
contener la boleta de remisión de un detenido puesto a disposición del Juez Cí­
vico, como lo marca el artículo 21, fracciones IV, V, VI, VII y VIII, del Bando de 
Policía y Buen Gobierno del Municipio de Cozumel, Quintana Roo, según consta 
en la copia certificada de la boleta folio 4263, del 18 de noviembre de 2006, con 
que remitieron al agraviado, elaborada por el agente de la policía municipal Pla­
cido Núñez Crespo, toda vez que la boleta de referencia carece de datos tan 
importantes como una descripción sucinta de la presunta infracción cometida, 
señalando circunstancias de tiempo, modo y lugar, y anotando aquellas referen­
cias que pudieran interesar para el procedimiento; los nombres de testigos de los 
hechos, como lo fueron los señores Mohammad Mikhail Padilla Estrada y Nicolás 
Pech Chalé, entre otros; la lista de objetos recogidos en su caso, tales como las 
revistas que se repartían; y las firmas del aludido Subdirector de la policía muni­
cipal que hizo la presentación del detenido, así como del funcionario del juzgado 
que recibió al presunto infractor. 

Es evidente también que el licenciado David Tuyu Torres, Juez Cívico que im­
puso la sanción al señor David Jonathann Estrada Castillo, violentó el procedi­
miento que rige su actuar de acuerdo con el propio Bando de Policía y Buen 
Gobierno, toda vez que, si bien es cierto que al rendir su informe a esta Comisión 
Nacional señaló que la infracción cometida por el agraviado fue sancionada con 
fundamento en los artículos 3o.; 16, fracción V; 17, fracción VI, y 94, del mismo 
ordenamiento legal, no menos cierto es que no aportó resolución alguna en la 
que conste la motivación para ello y la aplicación de dicha fundamentación, aun 
cuando le fue solicitado por esta Institución el fallo emitido y las constancias del 
procedimiento llevado a cabo en el presente caso, lo cual resulta grave ya que es 
evidente la carencia de esos documentos, confirmado que no cumple con su en­
cargo con apego a la ley. 

No obstante lo anterior, al analizar lo afirmado por las autoridades municipa­
les respecto de la multa impuesta al agraviado, así como los preceptos invocados 
por el Juez de referencia, se desprende que el artículo 3o., si bien establece el 
concepto de infracción administrativa, éste no fue asentado en el recibo oficial 
de la Tesorería Municipal folio B230519, del 20 de noviembre de 2006, con el 
que se acreditó el pago de la sanción, y tampoco en algún otro documento; asi­
mismo, se hace necesario precisar que los numerales 16 y 17 mencionados, con 
independencia de que en el Bando de Policía y Buen Gobierno del Municipio de 
Cozumel, no cuentan con fracciones, corresponden al capítulo III del Registro Mu­
nicipal de Caninos, en consecuencia, no son aplicables al caso, aun y cuando son 
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do “Multa impuesta por Seguridad Pública por falta a los artículos 16, fracción 
VI, y 17, fracción I”, sin precisar de que ordenamiento legal, además las fracciones 
anotadas en dicho documento no coinciden con las mencionadas por el Juez; 
por último, en cuanto al artículo 94 señalado, éste refiere las sanciones que los 
jueces calificadores podrán imponer, por incumplimiento a las disposiciones esta­
blecidas en el aludido Bando de Policía y Buen Gobierno, tales como amonesta­
ción, multa o bien arresto, pero tampoco consta ese numeral en el recibo de la 
Tesorería Municipal, ni en algún otro documento. 

Lo anterior, con independencia de que la multa aplicada adolece de las consi­
deraciones a que aluden los artículos 48 y 93 del Bando de Policía y Buen Gobier­
no, puesto que no fueron tomadas en cuenta la naturaleza y las consecuencias 
individuales y sociales de la infracción, las condiciones en que ésta se hubiese co­
metido, las circunstancias personales del infractor y los antecedentes de éste, así 
como la cuantificación específica, dentro de los parámetros dispuestos por el ci­
tado ordenamiento legal, señalar cuántos días de salario mínimo diario vigente, 
al momento de la comisión de la falta, se determinaron en la sanción impuesta, 
por lo que se debe considerar que la aplicación de las multas no se encuentra al 
libre arbitrio del Juez, pues se reitera que la normativa aplicable establece los 
elementos que debe tomar en cuenta la autoridad sancionadora para adecuar al 
caso concreto. 

Más grave resulta aún que el señor David Jonathann Estrada Castillo haya es­
tado detenido alrededor de 24 horas, como se acredita con la boleta folio 4263 
del 18 de noviembre de 2006, en la que consta su ingreso a la cárcel pública a las 
11:50 horas de la mañana de ese día; con la relación del 19 de noviembre siguien­
te, de las personas detenidas en las celdas de la Subdirección de Seguridad Pública 
a disposición de distintas autoridades, en la que se encuentra el quejoso, elabo­
rada por los encargados de la guardia saliente y entrante de dicha Subdirección, 
así como con la falta de respuesta a ese respecto, por parte del aludido Juez, a 
esta Comisión Nacional, sin que la autoridad haya definido si fue un arresto y, por 
ende, hubo una doble sanción, o fue el tiempo que tardó el Juez en determinar 
que el agraviado había cometido una falta administrativa, con la consecuente in­
certidumbre de su situación legal, lo que se traduce en dilación en la administra­
ción de justicia y contraviene lo dispuesto en el artículo 36 del Bando de Policía y 
Buen Gobierno al no haber realizado el procedimiento en contra del agraviado 
en forma rápida y expedita. Por tanto, es clara la inseguridad jurídica en que se 
mantuvo al señor Estrada Castillo, cuando además carecía de justificación su de­
tención. 

Debe resaltarse además que el agraviado quedo en la misma celda que el pro­
cesado Felipe Alejandro Catzin López, alias el Gato, calidad que se demuestra con 
lo informado por la Dirección General de Prevención y Readaptación Social del 
Estado de Quintana Roo, con lo que se contravino lo dispuesto en los artículos 
26, y 94, fracción III, del aludido Bando de Policía y Buen Gobierno, en los que se 
prevé que quienes por la comisión de una falta administrativa fuesen privados de 
su libertad, cumplirán la sanción que les fuere impuesta en un lugar distinto al 
destinado a la detención de aquellos que se encuentren en calidad de indiciados, 
procesados o sentenciados. 

Los servidores públicos municipales a cargo de la retención y custodia del de­
tenido estaban obligados a observar tal medida, como el licenciado David Tuyu 
Torres, Juez Cívico en turno, quien era el facultado para determinar la ubicación 
del presunto infractor, en tanto no se iniciara la audiencia de ley; así como el agen-
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a disposición el quejoso, elemento que evidentemente fue encomendado no 
sólo a la recepción de éste, sino también para recluirlo en una celda, al corres­
ponderle tal tarea a los elementos de la Dirección de Seguridad Pública, de acuerdo 
con el artículo 59 del citado Bando y como lo sostiene el Coordinador de Jueces 
Cívicos de ese municipio; y por último, los encargados de las guardias saliente y 
entrante del 18 y 19 de noviembre de 2006, de la Subdirección de Seguridad Pú­
blica, comandantes Andrés Vázquez Barredo y Russel Castro Herrera, respectiva­
mente, ya que era necesario al elaborar la relación de detenidos a disposición de 
distintas autoridades que turnaron a su superior jerárquico, saber la ubicación 
de los mismos, siendo igualmente aplicable a éstos lo previsto en el numeral re­
ferido. 

La citada irregularidad se acreditó no sólo con el testimonio, en ese sentido, 
del agraviado, sino con el del propio procesado Felipe Alejandro Catzin, quien al 
ser entrevistado por personal de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de 
Quintana Roo afirmó haber estado en la cárcel municipal el día en que fue dete­
nido el señor Estrada Castillo, ya que inclusive lo pusieron en la misma celda en 
la que él estaba, y aunque el mencionado niega haberlo agredido, esta Comisión 
Nacional considera que tal circunstancia implicó una anomalía más en contra del 
quejoso. 

Por todo lo expuesto, esta Comisión Nacional concluye que el licenciado David 
Tuyu Torres, Juez Cívico del Ayuntamiento de Cozumel, Quintana Roo, no obser­
vó las formalidades del procedimiento que se sigue ante los juzgados calificado­
res y que prevé el Bando de Policía y Buen Gobierno del Municipio de Cozumel, 
el cual debe ser oral, público, en forma rápida y expedita, con la celebración de 
una audiencia inmediata a la presentación del detenido, a la que comparecerán 
el remitente y el infractor, quienes además podrán aportar las pruebas que co­
rrespondan, a efecto de que la autoridad emita una resolución en la cual se funde 
y motive la causa del procedimiento, así como la imposición, en su caso, de la 
sanción correspondiente, permitiendo al infractor comunicarse con persona que 
lo asista o defienda, no habiendo evidencia que esto se haya cumplido, dejando 
de observar lo previsto en los artículos 36, 39 y 47 del Bando de Policía y Buen 
Gobierno del Municipio de Cozumel, Quintana Roo, apartándose además de su 
obligación de cuidar se respeten la dignidad y los Derechos Humanos de las per­
sonas presentadas ante el juzgado, como en el presente caso, tal y como lo prevé 
el artículo 69 del mismo ordenamiento legal invocado. 

Para esta Comisión Nacional no pasa inadvertido que la actuación del citado 
Juez Cívico fue ratificada por su superior jerárquico, licenciado Daniel Alfonso Gil 
Marrufo, Coordinador de Jueces Cívicos de ese municipio, quien al rendir su in­
forme a esta Comisión Nacional refirió los mismos motivos para justificar la de­
tención del quejoso, y agregó que la multa impuesta fue debidamente fundada 
en los artículos 16, fracción V, y 17, fracción I, del Bando de Policía y Buen Go­
bierno, con lo que convalidó el error y la falta de legalidad en que incurrió el alu­
dido Juez Cívico, al fundamentar su determinación en los mismos artículos, con 
independencia de no coincidir con éste en la fracción del artículo 17 que invo­
can, y demostró con su actuar que no cumple con la debida eficacia y diligencia 
el servicio encomendado, previsto en los artículos 60, fracción V, 79 y 81, fraccio­
nes IV, V y VI, del Bando de Policía y Buen Gobierno del Municipio de Cozumel, 
Quintana Roo, al no supervisar que su subordinado actuara apegado al marco 
legal que rige su encargo y violentara con ello los derechos fundamentales del 
agraviado al emplear dicho fundamento, el cual es incongruente e inaplicable 

141 
C N D H  
1990-2007 

Re
co

m
en

da
ci

on
es


 

para la sanción impuesta al señor Estrada Castillo, como ya se demostró. 



  

ACETA
G 
Resulta también inexplicable para esta Comisión Nacional el hecho de que el 

referido Coordinador de Jueces Cívicos indicara que las sanciones administrativas 
que impone esa autoridad se encuentran contempladas en un tabulador interno, 
con fundamento en el propio Bando de Policía y Buen Gobierno, y debe tomarse 
en cuenta que el Listado de Multas de Tránsito que adjuntó a su informe dicho 
servidor público, al cual se refiere como tabulador interno, no puede considerar-
se como fuente legal para la determinación de sanciones administrativas impues­
tas por jueces cívicos, máxime que esto no esta contemplado en el propio orde­
namiento legal invocado. 

En ese contexto, es claro que la fundamentación que admiten haber utilizado 
las autoridades municipales de Cozumel es improcedente para la sanción im­
puesta al agraviado por las conductas que le atribuyeron, lo que necesariamente 
implica que los ciudadanos en general, que por alguna razón tienen que enfren­
tar un procedimiento ante un Juez Cívico de ese Ayuntamiento, no cuentan con 
la seguridad jurídica que da el que una autoridad aplique la legislación vigente 
correctamente, lo cual implica una franca violación al derecho de legalidad y 
seguridad jurídica contemplados por los artículos 14, párrafo segundo, y 16, 
párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Cabe precisar, en ese sentido, que esta Comisión Nacional no se opone a la 
detención de persona alguna cuando ésta ha infringido la ley penal, o contraven­
ga una disposición administrativa; simplemente resulta esencial garantizar que 
dicha detención deba estar perfectamente ajustada al marco legal y reglamenta­
rio, para evitar que se vulneren los Derechos Humanos de los individuos, relati­
vos a la legalidad y seguridad jurídica, y que no sea un medio para lograr un fin 
distinto. 

B) Violación al derecho a la libertad de expresión e información 

Esta Comisión Nacional acreditó de igual forma que los citados servidores públi­
cos del Ayuntamiento de Cozumel, Quintana Roo, violentaron este derecho en per­
juicio del señor David Jonathann Estrada Castillo, Director General de la revista 
Contrapunto, considerando los testimonios vertidos por los señores Mohammad 
Mikhail Padilla Estrada y Nicolás Pech Chalé, en las averiguaciones previas AP/ 
ZN/CAN/01/01/5432/11-2006 y AP/PGR/QROO/CAN/634/2006-VII, al manifes­
tar que presenciaron la detención del agraviado y la recolección de mil ejempla­
res aproximadamente de la aludida publicación, por parte de la autoridad muni­
cipal, durante los hechos ocurridos el 18 de noviembre de 2006; el ejemplar de 
la revista Contrapunto aportado en la investigación del Ministerio Público de la 
Federación, correspondiente a la publicación que les fue recogida, el cual efecti­
vamente contiene un reportaje de línea crítica a la actuación de la Presidencia Mu­
nicipal de Cozumel, Quintana Roo; el informe que rindió el Director de la Unidad 
Técnica Jurídica de ese Ayuntamiento, a esta Comisión Nacional, al señalar que 
el quejoso y sus acompañantes fueron trasladados a las instalaciones de la Direc­
ción de Seguridad Pública municipal, en la cárcel pública, por cometer una falta 
administrativa, ya que se encontraban repartiendo propaganda sin ningún per­
miso; y el informe que rindió, con esa misma fecha, el Director de Seguridad Pú­
blica del aludido municipio al Presidente municipal, de cuyo contenido se infiere 
que cuando los señores Mohammad Mikhail Padilla Estrada y Nicolás Pech Chalé 
distribuían material gráfico en el multicitado evento de inauguración, la autori­
dad se los impidió. 

Ahora bien, esta Comisión Nacional no deja de observar lo manifestado por el 
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de la revista Contrapunto, en los cuales se pudo constatar su contenido y línea 
crítica a la actuación de las autoridades municipales. Ejemplares que se encontra­
ban en el lugar de los hechos al momento en que fue detenido el agraviado y sus 
acompañantes por elementos de la Dirección de Seguridad Pública de dicho Ayun­
tamiento, puesto que es evidente que el material gráfico que la autoridad muni­
cipal señaló en sus informes como propaganda distribuida por los acompañantes 
del quejoso en el evento de inauguración, es la citada revista, lo cual cobra re­
levancia toda vez que si su distribución constituía una falta administrativa, como 
lo reconoce el citado Director Jurídico del propio ayuntamiento, los elementos 
de la policía municipal de referencia debieron reportarla de igual forma, como lo 
hicieron con relación a la conducta atribuida al señor David Jonathann Estrada 
Castillo y, en su caso, también retener a los señores Mohammad Mikhail Padilla 
Estrada y Nicolás Pech Chalé, sin embargo, no se reportó tal situación al Juez Ca­
lificador y tampoco se les retuvo en dicho juzgado, lo que conlleva a considerar 
que fueron recogidos dichos ejemplares durante su detención con el único fin de 
impedir su distribución. 

Al respecto cabe señalar que esta Comisión Nacional pudo acreditar que Da­
vid Jonathann Estrada Castillo era el encargado de distribuir la revista Contra­
punto, por lo que también se corroboró su dicho, en cuanto a que el día en que 
tuvieron lugar los sucesos contaba con ejemplares de la citada publicación con la 
finalidad de ser distribuidos en el aludido evento de inauguración. En este senti­
do, vale la pena retomar lo declarado por los señores Mohammad Mikhail Padilla 
Estrada y Nicolás Pech Chalé tanto al agente del Ministerio Público local como al 
federal, ante quienes fueron coincidentes en manifestar que previo a la termina­
ción de la mencionada inauguración aún contaban con aproximadamente mil re­
vistas para repartir y fue antes de su traslado a la cárcel municipal, en las instala­
ciones de Seguridad Pública, por conducto de los referidos elementos de la Policía 
local, que éstos se las recogieron y las subieron en una camioneta marca Windstar. 

Al ser cuestionados sobre este punto el Presidente municipal de Cozumel, 
Quintana Roo, así como el Director y el Subdirector de Seguridad Pública munici­
pal, a través del oficio QGV/DG/38572, del 7 de diciembre de 2006, emitido por 
esta Comisión Nacional, por medio del cual se les solicitó a cada uno rindieran un 
informe sobre los hechos motivo de la queja, cabe señalar que el licenciado Ro­
lando Martín Chávez Solís, Director de la Unidad Técnica Jurídica del Ayunta­
miento de Cozumel, Quintana Roo, por instrucciones del referido Presidente muni­
cipal, atendió dicha petición, sin embargo, no dio respuesta respecto del paradero 
de las aproximadamente mil revistas retenidas, refiriendo únicamente que las per­
tenencias personales del agraviado, cuando fue liberado, se le devolvieron, sin em­
bargo, en el listado de pertenencias realizado dentro de la boleta de remisión no 
se relacionaron las revista; y por cuanto hace al Director de Seguridad Pública, 
Tránsito y Policía Turística del municipio de Cozumel, comandante Orlando Saucedo 
Pinta, y Moisés Guzmán Tinoco, Subdirector de la Policía Municipal, respecto de 
este mismo cuestionamiento, omitieron rendir el informe solicitado por esta ins­
tancia, consecuentemente en relación con el trámite de la queja, en términos del 
artículo 38 de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, se tiene 
por cierto lo referente a que les secuestraron los ejemplares de la señalada publi­
cación, impidiendo con ello su distribución. 

Con la serie de irregularidades descritas es evidente que la conducta de los re­
feridos elementos de la Dirección de Seguridad Pública Municipal haya tenido 
como consecuencia la aplicación de medios indirectos para limitar la libertad de ex-
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evitar se difunda o publique información de diversa índole; medios que se dedu­
cen a partir de hechos probados de afectación, como en este caso, es notorio 
que existió detención arbitraria no sólo del periodista agraviado sino también de 
sus acompañantes, lo cual ocasionó un acto de molestia injustificado, únicamen­
te para que no fuera dada a conocer la citada publicación y en consecuencia su 
contenido, lo que se vincula a la sustracción de los aproximadamente mil ejem­
plares de la revista Contrapunto, de la cual también se acreditó la línea crítica 
que manejaba y en especial esa publicación, lo que tuvo como resultado la afec­
tación al derecho a la información, ya que al desaparecer éstos no fue posible su 
distribución en la sociedad, lo que consecuentemente originó que no tuviera 
acceso a estar informada. 

A este respecto deberá investigarse la conducta del referido Presidente muni­
cipal, para establecer si los citados elementos de la policía municipal actuaron 
por sus instrucciones o bien si toleró la actuación de éstos, tomando en cuenta 
que esta Comisión Nacional le solicitó un informe en consideración a que estuvo 
presente en el lugar de los hechos, sin embargo, como ya se preciso, quien dio 
respuesta fue el Director de la Unidad Técnica Jurídica, lo que implicó no contar 
con una información de primera mano, dejando con ello de atenderse el reque­
rimiento efectuado, además de omitir el envío de los informes solicitados por 
esta instancia, por cuanto hace a los aludidos Director y Subdirector de Seguri­
dad Pública. 

Referente a los medios indirectos para coartar la libertad de expresión, están 
prohibidos por el artículo 13, numeral 3, de la Convención Americana sobre De­
rechos Humanos Pacto de San José de Costa Rica, a través del principio 13 de la 
Declaración de Principios sobre la Libertad de Expresión, los cuales establecen 
que no se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios indirectos, 
y que las presiones directas o indirectas dirigidas a silenciar la labor informativa 
de los comunicadores son incompatibles con la libertad de expresión. 

La anulación radical de la libertad de expresión tiene lugar cuando por el po­
der público se establecen medios para impedir la libre circulación de información, 
ideas, opiniones o noticias. Ejemplos de ello son la censura previa, el secuestro o 
la prohibición de publicaciones, y en general todos aquellos procedimientos que 
condicionan la expresión o la difusión de información al control gubernamental. 
En tal hipótesis hay una violación radical tanto del derecho de todos a estar bien 
informados, de modo que se afecta una de las condiciones básicas de una socie­
dad democrática. 

La supresión de la libertad de expresión, tal como ha sido descrita en el párra­
fo precedente, si bien constituye el ejemplo más grave de violación del artículo 
13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, no es la única hipóte­
sis en que dicho artículo puede ser infringido. En efecto, también resulta contra­
dictorio con la Convención todo acto del poder público que implique una res­
tricción al derecho de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas, en mayor 
medida o por medios distintos a los autorizados por la misma Convención. 

En este sentido, conviene reiterar que dos de los principales derechos con que 
cuentan los integrantes del gremio periodístico durante el desempeño de su la­
bor son el ejercicio de la libertad de expresión, y el derecho de y a la información, 
que se hace efectivo a través de la labor informativa que realizan los medios de 
comunicación, además de todos y cada uno de los Derechos Humanos que pro­
tege la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos como personas. 

Los actos señalados vulneraron la libertad de expresión y permiten acreditar 
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los que se ven expuestos en el contexto en el que desarrollan su labor, además 
de que no sólo se restringe la libertad de expresión de una persona, sino tam­
bién el derecho de todos a recibir información e ideas; esto es, un derecho colec­
tivo a recibir cualquier información y a conocer la expresión del pensamiento 
ajeno, máxime si consideramos la labor de los miembros del gremio periodístico 
como escrutadores sociales de la función pública. 

Consecuentemente, resulta grave que mientras se ejercía el derecho a difundir 
la información, su cometido fue impedido físicamente por las autoridades muni­
cipales aludidas, siendo que tal actividad debía ser en todo momento protegida 
por quienes son parte de la estructura del Estado; por lo anterior, se considera 
que el Director de Seguridad Pública, Tránsito y Policía Turística del municipio de 
Cozumel, Orlando Saucedo Pinta, así como el Subdirector Operativo de esa Di­
rección, Moisés Guzmán Tinoco, abusaron de su autoridad, al impedir a los se­
ñores David Jonathann Estrada Castillo, Mohammad Mikhail Padilla Estrada y 
Nicolás Pech Chalé la distribución de la revista Contrapunto. 

En ese orden de ideas, esta Comisión Nacional acreditó que las conductas de 
los elementos de la Dirección de Seguridad Pública Municipal carecieron de moti­
vación y fundamentación, y al considerar que la misma revista publicó un artículo 
con contenido crítico a la actuación de las autoridades municipales, ello permite 
determinar que su detención fue con el fin no sólo de amedrentar a los colabo­
radores de la revista Contrapunto, sino que ésta no fuera dada a conocer y en 
consecuencia tampoco su contenido y restringir la libertad de expresión del pro­
pio agraviado, lo que vulnera el derecho de y a la información prevista en los ar­
tículos 6o., fracciones I y II, y 7o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; además de lo establecido en los preceptos IV de la Declaración Ame­
ricana de los Derechos y Deberes del Hombre; 19 de la Declaración Universal de 
Derechos Humanos, y 19, puntos 1 y 2, del Pacto Internacional de Derechos Ci­
viles y Políticos, así como 13.1, 13.2 y 13.3 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos. 

De igual forma se violentó lo dispuesto por el artículo 4o. del Bando de Policía 
y Buen Gobierno del Municipio de Cozumel, Quintana Roo, el cual es tajante al 
señalar que no se considera infracción el legítimo ejercicio de los derechos de ex­
presión, reunión y otros, siempre que se ajusten a los términos establecidos en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los demás orde­
namientos aplicables, y dado que no hubo ninguna acusación de estar cometien­
do una falta, por tanto no excedieron los límites en su divulgación. 

Ahora bien, es innegable el deber del Estado de organizar todas las estructu­
ras a través de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, de manera 
tal que sean capaces de asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los 
Derechos Humanos reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y en los instrumentos internacionales a toda persona sujeta a su juris­
dicción. 

Como consecuencia de la obligación de todo orden de gobierno, ya sea de la 
Federación, los estados y los municipios, se debe prevenir, investigar y sancionar 
toda violación de los derechos reconocidos, como la libertad de expresión, y pro­
curar, además, el restablecimiento, si es posible, del derecho conculcado, en este 
caso, el desapoderamiento por parte de la autoridad municipal de los ejemplares 
de la revista en cuestión; el perjuicio físico y económico que representó el acto de 
molestia injustificado ocasionado por la detención arbitraria sufrida, y la canti­
dad que pagó por concepto de multa el agraviado, dado que la sanción impues­
ta proviene de actos viciados, como lo es el no respetar las formalidades esencia-
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Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que 

si el aparato del Estado permite que queden impunes este tipo de violaciones en 
contra de la libertad de expresión, y no se restablecen a la víctima plenamente 
sus derechos, puede afirmarse que ha incumplido con su deber de garante en la 
protección de dichos derechos a las personas sujetas a su jurisdicción. Por lo tan­
to, toda denuncia sobre violación a la libertad de expresión debe de ser investiga­
da por las autoridades respectivas del Estado, a efecto de determinar las respon­
sabilidades del caso y las sanciones correspondientes de todos aquellos que de 
alguna manera haya intervenido en la misma sin importar su jerarquía. 

Ahora bien, analizado en su conjunto todo lo anterior, para esta Comisión Na­
cional queda claro que el agraviado tienen el derecho a la reparación del daño 
sufrido por el aseguramiento de los aproximadamente mil ejemplares de su revis­
ta por los costo que le pudieron haber generado la afectación sufrida y las con­
secuencias por no ser difundida; los actos de molestia infundados cometidos en 
su perjuicio, así como el pago que en forma indebida se le impuso por concepto 
de multa, en términos de lo previsto por el artículo 113, segundo párrafo, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual señala que la res­
ponsabilidad del Estado por los daños que con motivo de su actividad adminis­
trativa irregular cause en los bienes o derechos de los particulares, será objetiva 
y directa, y los agraviados tendrán derecho a una indemnización conforme a los 
procedimientos que establezcan las leyes. 

En tal virtud, el Ayuntamiento de Cozumel, Quintana Roo, debe brindar el auxi­
lio necesario para resarcir los daños causado al agraviado por la violación a sus 
Derechos Humanos aquí descritos, pues si bien es cierto que una de las vías pre­
vistas en el sistema jurisdiccional para lograr la reparación del daño derivado de 
la responsabilidad descrita por los servidores públicos en cuestión consiste en 
plantear la reclamación ante el Órgano Jurisdiccional Estatal, también lo es que 
el Sistema No Jurisdiccional de Protección de Derechos Humanos, de conformi­
dad con lo establecido en los artículos 113, primero y segundo párrafos, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 44 de la Ley de la Comi­
sión Nacional de los Derechos Humanos, prevén la posibilidad de que al acreditarse 
una violación a los Derechos Humanos atribuible a un servidor público del Esta­
do, la Recomendación que se formule a la dependencia pública debe incluir las 
medidas que procedan para lograr la reparación de los daños y perjuicios que se 
hubieran ocasionado, por lo cual resulta procedente que se realice la indemniza­
ción conducente en favor del periodista agraviado. 

C) Irregular integración de averiguación previa 

De igual forma, esta Comisión Nacional, después de analizar las diligencias prac­
ticadas en las averiguaciones previas AP/ZN/CAN/01/01/5432/11-2006 y AP/ 
ZN/CAN/01/02/344/1-2007, que integra la Procuraduría General de Justicia del 
estado de Quintana Roo, observa dilación en la investigación realizada en ambas 
indagatorias, ya que en la primera los señores Mohammad Mikhail Padilla Estrada 
y Nicolás Pech Chalé denunciaron el 29 de noviembre de 2006, ante el licenciado 
Anibal Salas Gutiérrez, agente de Ministerio Público del fuero común, la proba­
ble comisión de los delitos de privación ilegal de la libertad, abuso de autoridad, 
amenazas, lesiones y robo, en contra de los señores Gustavo Ortega Joaquín, Or­
lando Saucedo Pinta y Moisés Guzmán Tinoco, constando en la copia cerificada 
de dicha indagatoria recibida por esta Comisión Nacional las siguientes actuacio-
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la indagatoria a la Mesa Cuatro de Trámite del 30 de noviembre de 2006, así 
como el oficio de igual fecha CAN-01/01-124/2006, con el que se turnó la averi­
guación al titular de la referida Mesa, sin señalar el nombre de éste, y por último, 
el oficio CAN-01/04-424/2006 del 2 de diciembre del mismo año, por medio del 
cual el citado licenciado Anibal Salas solicita al Director de Servicios Periciales de 
esa Procuraduría dictamen médico sobre edad clínica y de integridad física y/o 
lesiones de los denunciantes. 

Por cuanto hace a la averiguación previa AP/ZN/CAN/01/02/344/1-2007, ésta 
tuvo su origen en la denuncia presentada por el periodista agraviado el 28 de 
noviembre de 2006, ante la Procuraduría General de la República, autoridad que 
inició la indagatoria correspondiente por la probable comisión de los delitos de pri­
vación ilegal de la libertad y abuso de autoridad, en contra de quien resulte res­
ponsable, misma que fue remitida el 28 de diciembre de ese año, por incompe­
tencia de la autoridad federal, a la Procuraduría General de Justicia del Estado de 
Quintana Roo, radicándose el 24 de enero de 2007, ante la Mesa de Guardia Dos 
de la Agencia Central a cargo de la licenciada María Luisa Sosa Santoyo, quien a 
su vez, en esa fecha, acordó remitirla a la Mesa de Trámite VII, sin que exista en 
actuaciones oficio con el que la haya turnado al titular de la misma ni su nombre, 
siendo ésta la última diligencia efectuada que consta en la copia certificada de la 
indagatoria recibida por esta Comisión Nacional. 

Por consiguiente, no se ha realizado diligencia alguna tendente a esclarecer 
los hechos en dichas averiguaciones previas ni se ha identificado al o los proba­
bles responsables de los hechos denunciados por el periodista agraviado; de igual 
forma, en el caso de los señores Mohammad Mikhail Padilla Estrada y Nicolás 
Pech Chalé no han sido citados los probables responsables de los hechos por los 
ofendidos, así como tampoco se han buscado testigos que pudieran aportar in­
formación en las mismas, o la ubicación del vehículo en que se llevaron los aproxi­
madamente mil ejemplares de la revista Contrapunto. 

Por las conductas antes señaladas, deberá iniciarse una investigación en con­
tra de quienes han tenido a su cargo la integración de las referidas averiguacio­
nes previas, ya que los servidores públicos tienen la obligación de ejecutar su 
encargo diligentemente y con el máximo de cuidado, tal como lo disponen los 
artículos 16, 17, 18 y 20 del Código de Procedimientos Penales para el Estado de 
Quintana Roo, ya que en caso contrario se contraviene el principio constitucio­
nal que señala que la justicia debe ser administrada de forma pronta y expedita, 
toda vez que en el presente caso ese actuar irregular tiene como consecuencia 
que se obstaculice la investigación y no se esclarezcan aún los hechos. Asimismo 
se apartan de lo previsto por el artículo 20, apartado B, de la Constitución Políti­
ca de los Estados Unidos Mexicanos, que señala que la víctima de un ilícito ten­
drá derecho a que se le asesore e informe del desarrollo del procedimiento de la 
averiguación previa, se desahoguen todas las diligencias correspondientes al es­
clarecimiento de los hechos y a la reparación del daño cuando éste proceda, en 
los términos más amplios y eficaces, debiendo ser a cargo del Estado cuando el 
autor del delito sea un servidor público. 

Esta Comisión Nacional, considerando las irregularidades observadas en el 
cuerpo del presente documento, como el probable robo de los referidos ejempla­
res de la publicación mencionada y la dilación que existe en la indagatoria inicia­
da en la Procuraduría General de Justicia del Estado de Quintana Roo, se pronun­
cia por que la autoridad ministerial investigue si ambos hechos tienen alguna 
conexión, y en caso positivo determine lo que en Derecho corresponda. 

En ese orden de ideas, se concluye que los servidores públicos involucrados en 
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14, párrafo segundo; 16, párrafo primero, y 21, párrafo primero, de la Constitu­
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, en concordancia con los artículos 
23 y 29 de la Constitución Política del Estado de Quintana Roo, en los que se 
señala la necesidad de que las autoridades se ajusten a procedimientos estable­
cidos para poder privar de cualquier derecho fundamental a los gobernados, así 
como conceden a la autoridad administrativa la facultad para imponer sanciones 
por violentar los reglamentos gubernativos y de policía, sujetándolas a fijar las 
sanciones pecuniarias de acuerdo con el jornal que devengue cada persona. 

Por lo anterior, esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos concluye 
que, Orlando Saucedo Pinta, Moisés Guzmán Tinoco, Placido Núñez Crespo, 
Andrés Vázquez Barredo y Russel Castro Herrera, elementos de la Dirección de 
Seguridad Pública, Tránsito y Policía Turística del municipio de Cozumel, Quinta­
na Roo, y los licenciados David Tuyu Torres, Juez Cívico del Ayuntamiento en cita, 
y Daniel Alfonso Gil Marrufo, Coordinador de los Jueces Cívicos de ese munici­
pio, violentaron los derechos de legalidad y de seguridad jurídica, y a la libertad 
de expresión e información en perjuicio de los señores David Jonathann Estrada 
Castillo, Mohammad Mikhail Padilla Estrada y Nicolás Pech Chalé, al contravenir 
los preceptos constitucionales descritos con antelación; de igual forma, se trans­
gredió lo preceptuado en los artículos 1.1, 8.1, 13.1, 13.2 y 13.3 de la Conven­
ción Americana sobre Derechos Humanos Pacto de San José de Costa Rica; 10 y 
19 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, y II y IV de la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, mismos que garantizan la 
legalidad y seguridad jurídica de los involucrados en procedimientos judiciales o 
administrativos, en los cuales deberá respetarse en todo momento las formalida­
des esenciales de los mismos. 

De igual forma, con estas conductas se violentó lo dispuesto por los artículos 
47, fracciones I, VI, XXI XXII y XXIX, de la Ley de Responsabilidades de los Servi­
dores Públicos del Estado de Quintana Roo, así como 1, 2, 3 y 5 del Código de 
Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley, al haber deja­
do de observar las funciones que su cargo les confiere e incumplir con las dispo­
siciones legales a que están obligados. 

Por cuanto hace a los licenciados Anibal Salas Gutiérrez y María Luisa Sosa 
Santoyo, agentes del Ministerio Público del Fuero Común encargados de la inte­
gración de las indagatorias en comento, de igual forma violentaron los derechos 
de legalidad y de seguridad jurídica, toda vez que la falta de investigación por 
parte de la autoridad procuradora de justicia respecto de los hechos denuncia­
dos por los agraviados propicia la afectación de tales preceptos y, en consecuen­
cia, también transgredieron la normativa descrita en el presente documento por 
incurrir en dicha falta. 

En virtud de lo anterior, esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
formula respetuosamente a ustedes, las siguientes: 

V. RECOMENDACIONES 

A usted señor Gobernador constitucional del estado de Quintana Roo: 

PRIMERA. Instruya al titular de la Secretaría de la Contraloría General del estado 
de Quintana Roo, a fin de que se inicie y resuelva conforme a Derecho un procedi­
miento administrativo para determinar la responsabilidad en que incurrieron los 
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nes previas señaladas en el capítulo de observaciones del presente documento, 
informando a esta Comisión Nacional desde su inicio hasta la resolución corres­
pondiente. 

SEGUNDA. Gire sus instrucciones al Procurador General de Justicia del estado de 
Quintana Roo, a fin de que ordene a quien corresponda se agilicen las investiga­
ciones y se realicen las diligencias pertinentes para la debida integración de las 
indagatorias de cuenta que permitan garantizar la legalidad y certeza jurídica de 
los denunciantes, informando a esta Comisión Nacional el avance que tenga de la 
averiguación previa. 

A ustedes, miembros del Cabildo del Ayuntamiento de Cozumel, Quintana Roo: 

PRIMERA. Se sirvan girar sus instrucciones a quien corresponda, a efecto de dar 
vista a la Contraloría del municipio, a fin de que se inicie y resuelva conforme a 
Derecho un procedimiento administrativo para determinar la responsabilidad en 
que incurrieron los servidores públicos municipales involucrados en el presente 
caso, por las omisiones e irregularidades que se han mencionado en el presen­
te documento, informando igualmente a esta Comisión Nacional desde su inte­
gración hasta la determinación del mismo. 

SEGUNDA. Se ordene a quien corresponda que se realicen los trámites adminis­
trativos correspondientes a efecto de que a los agraviados les sea cubierta la 
reparación del daño conforme a la ley, en virtud de las consideraciones plantea­
das en el capítulo de observaciones de esta Recomendación, y se envíen a esta 
Comisión Nacional las constancias con las que se acredite su cumplimiento. 

TERCERA. Se emitan las instrucciones a quien corresponda, a efecto de implemen­
tar la difusión de la cultura de respeto a los Derechos Humanos, mediante cam­
pañas publicitarias dirigidas a la población en general, así como a través de la 
impartición de cursos de capacitación dirigidos a los servidores públicos munici­
pales, y se promuevan las disposiciones reglamentarias para que los elementos de 
las corporaciones policiales de ese Ayuntamiento preserven y garanticen los dere­
chos de los periodistas, el derecho a la libertad de expresión y de información, a 
fin de evitar que en lo futuro se incurran en conductas similares a las descritas en 
el presente documento. Dichas acciones deberán efectuarse de forma periódica 
y sus resultados e impacto deben ser susceptibles de medición y revisión. 

La presente Recomendación, de acuerdo con lo señalado por el artículo 102, apar­
tado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el ca­
rácter de pública y se emite con el propósito fundamental tanto de hacer una 
declaración respecto de una conducta irregular cometida por servidores públicos 
en el ejercicio de las facultades que expresamente les confiere la ley, como de 
obtener la investigación que proceda por parte de las dependencias administra­
tivas o cualesquiera otras autoridades competentes para que, dentro de sus atri­
buciones, apliquen las sanciones conducentes y se subsane la irregularidad de 
que se trate. 

Resulta importante reiterar que las Recomendaciones de la Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos no pretenden, en modo alguno, desacreditar a las ins­
tituciones ni constituyen una afrenta o agravio a las mismas o a sus titulares, sino 
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las sociedades democráticas y en los Estados de Derecho para lograr su fortaleci­
miento a través de la legitimidad que con su cumplimiento adquieren las autori­
dades y servidores públicos ante la sociedad. Dicha legitimidad se fortalecerá de 
manera progresiva cada vez que se logre que aquéllas y éstos sometan su actua­
ción a la norma jurídica y a los criterios de justicia que conllevan el respeto a los 
Derechos Humanos. 

De conformidad con el artículo 46, párrafo segundo, de la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, solicito a usted que la respuesta sobre la 
aceptación de esta Recomendación, en su caso, nos sea informada dentro del 
término de 15 días hábiles siguientes a esta notificación. 

Con el mismo fundamento jurídico, solicito a usted que, en su caso, las prue­
bas correspondientes al cumplimiento de la Recomendación que se les dirige se 
envíen a esta Comisión Nacional dentro del término de 15 días hábiles siguientes 
a la fecha en que haya concluido el plazo para informar sobre la aceptación de la 
misma. 

La falta de presentación de las pruebas dará lugar a que se interprete que la 
presente Recomendación no fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos quedará en libertad de hacer pública esta circunstancia. 

Atentamente
 
El Presidente de la Comisión Nacional
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Recomendación 50/2007
 
Sobre el recurso de impugnación 

de la señora Cristal Paola Castillo Cervantes 

SÍNTESIS: El 14 de noviembre de 2006 se recibió en esta Comisión Nacional el re­
curso de impugnación que presentó la señora Cristal Paola Castillo Cervantes ante 
la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Veracruz, en contra de la no acepta­
ción del inciso b) de la Recomendación 03/2006 por parte de la Secretaría de Salud 
del estado de Veracruz. 

Del análisis lógico-jurídico de las constancias que integran el expediente 2006/ 
408/5/RI, se desprende que el 9 de julio de 2005, a las 22:00 horas, el menor Omar 
Jovanny Gamboa Castillo ingresó al Hospital Regional de Río Blanco, Veracruz, con 
motivo de las quemaduras de primer, segundo y tercer grado que sufrió en su do­
micilio, en más del 30 % de su superficie corporal. Dadas las complicaciones que se 
dieron durante su tratamiento y a fin de estabilizarlo, fue trasladado al Hospital 
“Doctor Luis F. Nachón” el 3 de agosto del año referido, en donde falleció aproxima­
damente a las 00:00 horas del 1 de septiembre, con un diagnóstico de shock sépti­
co secundario a quemaduras de segundo y tercer grado, según se desprende del 
certificado de defunción. 

El 17 de agosto de 2005, la señora Castillo Cervantes interpuso una queja ante la 
Comisión Estatal de Derechos Humanos de Veracruz en contra del personal médico 
del Hospital Regional de Río Blanco, Veracruz, por no haber aislado al menor por las 
quemaduras que presentaba; al no comunicarles a ella y al padre del menor, con 
anterioridad, que podían trasladarlo a otro hospital, y al llevar a cabo dicho traslado 
hasta que hubo otro paciente que transportar, no obstante que en ese momento su 
hijo tenía una bacteria en la sangre y su salud era grave; en ampliación de queja, se 
inconformó en contra de los servidores públicos del Hospital Regional “Doctor Luis 
F. Nachón”, que le brindaron atención médica al menor agraviado, quien falleció el 
1 de septiembre de 2005, pues nunca le dijeron exactamente qué tenía el niño, lo 
que la llevaba a considerar que hubo negligencia médica en su atención, y como 
consecuencia de la cual falleció. 

La Comisión Estatal de Derechos Humanos de Veracruz realizó las investigacio­
nes correspondientes, y al considerar que existieron violaciones a los Derechos Hu­
manos, el 6 de marzo de 2006 dirigió al Secretario de Salud y Director General de 
Servicios de Salud de Veracruz la Recomendación 03/2006, en la que solicitó, en su 
inciso b), que se otorgara a la parte agraviada una indemnización con motivo del 
daño causado por el personal de esa institución. 

El 6 de septiembre de 2006, el Secretario de Salud y Director General de Servicios 
de Salud de Veracruz informó a la Comisión Estatal la no aceptación del inciso b) de 
la Recomendación, por lo que la señora Cristal Paola Castillo Cervantes presentó un 
recurso de impugnación. 

Al respecto, esta Comisión Nacional integró el expediente de impugnación, como 
resultado de lo cual concluyó que la autoridad estatal vulneró, en perjuicio del agra­
viado, los derechos a la vida y protección a la salud, por lo que resulta procedente la 
indemnización a favor de los familiares del menor Omar Jovanny Gamboa Castillo, 
que acrediten tener mejor derecho, por la responsabilidad institucional de la Secre­
taría de Salud de Veracruz. 

En tal virtud, esta Comisión Nacional emitió la Recomendación 50/2007, confir­
mando en sus términos la Recomendación 03/2006, solicitando al Secretario de 
Salud y Director General de Servicios de Salud de Veracruz que gire sus instruccio­
nes a quien corresponda para que a la brevedad se dé cumplimiento en todos sus 
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chos Humanos de Veracruz el 6 de marzo de 2006, y se informe a esta Comisión de 
su cumplimiento. 

México, D. F., 15 de octubre de 2007 

Sobre el recurso de impugnación de la señora Cristal Paola Castillo Cervantes 

Mtro. Fidel Herrera Beltrán,
 
Gobernador constitucional del estado de Veracruz
 

Distinguido señor Gobernador: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 
102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o.; 3o., último párra­
fo; 6o., fracción V; 15, fracción VII; 55; 61, y 66, inciso a), de la Ley de esta Comisión Nacional, así 
como 159, fracción IV; 160; 167, y 168, de su Reglamento Interno, ha examinado los elementos 
contenidos en el expediente 2006/408/5/RI, relacionados con el recurso de impugnación interpues­
to por la señora Cristal Paola Castillo Cervantes, y vistos los siguientes: 

I. HECHOS 

A. El 17 de agosto de 2005, la señora Cristal Paola Castillo Cervantes presentó 
una queja ante la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Veracruz, por pre­
suntas violaciones a los Derechos Humanos cometidas en agravio de su menor 
hijo Omar Jovanny Gamboa Castillo, en la que señaló su inconformidad con la 
actuación negligente que el personal médico del Hospital Regional de Río Blan­
co, Veracruz, observó al no haber aislado al menor por las quemaduras que pre­
sentaba; al no comunicarles a ella y al padre del menor, con anterioridad que 
podían trasladarlo a otro hospital, y al llevar a cabo dicho traslado hasta que hubo 
otro paciente que transportar, no obstante que en ese momento su hijo tenía una 
bacteria en la sangre y su salud era grave. 

Asimismo, en ampliación de queja la señora Castillo Cervantes se inconformó 
en contra de los servidores públicos del Hospital Regional “Doctor Luis F. Nachón”, 
que le brindaron atención médica al menor agraviado, quien falleció el 1 de sep­
tiembre de 2005, pues nunca le dijeron exactamente qué tenía el niño, lo que la 
llevaba a considerar que hubo negligencia médica en su atención, y como conse­
cuencia de la cual falleció. 

B. Una vez que la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Veracruz realizó las 
investigaciones correspondientes, y al considerar que existieron violaciones a los 
Derechos Humanos, el 6 de marzo de 2006 dirigió al Secretario de Salud y Direc­
tor General de Servicios de Salud de Veracruz la Recomendación 03/2006, en la 
que solicitó: 

PRIMERA. Fundado en lo que establecen los artículos 293 de la Ley de Sa­
lud del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave; 53, 54 y 60 de la Ley de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos para el Estado Libre y Sobera-
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Sempé, Secretario de Salud y Asistencia y Director General de los Servicios 
de Salud de Veracruz, deberá girar sus instrucciones a quien corresponda 
para que: 

a) Se inicie procedimiento administrativo para establecer la responsabili­
dad del personal médico y de enfermería de los Hospitales Regionales de 
Río Blanco, Veracruz, y “Doctor Luis F. Nachón” de esta ciudad capital, que 
se encargaron del manejo y tratamiento del menor Omar Jovanny Gamboa 
Castillo, imponiéndoles la sanción que conforme a Derecho proceda, san­
ción que deberá ser congruente con la gravedad de los Derechos Humanos 
violados en agravio de Cristal Paola Castillo Cervantes y de su menor hijo. 

b) Resulta pertinente que la Secretaría de Salud y Asistencia proponga y 
otorgue a la parte agraviada, una indemnización con motivo del daño cau­
sado por su personal adscrito, siendo necesario considerar los gastos gene­
rados con motivo de la muerte del menor Omar Jovanny Gamboa Castillo, 
debiendo para ello hacer una apreciación prudente de los daños causados 
con su conducta. 

c) Se proporcione a Javier Gamboa Álvarez y Cristal Paola Castillo Cer­
vantes, padres del menor que en vida llevó el nombre de Omar Jovanny Gam­
boa Castillo, la atención psicológica y/o psiquiátrica necesaria que permita 
restablecer, en la medida de lo posible, su alterada salud mental o psíquica. 

d) Se giren instrucciones escritas, precisas y contundentes a los servido­
res públicos de las unidades médicas y hospitalarias del estado, a efecto de 
que, en todos aquellos casos en los que ingresen pacientes con lesiones por 
quemaduras, se tomen medidas estrictas y se maneje un tratamiento ade­
cuado y eficaz para que no vuelvan a suscitarse casos como el que dio ori­
gen a la presente Recomendación. 

e) Que la Secretaría de Salud ordene a quien corresponda, se tomen regu­
larmente muestreos sobre los microbios que pululan en los Hospitales Re­
gionales de Río Blanco, Veracruz, y “Doctor Luis F. Nachón” de esta ciudad 
capital y se implementen las medidas correspondientes, en términos de la 
NORMA OFICIAL MEXICANA NOM-026-SSA2-1998, PARA LA VIGILANCIA 
EPIDEMIOLÓGICA, PREVENCIÓN Y CONTROL DE LAS INFECCIONES NO­
SOCOMIALES, de tal manera que los microbios estafilococo dorado y pseu­
domona aeroginosa y otros, de origen hospitalario sean combatidos me­
diante las técnicas existentes, evitando de esta manera continúen provocando 
muertes por complicaciones en los enfermos hospitalizados. 

C. El 6 de septiembre de 2006, a través del oficio 1651/05, el Secretario de Salud 
y Director General de Servicios de Salud de Veracruz informó a la Comisión Esta­
tal la no aceptación del inciso b) de la Recomendación. El oficio fue recibido en 
esa instancia el 2 de octubre de 2006. 

D. El 9 de octubre de 2006 se notificó a la señora Cristal Paola Castillo Cervantes 
la no aceptación del inciso b) de la Recomendación 03/2006, por parte del Se­
cretario de Salud y Director General de Servicios de Salud de Veracruz, por lo 
cual, el 9 de noviembre del año citado, presentó el recurso de impugnación ante 
el Organismo Local. 

E. El 14 de noviembre de 2006, esta Comisión Nacional recibió el oficio DSC/ 
1205/2006, suscrito por la encargada de la Dirección de Seguimiento y Conclu-
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remitió el escrito de impugnación de la señora Cristal Paola Castillo Cervantes, en 
el que manifestó su inconformidad por la no aceptación del inciso b) de la Reco­
mendación 03/2006, ya que con motivo de la atención de su descendiente en 
los hospitales de Xalapa y Río Blanco, Veracruz, tanto la recurrente como su espo­
so tuvieron que recurrir a dos préstamos personales para poder cubrir con ello 
los medicamentos y el traslado del menor, incluyendo los gastos de su sepelio. 

F. En alcance al recurso, la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Veracruz 
remitió, vía fax, el oficio DSC/1229/2006, del 17 de noviembre de 2006, signado 
por la encargada de la Dirección de Seguimiento y Conclusión, al que adjuntó los 
oficios 1916/06, 1917/06 y 1918/06, los dos primeros del 12 de octubre de 2006, 
firmados por el Subdirector de Asuntos Jurídicos de Servicios de Salud de Vera-
cruz, y el último del 14 del mes y año citados, suscrito por el Secretario de Salud y 
Director General de Servicios de Salud de Veracruz, mediante los cuales se hace 
referencia a las acciones realizadas para dar cumplimiento a la Recomendación 
de la Comisión Estatal y la razón por la que no se acepta el inciso b) de la misma. 

G. Por lo anterior, en esta Comisión Nacional se radicó el recurso de impugna­
ción 2006/408/5/RI, y se solicitó al Secretario de Salud y Director General de Ser­
vicios de Salud de Veracruz el informe correspondiente. 

H. Mediante el oficio 25/06, del 9 de diciembre de 2007 (sic), recibido en este 
Organismo Nacional el 10 de enero de 2007, el Subdirector de Asuntos Jurídicos 
de Servicios de Salud de Veracruz obsequió lo requerido por esta Comisión Na­
cional, y cuya valoración se precisa en el capítulo de observaciones del presente 
documento. 

En el presente caso las constituyen: 

A. El oficio DSC/1205/2006, del 13 de noviembre de 2006, recibido en esta Co­
misión Nacional el 14 del mes y año citados, mediante el cual la Comisión Estatal 
de Derechos Humanos de Veracruz remitió a esta Comisión Nacional el escrito de 
impugnación presentado por la señora Cristal Paola Castillo Cervantes. 

B. El original del expediente de queja 7083/2005, de cuyo contenido destaca lo 
siguiente: 

1. El escrito de queja de la señora Cristal Paola Castillo Cervantes, recibido el 17 
de agosto de 2005 en la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Veracruz. 

2. El oficio 347/05, del 31 de agosto de 2005, signado por el Director del Hospi­
tal Regional “Doctor Luis F. Nachón”, a través del cual proporcionó a la Comisión 
Estatal un informe sobre los hechos planteados por la quejosa y anexó copia del 
expediente clínico del menor Omar Jovanny Gamboa Castillo, integrado con motivo 
de la atención médica que se le otorgó, así como resumen clínico. 

3. El oficio 095.2005, del 9 de septiembre de 2005, signado por el Director del 
Hospital Regional de Río Blanco, Veracruz, por medio del cual proporcionó a la 
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Comisión Estatal un informe sobre los hechos planteados en ampliación por la 
quejosa y anexó copia del expediente clínico del menor Omar Jovanny Gamboa 
Castillo, integrado con motivo de la atención médica que se le otorgó, así como 
las declaraciones de los médicos y las enfermeras que le brindaron atención al 
menor agraviado. 

4. El certificado de defunción del 1 de septiembre de 2005, suscrito por un mé­
dico legista, en el que consta que el fallecimiento del menor Omar Jovanny Gam­
boa Castillo ocurrió el 1 de septiembre de 2005, a las 00:00 horas, por shock 
séptico secundario a quemaduras de segundo grado en 50 % de la superficie 
corporal. 

5. El dictamen médico del 24 de octubre de 2005, emitido por el médico legista 
de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Veracruz, relacionado con la 
atención médica que se le brindó al menor Omar Jovanny Gamboa Castillo en los 
Hospitales Regionales de Río Blanco y “Doctor Luis F. Nachón”. 

6. La Recomendación 03/2006, del 6 de marzo de 2006, emitida por la Comisión 
Estatal de Derechos Humanos de Veracruz, dirigida al Secretario de Salud y Direc­
tor General de Servicios de Salud de Veracruz. 

7. El oficio 1651/05, del 6 de septiembre de 2006, por medio del cual el Secreta­
rio de Salud y Director General de Servicios de Salud de Veracruz comunicó a la 
Comisión Estatal los términos de la no aceptación del inciso b) de la Recomenda­
ción 03/2006. 

8. Los oficios 1916/06 y 1917/06, ambos del 12 de octubre de 2006, mediante 
los cuales el Subdirector de Asuntos Jurídicos de Servicios de Salud de Veracruz 
refirió a la Presidenta de la Comisión Estatal las acciones realizadas en cumpli­
miento a la Recomendación 03/2006, y la razón por la que no se aceptó el inciso 
b) de la misma. 

9. El oficio 1918/06, del 14 de octubre de 2006, a través del cual el Secretario de 
Salud y Director General de Servicios de Salud de Veracruz informó a la Presiden­
ta de la Comisión Estatal sobre las acciones que se habían llevado a cabo en 
cumplimiento a la Recomendación 03/2006, y reiteró la no aceptación del inciso 
b) de la misma. 

10. El oficio 025/06, recibido en esta Comisión Nacional el 10 de enero de 2007, 
mediante el cual el Secretario de Salud y Director General de Servicios de Salud 
de Veracruz rindió el informe solicitado. 

III. SITUACIÓN JURÍDICA 

El 9 de julio de 2005, a las 22:00 horas, el menor Omar Jovanny Gamboa Castillo 
ingresó al Hospital Regional de Río Blanco, Veracruz, con motivo de las quema­
duras de primero, segundo y tercer grado, que sufrió en su domicilio, en más del 
30 % de su superficie corporal. Dadas las complicaciones que se dieron durante 
su tratamiento y a fin de estabilizarlo, fue trasladado al Hospital “Doctor Luis F. 
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00:00 horas del 1 de septiembre, con un diagnóstico de shock séptico secunda­
rio a quemaduras de segundo y tercer grados, según se desprende del certifica­
do de defunción. 

El 17 de agosto de 2005, la señora Cristal Paola Castillo Cervantes presentó 
una queja ante la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Veracruz, iniciándo­
se el expediente 7083/2005. La Comisión Estatal, previa investigación de los 
hechos, el 6 de marzo de 2006, dirigió al Secretario de Salud y Director General 
de Servicios de Salud de Veracruz la Recomendación 03/2006, misma que no 
fue aceptada en su inciso b), por considerar que para que la Secretaría de Salud 
de Veracruz realice el pago de la indemnización debe ser a través del procedi­
miento establecido en la ley. 

Esta Comisión Nacional requirió al Secretario de Salud y Director General de 
Servicios de Salud de Veracruz el informe correspondiente, autoridad que reiteró 
su no aceptación al inciso b) de la Recomendación 03/2006. 

IV. OBSERVACIONES 

Antes de entrar al análisis de las violaciones a los Derechos Humanos cometidas 
en agravio del menor Omar Jovanny Gamboa Castillo, es oportuno señalar que 
esta Comisión Nacional no realiza pronunciamiento alguno respecto de los incisos 
a), c), d) y e) de la Recomendación 03/2006 que la Comisión Estatal dirigió al 
Secretario de Salud y Director General de Servicios de Salud de Veracruz, en aten­
ción a que los mismos fueron aceptados. 

No obstante lo anterior, del estudio realizado al conjunto de las evidencias que 
integran el presente recurso, esta Comisión Nacional estimó que en el caso que se 
analiza se contó con elementos para estimar que el agravio expresado por la re­
currente resultó procedente, al acreditarse violaciones a los Derechos Humanos 
relativos al derecho a la vida y protección a la salud cometidos en perjuicio del 
menor Omar Jovanny Gamboa Castillo, por personal de los Hospitales Regiona­
les de Río Blanco y “Doctor Luis F. Nachón”, ambos del estado de Veracruz, en 
virtud de las siguientes consideraciones: 

La Comisión Estatal consideró que en el caso del menor Omar Jovanny Gamboa 
Castillo existió responsabilidad institucional por parte de la Secretaría de Salud, 
ya que evidenció que el personal médico y de enfermería del Hospital Regional 
“Doctor Luis F. Nachón” no combatió debidamente la infección contraída por el 
menor agraviado, y resaltó que el ambiente hospitalario de los nosocomios de 
Río Blanco y “Doctor Luis F. Nachón” no es viable y seguro para los enfermos hos­
pitalizados. Ello se confirma con el certificado de defunción del menor, en el que 
se asentó como causa de su muerte la presencia de una infección adquirida y 
desarrollada en el ambiente hospitalario en que se le dio tratamiento. 

Como consecuencia de lo anterior, la Comisión Estatal estimó, como conside­
ración, que pudiera tenerse a favor de las víctimas de una violación a los Dere­
chos Humanos, relativa al menoscabo de la salud, una indemnización, ya que en 
el caso del menor Omar Jovanny Gamboa Castillo había quedado acreditada una 
violación a sus Derechos Humanos, y dado que hay un mecanismo reconocido 
por el derecho internacional para enfrentar la impunidad en la violación a los De­
rechos Humanos y que es la reparación del daño, por ello la Secretaría de Salud 
en el estado de Veracruz debería indemnizar con base en la apreciación pruden­
te de los daños. 

Al respecto, esta Comisión Nacional coincide con lo manifestado por la Comi-
GACETA 
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Humanos relativos a la vida y protección a la salud en perjuicio del menor Omar 
Jovanny Gamboa Castillo, con motivo de una inadecuada prestación del servicio 
público en materia de salud, ya que, al no existir medidas adecuadas para evitar 
la propagación de infecciones en los ambientes hospitalarios de los nosocomios 
de Río Blanco y “Doctor Luis F. Nachón”, no se controló de manera eficaz la in­
fección adquirida por el agraviado, la cual fue la causa de su muerte. Tal como se 
desprende del dictamen médico del 24 de octubre de 2005, emitido por el médi­
co legista de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Veracruz, en el que se 
señaló que el menor murió por una infección fulminante, entre cuyos microbios 
se encontraron estafilococo dorado y pseudomona aeroginosa, que son de ori­
gen hospitalario. Por lo tanto, de acuerdo con ese dictamen, esta infección fue 
adquirida y desarrollada en el ambiente hospitalario en el que se le dio tratamien­
to al menor agraviado; asimismo, en el dictamen se hace referencia a los dos hos­
pitales, ya que si bien es cierto que los microbios fueron adquiridos durante el in­
ternamiento del paciente en el Hospital Regional de Río Blanco, también lo es 
que en el hospital “Doctor Luis F. Nachón” las autoridades médicas contaron con 
29 días, tiempo suficiente para combatir la infección, y sin embargo, no ocurrió 
así, provocándole la muerte al menor. 

Por lo anterior, y toda vez que debido a la falta de medidas preventivas del per­
sonal médico en los Hospitales Regionales Río Blanco y “Doctor Luis F. Nachón”, 
ambos en el estado de Veracruz, no se le brindó al menor Omar Jovanny Gamboa 
Castillo la atención médica con la oportunidad y la calidad que requería, lo cual 
resulta ser un hecho grave; en tal virtud, esta Comisión Nacional considera que 
el punto sugerido en la Recomendación 03/2006, emitida por la Comisión Esta­
tal de Derechos Humanos de Veracruz, relativo a la indemnización, es proceden­
te, y en consecuencia la Recomendación emitida por la Comisión Estatal de Dere­
chos Humanos de Veracruz debe ser aceptada en sus términos, pues de lo contrario 
significa no colaborar con la protección no jurisdiccional de los Derechos Huma­
nos, independientemente de considerar que en un Estado de Derecho los servi­
dores públicos deben actuar dentro del orden jurídico, para no incurrir en actos 
violatorios como los que dieron origen al presente pronunciamiento. 

Para esta Comisión Nacional no pasa inadvertido que el Secretario de Salud y 
Director General de Servicios de Salud de Veracruz manifestó a esta Comisión Na­
cional, a través del oficio 025/06, recibido el 19 de enero de 2007, que no se acep­
taba el pago de la indemnización en virtud de que, en términos de lo previsto 
por los artículos 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
y 4 de la Constitución Política del Estado de Veracruz, así como 1, 14 y 15 de la 
Ley de Responsabilidad Patrimonial de la Administración Pública Estatal y Munici­
pal del Estado de Veracruz, si bien la administración pública tiene la obligación 
de responder de la actividad administrativa irregular en perjuicio de los particula­
res, y por lo cual se debe reparar el daño a los mismos; ésta debía ser a través del 
procedimiento establecido en la ley, el cual es indispensable que se inicie a instan­
cia de parte, por lo que se encontraba imposibilitado para otorgar una indemni­
zación mediante un acuerdo con los particulares, toda vez que lo anterior impli­
caría una responsabilidad al realizarse en contravención a esas disposiciones 
legales, y por lo tanto no tenía sustento alguno para erogar recursos propiedad 
del Estado, por lo que solicitó que se informara a la agraviada que promoviera lo 
necesario para su otorgamiento. 

Al respecto, esta Comisión Nacional considera que, efectivamente, una de las 
vías previstas en el sistema jurídico mexicano para lograr la reparación del daño 
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de Salud y Director General de Servicios de Salud de Veracruz, en plantear la 
reclamación ante la dependencia presuntamente responsable; sin embargo, den­
tro del Sistema No Jurisdiccional de Protección de los Derechos Humanos, en el 
artículo 44 de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, se prevé 
la posibilidad de que al acreditarse una violación a los Derechos Humanos atri­
buible a servidores públicos, la Recomendación que se formule a la dependencia 
pública debe incluir las medidas que procedan para lograr la efectiva restitución 
de los afectados en sus derechos fundamentales y las relativas a la reparación de 
los daños y perjuicios que se hubieran ocasionado por la acción irregular de los 
agentes del Estado, además de que la normativa constitucional e internacional que 
así lo apoya es jerárquicamente superior a la ley local invocada por la autoridad. 

Por ello, en opinión de esta Comisión Nacional resulta procedente la indemni­
zación a favor de los familiares del menor Omar Jovanny Gamboa Castillo, que 
acrediten tener mejor derecho, por la responsabilidad institucional por parte de 
la Secretaría de Salud de Veracruz por la falta de medidas preventivas en los hos­
pitales regionales implicados, destacando de esta manera que la existencia de la 
Recomendación emitida por la Comisión Estatal por sí misma sustenta el inicio 
del procedimiento reclamatorio al que aludió esa Secretaría en su respuesta, 
quedando al arbitrio de esa autoridad la citación de la parte quejosa para perfec­
cionar el trámite respectivo y cubrir así las formalidades del mismo. 

Lo anterior, encuentra asimismo sustento en los artículos 1 y 63.1 de la Con­
vención Americana sobre Derechos Humanos, que señalan respectivamente la 
obligación de los Estados de respetar y garantizar el libre ejercicio de los dere­
chos y libertades reconocidos por la Convención, y que cuando la Corte In­
teramericana de Derechos Humanos decida que hubo violación de un derecho o 
libertad protegidos en esa Convención, dispondrá el pago de una justa indemni­
zación a la parte lesionada; así como en la jurisprudencia de la Corte Interamerica­
na de Derechos Humanos siguiente: Caso Caballero Delgado y Santana del 8 de 
diciembre de 1995, Colombia. Serie C No. 22, párrafo 58, en la que se refiere que 
para garantizar plenamente los derechos reconocidos por la Convención no es 
suficiente que el gobierno emprenda una investigación y trate de sancionar a los 
culpables, sino que es necesario, además, que toda esta actividad del gobierno 
culmine con la reparación a la parte lesionada; Caso Velásquez Rodríguez, del 
17 de agosto de 1990, Serie C No. 9, párrafo 27, Interpretación de la Sentencia 
de Indemnización Compensatoria, que indica que en casos de violación de los 
Derechos Humanos, cuando no es posible la restitución total de la situación le­
sionada, es procedente el pago de una justa indemnización en términos lo sufi­
cientemente amplios para compensar, en la medida de lo posible, la pérdida 
sufrida; Caso El Amparo, Reparaciones, del 14 de septiembre de 1996, Serie C 
No. 28, párrafo 16, que indica que por no ser posible la restitutio in integrum en 
caso de violación del derecho a la vida, resulta necesario buscar formas sustituti­
vas de reparación a favor de los familiares de las víctimas, como la indemnización 
pecuniaria. 

En consecuencia, esta Comisión Nacional, con fundamento en el artículo 66, 
inciso a), de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, confirma 
la Recomendación 03/2006, emitida por la Comisión Estatal de Derechos Huma­
nos de Veracruz, y por ello se permite formular respetuosamente a usted, señor 
Gobernador del estado de Veracruz, como superior jerárquico del Secretario de 
Salud y Director General de Servicios de Salud de esa entidad federativa, la si­
guiente: 
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V. RECOMENDACIÓN
 

ÚNICA. Se sirva girar sus instrucciones a quien corresponda para que a la breve­
dad se dé cumplimiento en todos sus términos a la Recomendación 03/2006, emi­
tida por la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Veracruz el 6 de marzo de 
2006, y se informe a esta Comisión de su cumplimiento. 

La presente Recomendación, de acuerdo con lo señalado en el artículo 102, apar­
tado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el ca­
rácter de pública y se emite con el propósito fundamental tanto de hacer una 
declaración respecto de una conducta irregular cometida por servidores públicos 
en el ejercicio de las facultades que expresamente les confiere la ley, como de 
obtener la investigación que proceda por parte de dependencias administrativas 
o cualesquiera otras autoridades competentes para que, dentro de sus atribucio­
nes, apliquen las sanciones conducentes y se subsane la irregularidad cometida. 

De conformidad con el artículo 46, segundo párrafo, de la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, se solicita que la respuesta sobre la acepta­
ción de esta Recomendación se envíe a esta Comisión Nacional dentro del térmi­
no de 15 días hábiles siguientes a esta notificación. 

Igualmente, con el mismo fundamento jurídico, se requiere que, en su caso, las 
pruebas correspondientes al cumplimiento de la Recomendación se envíen a esta 
Comisión Nacional dentro de un término de 15 días hábiles siguientes a la fecha en 
que se haya concluido el plazo para informar sobre la aceptación de la misma. 

La falta de presentación de pruebas dará lugar a que se interprete que la pre­
sente Recomendación no fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos quedará en libertad de hacer pública esta circunstancia. 

Atentamente
 
El Presidente de la Comisión Nacional
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Recomendación 51/2007
 
Sobre el recurso de impugnación presentado 
por los señores Jorge Hernández Maldonado 

y Rosa María Torres Gómez 

SÍNTESIS: El 21 de junio de 2007, esta Comisión Nacional inició el expediente 2007/ 
213/1/RI, con motivo del recurso de impugnación interpuesto por los señores Jorge 
Hernández Maldonado y Rosa María Torres Gómez, en el que señalaron como agra­
vio la no aceptación, por parte de la Procuraduría General de Justicia del Estado de 
Puebla, de la Recomendación 06/2007, que emitió el 20 de febrero de 2007 la 
Comisión Estatal de Derechos Humanos de dicha entidad federativa, en el expe­
diente 6363/2006-I y su acumulado 6364/2006-I, el cual se inició por actos cometi­
dos en contra de los inconformes por parte del señor Julio Jesús Pérez Sánchez, 
agente investigador 285 de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Pue­
bla, quien el 9 de junio de 2006, al cumplir una orden de localización y presentación 
girada por el representante social adscrito a la Agencia del Ministerio Público Sur del 
Primer Turno de esa Procuraduría, en contra del señor Jorge Hernández Maldonado 
y su esposa, incurrió en un trato cruel hacia la persona del primero, además de privar 
de la libertad a la señora Rosa María Torres Gómez, para ponerla a disposición del 
Órgano Investigador, sin que mediara orden de presentación hacia su persona. 

Del análisis realizado a las constancias del expediente 6363/2006-I y su acumula­
do 6364/2006-I, se advirtió que el Organismo Local, al acreditar la violación al dere­
cho a la legalidad y seguridad jurídica en perjuicio de los recurrentes, el 20 de febre­
ro de 2007 dirigió la Recomendación 06/2007 a la Procuraduría General de Justicia 
del Estado de Puebla, en la que le solicitó girar sus instrucciones al titular de la Agen­
cia Especializada en Anticorrupción, turno vespertino, en Puebla, Puebla, para que 
continuara con la integración de la averiguación previa 1684/2006/SUR/AEA y su 
acumulada 1992/2006/SUR/AEA, y desahogara las actuaciones o diligencias minis­
teriales necesarias para su integración en términos del artículo 16 de la Constitución 
General de la República; asimismo, que se investigara la conducta de la licenciada 
Elsa Iliana Rivera Martínez Cairo, quien en la fecha en que ocurrieron los hechos 
denunciados fungía como agente del Ministerio de la Delegación Sur de esta ciu­
dad, por los actos y omisiones en que incurrió. En el segundo punto se le recomendó 
girar sus instrucciones al Director de Información, Análisis y Control de la Conducta 
Individual de esa Institución, para que se iniciara un procedimiento administrativo 
de investigación en contra del señor Julio Jesús Pérez Sánchez, y en su momento se 
determinara lo procedente, y dentro del punto tercero se le sugirió que girara indica­
ciones expresas al citado servidor público a fin de que en lo sucesivo sujete su actuar 
a los lineamientos que establece la Constitución General de la República y los or­
denamientos legales que de ella emanan, evitando detener sin motivo legal a las 
personas, maltratarlas y lesionarlas. 

El 9 de abril de 2007, la Procuradora General de Justicia de esa entidad federativa 
informó a la Comisión Estatal la no aceptación de la segunda parte del punto prime­
ro, así como del segundo y tercero de la Recomendación 6/2007, por lo que los 
señores Jorge Hernández Maldonado y Rosa María Torres Gómez presentaron un 
recurso de impugnación. 

Una vez que se dio inicio al recurso de impugnación en esta Comisión Nacional, 
a través del oficio SDH/1619, del 30 de julio de 2007, suscrito por el agente del 
Ministerio Público encargado de la Dirección de Supervisión General para la Protec­
ción de los Derechos Humanos de la Procuraduría General de Justicia del Estado de 
Puebla, precisó a la misma la no aceptación del segundo y tercer punto, siendo omisa 
en expresar las acciones que se implementaron para atender la segunda parte del 
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respecto de la conducta desplegada por la licenciada Elsa Iliana Rivera Martínez 
Cairo. 

Por lo anterior, esta Comisión Nacional consideró que el pronunciamiento de la 
Comisión Estatal de Derechos Humanos de Puebla fue correcto y apegado a Dere­
cho, al estimar que el señor Julio Jesús Pérez Sánchez, agente investigador 285 de la 
Procuraduría General de Justicia del Estado de Puebla, incurrió en violaciones a los 
Derechos Humanos de legalidad y seguridad jurídica protegidos por los artículos 14, 
segundo párrafo, y 16, primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en agravio del señor Jorge Hernández Maldonado y de la señora 
Rosa María Torres Gómez, así como en los artículos 7 y 9.1 del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos; 1.1, 5.1, 5.2, 7.1 y 7.4 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, y 1, 1.1, 2, 3 y 8 del Código de Conducta para Funciona­
rios Encargados de Hacer Cumplir la Ley, proclamado por la Asamblea General de la 
Organización de las Naciones Unidas. 

Por lo anterior, el 16 de octubre de 2007 esta Comisión Nacional emitió la Reco­
mendación 51/2007, dirigida al Gobernador del estado de Puebla, en la que se le 
solita girar instrucciones para el efecto de que se cumpla con la segunda parte del 
primer punto, así como del segundo y tercero de la Recomendación 06/2007, emiti­
da a la Procuraduría General de Justicia de esa entidad federativa, por la Comisión 
Estatal de Derechos Humanos de Puebla, el 20 de febrero de 2007. 

México, D. F., 16 octubre de 2007 

Sobre el recurso de impugnación presentado por los señores
 
Jorge Hernández Maldonado y Rosa María Torres Gómez
 

Lic. Mario Marín Torres,
 
Gobernador del estado de Puebla
 

Distinguido señor Gobernador: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 
102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o.; 3o., párrafo cuar­
to; 6o., fracción V; 15, fracción VII; 24, fracción IV; 44; 46; 51; 55; 61; 62; 63; 64; 65, y 66, inciso a), 
de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en relación con los diversos 128; 129; 
130; 131; 132; 133; 136; 159, fracción IV; 160; 167; 168, y 170, de su Reglamento Interno, ha 
examinado los elementos contenidos en el expediente 2007/213/1/RI, relacionados con el recurso 
de impugnación interpuesto por los señores Jorge Hernández Maldonado y Rosa María Torres Gómez, 
y vistos los siguientes: 

I. HECHOS 

A. El 27 de junio de 2006, los señores Jorge Hernández Maldonado y Rosa María 
Torres Gómez comparecieron ante la Comisión Estatal de Derechos Humanos de 
Puebla y presentaron una queja por actos cometidos en su agravio, por parte del 
señor Julio Jesús Pérez Sánchez, agente investigador 285 de la Procuraduría Ge­
neral de Justicia del Estado de Puebla, en virtud de que aproximadamente a las 
10:00 horas del 9 de junio de 2006, al viajar en su vehículo, fueron interceptados 
por dicho servidor público, quien al cumplimentar una orden de localización 
girada por el representante social adscrito a la Agencia del Ministerio Público Sur, 
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contra del señor Jorge Hernández Maldonado y su esposa, Blanca Lilia López 
Torres, incurrió en un trato cruel en contra del primero, así como privación de la 
libertad personal de la señora Rosa María Torres Gómez, la cual también fue 
detenida en el momento de cumplimentar dicha orden. 

B. En virtud de esos hechos, la Comisión de Derechos Humanos del Estado de 
Puebla inició los expedientes de queja 6363/2006-I y 6364/2006-I, y una vez 
realizadas las investigaciones correspondientes, el 20 de febrero de 2007 dirigió 
la Recomendación 06/2007 a la Procuradora General de Justicia del Estado de 
Puebla, en los siguientes términos: 

PRIMERA. En atención a que Jorge Hernández Maldonado y Rosa María To­
rres Gómez, presentaron denuncia por los actos cometidos en su agravio, 
las cuales dieron origen a las averiguaciones previas 1684/2006/SUR/AE y 
1192/2006/SUR/AEA, respectivamente, mismas que actualmente se encuen­
tran acumuladas, la segunda de ellas a la primera y se tramitan en la Agencia 
Especializada en Anticorrupción, turno Vespertino, se le recomienda girar 
instrucciones precisas al titular de dicha agencia, para que continúe con la 
integración de la averiguación previa señalada, y desahogue las actuacio­
nes o diligencias ministeriales necesarias para su integración en términos 
del artículo 16 de la Constitución General de la República; asimismo, se in­
vestigue también la conducta de la licenciada Elsa Iliana Rivera Martínez 
Cairo, quien en la fecha en que ocurrieron los hechos denunciados fun­
gía como agente del Ministerio de la Delegación Sur de esta ciudad, por los 
actos y omisiones que derivan del presente documento y en su momento se 
determine lo que conforme a Derecho corresponda. 

SEGUNDA. Gire sus respetables instrucciones al ciudadano Director de In­
formación, Análisis y Control de la Conducta Individual de la Institución a su 
digno cargo, a fin de que inicie procedimiento administrativo de investiga­
ción en contra del C. Julio Jesús Pérez Sánchez, agente 285 de la Policía Ju­
dicial del estado, por los actos y omisiones que le atribuyen Rosa María 
Torres Gómez y Jorge Hernández Maldonado, toda vez que la responsabili­
dad penal es independiente de la responsabilidad administrativa, en térmi­
nos del artículo 5 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos 
del Estado de Puebla, que al texto dice: “Los procedimientos para la aplica­
ción de las sanciones a que se refiere esta Ley, y las responsabilidades pena­
les o de carácter civil que dispongan otros ordenamientos, se desarrollarán 
autónomamente según su naturaleza, y por la vía procesal que corresponda, 
debiendo las autoridades que por sus funciones conozcan o reciban denun­
cias, turnar éstas a que deba conocer de ellas”, se realicen las averiguacio­
nes correspondientes y en su momento se determine lo que resulte proce­
dente. 

TERCERA. Gire indicaciones expresas al C. Julio Jesús Pérez Sánchez, agen­
te 285, de la Policía Judicial del estado, a fin de que en lo sucesivo sujete su 
actuar a los lineamientos que establece la Constitución General de la Repú­
blica y los ordenamientos legales que de ella emanan, evitando detener sin 
motivo legal a las personas, maltratarlas y lesionarlas. 

C. Por medio del oficio SDH/668, recibido en la Comisión Estatal de Derechos 
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esa entidad federativa comunicó al Organismo Local la no aceptación de la se­
gunda parte del punto primero, así como del segundo y tercero de la Recomen­
dación 6/2007, para lo cual refirió que “con la finalidad de integrar debidamente 
las averiguaciones previas 1684/2006/SUR/AE y 1192/2006/SUR/AEA, respecti­
vamente, radicadas en la Agencia Especializada en Anticorrupción Turno Vesper­
tino, por lo que respecta a las indicaciones para que en lo sucesivo sujete su 
actuar a los lineamientos que establece la Constitución General de la República, 
es menester puntualizar que los servidores públicos de esta institución, en el ejer­
cicio de sus atribuciones, observan, entre otros, los principios de constitucionalidad 
y legalidad en el ámbito de su competencia, con respeto absoluto a los Derechos 
Humanos, sin perjuicio de las atribuciones que legalmente corresponden a las 
autoridades judiciales o administrativas; en consecuencia, con relación al proce­
dimiento administrativo por los actos y omisiones de los servidores públicos in­
volucrados, si de la investigación realizada en las indagatorias de referencia se 
desprenden conductas al margen de la normatividad, se procederá conforme a 
Derecho”. 

D. El 14 de mayo de 2007, los señores Jorge Hernández Maldonado y Rosa María 
Torres Gómez fueron notificados por la Comisión Estatal de Derechos Humanos 
de Puebla de la respuesta del Órgano de Procuración de Justicia, por lo que el 5 de 
junio de 2007 presentaron el recurso de impugnación que ahora se resuelve. 

E. El 21 de junio de 2007, esta Comisión Nacional recibió el oficio 449/07-R, sus­
crito por la Directora de Seguimiento de Recomendaciones de la Comisión Esta­
tal de Derechos Humanos de Puebla, por medio del cual remitió el expediente de 
queja 6363/2006-I y su acumulado 6364/2006-I, al que se adjuntó el oficio SDH/ 
668, del 30 de marzo de 2007, con el que la Procuraduría General de Justicia de 
esa entidad federativa informó la no aceptación de la segunda parte del primer 
punto recomendatorio, así como del segundo y tercero, incluidos en la Recomen­
dación 06/2007, y el escrito de los señores Jorge Hernández Maldonado y Rosa 
María Torres Gómez, por medio del cual presentaron un recurso de impugnación 
en contra de dicha determinación. 

F. Por lo anterior, en esta Comisión Nacional se radicó el recurso de impugnación 
2007/213/1/RI, dentro de cuyo proceso de integración se agregaron los infor­
mes y las constancias que obsequiaron la Comisión de Derechos Humanos y la 
Procuraduría General de Justicia, ambas del estado de Puebla, entre los que se 
destaca el informe sobre la inconformidad planteada por el recurrente, cuya valo­
ración se precisa en el capítulo de observaciones del presente documento. 

En el presente caso las constituyen: 

A. El oficio 449/07-R, recibido el 21 de junio de 2007, en esta Comisión Nacio­
nal, suscrito por la Directora de Seguimiento de Recomendaciones de la Comi­
sión Estatal de Derechos Humanos de Puebla, por medio del cual remitió los ex­
pedientes de queja 6363/2006-I y su acumulado 6364/2006-I, de cuyo contenido 
se destaca lo siguiente: 
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1. La queja de los señores Jorge Hernández Maldonado y Rosa María Torres 
Gómez, presentadas el 27 de junio de 2006 ante el Organismo Local por violacio­
nes a los Derechos Humanos cometidas en su agravio por servidores públicos de 
la Procuraduría General de Justicia de esa entidad federativa. 

2. La copia certificada de la constancia de hechos CH/2900/2006/SUR y la ave­
riguación previa 1674/2006/SUR, instruidas por el agente del Ministerio Público 
adscrito al primer turno de la Tercera Agencia Investigadora del Ministerio Públi­
co Sur en Puebla, Puebla, en contra de los señores Jorge Hernández Maldonado, 
su esposa y su suegra, señora Rosa María Torres Gómez, por los delitos de ame­
nazas, en agravio de la señora María de la Rosa Martínez, dentro de la cual, por 
su importancia, se destaca: 

a) El oficio número 72, del 6 de junio de 2006, en el que el referido agente del 
Ministerio Público giró la orden de presentación en contra de los señores Jorge 
Hernández Maldonado y su esposa. 

b) El acta en la cual la agente del Ministerio Público del conocimiento hizo cons­
tar que a las 10:46 horas del 9 del mes y año citados compareció el agente 285 
de la Policía Judicial del estado, cumpliendo la orden de presentación de los se­
ñores Jorge Hernández Maldonado y su esposa. 

c) La declaración rendida el 9 de junio de 2006, por la señora Rosa María Torres 
Gómez, en calidad de “presentada”, ante la agente del Ministerio Público adscri­
ta a la Agencia del Ministerio Público Sur, en Puebla, Puebla. 

3. La copia de la averiguación previa 1684/2006/SUR/AEA y su acumulada 1992/ 
2006/SUR/AEA, tramitada ante la Agencia Especializada en Anticorrupción, Tur­
no Vespertino, en Puebla, Puebla, en la que se investiga la presunta responsabi­
lidad del agente 285 de la Policía Judicial del estado en la comisión del delito de 
abuso de autoridad en agravio del señor Jorge Hernández Maldonado, dentro 
de la cual, por su importancia, se destaca: 

a) El dictamen legal de lesiones y/o psicofisiológico número 832, realizado por el 
médico legista del Tribunal Superior de Justicia del estado, en el que en lo condu­
cente se señala: “del día 9 de junio del 2006, se tuvo a la vista en este consultorio 
médico legal al C. Jorge Hernández Maldonado... padecimiento actual fue agre­
dido el día de hoy... descripción de lesiones presenta dermoabraciones lineales en 
ambas muñecas... conclusiones... presenta (o) lesiones producidas por ser espo­
sado...” 

b) La declaración que el 9 de septiembre de 2006 rindió la señora Blanca Lilia 
López Torres, esposa del señor Jorge Hernández Maldonado, ante la agente del 
Ministerio Público. 

c) La declaración ministerial del agente 285 de la Policía Judicial del estado, 
rendida el 3 de noviembre de 2006 ante la agente del Ministerio Público. 

4. La copia del expediente administrativo 31/2006, radicado el 13 de junio de 2006 
ante la Delegación de la Secretaría de Desarrollo, Evaluación y Control de la Ad-
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en contra del agente 285 de la Policía Judicial del estado, en el que se observó 
que por acuerdo del 23 de agosto de 2006 esa instancia se inhibió de seguir 
conociendo de los hechos, al afirmar que el servidor público empleó “más fuerza 
de la necesaria en cumplimiento de la orden de presentación del quejoso; sin 
embargo, tal conducta podría ser constitutiva de un delito, sancionado por los 
artículos 419 y 420 del referido Código de Procedimientos en Materia de De­
fensa Social, y no es competencia de este Órgano de Control conocer de los 
mismos”. 

5. El acta del 31 de enero de 2007, en la que personal de la Comisión Estatal hizo 
constar que, en presencia de los agraviados, se dio fe del contenido de un DVD, 
ofrecido como prueba, en el que se observó la filmación de hechos ocurridos el 
9 de junio de 2006. 

6. El original de la Recomendación 06/2007, emitida el 20 de febrero de 2007 
por la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Puebla. 

B. El oficio SDH/669, del 30 de marzo de 2007, a través del cual la Procuradora 
General de Justicia del Estado de Puebla se dirigió al agente del ministerio públi­
co adscrito a la Unidad Anticorrupción, Turno Vespertino, instruyéndolo para que 
continúe con la integración de la indagatoria 1684/2006/SUR/AEA-V y su acu­
mulada 1992/2006/SUR/AEA. 

C. El oficio SDH/1619, del 30 de julio de 2007, enviado a esta Comisión Nacional 
por el agente del Ministerio Público encargado de la Dirección de Supervisión Ge­
neral para la Protección de los Derechos Humanos de la Procuraduría General de 
Justicia del Estado de Puebla, mediante el cual comunicó que es inexacto que 
se violen los Derechos Humanos de los quejosos Rosa María Torres Gómez y 
Jorge Hernández Maldonado, “al haberse aceptado parcialmente la Recomenda­
ción 06/2007 emitida por la Comisión de Derechos Humanos de Estado de Pue­
bla, pues como se advierte del oficio SDH/668 de fecha 30 de marzo del año en 
curso, se aceptó dicha Recomendación, con la finalidad de integrar debidamente 
las averiguaciones previas 1684/2006/SUR/AE y 1992/2006/SUR/AEA...”, “no 
así por lo que hace a iniciar procedimiento administrativo y dar indicaciones al 
agente de la Policía Judicial involucrado, para que sujetara su actuar a los li­
neamientos que establece la Constitución General de la República, toda vez que 
esto sería consecuencia de las investigaciones que se realicen en las indagatorias 
de referencia, pues de desprenderse conductas al margen de la normatividad se 
procedería a iniciar el procedimiento administrativo correspondiente, en el que 
se establece entre otras sanciones la amonestación”. 

D. El oficio número 726/07–R, suscrito por la Directora de Seguimiento de Reco­
mendaciones de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Puebla, mediante 
el cual anexó oficio número 1390/2007, del 13 de agosto de 2007, firmado por el 
agente del Ministerio Público adscrito a la Agencia Especializada Anticorrupción 
por el que remite la copia certificada del acuerdo del 13 de agosto de 2007. 

III. SITUACIÓN JURÍDICA 

El 9 de junio de 2006, los señores Jorge Hernández Maldonado y Blanca Lilia 
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285 de la Policía Judicial de la Procuraduría General de Justicia del Estado de 
Puebla, el cual incurrió en un trato cruel hacia la persona de Jorge Hernández 
Maldonado, al momento en que cumplimentaba la orden de localización y pre­
sentación girada en contra de este último y su esposa, por el representante social 
adscrito a la Agencia del Ministerio Público Sur del Primer Turno de la Procuraduría 
General de Justicia del Estado de Puebla, además de privar de la libertad a la 
señora Rosa María Torres Gómez, para ponerla a disposición del órgano investi­
gador, sin que mediara orden de presentación hacia su persona. 

Derivado de lo anterior, el 27 de junio de 2006 los agraviados presentaron su 
queja ante la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Puebla, lo que dio ori­
gen al expediente de queja 6363/2006-I y su acumulado 6364/2006-I, dentro 
del cual el 20 de febrero de 2007 se emitió la Recomendación 06/2007, dirigida 
a la Procuraduría General de Justicia de esa entidad federativa, cuya titular mani­
festó la no aceptación de la segunda parte del primer punto recomendatorio, así 
como de los puntos segundo y tercero. 

Por lo anterior, esta Comisión Nacional requirió a la Procuradora de Justicia del 
estado de Puebla el informe correspondiente, obteniendo en respuesta el oficio 
SDH/1619, del 30 de julio de 2007, suscrito por el agente del Ministerio Público 
encargado de la Dirección de Supervisión General para la Protección de los Dere­
chos Humanos de esa Procuraduría, mediante el cual señaló que “se aceptó dicha 
Recomendación, con la finalidad de integrar debidamente las averiguaciones pre­
vias números 1684/2006/SUR/AE y 1192/2006/SUR/AEA, radicadas en la Agencia 
del Ministerio Público Especializada en Anticorrupción Turno Vespertino, no así 
por lo que hace a iniciar procedimiento administrativo y dar indicaciones al agen­
te de la Policía Judicial involucrado, para que sujetara su actuar a los lineamientos 
que establece la Constitución General de la República, toda vez que esto sería 
consecuencia de la investigación que se realice en la indagatoria de referencia”. 

El 14 de mayo de 2007, los señores Jorge Hernández Maldonado y Rosa Ma­
ría Torres Gómez fueron notificados por la Comisión Estatal de Derechos Huma­
nos de Puebla de la respuesta del Órgano de Procuración de Justicia, por lo que 
el 5 de junio de 2007 presentaron el recurso de impugnación en contra de la no 
aceptación de la Recomendación 06/2007 por parte de la autoridad, lo cual dio 
origen al expediente 2007/213/RI. 

IV. OBSERVACIONES 

Antes de entrar al análisis de las violaciones a los Derechos Humanos cometidos 
en perjuicio de los señores Jorge Hernández Maldonado y Rosa María Torres 
Gómez, es oportuno señalar que esta Comisión Nacional observó que equívo­
camente en el punto primero de la Recomendación 06/2007 se menciona la ave­
riguación previa 1192/2006/SUR/AEA, siendo el número correcto 1992/2006/ 
SUR/AEA. 

Es preciso señalar que la Comisión Nacional de los Derechos Humanos no 
hace pronunciamiento alguno respecto de la situación jurídica de la señora Blan­
ca Lilia López, la cual fue detenida el día de los hechos, ya que de las quejas pre­
sentadas así como de su declaración ante la autoridad no se desprende violacio­
nes a sus Derechos Humanos. 

Derivado del análisis lógico-jurídico practicado a las evidencias que integran el 
expediente 2007/213/RI, esta Comisión Nacional pudo acreditar la violación al 
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Maldonado y de la señora Rosa María Torres Gómez; de igual forma se violó el 
derecho a la integridad física del primero, por parte de servidores públicos adscri­
tos a la Procuraduría General de Justicia del Estado de Puebla. 

Con objeto de atender el recurso presentado por los señores Jorge Hernández 
Maldonado y Rosa María Torres Gómez, esta Comisión Nacional solicitó a la Pro­
curaduría General de Justicia del Estado de Puebla un informe sobre los agravios 
planteados por los recurrentes, y en respuesta se recibió el oficio SDH/1619, del 
30 de julio de 2007, suscrito por el agente del Ministerio Público encargado de la 
Dirección de Supervisión General para la Protección de los Derechos Humanos 
de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Puebla, mediante el cual ma­
nifestó que “se aceptó dicha Recomendación, con la finalidad de integrar debida­
mente las averiguaciones previas números 1684/2006/SUR/AE y 1192/2006/SUR/ 
AEA, radicadas en la Agencia del Ministerio Público Especializada en Anticorrupción 
Turno Vespertino, no así por lo que hace a iniciar procedimiento administrativo y 
dar indicaciones al agente de la Policía Judicial involucrado, para que sujetara su 
actuar a los lineamientos que establece la Constitución General de la República, 
toda vez que esto sería consecuencia de la investigación que se realice en la in­
dagatoria de referencia, pues de desprenderse conductas al margen de la norma­
tividad, se procedería a iniciar el procedimiento administrativo correspondiente, en 
el que se establece, entre otras sanciones, la amonestación a que se refiere la Re­
comendación 06/2007, pues de no hacerlo así, se estarían violando los artículos 
14 y 16 de la Constitución Política”. Siendo omisa esa autoridad en expresar las 
acciones que se implementaron para atender la segunda parte del primer punto 
recomendado, consistente en la investigación que debería realizarse respecto de 
la conducta desplegada por la licenciada Elsa Iliana Rivera Martínez Cairo, quien 
en la fecha en que ocurrieron los hechos denunciados fungía como responsable 
del Ministerio Publico de la Agencia del Ministerio Público Delegación Sur de la 
Procuraduría General de Justicia del Estado de Puebla, por los actos y omisiones 
precisados en la Recomendación 06/2007, emitida por la Comisión Estatal de De­
rechos Humanos, y en su momento determinar lo que conforme a Derecho co­
rresponda. 

Por lo que se refiere a la no aceptación de la segunda parte del primer punto 
recomendatorio, relativo a la actuación de la licenciada Elsa Iliana Rivera Martínez 
Cairo, quien el 9 de junio de 2006 fungía como titular de la agencia del Ministe­
rio Público de la Delegación Sur de Puebla, Puebla, es evidente que al haber con­
sentido el proceder del elemento de la Policía Judicial del estado que puso a su 
disposición a la señora Rosa María Torres Gómez, siendo que sólo existía el cita­
torio para que compareciera el día 16 del mes y año citados, y no una orden de 
presentación en su contra, por lo que al ser trasladada ante el agente del Minis­
terio Público y recabada su declaración ministerial con el carácter de presentada, 
se incumplió con las obligaciones que le imponen los artículos 15; 16; 22, frac­
ciones I, incisos a, b y f, y II, incisos a y g, de la Ley Orgánica de la Procuraduría 
General de Justicia del Estado de Puebla, en los que sustancialmente se ordena 
que en el ejercicio de sus funciones los agentes del Ministerio Público deberán 
velar por la exacta observancia de las leyes y por el respeto permanente de los 
Derechos Humanos. 

En ese orden de ideas, esta Comisión Nacional coincide con lo observado por 
la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Puebla, en el sentido de que tam­
bién debe investigarse la conducta de la licenciada Elsa Iliana Rivera Martínez 
Cairo, aun cuando renunció el 12 de julio de 2006, toda vez que no ha trascurri-
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bilidades de los Servidores Públicos del Estado de Puebla, para efectos de la 
prescripción de las responsabilidades que pudieran fincarse a los servidores pú­
blicos de esa entidad federativa, al advertirse que, de la misma manera que el 
señor Julio Jesús Pérez Sánchez, presumiblemente inobservó el artículo 50 de la 
Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Puebla, el cual 
dispone que los servidores públicos tienen la obligación de cumplir con la máxi­
ma diligencia el servicio que le sea encomendado y abstenerse de cualquier acto 
u omisión que cause la suspensión o deficiencia de dicho servicio o implique abu­
so o ejercicio indebido de un empleo, cargo o comisión, observar buena conduc­
ta en éste, tratando con respeto, diligencia, imparcialidad y rectitud a las personas 
con las que tenga relación con motivo de éste, así como abstenerse de cualquier 
acto u omisión que implique incumplimiento de cualquier disposición jurídica re­
lacionada con el servicio público, lo que en este caso no se cumplió. 

Por lo que respecta al segundo punto recomendatorio, esta Comisión Nacio­
nal estima que los motivos expuestos por el encargado de la Dirección de Super­
visión de Derechos Humanos de la Procuraduría General de Justicia del Estado de 
Puebla, al condicionar el inicio del procedimiento administrativo en contra del 
servidor público Julio Jesús Pérez Sánchez al resultado que arrojen las investiga­
ciones realizadas dentro de la averiguación previa 1684/2006/SUR/AEA-V y su 
acumulada 1992/2006/SUR/AEA, bajo el argumento que de no hacerlo así se 
violarían los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, que establecen que “para que una persona sea sancionada, debe ser 
sometida a un procedimiento que cumpla las formalidades esenciales y confor­
me a las leyes expedidas con anterioridad al hecho, y además que la resolución 
que se dicte se encuentre debidamente fundada y motivada”, resulta inconducente 
por ser contrario a lo dispuesto por los artículos 109, fracción III, segunda parte, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 125, fracción V, de 
la Constitución del Estado Libre y Soberano de Puebla, y 5o. de la Ley de Respon­
sabilidades de los Servidores Públicos de esa entidad, los cuales establecen que 
los procedimientos sobre las responsabilidades penales y/o administrativas de los 
servidores públicos son autónomos, pues si bien se trata de las mismas conduc­
tas, sin embargo, la aplicación de las sanciones por su naturaleza son indepen­
dientes en los dos ámbitos. 

En ese orden de ideas, del contenido de los artículos 109, párrafo primero, 
fracción III, y 113, primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Uni­
dos Mexicanos, se desprende que los servidores públicos que incurran en actos u 
omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia 
que deben observar en el desempeño de la función pública, dará lugar a la res­
ponsabilidad administrativa; en cambio, el artículo 21, primer párrafo, de la Cons­
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dispone que la persecución e 
investigación de los delitos compete exclusivamente al Ministerio Público, por lo 
que la investigación de las conductas posiblemente delictivas, por su naturaleza 
y sus fines, son distintos a los del sistema de imposición de sanciones administra­
tivas, no obstante que la causa que origina su investigación pudiera ser la misma. 

En relación con el tercer punto de la Recomendación 06/2007, en el cual se 
señaló que se instruyera al señor Julio Jesús Pérez Sánchez para que en lo suce­
sivo sujete su actuar a los lineamientos que establece la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos y los ordenamientos legales que de ella emanan, 
evitando detener sin motivo legal a las personas, maltratarlas y lesionarlas, la 
Procuraduría General de Justicia del Estado de Puebla, igualmente señaló que si 
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da 1992/2006/SUR/AEA se desprendiera su responsabilidad, aplicaría cualquie­
ra de las sanciones previstas en el artículo 58 de la Ley de Responsabilidades de 
los Servidores Públicos del Estado de Puebla, entre las que se encuentra la amo­
nestación solicitada en la Recomendación; sanción que de acuerdo con lo que es­
tablece el artículo 62 del ordenamiento citado, su ejecución corresponderá a esa 
autoridad. Al respecto, esta Comisión Nacional advierte que se conculcaron los 
Derechos Humanos a la legalidad y a la seguridad jurídica, así como a la integri­
dad personal y libertad en agravio de los señores Jorge Hernández Maldonado y 
Rosa María Torres Gómez, por parte del agente judicial, y que el hecho de cum­
plimentar una orden de presentación no debe justificar los excesos en que dicho 
servidor público incurrió; por lo que el cumplimiento del punto tercero de la Re­
comendación llevaría implícito el compromiso de procurar evitar la repetición de 
actos similares por parte del servidor público involucrado, sobre todo en casos 
como el presente, en donde se atenta contra la integridad y la libertad de los agra­
viados, y se aparta de lo previsto por los artículos 14, segundo párrafo; 16, pri­
mer párrafo, y 19, párrafo cuarto, de la Constitución Política de los Estados Uni­
dos Mexicanos. 

De igual manera, esta Comisión Nacional observa que la Procuradora General 
de Justicia del estado de Puebla, al no atender en sus términos la Recomenda­
ción 06/2007, incumple su obligación de velar por la legalidad a la que se refie­
ren los artículos 5, y 6, fracciones IV y VI, de la Ley Orgánica de la Procuraduría 
General de Justicia del Estado de Puebla, al no realizar las acciones idóneas y 
adecuadas para que se investigue la conducta desplegada por la licenciada Elsa 
Iliana Rivera Martínez Cairo, quien en la fecha en que ocurrieron los hechos de­
nunciados fungía como agente del Ministerio Público de la Delegación Sur de esa 
ciudad, por los actos y omisiones que derivan de la Recomendación 06/2007, y 
por omitir las acciones necesarias y suficientes para que el señor Julio Jesús Pérez 
Sánchez, agente 285 de la Policía Judicial del estado, se sujete al procedimiento 
administrativo respectivo; advirtiéndose que la existencia de una averiguación 
penal no constituye un impedimento legal para que se implementen las acciones 
conducentes y se inicie la investigación en contra de la representante social cita­
da, e instruya al Director de Información, Análisis y Control de la Conducta Indi­
vidual de la institución para que inicie el procedimiento administrativo referido y 
resuelva sobre la actuación del agente judicial involucrado. 

De igual manera, para esta Comisión Nacional no pasó inadvertido que si bien 
se dio inicio a la averiguación previa 1684/2006/SUR/AEA-V, relacionada con la 
indagatoria número 1992/2006/SUR/AEA-V, para deslindar la responsabilidad de 
los servidores públicos involucrados en los hechos materia de la violación a los De­
rechos Humanos expresada por los agraviados, la mencionada averiguación pre­
via fue resuelta con la determinación de “NO EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL” 
utilizando como argumentos que los denunciantes “no tenían interés en continuar 
con la presente indagatoria y no tenían ningún medio de prueba que aportar, con 
lo antes argumentado se acredita que los elementos de la Policía Judicial no ac­
tuaron con dolo al momento de tratar de ejecutar la orden de aprehensión (sic) 
por consiguiente no se ejecutó ningún acto arbitrario y atentatorio a los dere­
chos garantizados en la Constitución…”, con lo que resulta clara la falta de volun­
tad por tratar de restablecer el goce de los Derechos Humanos que les fueron 
vulnerados a los agraviados y de cumplir con la máxima diligencia el servicio 
público de procuración de justicia. 

En ese sentido, cuando se esté en presencia de cualquier acto ejercido por 
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con el que lesione indebidamente alguno de los Derechos Humanos o, incluso, 
incurra en el supuesto de inobservancia al deber de actuar con la debida diligen­
cia, prevista en la ley interna, así como en los tratados internacionales aplicables, 
se configura una violación a los Derechos Humanos, prevista por el artículo 1.1 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 

De esa manera, resulta imputable al Estado en su conjunto toda violación a los 
derechos reconocidos por la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 
otros instrumentos internacionales, cuando ésta deriva, de manera directa, de un 
acto realizado por el poder público o, incluso, de personas que actúan prevalidas 
de los poderes que ostenten en su carácter de servidores públicos; situación en la 
cual el Estado se encuentra obligado a prevenir, investigar y sancionar las viola­
ciones a los Derechos Humanos dentro del ámbito de su competencia; sin dejar 
de considerar que también le resulta dicha obligación cuando su responsabilidad 
esté comprometida por haberse provocado una lesión a esos derechos, pero la 
acción haya sido realizada por un particular aun cuando no se haya identificado 
al autor de la trasgresión, por ser una situación que puede acarrear la responsa­
bilidad internacional del Estado, no por el hecho en sí mismo, sino por la falta de 
la debida diligencia para prevenir la violación; e incluso para investigarla en los 
términos requeridos en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, así 
como por la ley interna. 

El principio de la debida diligencia describe el esfuerzo mínimo a realizar por 
parte de los servidores públicos del Estado, para que cumplan con su deber de 
proteger a los ciudadanos de los abusos o transgresiones a sus derechos, lo cual 
implica la obligación de adoptar medidas eficaces para prevenir tales conductas 
o, en su caso, investigarlas cuando éstas se producen, a fin de pronunciarse sobre 
la responsabilidad y la imposición de las sanciones pertinentes, por lo que acor­
de con la interpretación de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, per­
mite identificarlo en plena adecuación con la naturaleza de la Convención Ame­
ricana sobre Derechos Humanos, el cual resulta vulnerado ante toda situación en 
la que el poder público lo utilice para lesionar los Derechos Humanos en ella re­
conocidos. Si se considerara que no se compromete al Estado cuando sus servi­
dores públicos incurren en un exceso del poder público a través de actos que des-
bordan su competencia o que son ilegales, perdería sentido el Estado de Derecho 
y, sobre todo, la protección de los Derechos Humanos reconocida en el sistema 
jurídico mexicano. 

En ese sentido, se observa que los servidores públicos con su actuar vulnera­
ron los derechos humanos a la legalidad y a la seguridad jurídica del señor Jorge 
Hernández Maldonado y de la señora Rosa María Torres Gómez, e igual se tras­
gredió el derecho humano a la libertad de esta última y el derecho a la integridad 
del señor Jorge Hernández Maldonado, con lo cual se contravino lo dispuesto 
por los artículos 14, párrafo segundo; 16, párrafo primero, y 19, párrafo cuarto, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 7 y 9.1 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 1.1, 5.1, 5.2, 7.1 y 7.4 de la Conven­
ción Americana sobre Derechos Humanos, así como 1, 1.1, 2, 3 y 8 del Código 
de Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley, proclamado 
por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas. 

Por lo expuesto, y con fundamento en lo previsto por los artículos 66, inciso 
a), de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, así como 167 y 
168 de su Reglamento Interno, y en atención a los razonamientos vertidos en el 
capítulo de observaciones del presente documento, esta Comisión Nacional con-
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sión Estatal de Derechos Humanos de Puebla, por lo que se permite formular 
respetuosamente a usted, señor Gobernador del estado de Puebla, la siguiente: 

V. RECOMENDACIÓN 

ÚNICA. Gire sus instrucciones correspondientes para el efecto de se cumpla con 
la segunda parte del primer punto, así como del segundo y tercero de la Reco­
mendación 06/2007, emitida a la Procuraduría General de Justicia de esa enti­
dad federativa, por la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Puebla, el 20 
de febrero de 2007. 

La presente recomendación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 102, 
apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el 
carácter de pública y se emite con el propósito fundamental tanto de hacer una 
declaración respecto de una conducta irregular por parte de servidores públicos 
en el ejercicio de las facultades que expresamente les confiere la ley, como de 
obtener la investigación que proceda por parte de las dependencias administra­
tivas o cualesquiera otras autoridades competentes para que, dentro de sus atri­
buciones, apliquen las sanciones conducentes y se subsane la irregularidad co­
metida. 

De acuerdo con el artículo 46 de la Ley de la Comisión Nacional de los Dere­
chos Humanos, se solicita que la respuesta sobre la aceptación de esta Recomen­
dación, en su caso, sea informada dentro del término de 15 días hábiles siguien­
tes a su notificación. 

Igualmente, con el mismo fundamento jurídico, se solicita que, en su caso, las 
pruebas correspondientes al cumplimiento de la Recomendación que se le dirige 
se envíen a esta Comisión Nacional dentro de un término de 15 días hábiles si­
guientes a la fecha en que haya concluido el plazo para informar sobre la acepta­
ción de la misma. 

La falta de presentación de pruebas dará lugar a que se interprete que la 
Recomendación no fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional de los Dere­
chos Humanos quedará en libertad de hacer pública, precisamente, esa circuns­
tancia. 

Atentamente 
El Presidente de la Comisión Nacional 
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Recomendación 52/2007
 
Sobre el caso de los menores CSA y ERA 

SÍNTESIS: El 19 de abril de 2007, esta Comisión Nacional recibió una queja de la ma­
dre del menor CSA, quien refirió que el 15 de los citados mes y año, al acudir a la visita 
familiar de su hijo, quien se encontraba sujeto a tratamiento en internación en el Cen­
tro de Tratamiento para Varones de la Secretaría de Seguridad Pública, éste le hizo 
saber que tres infractores le introdujeron un cepillo de dientes por el ano y a pesar 
de que informó los hechos a servidores públicos del enunciado establecimiento és­
tos no presentaron la denuncia respectiva y se negaron a proporcionarle los nom­
bres de los agresores. 

Por otra parte, el 23 y 24 de abril del año en curso se recibieron escritos signados 
por el menor ERA, entonces sujeto a tratamiento en internación en el aludido Cen­
tro de Tratamiento, y por su madre, en los que se asentó que el 31 de marzo del año 
en curso dos infractores, a los que se identificó con los sobrenombres de el Quicas 
y el Ronaldinho, pretendieron introducirle al menor ERA una cuchara de plástico por 
el recto, destacando que por dicho de una doctora adscrita al sitio en cuestión se supo 
que no hubo penetración y que los agresores solamente le ocasionaron al agravia­
do una cortadura en la aludida zona anatómica; que en su momento no hizo del 
conocimiento de esta Institución tales hechos porque así se lo pidió el titular del es­
tablecimiento en cita, quien también le dijo que cambiaría a su hijo al Centro de De­
sarrollo Integral para Menores. 

En consecuencia, las madres de las víctimas formularon las denuncias respectivas 
ante la Fiscalía Central de Investigación para Delitos Sexuales de la Procuraduría Ge­
neral de Justicia del Distrito Federal, por lo que se radicaron las averiguaciones pre­
vias FDS/FDS-3/T1/00188/07-04 y FDS/FDS-2/T3/00233/07-04 en contra de quien 
resulte responsable en la comisión de los ilícitos de que fueron objeto aquéllos, las 
cuales se encuentran en integración. 

El expediente de queja se radicó en esta Comisión Nacional con el número 2007/ 
1774/3/Q, y del análisis de la información recabada se detectó que autoridades del 
Centro de Tratamiento para Varones de la Secretaría de Seguridad Pública trans­
gredieron los Derechos Humanos de los agraviados a recibir un trato digno y a la pro­
tección integral consagrados en los artículos 4o., párrafo séptimo, y 19, último pá­
rrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda vez que no 
cumplieron con la obligación de garantizar el respeto a su integridad física y mental, 
ni de propiciar las condiciones adecuadas para su reintegración social y familiar, como 
tampoco la de proteger el interés superior del adolescente, pues se acreditó que los 
adolescentes CSA y ERA fueron agredidos sexualmente por otros internos del enun­
ciado establecimiento el 31 de marzo y el 12 de abril de 2007, respectivamente, y 
que aquéllas no tuvieron conocimiento inmediato de las conductas descritas, y aún 
más, una vez que conocieron las mismas, sólo en uno de los casos iniciaron el acta 
respectiva y no se denunció la conducta probablemente constitutiva de delito ante 
la Representación Social competente ni ante el Órgano Interno de Control corres­
pondiente. 

Con base en lo expuesto, el 23 de octubre de 2007 esta Comisión Nacional emi­
tió la Recomendación 52/2007, dirigida al Secretario de Seguridad Pública Federal, 
con objeto de que se dé vista al Ministerio Público competente para que inicie la 
averiguación previa correspondiente, respecto de las conductas referidas en el cuer­
po de la referida Recomendación; se dé vista al Órgano Interno de Control correspon­
diente, a fin de que se inicie y determine, conforme a Derecho, una investigación para 
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servidores públicos del Centro de Tratamiento para Varones involucrados en los he­
chos descritos; se tomen las medidas necesarias para resguardar la integridad de los 
internos del enunciado establecimiento y evitar que en lo sucesivo se presenten 
hechos que afecten su integridad física o mental, y se proporcione atención psicoló­
gica a los agraviados, en observancia del principio del interés superior del adolescen­
te y en su calidad de probables víctimas de un delito. 

México, D. F., 23 de octubre de 2007 

Sobre el caso de los menores CSA y ERA 

Ing. Genaro García Luna,
 
Secretario de Seguridad Pública Federal
 

Distinguido señor Secretario: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 
102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o.; 6o., fracciones I, 
II, III y XII; 15, fracción VII; 24, fracción IV; 44; 46, y 51, de la Ley de la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos, así como 131, 132, 133 y 136 de su Reglamento Interno, ha examinado los ele­
mentos contenidos en el expediente de queja 2007/1774/3/Q, relacionados con el caso de los me­
nores CSA y ERA, y vistos los siguientes: 

I. HECHOS 

A. El 19 de abril de 2007, esta Comisión Nacional recibió una queja de la madre 
del menor CSA, quien refirió que el 15 de los citados mes y año, al acudir a la 
visita familiar de su hijo, quien se encontraba sujeto a tratamiento en internación 
en el Centro de Tratamiento para Varones de la Secretaría de Seguridad Pública, 
éste le hizo saber que tres infractores le introdujeron un cepillo de dientes por el 
ano y a pesar de que informó los hechos a servidores públicos del enunciado 
establecimiento éstos no presentaron la denuncia respectiva y se negaron a pro­
porcionarle los nombres de los agresores. 

B. Por otra parte, el 23 y el 24 de abril del año en curso se recibieron escritos 
signados por el menor ERA, entonces sujeto a tratamiento en internación en el 
aludido Centro de Tratamiento, y por su madre, en los que se asentó que el 31 
de marzo del año en curso dos infractores, a los que se identificó con los sobre­
nombres de el Quicas y el Ronaldinho, pretendieron introducirle al menor ERA 
una cuchara de plástico por el recto, destacando que por dicho de una doctora 
adscrita al sitio en cuestión se supo que no hubo penetración y que los agresores 
solamente le ocasionaron al agraviado una cortadura en la aludida zona anató­
mica; que en su momento no hizo del conocimiento de esta Institución tales 
hechos porque así se lo pidió el titular del establecimiento en cita, quien también 
le dijo que cambiaría a su hijo al Centro de Desarrollo Integral para Menores. 

II. EVIDENCIAS 
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A. El acta circunstanciada, del 19 de abril de 2007, signada por personal de la 
Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, en la que se asentó la queja 
formulada por la ascendiente del adolescente CSA. 

B. El acta circunstanciada, del 20 de abril de 2007, en la que se alude a la co­
municación telefónica que un Visitador Adjunto de esta Comisión Nacional sos­
tuvo con el titular del Centro de Tratamiento para Varones, con relación a la agre­
sión que sufrió el menor CSA. 

C. El acta circunstanciada, del 20 de abril de 2007, derivada de la visita efectuada 
ese día por personal adscrito a esta Comisión Nacional al establecimiento enun­
ciado en el inciso que antecede, en la que se hicieron constar las entrevistas rea­
lizadas a servidores públicos de dicho establecimiento y al interno CSA, diligencia 
en la que se recabaron, entre otros, los siguientes documentos: 

1. La copia del dictamen médico, del 12 de abril de 2007, suscrito por personal 
del centro en cuestión, en el que se certificó la lesión que presentó el menor CSA. 

2. La copia del parte informativo, del 12 de abril de 2007, en el que personal de 
Seguridad y Vigilancia del aludido centro expuso que el interno CSA solicitó su in­
tervención porque internos del dormitorio en el que se encontraba le introduje­
ron un cepillo de dientes por el ano. 

3. La copia del acta de hechos 027/16/04/07, del 17 de abril de 2007, elaborada 
por personal del multicitado establecimiento, en la cual se asentaron las declara­
ciones del interno CSA y de dos de los internos que lo agredieron. 

4. El escrito signado por el menor CSA, del 20 de abril de 2007, en el que adujo 
que tres compañeros del dormitorio en el que estaba alojado lo agredieron sexual­
mente. 

D. El acta circunstanciada, del 23 de abril de 2007, derivada de la visita de inves­
tigación efectuada ese día por personal de esta Comisión Nacional al Centro de 
Desarrollo Integral para Menores, en la que se alude a las entrevistas realizadas 
a servidores públicos adscritos a dicho establecimiento y al interno ERA. En tal dili­
gencia también se recabaron, entre otros, los siguientes documentos: 

1. El escrito signado por el menor ERA, donde refirió que dos internos de la sec­
ción tercera del patio pretendieron introducirle una cuchara por el recto. 

2. El oficio DIR/SJ/744/07, del 16 de abril de 2007, por el que el titular del Centro 
de Tratamiento para Varones notificó al Director del Centro de Desarrollo Inte­
gral para Menores que, en cumplimiento a la resolución de evaluación extraordi­
naria emitida por el Consejero Unitario Tercero del Consejo de Menores del Dis­
trito Federal, se decretó trasladar al menor ERA al Centro enunciado en última 
instancia. 

3. El oficio DIR/SJ/795/07, del 20 de abril de 2007, por el que el titular del Centro 
de Tratamiento para Varones notificó a su homólogo del Centro de Desarrollo In­
tegral para Menores el traslado del interno CSA a este último establecimiento 
como medida de protección, lo cual fue autorizado por el Consejero Unitario Cuar-
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E. El acta circunstanciada, del 24 de abril de 2007, levantada por un Visitador Ad­
junto de esta Comisión Nacional, en la que se señala que en esa fecha la madre 
del adolescente ERA reiteró la queja formulada por éste. 

F. El acta circunstanciada, del 25 de abril de 2007, suscrita por personal de esta 
Comisión Nacional, en la que se asentó que en esa fecha la madre del menor CSA 
informó que con motivo de la denuncia de hechos que formuló ante la Fiscalía 
Central en Investigación para Delitos Sexuales de la Procuraduría General de Jus­
ticia del Distrito Federal por la agresión cometida en contra de su descendiente 
se radicó la indagatoria FDS/FDS-2/T3/00233/07-04. 

G. El acta circunstanciada, del 26 de abril de 2007, levantada por un Visitador 
Adjunto de esta Comisión Nacional, en la que se indicó que la ascendiente del 
menor ERA informó que con motivo de la denuncia de hechos que formuló ante 
la Fiscalía enunciada en el inciso que antecede por el abuso de que fue objeto su 
consanguíneo se radicó la averiguación previa FDS/FDS-3/T1/00188/07-04. 

H. El oficio DGPTM/0771/07, del 17 de mayo de 2007, mediante el cual el Di­
rector General de Prevención y Tratamiento de Menores del Órgano Administra­
tivo Desconcentrado Prevención y Readaptación Social de la Secretaría de Segu­
ridad Pública Federal envió a esta Comisión Nacional un informe de los hechos, y 
remitió copias simples de diversas constancias, entre las que destacan, por su im­
portancia, las siguientes: 

1. El reporte de indisciplina y conducta inadecuada, del 31 de marzo de 2007, en 
el que personal de Seguridad y Vigilancia del Centro de Tratamiento para Varo­
nes apuntó que el adolescente ERA aseveró que dos internos le ocasionaron una 
cortadura en el recto al pretender introducirle una cuchara de plástico. 

2. El dictamen médico, del 31 de marzo de 2007, suscrito por personal adscrito 
al Departamento Médico del Centro de Tratamiento para Varones, en el que se 
certificaron las lesiones que presentó el menor ERA. 

3. La evaluación extraordinaria para modificación de medida, del 3 de abril de 
2007, por la que el Consejo Técnico del Centro de Tratamiento para Varones acor­
dó que la medida de tratamiento en internación del menor ERA continuara en el 
Centro de Desarrollo Integral para Menores. 

4. El acta del Consejo Técnico Interdisciplinario, del 3 de abril de 2007, donde se 
acordó que el adolescente ERA fuera trasladado al establecimiento enunciado en 
última instancia para continuar con la medida de tratamiento en internación que 
le fue impuesta. 

5. El oficio del 3 de abril de 2007, signado por un servidor público adscrito a la 
Subdirección Jurídica del Centro de Tratamiento para Varones, por el que comu­
nicó al personal de Seguridad y Vigilancia que el infractor VMPB permanecería 
en zona de retiro por cinco días y después sería cambiado de sección por haber 
agredido al infractor ERA. 

6. La tarjeta informativa, del 16 de mayo de 2007, signada por el Jefe del Depar-
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comunicó al Subdirector del Sistema de Seguridad y Vigilancia la asignación de 
servicios de personal adscrito a dicho Departamento durante la noche. 

I. El oficio DGDH/DEB/503/3790/06-07, del 25 de junio de 2007, suscrito por el 
Director General de Derechos Humanos de la Procuraduría General de Justicia 
del Distrito Federal, a través del cual remitió diversas constancias que integran las 
averiguaciones previas FDS/FDS-2/T3/00233/07-04 y FDS/FDS-3/T1/00188/07­
04, entre las que destacan, por su importancia, las declaraciones ministeriales de 
los menores CSA y ERA, del 18 y 30 de mayo de 2007, respectivamente. 

J. El oficio DGPTM/01609/07, del 25 de septiembre de 2007, mediante el cual el 
Director General de Prevención y Tratamiento de Menores del Órgano Adminis­
trativo Desconcentrado Prevención y Readaptación Social de la Secretaría de Se­
guridad Pública Federal envió a esta Comisión Nacional un informe sobre la po­
blación interna y la asignación de servicios del personal adscrito al Departamento 
de Seguridad y Vigilancia del Centro de Tratamiento para Varones. 

III. SITUACIÓN JURÍDICA 

De acuerdo con la evidencia recabada, los adolescentes ERA y CSA fueron agre­
didos sexualmente por otros internos del Centro de Tratamiento para Varones el 
31 de marzo y 12 de abril de 2007, respectivamente. 

En consecuencia, las madres de las víctimas formularon las denuncias respec­
tivas ante la Fiscalía Central de Investigación para Delitos Sexuales de la Procu­
raduría General de Justicia del Distrito Federal, por lo que se radicaron las averi­
guaciones previas FDS/FDS-3/T1/00188/07-04 y FDS/FDS-2/T3/00233/07-04, en 
contra de quien resulte responsable en la comisión de los ilícitos de que fueron 
objeto aquéllos, las cuales se encuentran en integración. 

IV. OBSERVACIONES 

A. Una vez analizadas las constancias que integran el presente expediente, se 
advirtió que se vulneraron los derechos a recibir un trato digno y a la protección 
integral de los internos ERA y CSA en el Centro de Tratamiento para Varones, toda 
vez que las autoridades de ese lugar no cumplieron con su obligación de garan­
tizar el respeto a su integridad física y mental, ni de propiciar las condiciones 
adecuadas para su reintegración social y familiar, como tampoco la de proteger 
el interés superior del adolescente, en atención a las siguientes consideraciones: 

1. Caso del interno ERA. 

Del reporte de indisciplina y conducta inadecuada, del 31 de marzo de 2007, se 
desprende que el menor ERA manifestó a personal de Seguridad y Vigilancia que 
los internos con los alias el Ronaldinho (VMPB) y el Quicas (DHH) pretendieron 
introducirle una cuchara de plástico por el recto. Asimismo, en el dictamen de la 
misma fecha, realizado por un médico adscrito al Departamento de Servicio Mé­
dico de dicho establecimiento, se asentó que al revisar la enunciada zona anató­
mica del agraviado se encontró “a la hora seis una herida lineal de .5 m (lesión 
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No obstante lo expuesto, el entonces titular del enunciado Centro, en el infor­

me que remitió a esta Comisión Nacional, adujo que no se levantó el acta de he­
chos respectiva porque los datos que refería la víctima no eran exactos y se 
detectaba una manipulación de la información; sin embargo, agregó que el in­
fractor ERA fue mantenido desde dicha fecha en el Servicio Médico como medi­
da de protección hasta el 16 de abril de 2007 en que fue trasladado al Centro de 
Desarrollo Integral para Menores; en tanto que al interno señalado como uno 
de los agresores (VMPB), por resolución extraordinaria del Consejo Técnico, se le 
impuso una medida disciplinaria de cinco días en zona de retiro y una vez conclui­
da la misma fue cambiado de módulo, y que respecto del joven (DHH) no se llevó 
a cabo acción alguna. 

El interno ERA, al ser entrevistado por personal de esta Comisión Nacional, así 
como al rendir su declaración ministerial dentro de la averiguación previa FDS/ 
FDS-3/T1/00188/07-04, aseveró que aproximadamente a las 20:00 horas del 29 de 
marzo de 2007, cuando se encontraba realizando su aseo personal en el baño 
de la sección en la que estaba alojado, los internos VMPB y DHH le acariciaron 
los glúteos y al decirles que los iba a reportar, dejaron de hacerlo; sin embargo, 
dos días después, en la misma área del Centro, los infractores en cuestión lo su­
jetaron y el interno DHH lo golpeó y obligó a que se pusiera en “posición de 
revisión” (con la cara hacia la pared, los brazos y las piernas abiertas), además 
de presionarlo por la espalda contra la pared a fin de que el infractor VMPB le 
pasara la parte ancha de una cuchara de plástico por el recto, y al forcejear, lo 
soltaron. El agraviado refirió que después presentó dolor y sangrado en la enun­
ciada zona anatómica, por lo que informó de ello al personal de Seguridad y Vi­
gilancia, el cual lo trasladó al Servicio Médico, donde una doctora le dijo que 
tenía una cortadura alrededor del ano. 

Es de resaltar el que de estos hechos narrados no se hubiera percatado el per­
sonal responsable en esa fecha, así como del cuidado y la disciplina en el Centro 
de Tratamiento para Varones, situación a la cual se agrega la irregularidad de las 
autoridades a cargo de tal establecimiento, ya que al tener conocimiento de lo 
ocurrido no levantaron el acta de hechos respectiva y omitieron solicitar la inter­
vención de la autoridad ministerial competente para la investigación de tal suce­
so, ni tampoco dieron vista de tales sucesos al Órgano Interno de Control en la 
Secretaría de Seguridad Pública. 

2. Caso del interno CSA 

Según se desprende del reporte de indisciplina del 12 de abril de 2007, el menor 
CSA expuso a personal de Seguridad y Vigilancia que, entre las 03:00 y 04:00 
horas de ese día, tres internos de su sección le introdujeron un cepillo de dientes 
en el ano, e identificó a los infractores DHH y MSGC como dos de los agresores. 
A su vez, en el dictamen de la misma fecha que realizó un médico adscrito al 
Centro de Tratamiento para Varones se asentó que el agraviado presentaba eri­
tema perianal sin señales de rompimiento de pliegues rectales. En tal sentido, de 
acuerdo con lo que informó el entonces titular del aludido establecimiento, se 
determinó imponer como medida disciplinaria a los señalados agresores permane­
cer en zona de retiro del 16 al 22 de abril de 2007, y su posterior reubicación. 

De conformidad a lo establecido en el acta de hechos del 17 de abril de 2007, 
así como de lo expuesto por el adolescente CSA durante la entrevista que sostu­
vo con personal de esta Comisión Nacional, y en su declaración ministerial ante el 
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00233/07-04, entre las 03:00 y 4:00 horas del 12 de abril de 2007, cuando se 
encontraba en el interior del baño de la sección tercera del patio dos, ingresaron 
tres internos, quienes lo sujetaron y a pesar de que forcejearon, lo amagaron, y 
el que responde al nombre de DHH le introdujo un cepillo de dientes por el ano, 
para posteriormente amenazarlo con golpearlo si comentaba lo sucedido. 

De acuerdo con la información recabada, de estos hechos tampoco se perca­
taron los servidores públicos responsables de salvaguardar la integridad de las 
personas internas en el mencionado centro, y fue hasta las 19:00 horas cuando 
el interno CSA solicitó la intervención del personal de Seguridad y Vigilancia. 

Llama la atención el hecho de que a pesar de que CSA informó al personal de 
custodia de la agresión de que fue objeto, solamente se identificó a dos de los 
probables responsables (MSGC y DHH), siendo hasta el 20 de abril de 2007 cuan­
do Visitadores Adjuntos de esta Comisión Nacional acudieron al Centro de Trata­
miento para Varones que la autoridad realizó la búsqueda del tercer involucrado, 
señalado con el sobrenombre de el Orejón; no obstante ello, como se desprende 
de la información que se anexó al informe rendido por el Director General de Pre­
vención y Tratamiento de Menores de la Secretaría de Seguridad Pública, el Con­
sejo Técnico sólo sancionó a los dos infractores identificados en primer término. 

Cabe destacar lo grave que resulta para esta Comisión Nacional el hecho de 
que las autoridades del aludido establecimiento no tengan conocimiento de in­
mediato de las conductas descritas, pero más aún que una vez que conocen de 
las mismas no tomen las medidas necesarias para salvaguardar la integridad de la 
población interna, pues como se desprende del caso del menor ERA, a pesar de 
que éste reportó a dos internos, únicamente se sancionó a uno de ellos y al otro 
(DHH) se le mantuvo en el mismo módulo, quien en días subsecuentes fue seña­
lado como responsable de haber introducido un cepillo de dientes a CSA, con lo 
cual la autoridad incumplió con su función de garantizar la integridad física y 
mental de las personas que se encuentran bajo su custodia. 

Al igual que en el caso expuesto en primer término, las autoridades del Centro 
de Tratamiento para Varones no denunciaron la conducta probablemente cons­
titutiva de delito cometida en contra del interno CSA, pues en principio el titular 
del enunciado establecimiento argumentó que personal de ese sitio acompañó a 
la madre del agredido a la Agencia del Ministerio Público de la Procuraduría 
General de Justicia del Distrito Federal y que no les fue recibida la denuncia res­
pectiva, y posteriormente señaló que al día siguiente la persona aludida no se 
presentó para que la acompañaran a realizar la denuncia en cuestión, lo cual, en 
consideración de esta Comisión Nacional, no era necesario si se toma en cuenta 
que se contaba con el acta 027/16/04/07, en la que se asentaron los hechos a 
partir de lo declarado por el agraviado, pues ello bastaba para dar vista a la Re­
presentación Social competente, así como al Órgano Interno de Control en la 
Secretaría de Seguridad Pública. 

Cabe destacar el hecho de que fue hasta que se dieron las conductas descritas 
que el Consejo Técnico del Centro de Tratamiento para Varones propuso que los 
agraviados fueran trasladados al Centro de Desarrollo Integral para Menores por 
tener en ese entonces 15 años de edad y considerando su complexión física, y 
que tal medida no se hubiera adoptado con anterioridad, tomando en cuenta lo 
dispuesto por la fracción VI, del artículo 22, del Reglamento Interno del Centro 
de Tratamiento para Varones, el cual señala que el Consejo Técnico tiene como 
función evaluar y proponer a los menores que por modificación en su estructura, 
o por así convenir a un mejor aprovechamiento del tratamiento integral deban 
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B. En esa tesitura, las autoridades del Centro de Tratamiento para Varones, al no 
ejercer plenamente sus facultades, no se percataron de la agresión sexual de que 
fueron objeto los menores ERA y CSA, pues éstos fueron los que informaron de 
los hechos al personal de Seguridad y Vigilancia; consecuentemente, es cuestio­
nable la labor de los servidores públicos encargados de resguardar la integridad 
de los internos, a los que corresponde controlar la seguridad y disciplina en el cen­
tro y verificar que no se susciten hechos que atenten contra la dignidad y seguri­
dad de aquéllos, aunado a que una vez que las autoridades del establecimiento 
en cita tuvieron conocimiento de tales hechos no se realizaron las denuncias res­
pectivas, a lo cual están obligadas en términos de lo dispuesto por el artículo 117 
del Código Federal de Procedimientos Penales, y que sólo en el caso del menor 
CSA se hubiera levantado el acta de hechos respectiva, sin que se hubiera dado 
vista de ambos sucesos al Órgano Interno de Control. 

Por lo tanto, esta Comisión Nacional considera que las autoridades del Centro 
de Tratamiento para Varones, al no cumplir adecuadamente con la atribución de 
garantizar la integridad física y mental de los internos que se encuentran bajo su 
custodia, contravienen lo dispuesto en los artículo 77, fracción VI, del Acuerdo 
por el que se Emiten las Normas para el Funcionamiento de los Centros de Diag­
nóstico y de Tratamiento para Menores, y 11, fracción I, del Reglamento Interno 
del Centro de Tratamiento para Varones. 

En ese contexto, es necesario puntualizar que las autoridades de los centros 
de internamiento son responsables de la integridad personal y de la seguridad de 
las personas que tienen bajo su custodia, y que esta obligación adquiere especial 
relevancia en un lugar como el Centro de Tratamiento para Varones, en el cual, 
precisamente por ser un establecimiento para adolescentes, amerita que los ser­
vidores públicos que laboran en él desempeñen sus funciones con especial efi­
ciencia. 

Para esta Comisión Nacional no pasa inadvertido que el hecho de permanecer 
en un establecimiento sujeto a una medida de tratamiento en internación tiende 
a generar un ambiente de vulnerabilidad en cuanto al respeto de la dignidad hu­
mana y de la integridad física y mental de la persona, circunstancia por la cual, 
además de que la autoridad debe abstenerse de realizar cualquier conducta que 
infrinja tales derechos, también debe garantizar, en ejercicio de las facultades 
que la propia ley le confiere, que nadie realice actos que atenten contra los ado­
lescentes; con mayor razón tratándose de un grupo que requiere protección es­
pecial por estar en situación de vulnerabilidad. 

En tal sentido, es preciso que el personal de dicho establecimiento mantenga 
el orden y buen comportamiento de los internos, de conformidad con lo dispues­
to por los artículos 12, fracción I, del Reglamento Interno del Centro de Trata­
miento para Varones, y 80, fracción VIII, del citado Acuerdo. 

C. Al encontrarnos ante hechos que afectan la dignidad e integridad física y men­
tal de las personas que se encuentran sujetos a una medida de tratamiento en 
internación, tal como ocurrió a los adolescentes ERA y CSA, las autoridades en­
cargadas de su custodia, en observancia del principio del interés superior del 
adolescente, tienen la obligación de dar atención a las necesidades de los agra­
viados; esto es, que se evalúe adecuadamente su estado de salud, que se brin­
den servicios médicos y psicológicos apropiados en la misma o en otra institu­
ción y que, de ser necesario, se realicen las gestiones que correspondan para que 
se les otorgue una atención integral, o bien, dada su edad y complexión cumplan 

GACETA 
OCT/2007 la medida impuesta en lugares acordes a sus condiciones fisiológicas. 

Re
co

m
en

da
ci

on
es


 

180 



  

 
  

ACETA
G 
Al respecto, el artículo 20, apartado B, fracción III, de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, establece que la víctima o el ofendido tendrán 
la garantía de recibir, desde la comisión del delito, entre otros aspectos, atención 
psicológica de urgencia, por lo que resulta viable que se brinde a los agraviados 
dicha atención. 

De igual manera, esta Comisión Nacional considera que, a fin de lograr la re­
integración social y familiar, al igual que el pleno desarrollo de los adolescentes 
que se encuentran cumpliendo una medida de tratamiento en el Centro de Trata­
miento para Varones, las autoridades a su cargo deben brindarles orientación 
ética y actividades, así como la seguridad y protección, y no consentir o tolerar 
agresiones sexuales entre los mismos, además de tomar las medidas preventivas 
correspondientes para salvaguardar su integridad física, lo que en los casos ex­
puestos no aconteció. 

Conviene resaltar que el artículo 111 de la Ley para el Tratamiento de Meno­
res Infractores, para el Distrito Federal en Materia Común y para Toda la Repúbli­
ca en Materia Federal, vigente en la especie que se analiza, dispone que el tra­
tamiento al que estarán sujetos los infractores deberá ser integral, secuencial e 
interdisciplinario, y tendrá como objeto lograr la autoestima del menor, a través 
del desarrollo de sus potencialidades y autodisciplina necesaria para propiciar en 
el futuro el equilibrio entre sus condiciones de vida individual, familiar y colecti­
va; modificar los factores negativos de su estructura biopsicosocial para propiciar 
un desarrollo armónico, útil y sano; promover y propiciar la estructuración de 
valores y la formación de hábitos que contribuyan al adecuado desarrollo de su 
personalidad; reforzar el reconocimiento y respeto de las normas morales, socia­
les y legales, y de los valores que éstas tutelan, así como llevarlo al conocimiento 
de los posibles daños y perjuicios que pueda producirle su inobservancia; y tam­
bién fomentar los sentimientos de solidaridad familiar, social, nacional y humana, 
objetivos que no pueden cumplirse en un ambiente de violencia y abusos como 
los suscitados en el Centro de Tratamiento para Varones, y que necesariamente 
influye de manera negativa en el tratamiento que reciben estas personas para su 
reintegración social. 

D. En otro orden de ideas, de la información que obra en el expediente que se 
analiza se desprende que el 25 de septiembre de 2007 había 448 internos en el 
Centro de Tratamiento para Varones, el cual cuenta con un área de recepción y 
tres patios (módulos), el primero de los cuales dispone de nueve secciones, en 
tanto el segundo y el tercero de seis cada uno; a su vez, el personal de Seguridad 
y Vigilancia está compuesto por 101 elementos, de uno y otro sexo, divididos en 
tres compañías, con un horario de 24 horas de trabajo por 48 de descanso. 

A mayor abundamiento, en la fecha enunciada en el párrafo que antecede ha­
bía 249 infractores en el módulo uno, 170 en el dos y 15 en el tres, además de 
que 14 permanecían en el área de recepción. De igual modo, en la información 
proporcionada se advierte que se asignan cinco custodios por turno a cada uno 
de los módulos. 

Así, tomando en consideración que la población que se encontraba alojada en 
los módulos uno y dos era de 249 y 170 infractores, respectivamente, y que a 
esas áreas únicamente se asignan cinco elementos de Seguridad y Vigilancia por 
módulo, resulta difícil que dicho personal se percate de los incidentes que se 
suscitan entre los adolescentes, por lo que esta Comisión Nacional considera que 
el personal de Seguridad y Vigilancia asignado al Centro de Tratamiento para Va-
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blación, ni cumple con las obligaciones que se señalan en los artículos 12, frac­
ción I, del Reglamento Interno del Centro de Tratamiento para Varones, y 80, 
fracciones VIII, IX y XII, del aludido Acuerdo; entre ellas, mantener el orden y buen 
comportamiento de los internos, y reportar los actos ilícitos que se generen. 

Cabe señalar que esta Comisión Nacional estima que el adecuado funciona­
miento de los centros de internamiento para adolescentes se logra con la con­
ducción disciplinada por parte de una autoridad que tenga presencia, que goce 
de prestigio y que mantenga el orden mediante el respeto a los Derechos Huma­
nos de los internos. 

En ese orden de ideas, se observa que el personal encargado de la custodia de 
los internos en el Centro de Tratamiento para Varones transgredieron los dere­
chos a recibir un trato digno y a un desarrollo integral consagrados en los artícu­
los 4o., párrafo séptimo, y 19, último párrafo, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, los cuales establecen, respectivamente, que los as­
cendientes, tutores y custodios tienen el deber de preservar el derecho que tie­
nen los niños y las niñas, entre otros, a un sano esparcimiento para su desarrollo 
integral, y que el Estado proveerá lo necesario para propiciar el respeto a la 
dignidad de la niñez y al ejercicio pleno de sus derechos, y que todo maltrata­
miento que se haga en la aprehensión o en las prisiones; toda molestia que se 
infiera sin motivo legal, y toda gabela o contribución en las cárceles, son abusos 
que serán corregidos por las leyes y reprimidos por las autoridades, sin embargo, 
las autoridades a cargo del establecimiento en cuestión incumplieron con su 
función. 

En el presente caso, tampoco se da cumplimiento a lo previsto en el artículo 
11, apartado B, de la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes, el cual establece que es obligación de madres, padres y de todas 
las personas que tengan a su cuidado niñas, niños y adolescentes protegerlos de 
toda forma de maltrato, perjuicio, daño, agresión, abuso, trata y explotación; del 
mismo modo, se deja de observar el numeral 21, inciso A), del mismo ordena­
miento, el que señala que estos últimos tienen derecho a ser protegidos contra 
actos u omisiones que puedan afectar su salud física o mental. 

Por tales hechos, también se transgreden diversos instrumentos internaciona­
les que han sido ratificados por nuestro país, particularmente la Convención 
sobre los Derechos del Niño, que en sus artículos 3.1, 3.2 y 3.3 dispone, respec­
tivamente, que corresponde a los Estados parte atender el interés superior del 
niño, así como darle su protección y el cuidado que sean necesarios para su bie­
nestar, y que las instituciones, servicios y establecimientos encargados del cuida­
do o la protección de los niños deben cumplir las normas establecidas por las 
autoridades competentes, especialmente en materia de seguridad, sanidad, nú­
mero y competencia de su personal, así como con relación a una supervisión 
adecuada. De igual forma, se dejaron de observar los artículos 37, incisos a), c) 
y d), y 39, del mismo instrumento, ya que el primero de ellos dispone que ningún 
niño será sometido a torturas ni a otros tratos o penas crueles, inhumanos o de­
gradantes, y que todo niño privado de su libertad tendrá derecho a un pronto 
acceso a una asistencia adecuada; mientras que el segundo indica que se adop­
tarán las medidas apropiadas para la recuperación física y psicológica, así como 
la reintegración social de todo niño víctima de cualquier forma de abandono, 
explotación o abuso, tortura u otra forma de tratos o penas crueles, inhumanos 
o degradantes.
 

Asimismo, los actos referidos violan los Derechos Humanos de los menores
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te su integridad física, psíquica y moral, y a no ser sometidos a tratos crueles 
inhumanos o degradantes, en términos del artículo 5, numerales 1 y 2, de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, así como los artículos 7, 10.1 
y 10.3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 

También se contraviene lo dispuesto en el artículo 13.5 de las Reglas Mínimas 
de las Naciones Unidas para la Administración de Justicia de Menores, Reglas de 
Beijin, donde se refiere que mientras el menor se encuentre bajo custodia recibi­
rá cuidados, protección y toda asistencia, entre otras, psicológica y física, habida 
cuenta de su edad, sexo y características individuales. 

Es necesario apuntar que el artículo 27.1 de las enunciadas Reglas señala que 
son aplicables, en la medida pertinente, al tratamiento de los menores delin­
cuentes en establecimientos penitenciarios las Reglas Mínimas para el Tratamien­
to de los Reclusos, las cuales son reconocidas como fundamento de principios de 
justicia penitenciaria que, de acuerdo con la Carta de las Naciones Unidas, cons­
tituyen una fuente de derecho para los Estados miembros, entre los cuales se 
encuentra México. 

De acuerdo con el artículo 9.2 de dicho instrumento, así como los numerales 
33, y 87, incisos a), c) y d), de las Reglas de las Naciones Unidas para la Protec­
ción de los Menores Privados de Libertad, al señalar los dos primeros artículos 
que los menores deberán ser cuidadosamente seleccionados para ser alojados en 
dormitorios destinados para grupos pequeños, tomando en cuenta las normas 
del lugar y respetando los derechos fundamentales de los menores, además de 
que en la noche tales lugares estarán sometidos a una vigilancia regular, y el 
tercero, que en el desempeño de sus funciones el personal de los centros de deten­
ción deberá respetar y proteger la dignidad y los derechos fundamentales de 
todos los menores. 

Las omisiones atribuidas al personal del Centro de tratamiento para Varones 
también podrían ser constitutivas de responsabilidad administrativa, de confor­
midad con el artículo 8, fracciones I y XXIV, de la Ley Federal de Responsabili­
dades Administrativas de los Servidores Públicos, las cuales establecen, respecti­
vamente, que todo servidor público tendrá la obligación de cumplir el servicio 
que le sea encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión que cause la 
suspensión o deficiencia de dicho servicio público. Por tal motivo, es necesario 
que tales hechos sean investigados por el correspondiente Órgano Interno de 
Control y, de ser procedente, se apliquen las sanciones administrativas que pro­
cedan. 

Con base en lo expuesto anteriormente, esta Comisión Nacional se permite 
formular a usted, señor Secretario de Seguridad Pública, respetuosamente, las 
siguientes: 

V. RECOMENDACIONES 

PRIMERA. Se dé vista al Ministerio Público competente para que inicie la averi­
guación previa correspondiente, respecto de las irregularidades y omisiones en 
que incurrieron los servidores públicos del Centro de Tratamiento para Varones 
de la Secretaría de Seguridad Pública y que quedaron plasmadas en el capítulo de 
observaciones de este documento, e informe de ello a esta Comisión Nacional. 

SEGUNDA. Ordene que se dé vista al Órgano Interno de Control correspondien-
C N D H  
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la responsabilidad administrativa en que pudiesen haber incurrido los servidores 
públicos involucrados en los hechos descritos en el presente documento e infor­
me de ello a esta Comisión Nacional. 

TERCERA. Se instruya a quien corresponda, a efecto de que a la brevedad se 
tomen las medidas necesarias para resguardar la integridad de los internos del 
Centro de Tratamiento para Varones de la Secretaría de Seguridad Pública y 
evitar que en lo sucesivo se presenten hechos que afecten su integridad física o 
mental. 

CUARTA. Se instruya a quien corresponda a fin de que a la brevedad se propor­
cione atención psicológica a los internos ERA y CSA, con motivo de los hechos 
que han quedado descritos en el presente documento, en observancia del princi­
pio del interés superior del adolescente y en su calidad de probables víctimas de 
un delito. 

La presente Recomendación, de acuerdo con lo señalado en el artículo 102, 
apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el 
carácter de pública y se emite con el propósito fundamental tanto de hacer una 
declaración respecto de una conducta irregular por parte de servidores públicos 
en el ejercicio de las facultades que expresamente les confiere la ley, como de 
obtener la investigación que proceda por parte de las dependencias administra­
tivas o cualesquiera otras autoridades competentes, para que dentro de sus atri­
buciones apliquen las sanciones conducentes y se subsane la irregularidad co­
metida. 

De conformidad con el artículo 46, párrafo segundo, de la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, solicito a usted que la respuesta sobre la 
aceptación de esta Recomendación, en su caso, sea informada dentro del térmi­
no de 15 días hábiles siguientes a la fecha en que haya concluido el plazo para 
informar sobre la aceptación de la misma. 

Con el mismo fundamento jurídico, solicito a usted que, en su caso, las prue­
bas correspondientes al cumplimiento de la Recomendación que se le dirige se 
envíen a esta Comisión Nacional dentro del término de 15 días hábiles siguien­
tes a la fecha en que se haya concluido el plazo para informar sobre la acepta­
ción de la misma. 

La falta de presentación de las pruebas dará lugar a que se interprete que la 
presente Recomendación no fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos quedará en libertad de hacer pública esta circunstancia. 

Atentamente
 
El Presidente de la Comisión Nacional
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Recomendación 53/2007
 
Sobre el recurso de impugnación 

de la señora Ambrosia Castillo Hernández 

SÍNTESIS: El 9 de febrero de 2007, esta Comisión Nacional inició el expediente 
2007/53/4/RI, con motivo del recurso de impugnación interpuesto por la señora 
Ambrosia Castillo Hernández, en contra de la no aceptación de la Recomendación 
110/2006, por parte del Ayuntamiento de Xoxocotla, Veracruz, emitida por la Co­
misión Estatal de Derechos Humanos de Veracruz. 

El 5 de enero de 2006, por instrucciones del Presidente municipal de Xoxocotla, 
Veracruz, y sin mediar autorización de la señora Ambrosia Castillo Hernández, un 
grupo de personas se introdujo en el predio Tenexteyo, ubicado en la comunidad de 
Tenexapa, municipio de Xoxocotla, para realizar diversas obras, a efecto de lograr la 
captación de agua a favor de las comunidades de Tlilcalco, Tenexapa y Atlaxquila, 
todas del municipio de Xoxocotla. 

Ante esta situación, la señora Castillo Hernández interpuso una queja en la Comi­
sión Estatal de Derechos Humanos de Veracruz el 13 de enero de 2006, al estimar 
vulnerados sus derechos a la legalidad y seguridad jurídica. 

El 19 de enero de 2006, la señora Ambrosia Castillo Hernández, en compañía de 
sus abogados, así como del agente del Ministerio Público Conciliador y del Delega­
do Étnico en la Región Zongolica de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de 
Veracruz, fueron privados de su libertad y retenidos en las oficinas de la Agencia Mu­
nicipal de la comunidad de Tenexapa, Xoxocotla, Veracruz, por un lapso de poco 
más de seis horas, por el Presidente municipal de Xoxocotla, con la complacencia 
tácita del Síndico Único de ese Ayuntamiento. 

El 19 de febrero de 2006, la señora Ambrosia Castillo Hernández amplió su queja 
ante la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Veracruz y, en atención a la mis­
ma, después de haber realizado las investigaciones correspondientes, el 5 de di­
ciembre de 2006 emitió la Recomendación 110/2006, dirigida al H. Ayuntamiento 
constitucional de Xoxocotla, Veracruz, misma que no fue aceptada por la autoridad 
y, por tal motivo, la quejosa interpuso su recurso de impugnación ante esta Comi­
sión Nacional, el cual se radicó con el número de expediente 2007/53/4/RI, y el 23 
de abril de 2007, a través del oficio CVG/DGAI/12467, esta Comisión Nacional soli­
citó al Presidente municipal de Xoxocotla que expresara alegatos o expusiera los 
fundamentos que motivaran o justificaran su no aceptación o, en su caso, enviara 
las pruebas de cumplimiento de la Recomendación 110/06, sin que hubiese atendi­
do dicha petición. 

Derivado del análisis lógico-jurídico practicado sobre las evidencias que obran en 
el presente recurso, esta Comisión Nacional advirtió violaciones a los Derechos Hu­
manos de legalidad y seguridad jurídica, protegidos por los artículos 14, párrafo se­
gundo, y 16, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Me­
xicanos, por parte del Presidente municipal de Xoxocotla y del Síndico Único de ese 
Ayuntamiento, en perjuicio de la señora Ambrosia Castillo Hernández y sus aboga­
dos, así como del agente del Ministerio Público Conciliador y del Delegado Étnico en 
la Región Zongolica de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Veracruz. 

Igualmente se infringieron las disposiciones relacionadas con los derechos de 
legalidad y seguridad jurídica previstas en los instrumentos internacionales celebra­
dos por el Ejecutivo Federal y ratificados por el Senado de la República, en términos 
del artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, como 
son los artículos 7, 9.1, 17.1 y 17.2 del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y 
Políticos; 5.1, 5.2, 7.1, 7.2, 7.3, 11.2 y 11.3 de la Convención Americana sobre 
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y 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que en términos ge­
nerales señalan que nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida 
privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni podrá ser privado de la 
libertad sin el debido procedimiento legal. 

Por lo anterior, el 29 de octubre de 2007 este Organismo Nacional emitió la 
Recomendación 53/2007, dirigida al Presidente de la Mesa Directiva de la LX Legis­
latura del H. Congreso del estado de Veracruz y al Ayuntamiento constitucional de 
Xoxocotla, Veracruz. 

México, D. F., 29 de octubre de 2007 

Sobre el recurso de impugnación de la señora Ambrosia Castillo Hernández 

Dip. Juan Nicolás Callejas Arroyo,
 
Presidente de la Mesa Directiva de la LX Legislatura del H. Congreso del estado de Veracruz
 

Miembros del Honorable Ayuntamiento constitucional de Xoxocotla, Veracruz 

Distinguidos señores: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 
102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o.; 3o., último párra­
fo; 6o., fracción V; 15, fracción VII; 55; 61; 62; 63; 64; 65, y 66, inciso a), de la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, así como 159, fracción IV; 160; 167, y 168, de su Reglamento 
Interno, ha examinado los elementos contenidos en el expediente 2007/53/4/RI, relacionado con el re­
curso de impugnación interpuesto por la señora Ambrosia Castillo Hernández, y vistos los siguientes: 

I. HECHOS 

A. El 13 de enero de 2006, la señora Ambrosia Castillo Hernández presentó una 
queja ante la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Veracruz, misma que que­
dó registrada con el número de expediente Q-839/2006, en la cual manifestó, 
en términos generales, que el 5 de enero de ese año los señores Daniel Castillo 
Rodríguez y Nicolás Castillo Castillo, agente municipal y Juez auxiliar de la comu­
nidad de Tenexapa, respectivamente, así como Tomás Ramírez Reyes, ayudante 
del ingeniero encargado de la obra, y 13 trabajadores realizaban excavaciones 
en su predio denominado Tenexteyo, ubicado en la comunidad de Tenexapa, mu­
nicipio de Xoxocotla, Veracruz, por órdenes del Presidente municipal de Xoxocotla, 
con la finalidad de introducir un tubo y explotar dos nacimientos de agua. Agregó 
que, a pesar de que les solicitó que mostraran algún documento de autorización 
para dichas obras, el señor Daniel Castillo Rodríguez le contestó que no tenía nin­
gún papel y reiteró que se encontraban ahí por órdenes del Presidente munici­
pal. Precisó que no obstante que les pidió cesaran las obras, los trabajadores conti­
nuaron sus labores hasta tapar un tubo que conectaron al nacimiento de agua. 

B. El 17 de febrero de 2006, la señora Ambrosia Castillo Hernández presentó un 
escrito de ratificación y ampliación de la queja, conjuntamente con los licencia­
dos Carlos Cabello Pineda, Rodrigo Israel Rodríguez Cruz y Carlos Martínez Gon-
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omisión de auxilio, incitación a cometer un delito y privación de la libertad, por 
parte del Presidente municipal, del Síndico y del Director de Obras Públicas, to­
dos del Ayuntamiento de Xoxocotla, cometidos tanto en su agravio, como del li­
cenciado Jácome Norberto Lara García, Delegado Étnico en la Región Zongolica 
de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Veracruz, y del licenciado Héctor 
Arturo Hernández, agente del Ministerio Público Conciliador de Zongolica. 

En dicho documento, la señora Ambrosia Castillo Hernández reiteró los moti­
vos de su queja y precisó que, a fin de denunciar los hechos, acudió ante el li­
cenciado Luis Cárdenas, titular del Ministerio Público Investigador de Zongolica, 
quien ofreció citar al Presidente municipal ante esa Agencia para que explicara el 
motivo de su actuación; sin embargo, el titular de ese Ayuntamiento señaló que 
no podía ir a Zongolica, pero solicitó al titular del Ministerio Público Investigador 
y a la señora Castillo Hernández que acudieran a la comunidad de Tenexapa para 
sostener una plática con el Regidor y el Síndico de Xoxocotla. Al presentar el es­
crito ante el encargado de la Oficina de Derechos Humanos ubicada en Zongolica, 
le hizo saber a éste los hechos que le causaban agravio, por lo que dicho servidor 
público ofreció acompañarla a la comunidad de Tenexapa, para estar presente en 
la plática y resolver el problema de las excavaciones en su propiedad y de la ex­
plotación de los mantos acuíferos que en ella se encuentran. 

Agregó la recurrente que el miércoles 18 de enero de 2006 por la tarde, el 
señor Daniel Castillo convocó a toda la comunidad de Tenexapa para que al día 
siguiente se presentaran, a las 10:30 horas, a una reunión que el Presidente mu­
nicipal llevaría al cabo, por lo que ella llamó a sus abogados para que también 
estuvieran presentes. 

El 19 de enero de 2006, la señora Castillo Hernández se presentó en compa­
ñía de sus abogados en la Agencia Municipal de Tenexapa, para llevar al cabo la 
plática conciliatoria, sitio al que arribó el Presidente municipal de Xoxocotla, Ve­
racruz, acompañado de aproximadamente “400 personas de las comunidades 
vecinas de Atexquila, Custepec, Tlilcalco, Zolihua y de Tenexapa”, pero como aún 
no llegaban el agente del Ministerio Público de Zongolica y el Delegado Étnico en 
la Región Zongolica de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Veracruz, 
decidieron ir a constatar los daños ocasionados en su propiedad, lugar a donde 
llegó el señor Daniel Castillo, agente municipal de la comunidad de Tenexapa, 
con un contingente que los agredió, por lo que se refugiaron en casa de la hoy 
recurrente, en donde las personas los rodearon. Al poco tiempo, el comandante 
de Tenexapa y un policía les dijeron que se presentaran de inmediato en la Agen­
cia Municipal, ya que “si no iban por las buenas iban a llevar a toda la gente para 
que los sacaran de ahí y los llevarían arrastrando”. 

Continuó su ampliación de queja señalando que a las 13:00 horas llegaron a 
la Agencia Municipal, en donde se encontraban el Presidente municipal; el licen­
ciado Héctor Arturo Hernández, agente del Ministerio Público Conciliador de Zon­
golica, y el Delegado Étnico en la Región Zongolica de la Comisión Estatal de De­
rechos Humanos de Veracruz, así como las personas de las cinco comunidades 
arriba mencionadas. Indicó, además, que el Presidente municipal estaba azuzan­
do a la gente, predisponiéndola en su contra y de sus abogados, por lo que los 
agredieron verbalmente con gritos, insultos y amenazas, percatándose de tales 
hechos el agente del Ministerio Público Conciliador de Zongolica y el Delegado 
Étnico de Derechos Humanos. 

Ante tal situación, el Presidente municipal les solicitó que entraran en la ofici­
na del agente municipal, a la cual también ingresaron el propio Alcalde, el Síndi­
co de Xoxocotla, el agente municipal, el Juez auxiliar, el comandante de la Policía 
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Una vez dentro, fueron cerrados los accesos con candado y, por ende, priva­

dos de la libertad, y se les indicó que no se les permitiría salir en tanto la señora 
Ambrosia Castillo Hernández no firmara la donación en favor del Ayuntamiento 
de Xoxocotla, de su terreno y de los manantiales acuíferos que existen en él, 
para que dicha agua fuera llevada a otras comunidades. 

Señaló que, mientras tanto, la muchedumbre enardecida los insultaba y ame­
nazaba, incluso con quemarlos vivos, enseñándoles los galones de gasolina que 
tenían listos, diciéndoles que les prenderían fuego. Ante esto, el Presidente mu­
nicipal les dijo que “no respondía de lo que hiciera la gente con ellos e, inclusive, 
que podían morir y que todo sería por necios”. 

Por todo lo anterior, y ante el temor fundado de que se cumplieran sus amena­
zas, la señora Ambrosia Castillo Hernández accedió a firmar un convenio, pero 
antes de hacerlo, por miedo, entró en shock y perdió el conocimiento, negándosele 
cualquier tipo de auxilio por parte del Presidente municipal de Xoxocotla, y no 
fue sino hasta las 18:00 horas, aproximadamente, cuando les permitieron salir 
de la citada Agencia Municipal de Tenexapa, para trasladar al hospital a la señora 
Ambrosia Castillo Hernández. 

Al salir, se percataron que la gente enardecida e incitada por el Presidente 
municipal había ponchado las llantas del automóvil del licenciado Mariano Cabe­
llo Pineda, para impedir que salieran de la comunidad. Ante la urgencia, solicita­
ron la ayuda del licenciado Héctor Arturo Hernández, agente del Ministerio Públi­
co Conciliador de Zongolica, para que los llevara en la batea de su camioneta al 
hospital de Tlaquilpa, pero a pesar de que se trataba de una emergencia, el Pre­
sidente municipal se colocó frente a la camioneta azuzando a la gente para que 
no los dejaran salir. Por ello, el agente del Ministerio Público Conciliador intervino 
y entabló un diálogo con el Presidente municipal, quien ante la insistencia acce­
dió en dejar pasar la camioneta, logrando llevar a la señora Ambrosia Castillo 
Hernández al hospital de Tlaquilpa, en donde fue estabilizada. 

C. La señora Ambrosia Castillo Hernández presentó, el 25 de enero de 2006, una 
denuncia ante la Fiscalía Especializada en Delitos Cometidos por Servidores Pú­
blicos, con residencia en Xalapa, Veracruz, radicándose la investigación ministe­
rial bajo el número 69/2006, en la Sexta Agencia Investigadora del Ministerio 
Público. 

D. Una vez realizadas las investigaciones correspondientes, el 5 de diciembre de 
2006, la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Veracruz emitió la Recomen­
dación 110/2006, dirigida al Ayuntamiento constitucional de Xoxocotla, en los 
siguientes términos: 

PRIMERA. Con fundamento en lo establecido en los artículos 151, fraccio­
nes I, III, 153, y demás aplicables de la Ley Orgánica del Municipio Libre 
para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, se solicita que, en Sesión 
de Cabildo: 

A) Se dé trámite al presente asunto, para que se inicie el procedimiento 
administrativo de responsabilidad que se impone y en su oportunidad, sean 
sancionados conforme a Derecho procede, los CC. Presidente municipal, Sín­
dico Único, y/o demás servidores públicos involucrados del H. Ayuntamien­
to constitucional de Xoxocotla, Veracruz, por haber incurrido en acciones y 
omisiones en el ejercicio de sus funciones, ya que se traducen en violacio-
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CASTILLO HERNÁNDEZ, LICS. CARLOS CABELLO PINEDA, RODRIGO ISRAEL 
RODRÍGUEZ CRUZ Y CARLOS MARTÍNEZ GONZÁLEZ, en cuyos hechos tam­
bién resultaron directamente afectados los CC. LIC. HÉCTOR ARTURO HER­
NÁNDEZ, agente del Ministerio Público Conciliador y LIC. JÁCOME NOR­
BERTO LARA GARCÍA, Delegado Étnico de esta misma Comisión Estatal de 
Derechos Humanos, ambos con residencia en Zongolica, Veracruz; por los 
motivos y razonamientos que fueron expuestos en esta resolución. Se signi­
fica que el procedimiento administrativo y sanciones solicitados, son con 
independencia de lo que se resuelva en la investigación ministerial número 
FESP/06/2006 del índice de la Agencia Sexta Investigadora del Ministerio 
Público Especializada en Delitos Cometidos por Servidores Públicos del Esta­
do de Veracruz, iniciada con motivo de la denuncia y/o querella enderezada 
por los mencionados quejosos, por los mismos hechos que nos ocupan, en 
contra de ediles y/o servidores públicos del H: Ayuntamiento constitucional 
de Xoxocotla, Veracruz, señalados como presuntos responsables de los de­
litos de abuso de autoridad, amenazas, coacción, incitación a cometer un 
delito y privación de la libertad personal. 

B) Se acuerde y se ordene de inmediato a quien corresponda, con el ob­
jeto de que ediles y/o servidores públicos del H: Ayuntamiento constitucional 
de Xoxocotla, Veracruz, se abstengan de continuar con las obras de cons­
trucción del sistema de agua potable, dentro del multicitado predio deno­
minado “Tenexteyo” en conflicto, ubicado en la comunidad de “Tenexapa” del 
municipio de Xoxocotla, Veracruz, hasta en tanto se decida mediante resolu­
ción ejecutoriada por la autoridad jurisdiccional competente y/o por acuer­
do libre y voluntario de la quejosa Ambrosia Castillo Hernández, propietaria 
y/o poseedora legítima del mencionado inmueble, previa indemnización. 

E. El 8 de enero de 2007, la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Veracruz 
recibió el oficio sin número, del 22 de diciembre de 2006, por el cual el Presidente 
municipal de Xoxocotla informó que no aceptaba la Recomendación 110/2006. 

F. El 9 de febrero de 2007, esta Comisión Nacional recibió el oficio DSC/0096/ 
2007, del 7 de febrero de 2007, suscrito por la encargada de la Dirección de Se­
guimiento y Conclusión de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Vera-
cruz, por medio del cual remitió el escrito del 6 de febrero de 2007, por el que la 
señora Ambrosia Castillo Hernández interpuso un recurso de impugnación en 
contra de la no aceptación de la Recomendación por parte de la autoridad, el cual 
se radicó en este Organismo Nacional con el número de expediente 2007/53/ 
4//RI. 

G. Los días 25 y 28 de febrero, 1, 15, 16, 21 y 22 de marzo, así como 16, 18, 20 
y 23 de abril de 2007, personal de esta Comisión Nacional realizó diversas gestio­
nes telefónicas y remitió la solicitud de información correspondiente al Presiden­
te municipal de Xoxocotla, a efecto de que enviara por escrito a este Organismo 
Nacional los motivos y fundamentos por los cuales no aceptó la Recomendación 
110/2006, sin obtener respuesta alguna. 

II: EVIDENCIAS 
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A. La copia del expediente de queja Q-839/2006, integrado por la Comisión Es­
tatal, de cuyo contenido destacan, por su importancia, las siguientes constancias: 

1. La queja presentada por la señora Ambrosia Castillo Hernández, el 13 de 
enero de 2006, ante la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Veracruz. 

2. El acta de donación, del 4 de mayo de 2005, a favor de la comunidad pertene­
ciente a la Congregación de Tenexapa y el ejido de Xoxocotla, ambos del mu­
nicipio de Xoxocotla, de un manantial de agua ubicado en el predio Tenexteyo, 
así como su autorización para la excavación necesaria para la introducción de 
tubería y una caja de captación, firmada por el señor Anastasio Castillo Castillo, 
quien comprobó ser propietario del mismo, mediante certificado de derecho 
agrario 2291547, del 9 de septiembre de 1991. 

3. El acta de cesión de derechos, del 9 de mayo de 2005, en favor de la señora 
Ambrosia Castillo Hernández, suscrita por su abuelo, el señor Anastasio Castillo 
Castillo, respecto del terreno ubicado en el punto denominado Tenexteyo, perte­
neciente al ejido de Xoxocotla, del municipio de Xoxocotla. 

4. El acta circunstanciada, del 16 de enero de 2006, elaborada por el Delegado 
Étnico en la Región Zongolica de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de 
Veracruz. 

5. La tarjeta informativa, del 20 de enero de 2006, suscrita por el agente del 
Ministerio Público Conciliador e Investigador de la Procuraduría General de Justi­
cia del Estado de Veracruz, dirigida al Subprocurador Regional de Justicia Zona 
Centro en Córdoba, Veracruz, respecto de los hechos ocurridos el 19 de enero 
de 2006, documento que, de conformidad con el último párrafo del artículo 
2o. de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Ve­
racruz, tiene el carácter de auténtico y, para su validez, no necesita ser ratificado 
ante las autoridades judiciales o administrativas. 

6. La tarjeta informativa, del 23 de enero de 2006, elaborada por el Delegado 
Étnico en la Región Zongolica de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de 
Veracruz, dirigida a la Presidenta de ese Organismo Local, respecto de los hechos 
ocurridos el 19 de enero de 2006, en la comunidad de Tenexapa. 

7. La ampliación de la queja presentada ante el Organismo Local el 13 de febrero 
de 2006, por la señora Ambrosia Castillo Hernández conjuntamente con sus 
abogados. 

8. El oficio sin número, del 1 de marzo de 2006, suscrito por los señores Ranulfo 
Gálvez Pérez y Abel Carvajal Castillo, Presidente municipal y Síndico del Ayunta­
miento de Xoxocotla, respectivamente, mediante el cual rindieron el informe a la 
Comisión Estatal. 

9. El oficio sin número, del 22 de diciembre de 2006, suscrito por el señor Ranulfo 
Gálvez Pérez, Presidente municipal constitucional de Xoxocotla, en el que mani­
festó la no aceptación de la Recomendación 110/2006. 

B. Las actas circunstanciadas y el oficio CVG/DGAI/12467, dirigidos al Presiden-
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como 16, 18, 20 y 23 de abril de 2007, respectivamente, a efecto de que el men­
cionado alcalde rindiera el informe correspondiente a esta Comisión Nacional, 
sin que se recibiera respuesta por parte de la autoridad. 

III. SITUACIÓN JURÍDICA 

El 5 de enero de 2006, por instrucciones del Presidente municipal de Xoxocotla, 
Veracruz, y sin mediar autorización de la señora Ambrosia Castillo Hernández, 
un grupo de personas se introdujo en el predio Tenexteyo, ubicado en la comu­
nidad de Tenexapa, municipio de Xoxocotla, para realizar diversas obras, a efec­
to de lograr la captación de agua a favor de las comunidades de Tlilcalco, Tenexapa 
y Atlaxquila, todas del municipio de Xoxocotla. 

Ante esta situación, la señora Castillo Hernández interpuso una queja en la 
Comisión Estatal de Derechos Humanos de Veracruz el 13 de enero de 2006, al 
estimar vulnerados sus derechos a la legalidad y seguridad jurídica. 

El 19 de enero de 2006, la señora Ambrosia Castillo Hernández, en compañía 
de sus abogados, así como del agente del Ministerio Público Conciliador y del 
Delegado Étnico en la Región Zongolica de la Comisión Estatal de Derechos Hu­
manos de Veracruz, fueron privados de su libertad y retenidos en las oficinas de 
la Agencia Municipal de la comunidad de Tenexapa, Xoxocotla, Veracruz, por un 
lapso de poco más de seis horas, por el Presidente municipal de Xoxocotla, con la 
complacencia tácita del Síndico único de ese Ayuntamiento. 

El 19 de febrero de 2006, la señora Ambrosia Castillo Hernández amplió su 
queja ante la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Veracruz y, en atención 
a la misma, después de haber realizado las investigaciones correspondientes, el 5 
de diciembre de 2006 emitió la Recomendación 110/2006, dirigida al H. Ayunta­
miento constitucional de Xoxocotla, Veracruz, misma que no fue aceptada por la 
autoridad y, por tal motivo, la quejosa interpuso su recurso de impugnación ante 
esta Comisión Nacional, el cual se radicó con el número de expediente 2007/53/ 
4/RI, y el 23 de abril de 2007, a través del oficio CVG/DGAI/12467, esta Comi­
sión Nacional solicitó al Presidente municipal de Xoxocotla que expresara alega­
tos o expusiera los fundamentos que motivaran o justificaran su no aceptación 
o, en su caso, enviara las pruebas de cumplimiento de la Recomendación 110/06, 
sin que hubiese atendido dicha petición. 

IV. OBSERVACIONES 

Del estudio lógico-jurídico realizado al conjunto de constancias que obran en el 
expediente de queja Q-839/2006, tramitado en la Comisión Estatal de Derechos 
Humanos de Veracruz, se advierte que el 19 de enero de 2006, la señora Ambrosia 
Castillo Hernández y sus abogados, así como el agente del Ministerio Público Con­
ciliador e Investigador de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Veracruz 
y el Delegado Étnico en la Región Zongolica del Organismo Local, acudieron a la 
comunidad de Tenexapa, en el mismo municipio, a efecto de llevar al cabo una 
reunión con las autoridades de ese Ayuntamiento. El objetivo de la reunión consis­
tía en tratar el problema relativo a la construcción de tanques de almacenamien­
to e instalación de tubería para distribuir el agua que mana del predio que detenta 
la señora Ambrosia Castillo Hernández a favor de las comunidades de Tlilcalco, 
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Sin embargo, el titular del Ayuntamiento de Xoxocotla predispuso y azuzó a la 

población ahí congregada en contra de la señora Ambrosia Castillo Hernández y 
de sus abogados, quienes fueron, además de agredidos verbalmente, amenaza­
dos por parte de los pobladores de las comunidades referidas. 

Lo antes expresado se confirma con lo declarado por las autoridades del Ayun­
tamiento de Xoxocotla, Veracruz, quienes únicamente se limitaron a negar lo he­
chos ante la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Veracruz, sin aportar 
evidencias que desvirtuaran lo referido por la señora Ambrosia Castillo Hernández 
y sus abogados, ni lo asentado en las tarjetas informativas elaboradas por el 
agente del Ministerio Público Conciliador e Investigador de la Procuraduría Gene­
ral de Justicia del Estado de Veracruz y por el Delegado Étnico de Derechos Hu­
manos de Veracruz, con residencia en Zongolica. 

En tal virtud, una vez que el Organismo Local realizó las investigaciones y va­
loraciones correspondientes, el 5 de diciembre de 2006 emitió la Recomenda­
ción 110/2006, dirigida al H. Ayuntamiento constitucional de Xoxocotla, la cual 
no fue aceptada, según obra en el oficio sin número del 22 de diciembre de 2006, 
suscrito por el señor Ranulfo Gálvez Pérez, Presidente municipal del mencionado 
Ayuntamiento. Lo anterior propició que la señora Ambrosia Castillo Hernández 
interpusiera el recurso de impugnación ante esta Comisión Nacional. 

Adicionalmente, merece especial señalamiento que el 23 de abril de 2007, a 
través del oficio CVG/DGAI/12467, esta Comisión Nacional solicitó al Presidente 
municipal de Xoxocotla que expresara alegatos o expusiera los fundamentos que 
motivaran o justificaran su no aceptación o, en su caso, enviara las pruebas de 
cumplimiento de la Recomendación 110/06. Sin embargo, a pesar de que la ins­
tancia referida acusó recibo de la petición formulada por esta Comisión Nacional, 
y de que personal de esta Comisión Nacional realizó diversas gestiones telefónicas 
con dicha autoridad, ésta no dio respuesta a la misma, por lo que en términos 
del artículo 65 de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos se 
presumen como ciertos los hechos manifestados por la señora Ambrosia Castillo 
Hernández y sus abogados. 

En tal virtud, esta Comisión Nacional hace evidente tal omisión, de la cual po­
drían derivarse responsabilidades administrativas por parte de los servidores pú­
blicos que incurrieron en ella. Lo anterior con fundamento en lo dispuesto en los 
artículos 70 y 72 de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, así 
como 150, y 151, fracción I, de la Ley Número 9 Orgánica del Municipio Libre 
para el Estado de Veracruz. 

En este sentido, resulta necesario que la LX Legislatura del H. Congreso del 
estado de Veracruz se imponga de las omisiones descritas en el cuerpo de esta 
Recomendación, atribuidas a la autoridad municipal de Xoxocotla, para que en 
el ámbito de sus facultades y atribuciones determine lo que en Derecho proceda. 

Así las cosas, y derivado del análisis lógico-jurídico practicado al conjunto de evi­
dencias que obran en el presente recurso, esta Comisión Nacional coincide con 
el criterio sostenido por la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Veracruz, al 
advertir violaciones a los Derechos Humanos de legalidad y seguridad jurídica, 
protegidos por los artículos 14, párrafo segundo, y 16, párrafo primero, de la Cons­
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por parte del Presidente muni­
cipal de Xoxocotla, y del Síndico único de ese Ayuntamiento, en perjuicio de la 
señora Ambrosia Castillo Hernández y sus abogados, así como del agente del Mi­
nisterio Público Conciliador y del Delegado Étnico en la Región Zongolica de la Co­
misión Estatal de Derechos Humanos de Veracruz. 
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Lo anterior resulta evidente, toda vez que la actuación de los servidores públi­

cos del Ayuntamiento de Xoxocotla no satisfizo los requisitos de la fundamentación 
y motivación que debe contener todo acto emitido por la autoridad, ya que in­
currió en conductas excesivas y omisiones graves, vulnerando también lo estable­
cido por el artículo 46, fracciones I, V, XXI y XXII, de la Ley de Responsabilida­
des de los Servidores Públicos para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, e 
ignorar lo previsto en la Ley Número 9 Orgánica del Municipio Libre para el Es­
tado de Veracruz, que en términos generales disponen que en el desempeño de 
su empleo, cargo o comisión, los servidores públicos deben salvaguardar la lega­
lidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia de sus conductas, tratando con 
respeto, diligencia, imparcialidad y rectitud a las personas con las que tenga re­
lación con motivo de éstos, absteniéndose, evidentemente, de cualquier acto u 
omisión que implique incumplimiento de cualquier disposición jurídica relaciona­
da con el servicio público. 

Bajo este contexto, con su actuación, las autoridades municipales, de manera 
concomitante, infringieron las disposiciones relacionadas con el derecho a la le­
galidad y seguridad jurídica previstos en los instrumentos internacionales celebra­
dos por el Ejecutivo Federal y ratificados por el Senado de la República, en térmi­
nos del artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
como son los artículos 7, 9.1, 17.1 y 17.2 del Pacto Internacional de los Derechos 
Civiles y Políticos, y 5.1, 5.2, 7.1, 7.2, 7.3, 11.2 y 11.3 de la Convención America­
na sobre Derechos Humanos, que en términos generales señalan que nadie será 
objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su domi­
cilio o su correspondencia, ni podrá ser privado de la libertad sin el debido proce­
dimiento legal. 

En tal virtud, esta Comisión Nacional considera que es procedente solicitar se 
dé cumplimiento cabal a lo expresado en la citada Recomendación 110/2006, res­
pecto del procedimiento administrativo en contra de aquellos servidores públi­
cos que incurrieron en acciones y omisiones en el ejercicio de sus funciones, ya 
que se tradujeron en violaciones a los Derechos Humanos en agravio de la seño­
ra Ambrosia Castillo Hernández y otros. 

En atención a las observaciones anteriores, esta Comisión Nacional de los De­
rechos Humanos coincide con los razonamientos y fundamentos legales que sirvie­
ron de base a la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Veracruz para emitir 
la Recomendación derivada del expediente Q-839/06, dirigida al H. Ayuntamien­
to constitucional de Xoxocotla, Veracruz, respecto de la violación del derecho a 
la legalidad y seguridad jurídica, por lo que se confirma el criterio que sostuvo, y 
considera que el recurso de impugnación interpuesto por la señora Ambrosia 
Castillo Hernández es procedente y fundado. 

En consecuencia, la citada Recomendación debe ser aceptada en sus térmi­
nos, pues lo contrario significa no colaborar con la noble tarea de protección no 
jurisdiccional de los Derechos Humanos, independientemente de considerar que 
en un Estado de Derecho los servidores públicos deben actuar dentro del orden 
jurídico, para no incurrir en actos violatorios como los que dieron origen al pre­
sente pronunciamiento. 

Por lo anterior, y con fundamento en lo establecido en por los artículos 66, 
inciso a), de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, y 168 de 
su Reglamento Interno, se confirma la Recomendación emitida el 5 de diciem­
bre de 2006 por la citada Comisión Estatal y se formulan, respetuosamente, las 
siguientes: 
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V. RECOMENDACIONES 

A usted, señor Presidente de la Mesa Directiva de la LX Legislatura del H. Congre­
so del estado de Veracruz: 

ÚNICA. Gire las instrucciones necesarias a quien corresponda para determinar la 
responsabilidad en que hayan incurrido el Presidente municipal de Xoxocotla, 
Veracruz, y demás servidores públicos de ese Ayuntamiento, que omitieron dar 
respuesta a la solicitud de informes formulada por esta Comisión Nacional y, en 
su caso, se acuerde lo que en Derecho proceda. 

A ese Ayuntamiento constitucional de Xoxocotla, Veracruz: 

ÚNICA. Se sirvan instruir, a quien corresponda, que se dé cumplimiento cabal a 
la Recomendación 110/2006, emitida el 5 de diciembre de 2006 por la Comisión 
Estatal de Derechos Humanos de Veracruz. 

La presente Recomendación, conforme a lo señalado en el artículo 102, aparta­
do B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el carác­
ter de pública y se emite con el propósito fundamental tanto de hacer una decla­
ración respecto de una conducta irregular cometida por servidores públicos en el 
ejercicio de las facultades que expresamente les confiere la ley, como de obtener 
la investigación que proceda por parte de las dependencias administrativas o cua­
lesquiera otras autoridades competentes, para que dentro de sus atribuciones 
apliquen las sanciones conducentes y se subsane la irregularidad cometida. 

De conformidad con el artículo 46, párrafo segundo, de la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, solicito a ustedes que la respuesta sobre la 
aceptación de esta Recomendación, en su caso, nos sea informada dentro del 
término de 15 días hábiles siguientes a su notificación. 

Igualmente, con apoyo en el mismo fundamento jurídico, les pido que las prue­
bas correspondientes al cumplimiento de la Recomendación que se les dirige se 
envíen a esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos dentro de un término 
de 15 días hábiles siguientes a la fecha en que haya concluido el plazo para in­
formar sobre la aceptación de la misma. 

La falta de presentación de pruebas dará a lugar a que se interprete que la 
presente Recomendación no fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos quedará en libertad para hacer pública, precisamente, 
esta circunstancia. 

Atentamente 
El Presidente de la Comisión Nacional 
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AV / 2872 / 23513-14 

Para su consulta se encuentran disponibles 
en el Centro de Documentación y Biblioteca 

de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
Av. Río Magdalena núm. 108, 

Col. Tizapán, Delegación Álvaro Obregón, 
C. P. 01090, México, D. F. Tels. 56 16 86 92 al 95, 

exts. 5118, 5119 y 5271 
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